Derechos Humanos

Introducción


Advertencia Inicial
En Octubre de 1973, el efímero Presidente Cámpora nombraba, por imposición directa de Perón, a José López Rega como su Ministro de Bienestar Social, y el jóven abogado Carlos Saúl Menem empezaba su gestión como gobernador de La Rioja. 

Un año después era claro que había empezado una nueva era en la violación de los derechos humanos en la Argentina. 

López Rega promovió un sistema de represión criminal clandestina que pronto se abrió paso resueltamente. Muerto Perón en julio de 1974, fue sucedido en la presidencia por su cónyuge, Isabel Martínez de Perón, bajo cuyo gobierno López Rega medró casi sin límites y su metodología se fue expandiendo sin obstáculos. El eclipse de éste en 1975 no significó la extinción del sistema sino, en realidad, su consolidación, su despersonalización y de algún modo su institucionalización. En marzo de 1976 también Isabel Perón debía abandonar el gobierno y las fuerzas armadas llevaban a sus últimas consecuencias la técnica de la represión criminal clandestina. El gobernador de La Rioja también era desplazado y detenido. 

Enfático, aunque desairado, promotor de la candidatura presidencial de Isabel Perón para los comicios de 1983, fue elegido presidente en 1989. Aquel desplazamiento de 1976 no le impediría completar desde su gobierno, ahora nacional, la impunidad de las violaciones de los derechos humanos que se había empezado a urdir durante la administración anterior con las leyes de Punto Final y de Obediencia Debida, y asimismo con el ascenso sistemático de los oficiales condenados o procesados por esas violaciones. 

López Rega y Menem son así, en lo que concierne al último cuarto de siglo al menos, los dos mojones, inicial y final, de un período en que la violación de los derechos humanos adquirió en la Argentina una dimensión de extrema perversidad y en que se estableció - primero con esas leyes de Punto final y Obediencia Debida y luego con los indultos- la impunidad de los responsables. 

Puede así enmarcarse con los nombres de estos dos funcionarios la consideración de esta etapa de la vida nacional, tal vez la más traumática de toda su historia. 

También conviene contribuir a la enseñanza de los derechos humanos. Se ha dicho con razón que una de las formas más efectivas para lograr su respeto es la educación. Los valores inherentes a la comprensión del otro, a la solidaridad con el otro, la percepción de los derechos inalienables del otro son transmisibles por medio de la educación, y son un camino de los menos inciertos para lograr una sociedad y un mundo menos crueles. 

Esta educación, para ser algo más que retórica, no puede evitar llamar las cosas por su nombre. De otro modo, los estudiantes de cualquier nivel, rápidamente advierten que el discurso abstracto prenuncia conductas, en el mejor de los casos insignificantes, y no infrecuentemente contradictorias a esa retórica. A la tortura es preciso llamarla tortura y denunciarla en cualquier espacio territorial en que se produzca. La desaparición forzada de personas no puede ser disimulada en ningún caso y bajo ningún pretexto. 

Importa, además, en la Argentina contradecir una fuerte tendencia a la ocultación de estas verdades profundamente desagradables expuestas en este libro. Una crónica de Olga Viglieca (1) llama la atención sobre una cierta neutralidad con que se quiere manipular el horror. Señala un libro, "Historia de los Argentinos II", de uso habitual en las escuelas secundarias, cuyos autores son Cesar García Belsunce y Carlos Alberto Floria, este último embajador del presidente Menem en la UNESCO. De ese libro extrae estas líneas: "El régimen militar derrotó a la subversión con alto precio de vidas pero SE DISCUTE AUN LA JUSTIFICACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS. El informe Nunca Más dio por comprobados casi 9.000 'desaparecidos. Es ciertamente difícil formular una ética para situaciones límites". El libro fue editado en 1992 y supone pasar por alto la sentencia firme contra las juntas y su contenido con descripciones precisas de conductas que ciertamente no admiten discusión ni vacilaciones valorativas. Menos admisible todavía es poner en duda que haya una ética para la tortura, la desaparición forzada de personas y los crímenes atroces y aberrantes que proliferaron durante la dictadura militar. 

Recuerda Viglieca que en marzo de 1998 el Poder Ejecutivo emitió un decreto por el cual proponía en las escuelas un análisis crítico del golpe del 24 de marzo de 1976 y la memoración de las víctimas "tanto de la violencia irracional desatada por los grupos armados como de la represión ilegal". Lo cual supone una suerte de empate axiológico, y en consecuencia una neutralidad entre lo que Noam Chomsky llama el terrorismo al por menor y el terrorismo al por mayor. Ese empate axiológico resulta a la postre coherente con la cultura de la impunidad que han promovido, un gobierno con las leyes de punto final y de obediencia debida, y otro con los indultos. 

Recuerda esa crónica que en el libro "Historia III, de María L. Miretzky y otros, también de 1992, se afirma que "las fuerzas armadas infligieron decisivas derrotas a la guerrilla subversiva EN UNA SERIE DE COMBATES que produjeron también bajas entre las fuerzas militares". Los vuelos de la muerte o la ronda de las Madres no existen, comenta Viglieca quien también menciona otros libros de estos años recientes con parecidas ocultaciones. 

Importa entonces escribir sobre la Argentina de este último cuarto de siglo desde el ángulo de los derechos humanos. Tanto más desde que este de 1998 es el año de los Derechos Humanos en que se celebra el cincuentenario de la declaración universal del 10 de diciembre de 1948. Ojalá otros también lo hagan para poder curarnos por el conocimiento. Lo harán, probablemente, con mayor experiencia, mayor información y mayor profundidad que la de estas páginas. 

Buenos Aires, diciembre de 1998. 

S. M. L. 

  

Notas:
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1. Olga Viglieca, Letras de Golpe, Clarín, segunda sección, pag. 16, 29 de marzo de 1998.  
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De López Rega a Menem, por Salvador María Lozada.

 

Palabras preliminares de Mons. Miguel E. Hesayne
Como Obispo Católico y desde la óptica pastoral, agradezco al Doctor Salvador María Lozada este valioso aporte al respeto de los Derechos Humanos y su protección específica en el campo educativo y jurídico. 

En este año se cumplen cincuenta años de la Declaración Universal de los Derechos Humanos por la Organización de las Naciones Unidas. Medio siglo de luz y sombras. Medio siglo que ante los hechos de violación de los Derechos Humanos urgen actitudes magisteriales -como la que emprende el Dr. Salvador María Lozada con esta publicación que recomiendo a la dirigencia argentina-. Porque "el respeto de los derechos humanos no comporta únicamente su protección en el campo jurídico, sino que también debe tener en cuenta todos los aspectos que emergen de la noción de dignidad humana" (Juan Pablo II, Jornada Mundial de la Paz 1/1/98). 

En la Argentina de hoy, se corre el riesgo de reducir la violación de los derechos humano a secuestros, torturas y, lo más preocupante, de convertir la defensa de los derechos humanos en un slogan electoralista o en pantalla gubernamental para afianzarse en el poder. 

Es preciso señalar que la gama de los derechos humanos abarca tanto cuanto el hombre de hoy - aquí y ahora- necesite para vivir una vida digna. La razón antropológica de la vigencia de los derechos humanos radica en que la persona humana por ser tal es sujeto de derechos y obligaciones correspondientes. 

La fe cristiana enriquece esta motivación racional para una defensa de los derechos humanos, porque Jesucristo es el autor de la frase más revolucionaria de todos los tiempos, y "subversiva para el poder dominador: "La ley es para el hombre y no el hombre para la ley" (Lc.6,9/Mt.11.12). Más aún, Jesús se identifica con cada hombre singular y de modo particular con el más necesitado (Mt.25). 

Hoy que se vive para el consumo, en una sociedad dominada por el sistema, tan materialista como el marxismo, del neoliberalismo cuyo valor supremo es el "mercado", hay que educar sobre el valor absoluto e inalienable de la persona humana y a la luz de la fe cristiana tener conciencia que lo que cuenta para Dios es el Hombre. 

Miguel E. Hesayne
Obispo Emérito de Viedma 
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Capítulo I
El debilitamiento del derecho
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De López Rega a Menem, por Salvador María Lozada
Parte I - El Marco político y económico.

 

1. Hacia el horror
Hacia 1973 la cuestión de los derechos humanos había adquirido un sesgo nuevo en América del Sud. Precedidos por notables abusos cometidos por el régimen militar brasileño, el caso de Chile revistió sin embargo caracteres propios que permiten reconocerlo como un trágico hito en la historia contemporánea. Inducido por el Secretario de Estado Henry Kissinger, y por la Agencia Central de Inteligencia (CIA), el golpe militar de septiembre de 1973 trasplantó cierto espíritu siniestro de la derrota de Vietnam, unas técnicas tan feroces e inhumanas como, a la larga, inservibles y auto destructivas. Entre estas se destaca la desaparición forzada de personas, ensayada contra el pueblo chileno a partir de ese tiempo, y luego importada con entusiasmo por la dictadura militar argentina (l976-l983) que la expandió, con fruición, a proporciones verdaderamente genocidas.

En 1981, todavía sometidos al régimen militar y antes del debilitamiento impuesto por el colapso de Malvinas, escribí en LE MONDE DIPLOMATIQUE del mes de septiembre de ese año, un artículo cuyo título era LE CERCLE VICIEUX DE LA PEUR ET DE L'ILLEGALITÉ (1)
. Trataba allí de anotar las limitaciones prácticas que para el ejercicio de los derechos fundamentales provocaban las dictaduras sudamericanas. A ese artículo de LE MONDE DIPLOMATIQUE, pertenecen los párrafos siguientes que traduzco ahora al castellano, y cuya pertinencia surge, me parece, de ser la vigencia de los derechos humanos, más que una cuestión técnico jurídica, más que una materia de normas y de interpretación de normas, el fruto de condiciones socio políticas altamente condicionantes del fenómeno jurídico.

2. El Ministerio del Miedo
En países sacudidos por la inestabilidad política - fuente normal de las dictaduras militares- el miedo es uno de los obstáculos principales que impiden el funcionamiento efectivo del derecho. Así como paraliza la conducta humana individual, el miedo también inhibe ciertos comportamientos colectivos, particularmente aquellos idóneos para poner en acción el debido proceso jurídico cuando están en juego las relaciones entre gobernantes y gobernados, poderosos y débiles, pudientes y no pudientes, el Establecimiento y los disidentes.
¿Quien le tiene miedo al poder? Naturalmente, los no poderosos, aquellos situados lejos - por opción personal o por accidente- de las radiaciones protectoras del poder; esto es, lo más de la población. Entre ellos están los que sufren opresión y privaciones económicas impuestas por los latifundistas, las subsidiarias locales de las grandes multinacionales, o cualquier tipo de concentración de poder económico; los que sufren abusos a causa de su intención de participar de un modo no complaciente en la vida política o en las actividades gremiales fuera de la domesticación burocrática que las dictaduras toleran o fomentan. Los segmentos educados de la sociedad tienen también sus atemorizables: maestros, profesores, artistas, científicos y otros miembros de la "intelligentsia", obispos, sacerdotes, monjas, líderes civiles y religiosos comprometidos con los pobres y con los derechos humanos; aun jueces y periodistas.

¿Por qué tienen miedo? Simplemente porque desafiar el poder absoluto de las dictaduras -y a veces el de sus aliados económicos- se castiga en muchos países del tercer mundo con el asesinato, la tortura, la prisión y el despojo patrimonial. Estudiantes universitarios, periodistas, disidentes políticos, sacerdotes, monjas, militantes de los derechos humanos son asesinados, torturados o encarcelados por largo tiempo sin forma alguna de proceso. Miles son suprimidos con premeditación y cuidadoso planeamiento; miles, en cambio, por "error" o descontrolado -¨o controlado?- exceso de celo homicida. Miles mueren oficialmente y otros miles cripto oficialmente; algunos por evidentes asesinos gubernamentales, otros en manos de asesinos torpe e inconvincentemente disfrazados de otra cosa. La muerte es así aplicada no como una ULTIMA RATIO de la lucha por el poder sino como el primero, más "práctico" y frívolamente disponible recurso: una nueva aparición de aquella "BANALITAT DER BOSEN", o banalidad del mal, de que hablaba la notable Hanna Arendt.
Los gobernantes le suelen decir a sus audiencias que obran en defensa de la Seguridad Nacional, de la Soberanía (nunca recordada cuando entregan a las empresas multinacionales o a grupos financieros internacionales las decisiones económicas básicas), la Ley y el Orden, y aún la Civilización Occidental y Cristiana (olvidada desde luego cada vez que se asesina a obispos, sacerdotes y monjas a causa de su fidelidad a los valores evangélicos). De hecho, han organizado, deliberadamente o no, un informal e invisible Ministerio del Miedo más concreto, y tal vez más penoso, que la imaginaria creación del gran Graham Greene.

Este Ministerio del Miedo fabrica sus propios específicos productos. Produce partidos políticos domesticados, que simulan creer en una democracia "parcial" o "limitada", integrada al régimen o bajo la vigilancia militares. Produce jueces dóciles que no se "mezclan" en las áreas prohibidas de la sociedad: reservas territoriales del poder arbitrario y de la fuerza (supuestamente) descontrolada. Produce obispos y sacerdotes confinados a una "espiritualidad" sin relación activa con los conflictos terrenos como el homicidio, la tortura y la opresión económica. Produce diarios y medios de comunicación que muestran una versión irreal, expurgada y mutilada de los asuntos locales y aun de los internacionales. Produce universidades "limpias", dedicadas a los aspectos técnicos o ideales de la sociedad, y cuyas aulas ignoran los conflictos concretos de la realidad y las cuestiones ardientes de la política y la economía. Produce organizaciones gremiales que asocian la corrupción administrativa al colaboracionismo con los gobernantes militares. Este miedo no siempre es consciente. A veces es un sentimiento larvado que inclina a una indiferencia protectora, una implícita aprensión que sugiere no mezclarse en materias políticas o cívicas. Tan significativos como los aspectos lúcidos son las fases omisivas del miedo.

3. El Poder absoluto.
El golpe de Estado extingue el gobierno representativo y establece la dictadura militar. Esto implica la desaparición del Poder Legislativo, Congreso, Asamblea o Parlamento. Desde entonces las leyes ya no son más hechas por los legisladores, políticos elegidos en elecciones populares, en alguna medida bajo la influencia y el control de los conciudadanos.

Ahora las leyes son hechas por el poder militar con la asistencia de sus colaboracionistas civiles, reclutados, claro está , entre los elementos más conservadores, reaccionarios, o simplemente, oportunistas, de la sociedad.

La idea de división del poder, la noción de controles y equilibrios (CHECKS AND BALANCES), la posibilidad de investigaciones parlamentarias sobre actividades del ejecutivo, todo esto desaparece también. Asimismo la independencia de la judicatura queda obliterada absolutamente. Los militares y solo ellos designan a todos los jueces.

El golpe de Estado se precipita para terminar -retóricamente- con una democracia "fallida" o "deficiente" y para establecer una "genuina" democracia; pero de hecho del gobierno militar tiende inexorablemente a devenir un gobierno absoluto. Y el penetrante axioma de Lord Acton se cumple rigurosamente: "El poder tiende a corromper y el poder absoluto tiende a corromper absolutamente".

Un poder desmadrado, sin control posible, es una fuente segura de miedo, un miedo psicológicamente explícito o implícito. 

Desde el comienzo mismo de la dictadura el derecho es tergiversado y su credibilidad enteramente dañada. Porque surge ahora no de un cuerpo legislativo independiente, rama separada de un gobierno trino, en el que cada rama, en alguna medida, controla y equilibra a las otras, sino de un régimen auto elegido, unitario y estrictamente irresponsable, que hace y ejecuta todas las leyes, y excluye y nombra a todos los jueces. Escrita en el siglo XVIII la clásica cita de Montesquieu es claramente pertinente en muchos países del tercer mundo:"...en Turquía, donde esos tres poderes están unidos en la persona del Sultán, los súbditos gimen bajo la más horrenda opresión ("El Espíritu de las Leyes", Libro XI, 6)."

Ninguna duda cabe: una horrenda opresión es el peor clima para la vigencia de los derechos humanos.

4. Lo Público y lo Privado
El efecto paralizante del miedo opera principalmente en la rama del derecho público; menos intensamente sobre el derecho privado. Al mismo tiempo que firmar una petición de HABEAS CORPUS puede resultar una acción altamente peligrosa para cualquier abogado en uno de estos países bajo autoridad militar, los procesos civiles o comerciales concernientes, por ejemplo, a papeles de comercio o hipotecas entre personas privadas o entre comerciantes, son frecuentemente tan normales como en cualquier otro Estado, a menos que una de las partes del proceso sea un miembro del poder militar o alguien protegido por este.

El derecho que afecta relaciones en las que puede quedar comprometido el equilibrio de poder (ID EST, la dictadura en si misma, o el poder de las corporaciones multinacionales integradas al régimen militar, o el poder de las concentraciones locales de dominación económica) constituye un rea en la que la vida, la integridad física y moral, o la libertad de los envueltos en los litigios respectivos, resultan gravemente vulnerables. En cambio, el derecho concerniente a relaciones en las cuales no hay riesgo de alterar el equilibrio presente de poder tiende a funcionar casi normalmente, a menos que los no infrecuentes apetitos económicos de los gobernantes militares, o de sus secuaces mas próximos, puedan estar en juego.

A veces los dictadores y sus cómplices - ministros, embajadores, etc.- exhiben la rama del derecho privado como una prueba del buen nivel de juridicidad ambiente.
Sistemáticamente ocultan, sin embargo, el lado oscuro del cuadro. Porque todos los procesos relativos a libertades civiles, al derecho de elegir y ser elegido para funciones estatales electivas, el derecho de reunión, al derecho de defensa en todas sus manifestaciones e implicancias, los derechos sindicales, en suma, todas las cuestiones cruciales del debido proceso est n deterioradas o gravemente menoscabadas.

Estas degradaciones derivan, a veces, de normas legales o reglamentarias destinadas a neutralizar ciertas libertades o derechos; otras, en cambio, del peligro inmediato y presente de una represalia del gobierno contra quienes inician acciones invocando la protección de esas libertades y derechos. Estas represalias pueden adoptar una forma abierta; no raramente es obra de agentes no oficiales o cripto oficiales de los órganos de la dictadura: las razonablemente temidas fuerzas paramilitares y parapoliciales, tan disponibles para las crueldades extremas como rápidas para el saqueo y el despojo patrimonial de sus víctimas. Otras veces esta degradación del derecho público resulta de interpretaciones restrictivas o de tergiversaciones hermenéuticas hechas por jueces complacientes o aterrorizados, o ambas cosas al mismo tiempo, o alternadamente.

5. La Justicia militar
Un factor específico de miedo e incertidumbre es la frecuente sujeción de los ciudadanos a las cortes marciales durante las dictaduras militares. Las protestas, los disturbios, las huelgas suelen ser pretextos para poner toda una categoría de personas bajo la ley y los tribunales militares. Estos son usados como elemento de disuasión política por los militares en el gobierno, o por gobiernos débiles, necesitados de apoyo militar. Aunque el ya clásico DICTUM de Groucho Marx ("La Justicia militar es a la justicia lo que la música militar es a la música") pueda parecer en algunos casos exagerado, o meramente cómico, no hay duda que el debido proceso jurídico queda severamente afectado cada vez que una persona civil es sustraída de los tribunales normales y sometida a los jueces militares.

Tuve a este respecto una experiencia personal como Observador Internacional ante los juicios militares realizados en Chile en mayo de 1974. Otros miembros del grupo de observadores fueron, en Chile, Ole Espersen, luego ministro de Relaciones Exteriores de Dinamarca, y Ramsay Clark, que había sido ATTORNEY GENERAL, esto es Ministro de Justicia y Procurador General, en el gobierno norteamericano. Esta presencia nuestra en el mes de mayo, fue consecuencia de una reunión previa que tuvimos en Helsinki. En esta ciudad, en marzo de 1974, estuvieron presentes, entre otros, la viuda de Salvador Allende, la duquesa de Medina-Sidonia y Mario Soares, los tres en el exilio entonces. Soares no asistiría a la próxima reunión en Copenhagen. La revolución de abril de 1974 lo había transformado en Ministro de Relaciones Exteriores del nuevo gobierno portugués. De este último encuentro participaron, en cambio, el escritor Gabriel García Márquez, y dos argentinos, el senador Hipólito Solari Yrigoyen y el abogado Mauricio Birgin.

A través de esa experiencia chilena en 1974 adquirí una definida impresión acerca de la sustancial medida en que los procesos de civiles ante las cortes marciales importan reducción o supresión de algunas de las garantías básicas: el derecho a estar oportunamente informado de la acusación, la posibilidad de ser confrontado con los testigos de la acusación, la posibilidad de obtener testigos de la defensa, la asistencia de un abogado independiente como defensor, etc. Cualesquiera sean los limitados o aproximados actos de justicia que puedan producir las cortes marciales, el riesgo de ser sometido a ellas es causa de miedo razonable. En este caso, no un miedo que paraliza la acción legal sino un miedo a un derecho peculiar, el miedo a un derecho ajeno, amenazante, hostil, parcial.

Cabe agregar, al texto publicado por LE MONDE DIPLOMATIQUE, que, paradójicamente, como lo muestra la experiencia argentina de los años 80 con irritante fuerza de convicción, los tribunales militares son blandos, benignos, complacientes, y frecuentes medios de impunidad cuando los imputados ante ellos son parte del personal militar imputado de violaciones de los derechos humanos. El caso argentino manifiesta con claridad que los tribunales militares no son esencialmente más estrictos o severos que los civiles, y que en ciertos supuestos pueden convertirse en refugio para escapar de la justicia. En una dictadura, o durante la transición hacia la democracia, la jurisdicción militar puede constituir un elemento más del poder militar para retener o extraer poder de la sociedad civil, con daño de los derechos fundamentales.

6. Las Emergencias.
Las emergencias constitucionales (Estado de Sitio, Toque de Queda, Zona de Guerra - sin guerra real -, zonas de emergencias, etc.) suelen estar mencionadas en las normas fundamentales y en los textos legales.

Están dirigidas a enfrentar situaciones anormales y excepcionales, en las cuales están permitidas algunas restricciones a derechos, libertades y garantías. Estas restricciones, muy breves en el tiempo y muy excepcionales en su naturaleza, están pensadas para dar fuerza adicional al Poder Ejecutivo y ayudarlo a conjurar crisis y desórdenes transitorios. Sin embargo, interpretadas acomodaticiamente por jueces "comprensivos" y por juristas "AD USUM DELPHINIS, y en las manos de regímenes militares o bajo tutela militar, las cláusulas de emergencias han venido a resultar el modo normal - no el anormal -, el modo permanente - no el transitorio- de la vida jurídica pública.

Hay países que, en treinta años, han vivido menos de cinco, sin Estado de Sitio. Chile paso mas de una década bajo régimen de emergencia. En tales situaciones la rama ejecutiva suele estar autorizada - o interpretaciones complacientes así lo permiten- para suprimir la libertad física y para arrestar personas sin acusación ni proceso pena. Durante estos períodos peculiares de común ocurrencia en los países del tercer mundo, los derechos fundamentales, aunque escritos en las constituciones, pierden toda posible relevancia en la vida práctica y concreta. La constitución dice que nadie puede ser preso sin debido proceso jurídico, pero todos ven que los disidentes políticos y los dirigentes sindicales permanecen encarcelados, a veces por lustros, sin forma alguna de proceso y con complaciente anuencia de las Cortes Supremas y de los tribunales subalternos. La falta de significación práctica de los derechos fundamentales crean unos sentimientos de escepticismo, indiferencia y apatía respecto de la acción cívica que, combinados con el miedo al poder, difícilmente permiten la vigencia de los derechos humanos.

7. La solidaridad internacional
Es obvio que la superación de estas situaciones descriptas depende básicamente del cambio de las condiciones políticas. 

Consolidar el gobierno democrático con alternantes partidos políticos, respeto de las minorías, controles y equilibrios de poderes independientes, miembros electos en el ejecutivo y en el legislativo, libre crítica de los funcionarios públicos, derechos fundamentales verdaderamente operantes, poder militar bajo la real - no meramente formal- autoridad de los lideres democráticos, todo esto permite iniciar un periodo de descongelación en el cual el miedo paralizante empieza a ceder.

Entretanto, el marco internacional es extremadamente importante para atenuar las condiciones durísimas en muchos países. Por un lado, debe destacarse el avance del Derecho Internacional en materias concernientes a derechos humanos y crímenes contra la humanidad. A este respecto deben subrayarse significativos progresos como la Convención de Derechos Humanos de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que define a la tortura como un crimen contra la humanidad, y el plan propuesto por el profesor de la Universidad de Princenton, Richard Falk, destinado a establecer un Tribunal Internacional para el juzgamiento de los dictadores bajo la autoridad de las Naciones Unidas.

Por otro lado debe mencionarse la acción internacional de los Estados democráticos y de las instituciones humanitarias. Aislar a los dictadores, tanto política como económicamente, puede constituir un medio importante para reducir situaciones extremadamente afligentes. Lamentablemente esta solidaridad es frecuentemente interrumpida por avidez económica y oportunismo, que va desde la presión de las corporaciones multinacionales y la banca internacional hasta la avaricia de los exportadores de armamentos en los países centrales. Conviene aclarar que esta solidaridad internacional democrática no puede confundirse con la acción unilateral de cuño claramente imperialista y violatoria del derecho internacional, como la ejercida a través de un insoportable matonismo externo por el Gobierno de los Estados Unidos respecto de Panamá en 1990 ante la complacencia o silencio de las Naciones del continente.

Es verdad que el régimen de Noriega y sus aliados era difícilmente defendible. No menos cierto es que la intervención externa, no de Naciones Unidas o de la Organización de los Estados Americanos lo cual hubiera tenido plausibilidad, sino del ejército norteamericano implicó la más grosera violación no sólo de los principios de No Intervención y de Auto Determinación, sino de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. En cambio, un juicio internacional de Noriega, ante un tribunal como el que propone el Profesor Falk, hubiera sido muy interesante y conducente, incluso para develar las conexiones y complicidades de este individuo con la Central de Inteligencia de los Estados Unidos cuando esa dependencia era dirigido por el luego Presidente Bush, y como tal agresor de Panamá en cuanto Estado.

En cada país la cuestión de los derechos humanos debe recibir un énfasis tal que resplandezca su superioridad axiológica en relación a cualquier otro tipo de conveniencias, como el balance de pagos, el balance comercial o cualquier otra ventaja económica.


Tienen también un mérito y una significación práctica innegable las instituciones de vigilancia internacional, como la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, su similar de la OEA, la Cruz Roja a través de su acción silenciosa o por lo menos poco espectacular, Amnistía International, la Comisión Internacional de Juristas, y otras. En la misma línea de acción es justo poner de relieve el esfuerzo de personalidades como Sean McBride o de líderes religiosos como el Arzobispo de Sao Paulo, el Cardenal Paulo Evaristo Arns, o su compatriota el obispo Helder Camara, o los obispos argentinos Nevares, Hesayne y Novak y otros. Ellos han tenido influencia decisiva en situaciones particulares para salvar vidas y arrancar libertades.

La solidaridad internacional es un poderoso estímulo para aquellos que internamente están luchando para que prevalezcan la justicia y el derecho. Los hace sentir en compañía valiosa y operante. Teniendo los esfuerzos de esos luchadores internos un efecto multiplicador sobre sus conciudadanos, la solidaridad internacional para con ellos adquiere así un tremendo impacto como medio para avanzar la línea de descongelamiento y finalización del miedo paralizante. 

Cuando el miedo del pueblo se disipa queda el miedo de los gobernantes dictatoriales. Como lo dijo alguna vez John Steinbeck: "El miedo corrompe, tal vez el miedo de la perdida de poder". Los días finales de los dictadores no son necesariamente mas benignos ni menos violentos que los iniciales. Entonces, en el difícil tránsito desde la autocracia a la democracia, la solidaridad internacional también configura un invalorable soporte.

Hasta aquí lo que escribí en 1980 en "LE MONDE DIPLOMATIQUE para transparentar el clima de fuerte ajuridicidad en que se producían las sistemáticas violaciones de los derechos humanos durante esos años.

En este contexto resultan depresivo de la Nación argentina y de su perfil internacional, las oscuras solidaridades que llevaron al presidente argentino electo en 1988 a obstaculizar la acción de jueces y fiscales italianos que a comienzos de 1994 intentaron investigar la conducta criminal de los responsables de la desaparición de miles de personas, entre ellas algunas de esa nacionalidad europea.

Estimulante es en cambio la actitud asumida por el Prof. Romano Prodi, primer ministro de la República Italiana en Buenos Aires y en abril de 1998, admitiendo la posibilidad de presentarse el gobierno italiano como parte civil en los procesos en los que se cuestiona la violación de los derechos humanos de que han sido víctima personas de esa nacionalidad.
Entre los progresos del derecho internacional, está , muy destacadamente, el que consiste en investigar y punir los crímenes contra nacionales de un Estado, o conductas genocidas, aun cuando no hayan ocurrido en su territorio si el Estado con jurisdicción territorial es incapaz de hacerlo, por impotencia, connivencia o cualquiera de las razones que operaron en los casos penosos de las administraciones de Alfonsín y Menem, que disfrazaron esa impotencia culpable bajo las formulas irrisorias del Punto Final, la Obediencia Debida o la Pacificación de los Espíritus. Esas connivencias con la violación de los derechos humanos no han impedido que los tribunales franceses condenen al ex oficial naval Alfredo Astiz por el homicidio de dos religiosas de esa nacionalidad y probablemente no impedir la condena de los comandantes de la dictadura y otros represores ilegales por parte de los tribunales españoles.

En efecto, lo mismo cabe decir de los esfuerzos del juez español Baltasar Garzón, obstaculizados, como no podía imaginarse de otro modo, por el ministro de Relaciones Exteriores argentino, Guido Di Tella, y luego, también con poca sorpresa, por el presidente Menem, y no solo por ellos dos lamentablemente.

  

Notas:
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1. "El Círculo Vicioso del Miedo y la Ilegalidad".  

 Capítulo II
La ideología de la seguridad nacional
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De López Rega a Menem, por Salvador María Lozada
Parte I - El Marco político y económico.

 

"La vileza del sable que amenaza"
Almafuerte, La Sombra de la Patria
Hacia la época en que se redactó la Convención Americana de Derechos Humanos empezaba a configurarse, paradójicamente, un elemento político e ideológico que obstaculizaría la vigencia efectiva de ese instrumento normativo. Los hechos político sociales serían hondamente contradictorios de las normas que solo décadas después empezarían a tener alguna relevancia práctica. 

Refiere Noam Chomsky que la administración Kennedy acentuó la presión sobre América Latina militar, rotando el énfasis de "defensa hemisférica" a "seguridad interna". Esto último terminaba significando, huelga señalarlo, guerra contra la propia población. 

Los expertos académicos, agrega Chomsky con uno de los sombríos sarcasmos que le son habituales, explicaron sobriamente que las militares pasaba a ser así una fuerza "modernizada", al estar guiada por tutores de los Estados Unidos. El razonamiento básico se explicaba en un estudio secreto de 1965 hecho por el Secretario de Defensa, Robert McNamara, en el que se establecía que "las políticas de los Estados Unidos hacia los ejércitos latinoamericanos han sido, en conjunto, efectivas para obtener el objetivo fijado para ellas: "mejorar sus capacidades de seguridad interna" y "establecer la influencia predominantemente (norte)americana". Esto incluía el derrocamiento de los gobiernos civiles "toda vez que, a juicio de los militares, la conducta de esos líderes (civiles) era dañina para el bienestar de la nación". Lo cual era necesario debido al "ambiente cultural latinoamericano", y sería llevado a cabo apropiadamente ahora que los militares están asentados "en la comprensión de, y en la orientación hacia, los objetivos de los Estados Unidos." Procediendo en esa línea, se podía asegurar el resultado previsto y garantir "las inversiones privadas de los Estados Unidos", y el comercio, la "raíz económica", que es la más poderosa de todas las raíces del "interés político de los Estados Unidos en América Latina" (1) 

En este clima crece y florece la doctrina de la seguridad nacional. 

1. Orden, seguridad y resistencia al cambio 

El análisis de la constitución real de las dictaduras iberoamericanas mostraba un rasgo común a todas ellas. Es el lugar que ocupaba en estos regímenes la llamada Doctrina de la Seguridad Nacional. Esto se complementa muy bien con otros rasgo que les era inherente: aquello que Pio XI llamó EL IMPERIALISMO INTERNACIONAL DEL DINERO en la Encíclica QUADRAGESIMO ANNO. 

El primero de esos elementos ha constituido el marco ideológico en el cual las dictaduras militares iberoamericanas han cometido durante las décadas de los años 70 y 80 las mas atroces violaciones a los derechos humanos. Consiste en la exaltación incondicionada del orden y de la seguridad como valores absolutos y al servicio de la sociedad iberoamericana tal cual es, sin cambios, incluso con resistencia al cambio. El orden y la seguridad de una sociedad plagada por las injusticias, las desigualdades, las discriminaciones, los privilegios, la violación sistemática de los derechos fundamentales de las personas, la opresión, el analfabetismo y la desculturización; una sociedad con todas estas hondas carencias pero al mismo tiempo estimulada a sobrevalorar el TENER sobre el SER de las personas, a quienes se empuja al encuentro de su identidad en la adquisición de bienes que no pueden comprar o que muy difícilmente pueden comprar; una sociedad dominada por la angustia tantálica de masas acicateadas y a la vez frustradas por el ilimitado espejismo consumista. 

En cuanto al otro elemento, el imperialismo internacional del dinero, se expresa hoy a través de las empresas multinacionales, la globalización dirigida hegemónicamente y el sometimiento total a las exigencias del mercado, como empezó a advertirlo ya en 1972 y con claridad Paulo VI en la carta OCTOGESIMA ADVENIENS. 

En realidad, el peculiar ORDEN y la peculiar SEGURIDAD de las autocracias militares iberoamericanas, al servir la causa del inmovilismo, al impedir el cuestionamiento, la crítica, la discrepancia, el análisis racional - todos comportamientos PELIGROSOS, INSEGUROS, promueve en verdad la causa de las corporaciones multinacionales, como se advierte sin esfuerzo al examinar las políticas económicas de estos regímenes. 

En este sentido, la ideología de la seguridad nacional es un claro y terminante rechazo de aquellas TRANSFORMACIONES AUDACES, PROFUNDAMENTE INNOVADORAS y de esas REFORMAS URGENTES que HAY QUE EMPRENDER, SIN ESPERAR MAS que Paulo VI reclamaba hacia la misma época en que se elaboraba la Convención antes mencionada. (2) 

El mantenimiento y agravación de las desigualdades, al que esta ideología termina sirviendo, entra manifiestamente en conflicto con otro reclamo angustioso de Paulo VI: "NO HAY QUE ARRIESGARSE A AUMENTAR TODAVÍA MAS LA RIQUEZA DE LOS RICOS Y LA POTENCIA DE LOS FUERTES, CONFIRMANDO ASÍ LA MISERIA DE LOS POBRES Y AÑADIENDOLA A LA SERVIDUMBRE DE LOS OPRIMIDOS" (3) 

Por eso es coherente la palabra de los obispos latinoamericanos en el documento de Puebla: "En los últimos años se afianza en nuestro continente la llamada Doctrina de la Seguridad Nacional, que es de hecho, más una ideología que una doctrina. Esta vinculada a un determinado modelo económico político, de características elitistas y verticalistas que suprime la participación amplia del pueblo en las decisiones políticas. Pretende incluso justificarse en ciertos países de la América Latina como doctrina defensora de la civilización occidental cristiana desarrolla un sistema represivo, en concordancia con su concepto de `guerra permanente'. En algunos casos expresa una clara intencionalidad de protagonismo geopolítico...La Doctrina de la Seguridad Nacional entendida como ideología absoluta, no se armonizaría con una visión cristiana del hombre en cuanto responsable de la realización de un proyecto temporal ni del Estado, en cuanto administrador del bien común. Impone en efecto, la tutela del pueblo por elites de poder, militares y políticas, y conduce a una acentuada desigualdad de participación en los resultados del desarrollo". 

Sorprendía y sorprende en estas condiciones la aguda desproporción entre la importancia de este fenómeno ideológico y la dominación política y económica, por un lado, y la escasísima bibliografía que en nuestros países lo estudie, discuta o llame la atención sobre sus consecuencias gravísimas. 

2. El estudio de Joseph Comblin 

Por eso creo conveniente resumir algunas observaciones, y comentar otras, del notable sacerdote belga Joseph Comblin, el más dedicado especialista sobre este tema. El P. Comblin, profesor ordinario de la Facultad de Teología de la célebre Universidad Católica de Lovaina - ahora en el campus francófono de Louvain-la-Neuve - y también profesor visitante de la Universidad de Harvard, medios académicos ambos nada sospechosos de bastiones de la guerra revolucionaria, produjo un trabajo exhaustivo al que título "La Ideología de la Seguridad Nacional". El libro de Comblin es de 1977, tiene como subtítulo "El Poder Militar en la América Latina" y esta dedicado a Leónidas Proano, el obispo ecuatoriano de Riobamba, "preso el día 12 de agosto de 1976 por motivos de seguridad nacional". 

Muy propicio medio universitario el de Lovaina para una investigación como la que se propuso Comblin, donde se entrelazan lo latinoamericano y los valores universales. 

Tiene aquella como profesores HONORIS CAUSA a Helder Camara, el famoso obispo del nordeste brasileño y a Marco Gregorio McGrath, el arzobispo de Panamá , y también al Dr. Willem Adolf VisserHooft, secretario general del Consejo Ecuménico de las Iglesias. En la Facultad de Teología, a la que Coblin pertenece, también es profesor M. Schooyans, autor de un libro penetrante sobre el Brasil contemporáneo. 

No es así dudoso que Comblin haya contado con una información y una visión de la América Latina que le ha permitido acertar con los orígenes profundos de esta ideología que a despecho de su nombre irradia inseguridad y desnacionalización. Advierte que ella es un fenómeno exógeno a nuestros pueblos: ha sido estructurada en los Estados Unidos, y se expande a los ejércitos latinoamericanos desde el "National War College", el "Industrial College of the Armed Forces" y en lo que concierne a la oficialidad subalterna, desde el "South Command" del ejército norteamericano, con asiento en el enclave del Canal de Panamá , donde hacia fines de 1975 ya habían recibido instrucciones según las técnicas de Vietnam nada menos que 71.651 militares latinoamericanos. (4) 

Antes el P. Comblin señalaba: 

"Podemos afirmar, por lo tanto, que la Doctrina de la Seguridad Nacional, venida del exterior, en vez de pasar por un proceso de rechazo debido a las particularidades de los países involucrados, deriva en realidad, en una desnacionalización de la vida social y política de cada uno de ellos, al punto de dar la impresión de que, en esos regímenes, la sociedad escapa al control del hombre". 

Y enseguida agregaba: 

"La Doctrina de la Seguridad nacional es una extraordinaria simplificación del hombre y de los problemas humanos. En su concepción, la guerra y la estrategia se tornan la única realidad y la respuesta a todo. Por causa de esto la Doctrina de la Seguridad Nacional esclaviza los espíritus y los cuerpos. Siendo un sistema muy aplicado en la América Latina, ella trasciende ese continente para amenazar a Occidente todo. En verdad parece haberse convertido en la última palabra, el último recurso de la civilización contemporánea; vemos así, como los defensores de la Doctrina de la Seguridad Nacional invierten perniciosamente la formula de Clawsewitz: la política, para ellos, sería la continuación de la guerra por otros medios". 

La observación de Comblin sobre la inversión del pensamiento de Clawsewitz parece de la mayor importancia. Ese trastocamiento supone un cambio total de perspectiva sobre el fenómeno de la guerra y también sobre el lugar de las fuerzas armadas en el marco estatal. 

3. La Inversión del Apotegma de Clawsewitz. 

Clawsewitz, que vivió entre 1780 y 1831, es probablemente el mayor de los teóricos de la guerra. Su más señalada contribución fue la doctrina de la dirección política de la guerra. Hacia el final de su vida en 1828, al revisar su obra cumbre VON KRIEGE (De la Guerra), formulo su apotegma ahora celebre:"Krieg is nich als eine Fortsetzung der politischen Verkehr mit Einmischung anderer Mittel" ("La guerra no es sino la prosecución del curso político con la introducción de otros medios") que generalmente se cita en forma simplificada como "la guerra es la continuación de la política por otros medios". Con estas palabras Clawswitz negaba que la guerra pudiera constituir un fin en si misma. 

Curioso destino el de este prusiano, veterano de Waterloo, que ponía énfasis en la guerra defensiva como la que concede las posiciones políticas y militares más fuertes. 

Su doctrina terminó resultando incómoda al ejercito alemán y desde 1853, según dice Arnold H. Price, se enterró el pasaje crucial de su obra, donde reclamaba el control del gabinete ministerial sobre la estrategia, haciendole decir lo opuesto. El planeamiento militar germano fue quedando desde entonces desprovisto de propósito político, conduciendo al rígido y agresivo concepto de movilización de 1914 y a la virtual dictadura de Ludendorff de 1916. 

Hubo una considerable revitalización del interés en Clawsewitz entre las dos guerras y explicablemente su doctrina influyó en los oficiales de la WEHRMACHT que trataron de deshacerse de Hitler el 20 de julio de 1944. La idea central de Clawsewitz era, así, que la violencia debía expresar un objetivo político estatal; de ningún modo reemplazar a este. 

Seis meses después de producir la versión final de VON KRIEGE, en la que introdujo la famosa sentencia, Clawsewitz fue requerido por su amigo Carl Ferdinand von Roeder para que opinara sobre dos ejercicios estratégicos que habían sido planteados en el Estado Mayor. Los problemas postulaban que Austria, aliada de Sajonia, estaban por atacar a Prusia. Se mentaban los detalles militares pero no se ofrecía información sobre los objetivos de los gobiernos ni de la situación internacional en general. A fines de diciembre de 1827 Clawsewitz contestó a Roeder descartando ambos problemas porque tal cual estaban formulados eran demasiado incompletos para proporcionar una solución suficientemente significativa, desde que no se establecía en el planteamiento el objetivo militar de las dos partes. "Este objetivo es grandemente el resultado de las relaciones políticas mutuas de las dos partes y de su relación con otros Estados que podían participar en la acción. Si estas materias no se establecen, un plan estratégico de ese tipo viene a resultar nada más que una combinación de unos pocos factores de tiempo y espacio, dirigidos hacia una meta arbitraria". 

Según indica Peter Paret, autor de uno de los más recientes y completos libros sobre Clawsewitz (5) estos problemas y las respuestas del general prusiano fueron publicadas en 1937 en la MILITARWISSENCHAFTLICHE RUNDSCHAU con el titulo de ZWEI BRIEFE DES GENERALS VON CLAWSEWITZ: GEDANKEN SUR ABWHER. Creemos que constituyen un complemento importante de VON KRIEGE para entender su convicción definitiva de la condición políticamente dependiente de la guerra y de las fuerzas armadas. Allí, en esas cartas, la reitera con estas palabras: "La guerra no es un fenómeno independiente sino la continuación de la política por diferentes medios. De consiguiente las líneas maestras de cualquier plan estratégico son de naturaleza grandemente política, y su carácter político se incrementa en la medida en que el plan se aplica a una campaña entera y al Estado entero. Un plan resulta directamente de las condiciones políticas de los dos Estados beligerantes como de sus relaciones respecto de terceras potencias...Conforme a este punto de vista, no es cuestión de una evaluación puramente militar de un problema estratégico, o de un esquema puramente militar de resolverlo". 

Esta subordinación de la estrategia a la política determinaba una subordinación del militar al gobernante civil, coherente por lo demás con el orden político que desde la Revolución francesa pugnaba por extenderse a toda Europa. En realidad, cuando 90 años después de la formulación de Clawsewitz, el Premier radical de la Tercera República francesa, Georges Clemenceau, acuñe otra expresión igualmente famosa: "La guerre, c'est une chose trop grave pour la confier a des militaires", no estará sino desarrollando, desde luego con una evidente carga polémica y un intención cáustica, el pensamiento del general prusiano. 

4 . Los Principios Quebrantados 

Son otros modos de decir que la preeminencia militar en lo político -y la guerra es un gran hecho político- es una situación anómala, irregular. En el plano de los principios debe quedar en claro que el poder militar no tiene en el Estado más que una función auxiliar de los gobernantes. Los funcionarios de las fuerzas armadas - de eso se trata en verdad: personas que cumplen una función estatal definida- deben, por eso subordinarse al poder civil, al poder de la CIVITAS, de la sociedad política toda, de la cual las organizaciones militares no son mas que una parte subordinada y coordinada civilmente, esto es: una parte de, por y para la CIVITAS; de, por y para la sociedad política. 

La fuerza pública no puede pues sino estar a disposición de quienes tienen títulos para impartir ordenes estatales. La misión de los ejércitos es así de servicio civil, en el sentido de servicio a la sociedad política. Desde que los agrupamientos sociales se definen por su fin u objeto, no hay duda que a las fuerzas armadas les vienen impuestos los límites de su competencia por la misión de defensa exterior, objetivo que es sólo una parte muy limitada de los fines de la organización estatal, de la cual los cuerpos armados no pueden ser más que meros instrumentos. 

Como los actos humanos, las agrupaciones e instituciones tienden necesariamente a un fin, son intencionales, se orientan hacia un objeto, y el fin u objeto de la CIVITAS, abarca como uno de sus medios, para uno de sus muchos fines, la organización militar, instrumento civil en todo caso, para la realización de una parte muy reducida de los objetivos estatales. (6) 

Pero aun en ese circunscripto tema de la defensa -como lo indicaban Clawsewitz y Clemenceau desde perspectivas tan disímiles- los militares no tienen autonomía, son instrumentos y medios de la política del Estado. 

De la supremacía del poder civil sobre el militar, se sigue que uno de los titulares máximos del poder estatal es, por eso mismo precisamente, la autoridad suprema de las fuerzas armadas. Es lo que traducen las constituciones al declarar al jefe del ejecutivo comandante en jefe de las fuerzas armadas, y lo que ya preceptuaba Thomas Hobbes expresivamente:"...whosoever is made general of an army, he that hath the sovereign power is always generalissimo". (7) 

Estos principios son contradichos por la ideología de la seguridad nacional, que promueve una elefantiásica expansión de lo militar en el Estado y una ocupación casi integral de las funciones estatales por los militares, a título que una guerra imaginaria se disputa también en todas las áreas del aparato gubernamental. De tal modo la citada ideología tiende a acentuar la tradicional tendencia de las fuerzas armadas a desbordar en la América Latina sus cauces constitucionales y producir dictaduras militares. (8) 

La inversión del pensamiento de Clawsewitz impuesto por la ideología de la seguridad nacional supone la militarización de la política, la autonomía de la violencia y, de consiguiente, el excluyente protagonismo político de los militares. 

5. Iberoamérica, Prolongación de Vietnam 

Esto último quizás ha contribuido a acentuar el impulso mimetizante con que se improntó a las fuerzas armadas latinoamericanas y le permitió a la ideología referida dos logros importantes: desplazar a Clawsewitz, que tenía un prestigio casi reverencial entre los sectores militares más cultos, y la adopción acrítica de los lineamientos conceptuales que acababan de certificar su frustración y su ineptitud frente a los desafíos de la realidad en Vietnam y la heroica resistencia de un pueblo en situación de extrema privación. 

Dice a este respecto Comblin: 

"Esta estrategia contra-revolucionaria fue aplicada en Vietnam con el fracaso que todos conocen. Sin embargo sirvió sobre todo para formar una escolástica militar rígida, un manual de guerra revolucionaria que se tornó, desde 1961, la base de la enseñanza impartida a los ejércitos latinoamericanos. Desde 1965 en adelante, la enseñanza de esa escolástica superó, en las escuelas militares, la enseñanza consagrada a otras formas de guerra. Y un buen número de oficiales aprendió a interpretar los acontecimientos en su país a través del esquema convencional de la guerra revolucionaria. He aquí la explicación para la extraordinaria distancia entre la realidad latinoamericana y el aparato conceptual de que disponen los militares de la seguridad nacional para interpretar esa realidad. Pues al final no hubo ni hay, en la América Latina, nada que se parezca, ni de lejos, a una guerra revolucionaria en el sentido de Mao. Y mientras tanto la estrategia adoptada trata la realidad nacional como si estuviera lidiando con una verdadera guerra revolucionaria. Los servicios de inteligencia hacen esfuerzos desmedidos por reconstruir, a partir del menor indicio, toda una trama de guerra revolucionaria. Ya que no hay ninguna diferencia entre subversión, crítica, oposición política, guerrilla, terrorismo, guerra, ya que todo es manifestación de un único fenómeno, la guerra revolucionaria, la inteligencia consiste en crear una red de relaciones entre la supuesta guerra revolucionaria y cualquier indicio de descontento por parte del pueblo. En todas sus partes estar la presencia del comunismo internacional; en todas partes una guerra revolucionaria. 

El código de la guerra revolucionaria deforma sistemáticamente la realidad". (9) 

Y esta deformación lleva a consecuencias muchas veces sangrientas y otras veces ridículas: 

"El día 12 de agosto de 1976, en Ecuador, un joven Vice Ministro del Interior mandó detener a diecisiete obispos latinoamericanos reunidos en Riobamba: fueron acusados de estar preparando una guerrilla, la misma acusación de siempre. Cualquier escrito, cualquier crítica de un hecho social puede ser interpretado como indicio de la presencia de la guerra revolucionaria, ese monstruo intangible y omnipresente: (10) 

La seguridad en si misma, como concepto y como valores ambigua. Por un lado es inherente a la condición humana un cierto mínimo de certidumbre y de protección contra los riesgos. Por otro, la vida humana es radicalmente insegura: la única, la sola seguridad total es la de la propia muerte, todo lo demás padece de diversos grados de inseguridad. Y ademas, como decía Hellen Keller, la seguridad es en gran medida una superstición, "no existe en la naturaleza ni los hijos de los hombres la experimentan como totalidad. Evitar el peligro a la larga no es estar más a salvo que exponiéndose. La vida es una aventura atrevida o no es nada". 

Pero la seguridad de la ideología de la seguridad nacional es un concepto deficiente, y que conduce a consecuencias de honda inseguridad en el pueblo y de grave desnacionalización en el Estado. 

Anota a este respecto Comblin: 

"Es un concepto terriblemente simplista. Apaga una serie de diferenciaciones que parecían hacer parte de la herencia de la civilización. En primer lugar, suprime la diferencia entre la violencia y la no violencia, esto es, entre los medios de presión no violentos y los métodos de presión violentos. La seguridad es la fuerza del Estado aplicada a sus adversarios: cualquier fuerza, violenta o no. La seguridad es una cosa que puede ser obtenida indiferentemente por medios violentos o no; esto no tiene importancia. En el plano de la política externa esto significa desdibujar la frontera entre la guerra y la diplomacia: la tarea es la seguridad nacional y, dependiendo de las circunstancias, pase de una cosa a la otra, o mejor, todo se confunde, violencia y presiones económicas y psicológicas: todo constituye un único comportamiento. En el plano de la política interna la seguridad nacional destruye las barreras de las garantías constitucionales: la seguridad nacional no conoce barreras: ella es constitucional o anticonstitucional; si la distinción la entorpece, cámbiase la constitución. En segundo lugar, la seguridad nacional deshace la distinción entre política externa y política interna. El enemigo, el mismo enemigo, está al mismo tiempo dentro y fuera del país; el problema, por lo tanto es el mismo. Dependiendo de las circunstancias, los mismos medios pueden ser empleados tanto para los enemigos externos como para los internos. 

Desaparece la distinción entre policía y ejército; sus problemas son los mismos. Ahora bien, la doctrina tradicional hacia una distinción capital. Reconocía que, en cuanto a las relaciones entre las naciones, el reinado de la ley no conseguía dominar el reinado de la fuerza, pero en cambio tenía por aceptado que en el interior de la nación se había conseguido controlar hasta cierto punto el reinado de la fuerza y crear así por lo menos algunas islas de vida social, donde las relaciones eran determinadas por el Derecho y los conflictos resueltos según m‚ todos convencionales, previstos por leyes y más o menos racionales. Esto desaparece de una sola vez, delante de las necesidades de la seguridad nacional. En tercer lugar, la seguridad nacional disipa la distinción entre la violencia preventiva y la violencia represiva. Dentro del concepto de defensa nacional, la doctrina tradicional intentaba restringir el empleo de la violencia entre las naciones a casos de agresión: el uso de la fuerza era una respuesta a una agresión caracterizada. En compensación, la seguridad nacional defiende del mismo modo preventivo los intereses nacionales, a fin de alejar posibles amenazas futuras: la seguridad no opone barreras a la guerra preventiva. En la política interna ocurre los mismo. El concepto de seguridad interna del Estado implica la represión violenta respecto de actos que ponen en peligro el orden público. La seguridad, por el contrario, exige intervenciones tanto en caso de sospecha de un posible peligro como en caso de delitos caracterizados. En fin, la seguridad nacional no apareja ningún límite. La defensa nacional est limitada por las agresiones externas. ¨ Cuando puede encontrarse que se alcanzó un nivel de seguridad suficiente? El deseo de seguridad tiende a ser, en si, ilimitado. Tiende espontáneamente a lo absoluto. Ahora bien, la seguridad absoluta es extremadamente ambigua. No puede ser considerada como un valor...Es necesario, por tanto que la seguridad encuentre en otro principio - en la política - sus límites y su justa medida. Empero, la Doctrina de la Seguridad Nacional tiene un punto de partida absoluto: no tiene nada para controlar la tendencia a la seguridad absoluta". (11) 

Así pues, la seguridad que ofrecen los régimen es de seguridad nacional tiene un contradictorio y trágico sentido. 

Esa pérdida de distinción entre la violencia y la no violencia, entre la política externa y la interna, entre la violencia preventiva y la represiva, su condición ilimitada y extremosa, engendra la mayor inseguridad para el pueblo, para los ciudadanos del Estado. Y tampoco genera seguridad para los gobernantes de estos regímenes y sus colaboracionistas: atrapados todos ellos por los mecanismos diabólicos de la violencia terminan asediados por culpas, responsabilidades penales y reproches históricos duraderos e ilevantables. 

6 . El Terrorismo de Estado. 

La honda ilegitimidad que suponen todas estas características de la ideología de la seguridad nacional conducen frecuentemente a sus adeptos y ejecutores a una situación de total hipocresía y mistificación. 

Aun extendiendo los mecanismos represivos regulares del Estado, aun tergiversándolos o ampliándolos anómalamente, resulta esto insuficiente para adaptar o justificar esa ilegitimidad frente al sistema de valores imperante en los propios países y sobre todo frente a la comunidad internacional. Adoptan entonces el sigilo, la nocturnidad, el ataque por sorpresa, las prácticas delictivas, la infracción del propio orden jurídico que en las horas de luz, es decir ostensiblemente, dicen defender, y que en todo caso no se atreven a suprimir. Es, claro está, el terrorismo de Estado, es decir un poder público estatal que DE DÍA pretende comportarse como tal y ejerce todas las ampliadas potestades regulares del poder represivo, y DE NOCHE, esto es en la ocultación, les agrega todos los recursos irregulares que implica la infracción decidida del orden jurídico y de los valores y derechos más elementales inherentes a la persona humana; es decir, un poder estatal que, abiertamente, es POLICIAL, y al mismo tiempo, en las sombras es DELINCUENTE. 

Esta suma de lo irregular más lo regular supone para los cultores del terrorismo de Estado una formidable usura de poder, una exorbitante y abusiva ventaja sobre sus hipotéticos adversarios y sobre la población toda. Lo cual apareja algunas consecuencias inevitables para el ETHOS de una fuerza armada que se asocia a esta técnica. 

Por un lado, esa ventaja exorbitante lo constituye, tanto jurídica como moralmente, en individuo aun más reprochable que el terrorista extra estatal. No sólo, como el otro aterroriza mediante el crimen, sino que ejerce el terror desde el poder estatal, usando y pervirtiendo los medios provistos por este, para ocultarse, protegerse y hacerse impune. El terrorista extra estatal quiere destruir el Estado desde afuera: el terrorista estatal, desde dentro del Estado y aprovechándose de sus recursos, lo degrada, le sustrae el indispensable contenido ético, lo vacía de legitimidad, lo neutraliza desde el punto de vista axiológico; todo lo cual no es sino otra forma de aniquilarlo, pero mas aviesa, cobarde y desleal. En verdad, el terrorista estatal prolonga y completa - pero con el agravante de usar para su actividad y para su impunidad los recursos estatales- la obra de destrucción del Estado del terrorista extra estatal. A despecho de su superficial antagonismo, son complementarios y convergentes. 

Por otra parte, también conlleva una perdida de capacidad combativa en toda situación en que no se verifiquen esas ventajas abusivas y exorbitantes. Así los ejércitos de la seguridad nacional tienden a volverse ferozmente imbatibles respecto de la desarmada población nacional pero alarmante y aun grotescamente ineptos frente al adversario externo y convencional. La represión externa y el fiasco cruento de las Malvinas parecen ejemplificar en la Argentina lo que acaba de decirse con triste claridad. Acostumbrados a sorprender en las horas de sueño o en los lugares de trabajo a la mayoría de sus víctimas, extendida regularmente la práctica de la tortura, hecha regla inconfesable el exterminio de personas atadas de pies y manos o puestas en estado de inconsciencia, estos funcionarios militares difícilmente pueden ser los apropiados para enfrentar a adversarios que no ofrecen tantas limitaciones ni desventajas. Tienden, explicablemente, a ser elusivos del combate y de rendición fácil y rápida. Tal vez lo vio claramente Eliza Cook (1818-1889): 

"The coward wretch whose hand and heart / Can bear to torture aught below / Is ever first to quail and start / From the slightest pain or equal foe". (12) 

En tercer lugar, ésta frecuentación de lo delictivo como instrumento funcional de la represión terrorista estatal produce una inevitable corrupción. Por la pendiente de la degradación ética que supone la tortura, el extermino de personas reducidas a la indefensión y el saqueo de sus bienes; por el plano inclinado de facilidad que aquellas ventajas exorbitantes y abusivas implica, se avanza rápidamente hacia el delito económico desde el Estado y frecuentemente contra el Estado. En parte, por efecto de esa degradación y de ese plano inclinado, o por contagio entre una órbita delictiva y otra; en parte, por la busca de medios económicos para la anticipada protección por las consecuencias de los delitos contra la humanidad cometidos en el marco del terrorismo de Estado, estos funcionarios se enriquecen en proporción solo explicable a través del ilícito. La narco dictadura de García Meza en Bolivia, sostenida con desvergonzados afán y solidaridad, por la dictadura argentina, pretendidamente pudibunda, y ésta misma, son buena demostración de lo dicho. 

Recuérdese que en agosto de 1981, la revista norteamericana NEWSWEEK señalaba que la corrupción económica de la dictadura militar argentina ofrecía marcas insuperadas en toda la periferia capitalista. No poca cosa, como bien se sabe. Lo cual no excluía, por supuesto, una tosca moralina pseudo victoriana, expresada en la represión ostentosa de los aspectos más externos y formales de la conducta colectiva ("La vrai morale se moque de la morale" (13), según decía Pascal) y que llegaba a desvíos de imbecilidad y de desculturización, como aquellas celebres prohibiciones del "El Principito", de Antoine de St.Exupery y de la enseñanza de las matemáticas modernas como fuente de una imaginaria sedición. 

7. El Oneroso "Amigo" Norteamericano 

La relación de la ideología de la Seguridad Nacional con el terrorismo estatal y la nociva influencia de la Central de Inteligencia de los EE.UU. en América Latina, han resultado evidentes en Honduras y en otros países de América Central. 

Allí, en Honduras, esa dependencia del Poder Ejecutivo de los EE.UU. y los asesores militares argentinos adiestraron a escuadrones de la muerte responsables de la desaparición de 184 personas, según han denunciado recientemente dirigentes estatales y privados de organizaciones de defensa de los derechos humanos. 

"Los militares aplicaron en Honduras en la década de 1980 una llamada doctrina de la seguridad nacional dirigida a aniquilar a disidentes e izquierda, atendiendo a la estrategia de Washington en América Central para enfrentar crecientes movimientos guerrilleros...la doctrina de la seguridad nacional fue aplicada en principio por el ex jefe de las fuerzas armadas general Gustavo Alvarez, educado en la academia militar argentina y fiel seguidor de la política de Washington para Centroamérica". Un ex miembro de escuadrones de la muerte de Honduras declaró ante la Corte Interamericana de los Derechos Humanos en 1989, que condenó a Honduras por la desaparición de dos maestros. Revelo que gente de la CIA lo llevo a el y a otros 24 hombres a "recibir entrenamiento en el sur de Texas". (14) 

8. Al Servicio del Imperialismo y de la Hegemonía Ajena 

Es difícil determinar cual ha sido el punto máximo de la abyección en que sumió a la Argentina la dictadura militar. Uno de ellos ha sido el servilismo respecto de los responsables norteamericanos en las operaciones imperialistas en América Central. Allí la dictadura, feroz con su propio pueblo pero genuflexa ante el gran violador del principio de no intervención, fue cómplice diligente en actividades contrarias al derecho internacional. 

El 20 de junio de 1988 los diarios publicaron un cable de las agencias europeas de noticias muy significativo. Revelaba la dimensión que tuvo la sicofancia militar argentina en la organización de los mercenarios antisandinistas en Nicaragua y en los países complacientes de la región gobernados por auxiliares de los Estados Unidos. 

El comandante de esos mercenarios, el coronel Enrique Bermúdez, que antes había sido agregado militar de Anastasio Somoza en Washington, hizo entonces unas declaraciones en la Fundación Heritage, orientada por la derecha norteamericana. Bermudez aseguró que, luego del asesinato de Somoza, en el Paraguay, a fines de 1980, recibieron de los militares argentinos el apoyo inicial para la formación de la guerrilla subversiva llamada "Contras". Obviamente no era una iniciativa espontánea ni obedecía a tener una política propia en América Central. Era un servicio a los Estados Unidos que sostuvo sin vacilación a la dictadura militar durante toda su duración, a pesar de unas débiles fintas pro derechos humanos en el período Carter. 

Decía el cable que según los medios diplomáticos el general Leopoldo Fortunato Galtieri, tercer jefe de la dictadura, calculó, con la ingenuidad y el desmaño político internacional con que se hizo la guerra, que los Estado Unidos responderían al gesto argentino en Nicaragua con una posición de neutralidad en el conflicto austral, lo que habría complicado seriamente a los ingleses en la NUEVA invasión de las islas en junio de 1982. 

Bermúdez, el hombre de Somoza en Washington, con parcial verdad decía que aun cuando la impresión general es que movimiento fue respaldado inicialmente por los Estados Unidos, "fueron los argentinos los que nos dieron el apoyo necesario para iniciar nuestra lucha militar contra el sandinismo". 

En los primeros días de enero de 1982, el ministro del Interior de Nicaragua, Tomás Borge, denunció que oficiales del ejército argentino estaban vinculados a una conspiración para derrocar al gobierno de ese país. La denuncia fue respondida unos días después por el portavoz del Palacio San Martín, quien calificó la revelación como "absoluta fantasía". Enseguida, el Ministro de Relaciones Exteriores nicaragüense, el Padre Miguel D'Escoto, insistiría en la denuncia e involucraría en ella al general Alberto Valín, quien había dirigido el servicio de inteligencia del ejército argentino y al coronel Mario Davico. D'Escoto precisó que Davico había recibido en Buenos Aires a elementos de los subversivos nicaragüenses, a quienes les entregó 50 mil dolares como un aporte "para que la cosa empiece a funcionar". 

El 1ro, de febrero de 1982, dos meses antes del ataque argentino sobre las islas Malvinas, la cadena norteamericana de televisión ABC aseguró que la administración Reagan había "sondeado" al gobierno argentino sobre la posibilidad de infiltrar fuerzas de combate no uniformadas en Nicaragua con el propósito de subvertir el orden estatal de ese país, hermano de la Argentina en la Patria Grande hispanoamericana, la tierra de Rubén Darío, por lo demás. De inmediato, una fuente del congreso de Washington calificó la versión como "básicamente incorrecta", para producir una corrección más grave que la "incorrección" enmendada: "En realidad, agregó, no hubo propuesta norteamericana; los argentinos se ofrecieron y, de hecho, ya están allí". 

Estaban allí haciendo política exterior norteamericana, intervencionismo norteamericano de la más sucia especie, violación del principio de no intervención - una de las grandes postulaciones de la tradición internacional argentina e hispanoamericana- al servicio de los Estados Unidos, al que cubrían profilácticamente, en una acción preservativa de la necesidad de ocultarse, sólo formalmente, por razones inherentes a la política interna de ese país.( Los adverbios y los adjetivos no son casuales). 

Las desmentidas de Buenos Aires y Washington no eran ni demasiado enérgicas ni creíbles en modo alguno. El Secretario de Estado, Alexander Haig, admitía que operaban allí "en cooperación con nuestros amigos y aliados en el hemisferio". Y las negativas argentinas contrastaban con las declaraciones de los mercenarios que caían prisioneros, todas dando datos precisos sobre instructores militares argentinos. 

El 12 de mayo de 1983, la televisión francesa puso en el aire una entrevista al subteniente del ejército argentino, Hector Francés García, quien ofreció una impresionante serie de datos, fechas, nombres y el esquema, - siempre oficialmente desmentido- con el que los militares argentinos intervinieron en las acciones de subversión en Nicaragua patrocinada por los Estados Unidos. Esta caracterización de las operaciones no es caprichosa, excesiva ni facciosa. Corresponde a la sentencia de la Corte Internacional de Justicia que en litigio iniciado por Nicaragua condenó en aquellos años a los Estados Unidos por actos subversivos. 

La autoría norteamericana de esa subversión es revelada por el comandante Bermúdez: "...como comandante de la insurgencia, en pocas ocasiones se me ha permitido adoptar una decisión que yo considerara en el mejor interés de nuestras fuerzas...el control de los Estados Unidos ha sido más dañino cuando sus burócratas han elegido a personas de limitada o ninguna experiencia para ocupar posiciones de extrema y abrumadora responsabilidad...el liderazgo de la oposición fue enteramente designado por Washington". 

Comentando estos cables, el mismo día de su publicación, el especialista internacional de Clarín, Oscar Raúl Cardozo, concluía irónicamente: "Reagan puso 'de moda' a los 'contras', al menos hasta fines de 1986 cuando estalló el 'Contragate'. Ahora que la oposición militarizada al sandinismo es una operación plenamente desacreditada, es casi natural que su paternidad vuelva a la Argentina". 

Es la lógica de las relaciones de subordinación en la hegemonía colonialista. Ya se practicaban "relaciones carnales" pero AVANT LA LETTRE. Ese nombre desafortunado y depresivo de la nacionalidad es propiedad intelectual exclusiva del ministro Di Tella, quien pasará a la historia de la política internacional por ese logro penoso, y sobre todo por sus consecuencias prácticas. 

Rubén Darío, en su gran poema antiimperialista, "Oda a Roosevelt", decía: "Tened cuidado. - Vive la América española! Hay mil cachorros sueltos del león español". No será tanto el cuidado, sin embargo, parece ahora, si algunos de los cachorros son amansados e instruidos por el adversario, que los pone a su servicio contra el resto de los cachorros, sobre todo contra los más débiles. 

9. Variedades del Terrorismo de Estado 

Sería una verdadera ingenuidad creer que el fenómeno del terrorismo de Estado se agota en actividades como las que se vivieron en la Argentina y en América Central. Estas corresponden solo a una especie, el terrorismo de Estado clandestino. Hay también un terrorismo de Estado abierto, pero que, a pesar de su apertura, no dice su nombre y no admite que el circo mediático diga su nombre, pero que no es por ello menos terrorismo de Estado. No sólo eso. En realidad es MAS terrorismo de Estado, porque es terrorismo de Estado AL POR MAYOR, no AL POR MENOR, como la actividad de los terroristas extra estatales, o la actividad del terrorismo estatal clandestino que precisamente por su índole encubierta tiene en común con el terrorismo extra estatal el rasgo de la nocturnidad. 

Conviene oír en esto a Noam Chomsky. El capitulo "El Terrorismo: la dimensión ideológica del lenguaje" de su libro "Crónicas de la Discrepancia" (15) es absolutamente inexcusable, como en realidad toda esa obra, para quien se resista a ser manipulado por la desinformación sistemática del mentado circo mediático. 

Dice allí el eminente profesor del Instituto de Tecnología de Massachussetts: "Un hecho importante que uno debe tener presente cuando escucha un discurso político (o está sometido a ‚él es que la mayoría de los términos se emplean con una especie de significado técnico que se encuentra muy alejado de su significado real, queriendo decir en ocasiones todo lo contrario...Orwell puso ejemplos que son clásicos hoy día, como el término 'pacificación'. Este término se usa para los asesinatos en masa; por tanto, nosotros 'pacificamos' Vietnam. Si se analiza lo que eran los programas de pacificación, de lo que se trataba literalmente era de asesinatos en masa para intentar suprimir y destruir a una población que se nos resistía. 

Orwell escribió mucho antes del Vietnam, pero ya se dio cuenta de que era el uso que se hacía de la pacificación; hoy por hoy se ha convertido en una industria...El lenguaje es, en última instancia, un vehículo del pensamiento. Si falsificas el lenguaje falsificas el pensamiento." 

Poco más adelante dice el autor de "Syntactic Structures": "La palabra 'terrorismo' comenzó a usarse de manera generalizada a finales del siglo XVIII; y se empleaba por aquel entonces para referirse a los actos cometidos por los Estados que reprimían a su propia población por medios violentos. El terror era la actuación de un Estado contra sus propios ciudadanos. Ese concepto no resulta útil en absoluto para quienes detentan el poder. Por tanto, como era de esperar, al final se ha modificado el sentido del término. Ahora se refiere a las acciones de los ciudadanos contra el Estado; de hecho, el término `terrorismo' se emplea hoy casi siempre para lo que podríamos denominar `terrorismo al por menor': el terrorismo de pequeños grupos marginales; y no el terrorismo de los Estados poderosos. Con una excepción, si nuestros enemigos están implicados en acciones terroristas, entonces, se puede hablar de `terrorismo de Estado'. Por tanto, dos rasgos definen realmente al terrorismo: se comete contra los Estados, no lo comenten los Estados contra sus ciudadanos; y lo comenten ellos, nosotros no. Fíjese, por ejemplo, en Libia. Gadafi es ciertamente un terrorista. La última edición del informe de Amnistía Internacional... incluye a Gadafi en la lista de los terroristas: asesinó a catorce personas, ciudadanos libios, sobre todo en Libia, en los años ochenta...Compárese con El Salvador. En los mismos años en los que Libia asesinó a catorce personas, quizás a veinte, la mayoría libios, el gobierno de El Salvador eliminó a unas 50.000 personas... Nosotros implantamos un gobierno allí, de igual modo que los rusos implantaron un gobierno en Afganistán. Nosotros creamos su ejército, un ejército terrorista; nosotros les suministramos, les organizamos y les dirigimos. Las peores atrocidades las cometieron batallones de elite recién entrenados por los americanos. Las fuerzas aéreas de los EE.UU. participaron directamente en la coordinación de ataques aéreos. El terror no consistió en meros asesinatos. El terror libio es suficientemente malo: matan a gente. Pero nuestros terroristas primero mutilan, torturan, violan, les hacen pedazos: odiosas torturas, al estilo de Pol Pot. A eso no se le llama terrorismo... El término `terrorismo' se emplea para ellos, no para nosotros. En el caso de El Salvador, los actos terroristas los comete bien a las claras un Estado contra sus propios ciudadanos, de hecho un Estado implantado por nosotros, un Estado cliente de los Estados Unidos. Por lo tanto, eso no puede ser terrorismo, por definición...Siempre es igual. Mi libro PIRATES AND EMPERORS (Piratas y Emperadores), debe su titulo a una bonita historia de San Agustín en La Ciudad de Dios. San Agustín describe un enfrentamiento entre Alejandro Magno y un pirata capturado por él. Alejandro Magno le pregunta al pirata: " Cómo osas molestar al mar?". El pirata le mira fijamente y le dice:" ¨Cómo osas tu molestar al mundo entero? Yo tengo un pequeño barco; por eso me llaman ladrón y pirata. Tu tienes una flota; por eso te llaman emperador". San Agustín nos dice que la respuesta del pirata fue excelente. Esa es básicamente la cuestión. El terrorismo al por menor dirigido contra nuestros intereses es terrorismo; los actos terroristas al por mayor cometidos en interés nuestro no son terrorismo". 

Enseguida Chomsky aclara: "Yo no estoy justificando el terrorismo: justificar y explicar son dos cosas distintas. Lo que dices es que existe una explicación para el terrorismo y que, si quieres detenerlo, tienes que centrarte en la explicación. Cuando te centras en la explicación, muy a menudo descubres que Estados poderosos y violentos intentan provocar actos terroristas porque les interesa. Eso no es una justificación; es una explicación. Los actos terroristas son, sin duda repulsivos. Fue un acto repulsivo tirar por la borda en su silla de ruedas y asesinar a Leon Klinghoffer el 7 de octubre de 1985. También fue un acto repulsivo que Israel bombardeara a Túnez y causara la muerte de 75 personas utilizando bombas `inteligentes' suministradas, probablemente, por los Estados Unidos. Eso también es repulsivo. Consideramos que el primero es un acto terrorista, pero no el segundo, porque en un caso se trata de terrorismo al por menor por su parte y en el otro de terrorismo al por mayor de la nuestra... En nuestro sistema ideológico disponemos de un mecanismo muy simple para manejar todo este asunto. Cuando lo hacen los tipos que no nos gustan, es terrorismo. Cuando lo hacen los tipos que sí nos gustan, se trata de represalias." 

Hay también una variable mixta de terrorismo de Estado. Es el que empieza siendo clandestino y luego resulta abierto, ostensible y de algún modo jactancioso. A esta variedad pertenece el asesinato del fotógrafo que integraba la tripulación del "Rainbow", el buque de Greenpeace, en un puerto de Nueva Zelanda. Era la época del primer gobierno socialista francés. El presidente era Mitterand y su ministro de defensa, Charles Hernu. 

El gobierno neozelandés descubrió que el asesinato era resultado de un acto de sabotaje llevado a cabo por dos oficiales de la inteligencia naval francesa, destinados a preservar la viabilidad de los experimentos nucleares franceses en el Pacífico. Se los detuvo, juzgó y condenó a largos años de prisión. 

A partir de ese momento el gobierno francés vetó en la Unión Europea las importaciones que hacía toda la región de los lácteos neozelandeses. Después de cierto tiempo, el gobierno de Nueva Zelanda, para recuperar sus exportaciones, no creyó tener otra alternativa que indultar a los terroristas. Y el gobierno francés dejó pasar un breve tiempo para finalmente condecorarlos con la Legión de Honor. 

En agosto de 1998 los Estados Unidos, como "represalia" a unos actos terroristas perpetrados contra dos de sus embajadas en África oriental, dirigieron cientos de misiles con enormes cargas explosivas sobre una fábrica de productos químico farmacéuticos en Sudán y un supuesto campo de terroristas en el norte de Afganistán, al que se le atribuía el patrocinio del financista saudí Ossama Bin Laden. Los propios New York Times y Washington Post, que integran centralmente el complejo de "ingeniería del consentimiento" del gobierno de los Estados Unidos tuvieron que admitir que las "pruebas" invocadas por el presidente Clinton para lanzar ese ataque terrorista estatal no eran otra cosa que una pieza de retórica (16) 

El mismo día en que esto se publicaba, el analista internacional de Clarín, Oscar Raúl Cardozo, asumiendo una perspectiva análoga a la de Chomsky, decía en un valiente comentario que "Organizaciones como la Jihad islámica, Hamas o los partidos religiosos que invocan el nombre árabe de Dios para producir víctimas inocentes son finalmente tan peligrosos a la idea de un orden internacional civilizado como la secretaria de Estado, Madeleine Albright, cuando afirma que lo de Sudán y Agfanistán es apenas el comienzo de una lucha en que la acción militar unilateral e inconsulta de su país puede ser la norma y no la excepción" (17). Más grave lo último, cabría añadir, desde que a diferencia de los primeros, los Estados Unidos tiene a su disposición un amplio marco de posibilidades no terroristas en forma de influencia y recursos compatibles con el derecho internacional. Agrega Cardozo un elemento que concierne a la falta de verosimilitud de las alegaciones norteamericanas para justificar su terrorismo "al por mayor". Dice así: "Aun la aparición de personajes como Bin Laden - si en verdad es la figura de proporciones míticas que hoy presenta el discurso de la administración Clinton - es rastreable hasta Washington, que en la década pasada lo tuvo como aliado en el hostigamiento a la ocupación soviética de Afganistán, iniciada en 1979. No es sencillo hacer el salto de comprensión de la retórica que entonces identificaba a Bin Laden como un 'combatiente de la libertad'- un calificativo que Ronald Reagan pronunció muchas veces con lágrimas en los ojos - a este nuevo rostro de 'asesino masivo'". (18) 

10. La Familia Militar 

La ideología de la seguridad nacional supone una desnacionalización de las fuerzas armadas en el preciso sentido de marginarse éstas de la población del Estado. 

Esta ideología desplaza el centro de gravedad del operar militar desde la defensa hacia la vigilancia ejercida sobre los propios ciudadanos. Son así fuerzas armadas que crecientemente asumen un rol de policía político-militar postergando su condición de ejército defensivo. 

Esta actitud respecto de la población del Estado deriva en un paralelo tratamiento del territorio del Estado. La ideología de la seguridad nacional tiende a constituir a éstas fuerzas armadas en fuerzas de ocupación del propio país, con todo lo que de hostilización y de sospechabilidad arroja sobre la propia gente. La concentración de grandes guarniciones militares en los principales centros urbanos acrecienta esta posición de vigilancia de la población nacional y de ocupación del territorio nacional, tratados como elementos alógenos a esas fuerzas. 

Esta marginación se extiende y prolonga, explicablemente, a lo que se ha dado en llamar la FAMILIA MILITAR, el grupo de familias del personal militar en actividad y retirados, que también progresivamente han ido seccionando sus vínculos con la sociedad civil, separándose de ella como por medio de una membrana aislante. Barrios separados, círculos, centros o clubes deportivos, sociales y recreativos separados. Aun iglesias propias y sacerdotes propios. 

No debe sorprender que las fuerzas armadas de la seguridad nacional tiendan así a percibir e interpretar las cuestiones generales de desde la óptica de sus propios y separados intereses corporativos, desde una suerte de autismo burocrático, lo cual aumenta la pérdida de contacto con la Nación como conjunto. 

Esto ha significado también un incremento de las relaciones dentro del propio grupo, particularmente a través de los casamientos del personal militar con hijas de ese mismo personal. Se trata de un proceso de ghettificación en el sentido de diferenciación y aislamiento relativo. 

Sólo hace excepción, al menos en los rangos mas altos y finales del escalafón militar, la vinculación de origen político con las oligarquías locales, y los jerarcas de las empresas multinacionales compatibilizados o asociados a esas oligarquías. A este respecto se ha observado que la adhesión y el entusiasmo militares en las últimas décadas por un tipo de política económica que enfatiza la penetración del capital transnacional, la concentración de ingresos y la acumulación oligárquico capitalista, ha encontrado adicional empuje en todos los miembros de la familia militar. Los vínculos funcionales con el poder económico les crea acaso la ilusión de un ascenso social y de una participación, siquiera sea tangencial y transitoria, en un imaginario GRAN MUNDO, que en las sociedades dependientes siempre es remedo de espejismos remotos. 

11. Identificación Ideológica 

Otra de las razones por las cuales los militares de la seguridad nacional resultan poco eficaces como profesionales de la defensa radica en su identificación ideológica con el adversario. La manifestación más notoria de esto se aprecia en la admiración que buena parte de los oficiales argentinos profesaban, y muchos siguen profesando, al dictador chileno Augusto Pinochet, a quien le reconocían la genialidad de haber "inventado" la técnica de la desaparición forzada de personas, esto es el secuestro y ulterior eliminación, procedimiento aplicado luego en la Argentina y ampliado a límites genocidas. Curiosamente, al mismo tiempo se hacía recrudecer y se amplificaban los conflictos limítrofes con Chile, a punto de poner a ambos países al borde de una guerra absurda. 

Esta identificación ideológica, que a veces es franca admiración, los paraliza y los confunde frente al adversario, "y así los originarios matices de la resolución desmayan bajo los pálidos toques del pensamiento, y las empresas de gran aliento e importancia, por ésta consideración, tuercen su curso y pierden el nombre de acción" (19) 

Pero acaso no hay prueba más formidable de los desastrosos efectos de la identificación ideológica que lo ocurrido con la Sra. Thatcher. 

De su caída, o al menos del substancial desprestigio de su partido en la política interior del Reino Unido, dependían en mucho, como parece obvio, los progresos que la Argentina podía hacer en sus esfuerzos para aproximarse a una recuperación de la soberanía sobre las Islas Malvinas. También deterioraba en mucho a Thatcher que el hundimiento del crucero Belgrano fuera un crimen de guerra. 

El diputado laborista Tom Dalyell realizo una exhaustiva investigación que exhibía la inútil crueldad que importó el hundimiento del Belgrano, una nave obsoleta que notoriamente huía, alejándose de la zona de exclusión fijada por los británicos; y la personal responsabilidad de la primer ministro en ese acto censurable. 

Dalyell estuvo muy cerca de hacer caer a Thatcher, o al menos de averiarla seriamente. Pero en el momento decisivo un almirante argentino fue quien la salvo, alguien que comandó la paralizada flota argentina en la guerra de las Malvinas, alguien para quien ella debiera ser una "most pernicious woman", para seguir con el pobre Hamlet. 

Veamoslo: "Finalmente, consultado Dalyell si lo del Belgrano podría llegar a convertirse en un Watergate inglés, expresó que estuvo a punto, pero fue cuando Thatcher recibió una sorprendente ayuda: la televisión británica le hizo un reportaje al almirante Lombardo. Infortunadamente el almirante Lombardo dijo que en el caso de haber sido él comandante del Conqueror hubiera hundido al Belgrano. Eso fue usado por el gobierno británico hasta el cansancio para apoyar la decisión de Thatcher"(La Razón, 30-4-85). 

El Cid Campeador ganaba batallas, dicen, aun después de muerto. El almirante Lombardo, aun pasado a retiro, contribuía a consolidar el éxito político de los conservadores británicos y a dificultar la recuperación argentina del archipiélago. 

Parece éste un caso límite de esa autodestructividad nacional, tan entrañable a los militares de la seguridad nacional. 

Esta misma identificación ideológica ha hecho de los servicios de inteligencia locales contribuyentes gratuitos de la Central de Inteligencia de los Estados Unidos. 

Miles Copeland fue‚ uno de los fundadores de la C.I.A. En 1974 escribió un largo libro en elogio y descripción de esa dependencia del gobierno federal norteamericano. Se llama "The Real Spy World" y su lectura es altamente instructiva. En ese contexto de elogio y celebración hace esta declaración reveladora: "En el pasado, la rama de espionaje de la Agencia cumplía sus misiones en el Tercer Mundo reclutando sus propios agentes individuales, o ganando el control de segmentos de los servicios locales de seguridad por el reclutamiento de sus jefes como agentes. Tales medios continuarán hasta un cierto punto, pero el énfasis variará hacia la obtención de una cooperación abierta y sobre la mesa de tales servicios"(pag.220). 

Cuando en 1982 los Estados Unidos ayudaban decisivamente al Reino Unido en el conflicto del Atlántico Sud lo hacían, obviamente, entre otros recursos, con el material informativo proveniente, en el pasado inmediato, de los cooperantes servicios locales. Con lo cual estos habían ayudado al adversario a través de los norteamericanos. La simbiosis de inteligencia (espionaje) entre los servicios locales del Tercer Mundo con la CIA, derivaba fatalmente en que esos servicios locales, el argentino entre ellos, tributaba a los servicios británicos vía la simbiótica relación entre los Estados Unidos y el Reino Unido: una forma novedosa de lo en el fondo puede constituir una virtual traición a la patria. De cómo, cabe concluir, una identificación ideológica confunde y traiciona, en una medida alarmante, los precisos intereses defensivos de un país. 

12. Símbolos y Fetiches 

Esta marginalización respecto de la población nacional tiende a ser contrarrestada sobreactuando una pertenencia privilegiada a la Nación a través de la exageración de los símbolos. Aislados de la sociedad civil, del cuerpo de la Nación, contrapuestos a la población del Estado a la que vigilan y dominan como a la de un territorio ocupado, los militares de la seguridad nacional se sienten compelidos a exaltar su condición nacional por la vía de una exacerbación simbólica. El más f cil de todos, el recurso a la bandera, tan frecuente en las dictaduras militares de las últimas décadas, a las que en este sentido se los podría denominar con el título de la excelente novela de Evelyn Waugh, PUT OUT MORE FLAGS, traducida al castellano como "Más Banderas". Cada vez mas banderas; banderas mas grandes, descomunales casi; con mástiles más altos, sostenidos por sólidas estructuras de cemento. Sobre todo mucho cemento, que para eso está lo que se ha dado en llamar el "style casserne", al que hay que pagar tributo. Más ceremonias a la bandera, juramentos, ritos. 

Pero ocurre, sin embargo, que la bandera es símbolo, y como tal vale, sólo vale, y es significativa, en tanto y en cuanto remite efectivamente a lo simbolizado: al Estado nacional con su atributo esencial de la soberanía. Cortado el vinculo entre la bandera y lo simbolizado, el primero no es nada, o casi nada, solo una fracción anodina del mundo material. Cortado el vinculo entre la bandera y el Estado nacional soberano, pasa ella a ser uno de los colores determinados sobre un pedazo de tela, y sólo eso. Y acontece que en los regímenes de seguridad nacional, al tiempo que se sobreenfatiza la bandera, se abandonan los resortes esenciales de la decisión nacional soberana en manos del capital transnacional y sus agentes, o se acoge como propia una dirección externa de la economía. 

Ahora bien, un símbolo que ha perdido relación efectiva con lo simbolizado y que pretende adquirir significación autónoma, se ha transformado en fetiche. La utilización exacerbada de la bandera para cubrir el abandono de la condición soberana del Estado nacional, como ocurre sustancialmente en lo económico, y para disimular su propia marginación respecto de ese estado nacional al que OCUPAN pero no INTEGRAN, constituye un procedimiento de fetichización de la bandera, al que la ideología de la seguridad nacional acude y al que parece es preciso prestarle alguna atención. 

El Dr. Samuel Johnson decía que el patriotismo es el último refugio de un canalla ("Patriotism is the last refuge of a scoundrel"). En otro plano, cabría decir que el agitar banderas descomunales es el último recurso de quienes no tienen ya otro válido para afirmar su pertenencia a la Nación de la que se han alienado. 

13. Redefinición de las Fuerzas Armadas 

La superación de la ideología de la seguridad nacional y la restauración de una doctrina de la defensa nacional deben estar acompañas por un redimensionamiento de las fuerzas armadas y una reubicación de estas en las sociedades nacionales. Ambos esfuerzos, el cualitativo y el cuantitativo, estarán decisivamente condicionados por la desmitarización de las llamadas hipótesis de conflicto, a lo cual deber ser paralelo una consolidación de principios que es preciso enraizar hondamente en el espíritu colectivo a través de todos los medios de educación y persuasión: el de la solución pacifica de los conflictos y el relativo a la integración latinoamericana. 

En la Argentina la desmilitarización de las hipótesis de conflicto viene adelantada por dos hechos previos. Por un lado, las diferencias territoriales con Chile, fueron puestas felizmente bajo la mediación pontificia por la propia dictadura militar, que así desmilitarizó ese conflicto y lo DIPLOMATIZÓ, por así decirlo. 

Resulto irrisorio que algunos militares de la seguridad nacional intentaran erigirse en encendidos censores de la aceptación, hecho luego por el gobierno constitucional, de la propuesta papal. Fueron ellos los que, primero, destruyeron los márgenes de éxito de la disputa al confiarla a un árbitro -los británicos, elegidos por el precedente gobierno militar a principio de los años 70- que al propio tiempo era el adversario del otro conflicto territorial; y luego fueron también ellos los que desahuciaron la opción bélica y la sustituyeron -en esto acertadamente- por la mediación pontificia. 

Ulteriormente se intento torpedear la aprobación del tratado con Chile sobre el Canal de Beagle invocando una clandestina cooperación chilena a los británicos durante la guerra de Malvinas. Sin embargo, mucho más importante y grave que esa cooperación -si existió- fue el abierto y ostensible apoyo que dio la administración norteamericana a través de auxilios en muchos casos decisivos de las operaciones bélicas, como la información por satélites durante todo el conflicto, incluida la que determinó el hundimiento del crucero Belgrano. Escandalizar con el supuesto aporte chileno al enemigo de Malvinas -aporte en todo caso clandestino y en consecuencia de limitado alcance, proporcionado por un pequeño país del Tercer Mundo- y guardar silencio sobre la efectiva alianza de los Estados Unidos con el Reino Unido para obtener la rápida rendición argentina en esas islas, es bastante sugestivo: los mismos que invocaban un hecho para dificultar el vínculo con un vecino país latinoamericano no invocaban el otro para que la Argentina redefiniera sus relaciones con la administración de Washington. 

La desmilitarización de la otra hipótesis de conflicto -la de Malvinas- también procede de un acto de la última dictadura militar: producida la rendición, ella misma reubicó el conflicto en el plano diplomático. 

La guerra fue el fruto de un acto de profunda insensatez política, como que no se previeron hechos esenciales como la obvia y estrecha alianza y cooperación militares y de espionaje de los Estados Unidos como el Reino Unido, y la previsible reacción virulenta del gobierno conservador de este último Estado. Constituyó además una palmaria demostración de la irrelevancia del enorme armamentismo en que se había ahogado al país en años anteriores. El rápido desmoronamiento de las operaciones del ejercito sobre las islas y la ausencia de acción naval, certificaron la inanidad del enorme y costoso aparato bélico y el fracaso autodestructivo de la militarización desatinada de un hipótesis de conflicto. 

Atacar al enemigo en las circunstancias de lugar, tiempo y modo que mejor permiten su respuesta victoriosa es una estupidez casi lindante con el autosabotaje. 

En estas condiciones, disipada una de los hipótesis por los acuerdos con Chile sobre los problemas fronterizos y definitivamente desmilitarizada la otra, mal que les pese, por los propios militares de la seguridad nacional, la reducción drástica del aparato bélico y la reubicación institucional de las fuerzas armadas no hubiera resultado difícil. Puestas ambas cuestiones en el cauce diplomático por quienes promovieron un armamentismo desproporcionado, la solución caía de su propio peso. 

El gran traumatismo histórico causado por la dictadura militar, tal vez el más grande de la historia nacional, creaba en 1984 una época de cambio excepcional que permitía hacer lo que los alemanes hicieron después de 1947, la transformación de la WEHRMACHT en la BUNDESWEHR, unas nuevas fuerzas con diferente ethos, con diferentes reglas, con diferente simbología, con plena inserción en el Estado democrático contemporáneo. Falto quizás imaginación y coraje para hacerlo. 

Acaso entonces el Ministerio de Defensa debió desaparece como tal para pasara ser una Subsecretaría del Ministerio de Relaciones Exteriores. Esta formula guardaba coherencia con la pérdida de significación de lo militar en las dos únicas hipótesis que el país tenía. Se hubiera subrayado así el carácter auxiliar, eventual y accesorio de las fuerzas armadas respecto de la política internacional del país. Desprovista de viabilidad militar la única hipótesis de conflicto subsistente, el mantenimiento de unas fuerzas armadas hipertrofiadas terminan a la postre siendo instrumento de dominación interna y riesgo para los derechos humanos. 
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[image: image6.png]



1. Noam Chomsky, "Year 501: The Conquest Continues", pag.161, South End Press 

2. Populorum Progressio, num. 32. 

3. idem, num. 33 

4. J. Comblin, A IDELOGIA DA SEGURANÇA NACIONAL, 3ra. edició, Civilizaçao Brasileira, 1980, pag 140 

5. Peter Paret, CLAWSEWITZ AND THE STATE, Oxford University Press, pag.379. 

6. Salvador María Lozada, LAS FUERZAS ARMADAS EN LA POLITICA HISPANOAMERICANA, Editorial Columba, 1967, pag. 15 y ss. Los párrafos anteriores proceden de ese libro escrito en 1964 como tesis doctoral y recién publicado en 1967. 

7. Leviathan, II, 18. 

8. Salvador María Lozada, ob. cit., pag. 30 y ss. 

9. J. Comblin, ob. cit, pag.47 

10. J. Comblin, ob. cit, pag.49 

11. J. Comblin, ob. cit. pag. 55. 

12. Prescindiendo de las rimas, quizás se pueda tolerar una traducción como la siguiente: 

El infeliz, cobarde de mano y corazón,
Que aguanta el torturar como si nada,
Siempre es primero en miedo y susto,
Ante el dolor más leve o enemigo igual.

13. La verdadera moral se burla de la moral. 

14. Página 12, 13 de junio de 1995, p.20. 

15. Visor Distribuciones S.A., 1993, Madrid. 

16. Clarín, 22 de agosto de 1998, pag. 41 

17. Clarín, 22 de agosto de 1998, pag 21 

18. lugar citado 

19. Para decirlo con palabras de Hamlet (III,1) que en éste contexto pueden sonar extrañas 

  

 

Capítulo III
La reconstrucción democrática y sus límites
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De López Rega a Menem, por Salvador María Lozada
Parte I - El Marco político y económico.

 

1. Malas Influencias 

Parece haber habido una suerte de esquema inducido desde afuera para regir el paso de las criminosas dictaduras latinoamericanas de los años 70 y comienzo de los 80, a una suerte de democracia limitada, y eventualmente castrada. Se trata de una influencia externa que parecen prolongar algunos males de la dictadura. Es lo que he dado en llamar, en otras publicaciones, "El Modelo Latinoamericano de Transición de la Dictadura a la Democracia Dependiente o Condicionada". 

Celosamente vigiladas e inducidas por las administraciones norteamericanas de los años 80 y comienzos de los 90 algunas de esos países sometidos a dictaduras militares han estado virando desde entonces hacia una cierta especie de democracia, conforme a un patrón en alguna clara medida diseñado e impuesto desde la potencia hegemónica, que permite a veces sólo una restringida participación popular. 

Los aspectos esenciales de este esquema parecen ser, por un lado, en los años 80, un compromiso rígido e insoslayable de estas democracias condicionadas o dependientes de pagar los servicios financieros de la deuda externa, lo cual supone "ayuda" financiera externa para pagar esos intereses, con la inmediata consecuencia de un aumento casi descontrolado de esa misma deuda externa cuyo capital resulta así difícilmente pagable; lo cual no parece importar mucho, si se cumple con los intereses de dicha deuda. Alcanzado ese objetivo, en la década siguiente una no menos rígida incorporación al orbe "globalizado", pero con globalización hegemónica, claro está, es decir sometimiento implacable e incondicionado a la ideología del mercado, con las consecuencias conocidas, especialmente el empobrecimiento popular y las altas tasas de desocupación, y también, muy especialmente, las trampas bien conocidas a través de las cuales la apertura de los mercados es universal e irrestricta para los países periféricos, pero solo selectiva restrictiva y en muchos casos fingida , para los países centrales, como luego se verá. 

Simultanea y combinadamente, la introducción de un discurso e ideología privatizadora, creando la mutua implicancia entre la enorme deuda externa y la necesidad de privatizar las empresas públicas. Un modo, se postula, de lograr "eficiencia" y de paso de poder pagar la deuda externa, pero no el capital de ella, de inverosímil cancelación, sino meramente los servicios de la deuda externa. Esta argucia conceptual tuvo en la Argentina cuño normativo a través del decreto 1842/87, pieza de legislación de singular y simbólica importancia, que comentaremos después. 

Por otro lado, complementariamente, la intangibilidad del poder militar, que queda preservado como guardián del limitado experimento democrático. Es el segundo de aquellos elementos del esquema transicional. De él deriva una política militar que no se atreve a enfrentar los problemas cruciales y se resiste a transformar las fuerzas armadas -frecuentemente el instrumento despótico del statu quo local y de sus protectores y mentores imperialistas- en un genuino recurso estatal del gobierno civil. 

Este inmovilismo respecto del establecimiento militar explica los sacrificios ridículos hechos en la Argentina, el Brasil y el Uruguay para proteger a los funcionarios militares de acusaciones altamente plausibles de homicidio, tortura, secuestro y robo, a través de una legislación impúdicamente dirigida a inmunizarlos contra imputaciones penales: amnistías, prescripción de sesenta días para crímenes contra la humanidad - cuando en el código penal el menor término, para los delitos apenas castigados con mera inhabilitación temporal es de un año - la imposibilidad de acusar a quienes se considera a priori como actuando bajo obediencia debida, ignominiosos indultos o perdones a aquellos condenados o no alcanzados por las anteriores claudicaciones jurídicas, etc. En este camino, la cuestión de los derechos humanos, como lo he referido en otro lugar(1), se inmola en el altar del poder militar, el cual, después de estos ludibrios, surge doblemente reforzado. 

Excluidos estos dos aspectos y cuestiones dominantes -la imposición del esquema neoliberal y el poder militar- cuyas respuestas han sido adoptadas como condiciones a priori del experimento transicional, la participación pública queda reducida áreas menores de la política, lo cual parece a muchos, con razón tal vez, una suerte de ejercicio gratuito, o tal vez onanista, de la "politique politicienne", o política politiquera, y no, como debiera ser, el instrumento para superar los males de la dependencia y el subdesarrollo. Así, el interés público y la participación colectiva disminuyen rápidamente, luego de advertir que la política aparece como un juego -que sólo, por lo demás, juega la clase política- para cambiar (aspectos menores de la realidad) a fin de que nada (realmente importante) cambie de verdad. De la frustración de este modelo de transición los otros países del tercer mundo debieran aprender lo que debe ser evitado cuando se agotan o son expulsadas las dictaduras, aunque es improbable que se les permita experimentarlo. 

2. Economía y derechos Humanos 

Las consecuencias de aquellas dos graves limitaciones son manifiestas. 

De la primera deriva la peculiar dirección económica de estos gobiernos. Forzados a pagar los intereses de la deuda externa sin que se les permitan discutir la legitimidad de la misma, para lo cual revelan, por lo demás, muy poca vocación, deben aumentar el endeudamiento externo para obtener dinero de los banqueros internacionales a fin de... pagar a los banqueros internacionales. 

Las importaciones crecientes, consecuencia de una apertura dogmática pero en la verdad selectiva del comercio exterior, tienden siempre a exceder los esfuerzos por exportar más y más. 

En este marco hay siempre una trágica postergación de lo que cabria llamar, la deuda social: las necesidades populares básicas, la salud pública, la alimentación, las obras sanitarias en los sectores más desposeídos, las obras públicas, la educación, la infraestructura del desarrollo, etc. 

Concurrentemente, el Fondo Monetario Internacional es aceptado mansamente como parte de una suerte de gobierno de facto mundial. De hecho impone calificaciones y establece condiciones cuyo cumplimiento se le presenta a la opinión pública como decisivo, veta las inversiones de interés colectivo a título de contribuyentes al déficit fiscal, dirige en fin la economía conforme a criterios que obviamente no son los del bien común nacional ni nada próximo a éste, y se presenta como brazo ejecutor de los acreedores externos y sus exigencias. Lo cual supone siempre ahogo financiero para todo lo que no sea reciclaje financiero. Y esto importa nuevos estadios de empobrecimiento colectivo, y la desocupación que acompaña sistemáticamente a estos alineamientos compulsivos en la "modernización", la "productividad" y la "globalización", aspectos diversos del frecuentemente denunciado, capitalismo "salvaje", con las restricciones consecuentes de los derechos humanos con base económica. 

James Morgan es un corresponsal del servicio mundial de la BBC. Escribió en el FINANCIAL TIMES un artículo con un título sin disimulos: "La Caída del Bloque Soviético ha permitido al FMI y a las G7 regir el mundo y crear una nueva edad imperial". Escribía que la construcción del nuevo sistema global es orquestado por el Grupo de los Siete, el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y el Convenio General de Tarifas y Comercio (GATT), constituyendo "un sistema de régimen indirecto que incluye la integración de los líderes de los países en desarrollo en la red de una nueva clase dirigente". 

Obviamente esto implica que los elementos del Tercer Mundo incorporados a este Club del Poder Mundial debían y deben legitimar con su presencia unas desigualdades alarmantes y unas discriminaciones graves para el bienestar colectivo de sus países. Porque no se le escapaba a Morgan la hipocresía de las naciones ricas en el reclamo de mercados abiertos al Tercer Mundo "mientras cierran los suyos". 

Como añade Chomsky, se podría haber agregado que el propio Banco Mundial refiere que las medidas proteccionistas de las naciones industrializadas reducen la renta nacional de los países del Sud en cerca del doble del monto proporcionado por la ayuda oficial, mayormente a través de la promoción de las exportaciones, especialmente a los sectores más ricos, los menos necesitados pero más consumistas, de los países subdesarrollados (o "en desarrollo", como quiere el eufemismo tecnocrático). 

O podría, insiste el profesor del MIT, haber recordado que la UNTAD estima que las barreras no tarifarais (NTB) de los países industrializados reduce las exportaciones del Tercer Mundo en las categorías afectadas (textiles, acero, productos del mar, alimentos animales y productos agrícolas) en miles de millones de dólares anuales de pérdidas. O, de nuevo, al Banco Mundial en su estimación conforme a la cual el 31 por ciento de las manufacturas del Sur están sujetas a barreras no tarifarais contra el 18 por ciento de las del mundo desarrollado. O el informe de 1992 del Programa de Desarrollo Humano de las Naciones Unidas, señalando el creciente abismo entre ricos y pobres, que luego llegaría al 83 por ciento de la riqueza mundial en los mil millones más ricos y el 1.4 por ciento para los mil millones más pobres; un abismo que se había duplicado con relación a 1960 y que era atribuido a las políticas del Fondo Monetario Internacional y del Banco Mundial. A lo que ese informe de Naciones Unidas agregaba que el proteccionismo de 20 de los 24 países industrializados era más grande entonces que una década atrás, incluidos los Estados Unidos que celebraban la "revolución" de Reagan duplicando la proporción de importaciones sujetas a medidas restrictivas. 

Antes hemos puesto entre comillas las palabras ayuda financiera. Está justificado. Véase el resultados de décadas de prestar dinero, los ricos a los pobres, "para el desarrollo", según decía el ECONOMIST. Es, simplemente, que los países pobres han terminado haciendo una transferencia de 21.000 millones al cofre de los ricos(21). 

Es una trágica ironía que el esquema de transición de la dictadura militar, es decir de un gobierno de facto, a la democracia, implique este sometimiento definitivo y total al gobierno de facto del mundo, que por encima de los gobiernos elegidos establece ese "régimen indirecto" de dominación macroeconómica, que mencionaba Morgan. 

3. La Deuda Externa y Carlos Calvo 

Tiene sentido mirar hacia atrás para percibir en todo su dramatismo las claudicaciones y complacencias en que se ha incurrido en estos años en materia de deuda externa, para apreciar el retroceso que hemos sufrido. 

La lectura en "THE NEW YORK REVIEW OF BOOKS" (22) de una crónica sobre "The Cambridge History of Latin América", en cinco volúmenes, dirigida por Leslie Bethell, me permitió dar con este sorprendente párrafo: 

"El mundo en conjunto estaba menos preocupado con la voz autentica de los poetas latinoamericanos que con el tono estridente de sus abogados . Los abogados latinoamericanos heredaron la tradición legalista constitucional elaborada por los teólogos y juristas de los siglos XVI y XVII. De diferentes modos estos abogados desafiaron la preponderancia política y económica de los intereses extranjeros, particularmente aquéllos de los Estados Unidos. En 1895, el Secretario de Estado Richard Olney se había jactado de que Estados Unidos era prácticamente 'soberano en el continente' una pretensión que Gran Bretaña vino a admitir en la práctica si no en teoría; los Estados europeos sostenían que podían usar la fuerza e intervenir - como en Nicaragua- para cobrar sus deudas y proteger a sus nacionales contra regímenes inestables y corruptos, usando y abusando de la doctrina de la extraterritorialidad. Entre 1868 y 1896 el abogado argentino Carlos Calvo desarrolló y defendió una versión extrema de la soberanía nacional: los intereses extranjeros y las inversiones foráneas deben estar incondicionalmente sujetas a las leyes nacionales, con prescindencia de las nociones europeas sobre la sacralidad de los contratos. Los Estados deben actuar en función de sus intereses tal como los perciben, aun si esto apareja el desconocimiento unilateral de las deudas. La doctrina Calvo vino a resultar el grito de batalla de los nacionalistas latinoamericanos. 'Era, apunta Robert Freeman Smith, el clásico debate entre deudores y acreedores, los desarrollados y los subdesarrollados, los débiles y los fuertes". 

Se trata de un párrafo que sugiere varias observaciones. En primer lugar, la actualidad formidable de Carlos Calvo; para no pocos, la amenazante actualidad de Carlos Calvo. Este tiempo está dominado por la cuestión de la deuda externa, las escandalosas intervenciones de los Estados centrales en favor de los acreedores y la no menos escandalosa tolerancia de los gobernantes periféricos en su admisión cómplice de esa intervención. Parece significativo que los intelectuales del Norte acreedor deban detenerse en el gran luchador de la resistencia a la intervención de los Estados en las reclamaciones jurídicas de sus súbditos, una resistencia que sin embargo ha sido y esta siendo ignorada en la etapa de América latina en que era y es sin duda más necesaria. 

En segundo lugar, la respetuosa mención de la tradición jurídica ibérica, argentina e iberoamericana, heredera de la gran Escuela Española de Derecho Natural de los siglos XVI y siguientes. La lucha de nuestros juristas contra la prepotencia de los países centrales constituye el honor histórico de la profesión jurídica en la región, tradición y honor sobre los cuales poco se suele enseñar en estos días en las Facultades de Derecho y poco se escribe, no sólo en los diarios, muchas veces paralizados por el reflejo privatizante, por el vaciamiento del bien público en la vida pública, sino aun en las revistas especializadas. 

Finalmente, la deformación y perturbación cultural de considerar "extrema" la versión de la soberanía nacional propuesta por Calvo. Este nunca se sirvió de otros conceptos que los habituales y conocidos. Muy simplemente, nada sorprendente, dice en la edición definitiva de su "Tratado": 

"A nuestros ojos, el carácter esencial de la soberanía de un Estado no reposa sobre su mayor o menor dependencia de otro, sino sobre la facultad que tiene de darse una Constitución, los de establecer sus leyes, etc., sin la intervención de una nación extranjera."(23) 

Lo que ocurre es que quiso aplicar en los países periféricos lo que tenía curso legal en los países centrales. Y esto pareció - todavía aparece- como insólito y desconcertante. Lo que era clara aplicación de la soberanía nacional para Francia o Inglaterra, les parece a norteamericanos y europeos como una grosera anomalía, una grotesca exageración cuando se invoca en favor de Nicaragua o Panamá . La mentalidad colonialista no tolera que los pequeños países asuman como propios los conceptos supuestamente universales frutos de la cultura occidental. Les resulta una extrapolación insoportable. Desde esta perspectiva deformada aparece como "nacionalismo" latinoamericano lo que no es más que respuesta defensiva a la expansión permanente y tenaz de los países del Norte capitalista, a su super nacionalismo, particularmente el de los Estados Unidos. 

Al mismo tiempo, es interesante observar cómo a esa misma actitud colonial no le sorprende ni escandaliza la histórica aberración que suponen relaciones como la habida entre los Estados Unidos y sus vecinos. Claro está, ¿cómo no va a incomodar que Calvo viera en la soberanía "la facultad que tiene (un estado) de darse una constitución, la de establecer sus leyes, etc., sin la intervención de una nación extranjera"?. ¿Cómo no iba a parecer "extrema" su concepción de la soberanía? Es exactamente lo contrario de lo que ha ocurrido con Cuba desde el comienzo mismo. En 1826 el Secretario de Estado Henry Clay impidió que el Libertador Simón Bolívar llevara la guerra de independencia a la isla. La independencia respecto de España - no respecto de los Estados Unidos- vino, como se sabe, hace sólo un siglo, en 1898, pero no fue una real independencia, como también se sabe. Recuérdese lo que ocurrió con la primer constitución cubana. No fue, como quería razonablemente Calvo, el fruto de la facultad de darse normas sin la intervención de un estado extranjero. Más bien, todo lo contrario. Recuérdese lo que fue la Enmienda Platt. Fue una mutilación a la primera constitución cubana. Pero no introducida por el poder constituyente cubano o el poder reformador de la constitución del país. No, la enmienda a la constitución cubana fue impuesta por el secretario de Guerra de los Estados Unidos, Elihu Root, pero lleva el nombre del senador Orville H. Platt, de Connecticut, presidente del comité del senado para las relaciones con Cuba. Temerosos de una acción directa sobre la isla, por la fuerte resistencia que ofrecería el pueblo cubano - igual que tres cuartos de siglo después -, los norteamericanos eligieron un camino de presión indirecta. En 1901 a través de una cláusula adicional a la Army Appropiation Act, una suerte de ley de adjudicación de fondos presupuestarios al ejército. Consistía en requerir de la clase política cubana introducir en la constitución ciertas restricciones enumeradas en esa ley. Precisamente estas: 1) no permitir que otra potencia pudiera ejercer ningún tipo de control sobre la isla; 2) no incurrir el Estado cubano en un endeudamiento demasiado grande, bajo la amenaza de una intervención, obviamente de los Estados Unidos; 3) aceptar la venta o alquiler de lugares en la isla para establecimientos navales y carboníferos de los Estados Unidos; 4) Libre facultad de los Estados Unidos para intervenir en la isla con el objeto preservar el orden y mantener la independencia. 

Esta última cláusula era particularmente odiosa para el pueblo cubano. Después del retiro de las tropas norteamericanas en mayo 1202, la Enmienda Platt fue incorporada al tratado de 1903. Fue usada como excusa para las intervenciones de 1906-1909, y de 1917-1923, esta última durante los años presidenciales de Woodrow Wilson, supuesto idealista en la política exterior respecto de Europa pero implacable intervencionista en Méjico, el Caribe y América Central. La enmienda sirvió en muchas otras ocasiones para vehiculizar el ejercicio de presión sobre la política interna de Cuba. Recién en 1934, como parte de la "Política del Buen Vecino" del Presidente Franklin Delano Roosevelt - interpretada festivamente por los nacionalistas mejicanos como "Ellos son los vecinos y nosotros somos los buenos"- el tratado firmado el 29 de mayo acabó con esas disposiciones opresivas y groseramente colonialistas. 

Volvamos a la deuda externa. Curiosamente, Calvo cita con justificado beneplácito una decisión del gobierno de Washington de 1868, según la cual se formó una comisión para examinar las reclamaciones pecuniarias formuladas por ciudadanos norteamericanos y extranjeros en razón de pérdidas o actos de desapropiación sufridos durante la guerra civil, por hechos obrados por las autoridades federales. Esta comisión era soberana, es decir que sus decisiones no eran susceptibles de apelación, pero debían sujetarse a una regla rígida: no solamente no debían admitir ninguna intervención diplomática en favor de los reclamantes extranjeros sino que, además, el sólo hecho de esa intervención diplomática obligaba ipso facto a rechazar sin más análisis el reclamo en cuestión. Es fácil imaginar el escándalo internacional que se hubiera desatado si en un examen pormenorizado de cada una de las obligaciones externas un país latinoamericano hubiera obrado del mismo modo. Porque en este contexto, debe recordarse que las obligaciones inherentes a la llamada deuda externa no son otra cosa que diversas obligaciones creadas supuestamente en favor de un acreedor privado -un banco generalmente- lo cual de ningún modo autoriza la intervención de gobiernos y diplomáticos extranjeros. Sin embargo, hemos visto en estos años a funcionarios que van desde jefes de Estado a embajadores, pasando por toda suerte de secretarios y ministros, participar de la gestión de cobro de los intereses de la deuda externa, como si ésta fuera una obligación entre Estados, beneficiándose asi los acreedores-con cómplice aquiescencia de los Estados supuestamente deudores- con un formidable respaldo estatal de las grandes potencias. Es como si el Dux de Venecia se hubiera puesto entera y entusiastamente del lado del implacable Shylock. 

La grave ausencia de Sampay 

Estaba bajo la impresión de aquel párrafo que traduje al principio, cuando fui invitado a participar, en la honrosa compañía de los hermanos Felipe y Alberto González Arzac de un homenajea Arturo Sampav en Radio Nacional.(3). No pude, obviamente, evitar la asociación de Carlos Calvo con quien fue nuestro eminente amigo. Me pareció ineludible porque Sampay, que fue un excepcional jurista, tal vez el mayor de la Argentina en el campo del derecho público generosidad. Y por efecto de esta virtud estaba siempre inclinado a destacar los valores ajenos. Como todo espíritu realmente grande practicaba el ejercicio de la admiración. Y por eso se empeñaba en exaltar esa tradición jurídica argentina protectora de lo que el Instituto Argentino para el Desarrollo Económico, que Sampay presidió, ha dado en llamar con acierto el desarrollo autónomo, concepto del cual Carlos Calvo fue, sin duda, el fundador. 

En el notable discurso con que Sampay me ofreció el primer premio "General Enrique Mosconi"(4), por mi actividad jurisdiccional desplegada en el proceso SWIFT-DELTEC", puso de resalto los grandes hitos de esa tradición: Bernardo de Irigoyen, Nicolás Matienzo, Carlos Saavedra Lamas, Benito Nazar Anchorena. Esto ocurrió en 1972. Tres lustros después aquellas referencias históricas resultan aun más pertinentes, como más lamentable y públicamente dolorosa la ausencia de Sampay. Más que antes, acaso, nos es hoy necesario el maestro. Porque en esta penúltima d‚cada del siglo todos los principios de convivencia jurídica han sufrido gravísimo ocaso: el principio de no intervención pisoteado en Nicaragua, a pesar de la valiosa sentencia de la Corte internacional de Justicia de La Haya condenando a los Estados Unidos; el principio de la igualdad jurídica de los Estados, hecho irrisión en Panamá ; la violencia unilateral de los poderosos -transformada en regla universal de acción, como en la ocupación de Granada; la respuesta a la violencia extraestatal o criptoestatal mediante la violencia abiertamente estatal, en el bombardeo de Tripoli y de Túnez, o el hundimiento del buque de Greenpeace en Nueva Zelandia por terroristas estatales franceses. Y, finalmente, el escándalo de la deuda externa. 

Con razón, el articulista de "The New York Review of Books" relaciona a los juristas latinoamericanos con este asunto. Era de ellos de quienes debía venir la luz. La presencia de Sampay hubiera sido inapreciable. 

La Experiencia Vivida 

Había en Carlos Calvo una experiencia vivida que fecundaba la labor teórica. La militancia intelectual contra los poderosos de su tiempo no era simple postura intelectual sino praxis experimentada muy profundamente. Para Calvo su contratación por el gobierno paraguayo para reclamar contra los ingleses, fue una experiencia marcante. Conviene tal vez recordarle al lector las circunstancias. 

Un tal Canstatt, uruguayo que a veces sacaba a relucir un pasaporte británico, resultó comprometido en una conspiración -tal vez instigada por la potencia hegemónica de la época- para matar al presidente López, en la segunda mitad de la década de los años '50 del siglo XIX. Al ser preso, el cónsul británico exigió su libertad por la sola razón de su condición de súbdito de la Reina Victoria. Aunque con gran condescendencia el gobierno de Asunción se prestó a discutir el asunto, nunca admitió la torpe pretensión que implicaba sujetar el ejercicio del poder jurisdiccional, la acción de sus tribunales, clara emanación de la soberanía, a una reclamación diplomática. El cónsul Henderson no sólo no desistió de su peregrina exigencia sino que, como protesta, abandonó el Paraguay rompiendo las relaciones bilaterales. 

En 1959, el hijo del presidente López, el general Francisco Solano López, se disponía retornar de Buenos Aires a Asunción luego de haber mediado entre los gobiernos de la Confederación (Urquiza) y del Estado independiente de Buenos Aires (Mitre). Al salir de la rada el buque paraguayo que lo transportaba, fue interceptado por los navíos ingleses que lo obligaron a volver a puerto. Interpelado Sir Stephen Lushington, el comandante de la flota británica en el Plata, alegó como razón de su agresión el rechazo de los paraguayos al requerimiento de poner en libertad al presunto conspirador Canstatt. 

El gobierno de Asunción contrató entonces a Carlos Calvo y lo envió a Londres como ministro en misión especial en busca de reparación. Una vez en su destino, no consiguió ser recibido por Lord Russell, el abuelo de Bertrand Russell, entonces primer ministro de la reina Victoria. Apenas pudo hablar con un subsecretario del Foreign Office y sólo para oír que el gobierno imperial se rehusaba a toda negociación mientras el Paraguay no aceptara la exigencia del cónsul Henderson. A partir de este momento empieza una titánica -más bien una davídica- tarea de Calvo haciendo converger sobre el gobierno de Londres las opiniones y las convicciones de los grandes juristas y de los mas eminentes hombres públicos de la poca -tanto de las islas como el continente-, un inmenso esfuerzo de presión intelectual, de prestigio y respetabilidad internacionales, que terminó dando sus frutos. En 1962 se firmó en Asunción, en la sede del gobierno ofendido, un tratado en el cual la altiva Albión afirmaba no haber querido arrogarse el derecho a intervenir en la jurisdicción del Paraguay y que Lushington había obrado bajo su exclusiva responsabilidad, siendo sus actos extra¤os al gobierno de S.M. británica. Después de esto, Calvo se quedó en Europa y en la décadas siguientes se convirtió en uno de los internacionalistas más eminentes del siglo XIX, miembro fundador del Instituto de Derecho Internacional y correspondiente del Academia de Ciencias Morales y Políticas del Instituto de Francia. 

Tanto por su contratación como diplomático jurista por una nación hermana como por su vocación intelectual integradora, Carlos Calvo fue un hombre de la América antes española, como le gustaba decir a Alberdi. Nuestro subcontinente era entonces -transcurrían entonces las largas décadas del imperio de la reina Victoria- el único tercer mundo visible. Calvo, estaría hoy convencido, además, de la procedencia no sólo de la integración iberoamericana sino también de la incorporación de nuestros países a lo que fue el orden mayor del movimiento de los países no alineados, torpemente abandonado en los años internacionalmente luctuosos de la gestión del Ministro Di Tella en el gobierno del señor Menem en la Argentina; y hoy al esfuerzo internacional por reducir la dependencia a un centro hegemónico sin freno y, como algunos emperadores romano, de legibus solutus, liberados de las normas, fuera del derecho, más aun, ofensor habitual del derecho de gentes, promitente y ejecutor de guerras internacionales contra la decisión mayoritaria del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, protector implícito de genocidios como el de Timor Oriental durante décadas, entre otros. 

De hecho, en una etapa en que se agudizaba, según designio imperial, la balcanización de la América antes española y se iban acusando y haciendo irreversibles las diferencias nacionales de la Patria Grande, Calvo hizo caso omiso de esas diferencias y produjo libros totalizadores: "Colección Histórica y Completa de los Tratados, Convenciones, Capitulaciones, Armisticios, Cuestiones de Límites y Otros Aspectos Diplomáticos de todos los Estados comprendidos entre el Golfo de Méjico y el Cabo de Hornos, desde el año 1493 hasta nuestros Días" (1862, 11 volúmenes); "Anales de la Revolución de la América latina desde 1808 hasta el Reconocimiento por los estados europeos de la Independencia de ese vasto Continente" (1864/1867, 5 volúmenes; y "Una Página de Derecho Internacional, o la América del Sud ante la ciencia del derecho de Gentes moderno" (1862). 

Tiene, pues, clara pertinencia recordar hoy, a propósito de la deuda externa como condicionante de los infortunios contemporáneos, la vocación iberoamericana de Calvo. Porque una de las grandes claudicaciones que los pueblos han sufrido de sus gobernantes ha sido la de no atreverse a unir fuerzas y enfrentar juntamente la presión de los acreedores externos. Unirse en un CARTEL o CLUB de deudores, a imagen y semejanza de lo que hacen los acreedores con el apoyo adicional del FMI y de los grandes Estados capitalistas, hubiera sido emparejar fuerzas y esto no era precisamente lo querido por los dominadores externos ni lo que se les permitía desear a nuestros pobres, patéticos gobernantes de los años 80 y 90. Estos han sido y son titulares, como, ésta vez con verdad, dice el cliché periodístico: titulares, portadores de un título, meros tenedores formales de un poder que les está permitido ejercer en los niveles subalternos de la "politique politicienne", de la pequeña lucha por el poder entre aspirantes a cargos, beneficios, ventajas, entre caudillejos y logreros electorales, pero de ningún modo en las grandes instancias de las que depende el bien colectivo, como ésta de la deuda externa. 

Hacia 1984 y 1985, la Argentina, el Brasil y Méjico unidos pudieron haber puesto en vilo al sistema financiero internacional y pudieron haber usado el formidable poder de sus deudas dudosamente exigibles para imponer de una buena vez un nuevo orden económico internacional que en esos años no terminaba de salir del ámbito de la retórica burocrática, y que de haber salido no hubiera estado lejos de las expectativas del Wall Street Journal. 

Pero, por si esto fuera poco, hemos tenido que soportar en los años 80 el espectáculo entristecedor de aquellas reiteradas proclamaciones en el sentido de que tal o cual reunión para considerar el endeudamiento externo, de ningún modo implicaba formar aquellos cartel o club recién mentados: no fuera que los dominadores externos pudieran interpretar esos inocuos actos rituales de turismo oficial y diplomático como genuina defensa del interés colectivo. No sólo era preciso, parecía, reconocer a través del pago de los servicios financieros una deuda con fuerte presunción de ilicitud o inexigibilidad; también los gobiernos claudicantes se sentían obligados a convencer a los acreedores y a sus protectores de que no íbamos a ser defendidos del mismo modo, con la misma fuerza plural, con la misma solidaridad, con que ellos tutelaban sus créditos meramente presuntos. La tragedia de la deuda externa también, desde esta perspectiva, significó un grave retroceso en la integración latinoamericana real y no retórica. 

La Deuda, asunto Jurídico 

Durante todos estos años ha habido -salvo algunas excepciones- una marginación sugestiva de lo jurídico en el tratamiento y discusión de la deuda externa. Sugestivo sin duda porque el tema de la deuda es, por definición, materia jurídica. La relación entre deudor y acreedor, la exigibilidad o la falta de exigibilidad de lo que se pretende adeudado, la legitimidad de los medios para compeler al deudor al pago de la obligación, son todos puntos excluyentemente jurídicos. 

Excepto alguna referencia oratoria, en la Argentina del candidato presidencial victorioso en 1983, rápidamente silenciadas y contradichas en 1984 por el ministro Bernardo Grinspun que empezó a pagar el servicio de la deuda suprimiendo de cuajo todo el decisivo hemisferio de la legitimidad-, ha habido una sistemática exclusión de la consideración jurídica. Ello corresponde claramente a la, no por disimulada menos evidente, vocación pagadora -rígidamente pagadora- de la deuda externa, que es uno de los rasgos definitorios del modelo de democracia dependiente o condicionada practicado en esta década en la Argentina, el Brasil y el Uruguay para la transición desde las dictaduras militares. 

Esa consideración jurídica era esencial, como se dijo, y debió desplegarse por lo menos en tres direcciones. 

La primera concierne a los países que contrajeron la deuda pública o convirtieron perversamente en pública la deuda privada durante el imperio de esas dictaduras militares. El Estado es una persona jurídica; como tal, sólo puede y debe responder por los actos y hechos obrados por sus órganos legítimos de dirección y administración. Durante las dictaduras, fruto de los habituales golpes de Estado, estos órganos son violenta e ilegítimamente ocupados por un usurpador que no tiene otro título para gobernar que uno de naturaleza delictual. Para los argentinos esto es ahora jurídicamente indiscutible luego de la valiosa sentencia de la Cámara Federal de la Capital relativo al procesamiento por el delito de rebeldía de los responsables de la dictadura de 1976/83. 

Ahora bien, si los órganos de dirección y administración de la persona jurídica del Estado no son los legítimos sino que están ocupados por unos violentos reemplazantes coactivos y delictuales, está claro que éstos no pueden obrar de un modo que comprometa la responsabilidad y el patrimonio de la referida persona jurídica objeto de la usurpación delictual. Asumir como propias las obligaciones contraídas por los ocupantes delictuales del poder estatal no es en modo alguna una obligación emergente de la continuidad del Estado -porque precisamente el delito de rebelión consumado exitosamente, implica una clarísima interrupción de esa continuidad- sino un regalo, un don gratuito que se hace a los acreedores. Haberlo asumido así, no sólo es un inmenso daño económico, con atroces repercusiones sociales, como ya se ha visto, sino un estímulo a la alegre cooperación del "big business" financiero internacional con los militares que no cejaron es sus afanes golpistas, vividos en la Argentina, en el Uruguay y en el Brasil en los años 80, y por la humillada debilidad de los gobernantes civiles frente a la renovada presión castrense, visible en el proceso constituyente del Brasil, en la sanción de la ley de impunidad en las cámaras legislativas uruguayas y en las inverecundias del "punto final" y la "obediencia debida" que se otorgó a los militares bajo los efectos de los sucesos de Semana Santa de 1987. 

Aunque no mediara dictadura militar, una segunda dirección se irradia en el sentido de la inmoralidad del conjunto de las obligaciones conocido como deuda externa. El propio presidente electo de 1983, en marzo de 1984, cuando parecía operar todavía bajo el estado de gracia, reconocía a la televisión italiana que la deuda había sido contraída perversamente, no para estimular sino para frustrar el desarrollo del país. Después de cuatro meses en el ejercicio de la jefatura administrativa de la Nación, contaba entonces con toda la información técnica de los departamentos pertinentes del Poder Ejecutivo y era razonable que aquélla fuera la conclusión luego del examen del asunto desde una perspectiva que suponía el mejor conocimiento posible de todos los aspectos implicados. Por lo demás, esa convicción presidencial era claramente coincidente con los dictados del sentido común: ¿cómo no va a ser ilícita la causa de una obligación contraída por un deudor que no tenía capacidad objetiva, no ya para devolver el capital, sino para doblar los intereses sin detrimento de su subsistencia o sin renovado endeudamiento? ¿Cómo no inferir que hay colusión dolosa entre deudor fraudulento y acreedor fraudulento cuando el prestamista, de ordinario tan restrictivo, tan prudente y medroso, se lanza a prestar sumas ingentes a quien verosímilmente no tiene ingresos que permitan la devolución del préstamo y el sólo pago de los intereses compromete seriamente su existencia? La desproporción entre el monto de la deuda y la incapacidad de pago del deudor es el mejor y más elocuente elemento probatorio de la falta de seriedad - es decir de veracidad, de autenticidad, de legitimidad en suma - en la concertación de esas obligaciones descomunales y absurdas. Surgía así la aplicación del principio general del derecho que en la Argentina está ínsito en el articulo 504 del código civil, reflejo de la disposición paralela del Código Napoleón, según el cual son inexistentes las obligaciones que reconocen una causa ilícita. 

Shylock, Campeón de la Sacralidad de los Contratos 

El tercer radio tiene este otro sentido. Aun si las obligaciones externas no hubieran sido contraídas por quien no podía obligar al Estado nacional, aun si las obligaciones no fueran causalmente fraudulentas como se infiere de la desproporción entre lo prestado y la capacidad de devolución, aun así correspondería otra decisiva impugnación. Se trata de la prioridad ontológica y axiológica de la persona del deudor, su subsistencia y desarrollo, sobre las consecuencias de sus propios actos, incluso aquellos que hacen emerger el principio pacta sunt servanda, es decir el compromiso de cumplir los contratos. es curioso que los anglosajones, que frecuentemente en estos temas, se llenan la boca con the sanctity of contracts, la sacralidad de los contratos, como ocurre en el párrafo de The New York Review of Books, traducido al principio de la unidad temática Nor. 4, no adviertan que un gran monumento de la literatura anglosajona y universal, THE MERCHANT OF VENICE, la comedia shakespeareana, es el documento que reduce al absurdo y pone en ridículo esa sacralidad cuando se la invoca y se la quiere hacer prevalecer sobre la integridad de la persona humana. Como el lector recuerda, el abusivo Shylock consigue que el préstamo del deudor sea asegurado con una libra de carne humana. Portia, una juez prudente, detiene la brutal pulsión de la avaricia: se podría ejecutar la garantía si ni una sola gota de sangre de más, si ni un punto más que una libra de carne se puede sacar del cuerpo del garante. Sorprende cómo no advierten los anglosajones - y con ellos sus mimé‚ticos colonizados, los vernáculos entusiastas del pago implacable de la deuda externa-, que la trama del El Mercader de Venecia guarda rigurosa analogía con el endeudamiento del tercer mundo: en ambos casos se trata de la pugna entre la subsistencia de las personas humanas en niveles de vida tolerables y el cumplimiento rígido de un contrato contraído en abuso del derecho. La pugna obviamente debe resolverse, como la hace Shakespeare concluir en el caso del malvado Shylock, desplazando la pretensión del acreedor, que abusivamente no se interesa por la prevalencia y subsistencia de la condición humana en el deudor o en su garante. 

4. La Deuda Externa, Carlos Calvo y Luis María Drago 

Recordar a Carlos Calvo y a Luis María Drago, en forma conjunta, en este contexto, no es un ejercicio de vanidad erudita. 

El bienestar general de los pueblos y aun los aspectos económicos de los derechos humanos, o los que son condicionados por la macro economía, están de tal modo influidos por el asunto de la deuda externa, que conviene insistir sobre estos grandes compatriotas que en otra época enfrentaron un desafío análogo y lo resolvieron audazmente. 

Este recurso a la historia pretende mostrar que había, con otros hombres, con otros temperamentos e imaginación políticas, con otra profundidad de cultura jurídica, la posibilidad de otra forma, otro estilo, otra garra, otro nivel de grandeza, para atacar el problema. 

Tres años antes de morir, en el ocaso de su vida, a lo largo de 1903, Carlos Calvo prestó una contribución específica en el asunto de la deuda externa. Producida la agresión británico-germana contra Venezuela por el incumplimiento del pago de los servicios de obligaciones externas, el ministro de relaciones exteriores de la Argentina, expuso el 29 de diciembre de 1902 la doctrina que hoy lleva su nombre, la Doctrina Drago, declarando inadmisible en la América ibérica el cobro compulsivo de la deuda pública. 

Calvo era en ese tiempo el jefe de la misión de nuestro país ante el gobierno de Francia. Tradujo la nota de Drago y la hizo circular entre los internacionalistas más eminentes de la Europa de entonces, requiriéndoles el apoyo intelectual necesario a la consolidación de lo que es hoy uno de elementos más honrosos de la tradición jurídica e internacional de los argentinos. 

Repetía al final de su carrera - de la que como San Pablo podía decirse Calvo boum certamen certavi, he peleado la buena pelea- lo que había hecho al llegar a Londres por primera vez a comienzos de los años 60 del siglo pasado. Ahora contando con el enorme respeto de sus congéneres de las universidades europeas y sobre todo con el de sus antiguos colegas del Instituto de Derecho Internacional. Los destinatarios de la carta circular eran Fréderic Passy, miembro de Instituto y Presidente de la Sociedad francesa para el Arbitraje entre las Naciones; F. Moynier, presidente de la Cruz Roja y miembro honorario del nombrado Instituto de Derecho Internacional; J. Westlake, consejero real, profesor en Cambridge y miembro del Instituto de derecho Internacional; L.V. Bar, "consejero íntimo", profesor de la universidad de Göttingen y miembro del Instituto de derecho Internacional; Manuel Torres Campos, miembro del Instituto de Derecho Internacional, delegado de España a la Corte Permanente de Arbitraje de La Haya y profesor en Granada; Feraud-Giraud, miembro honorario del Instituto de derecho Internacional y presidente honorario de la Corte de Casación de Francia; André Weiss, miembro del Instituto de Derecho Internacional y profesor de la Sorbona; J.E. Holland, consejero real, profesor en Oxford y miembro del Instituto de derecho Internacional; K. Olivecrona, asociado extranjero al Instituto de Francia, miembro honorario de la Corte Suprema de Suecia y miembro honorario del Instituto de Derecho Internacional; F.M. Asser, consejero de Estado, miembro de la Corte Permanente de Arbitraje de la Haya y miembro del Instituto de Derecho Internacional; Francis Charmes, miembro del Instituto de Francia; y finalmente Pasquale Fiore, profesor de la universidad de Nápoles y también miembro del Instituto de Derecho Internacional. 

Aunque ministro plenipotenciario ante el Quai d' Orsay, Calvo se dirigió a sus colegas invocando su condición -sin duda mucho más prestigiosa que la de funcionario público- de miembro asociado del Instituto de Francia y de miembro fundador del Instituto de derecho Internacional. Escribió en su papel personal de cartas con la indicación de su domicilio en el número 87 de la Avenida Kléber. La mayoría de las respuestas se encabezaron con la expresión "Monsieur et eminent collegue" o "Monsieur et cher Confrere" lo cual destacaba su eminencia individual antes que su función burocrática. Como ocurre no frecuentemente, el hombre elevaba con su prestigio el cargo diplomático; no al revés, según es usual. 

Al acercarse al final de su vida Calvo se proponía una vasta operación de influencia intelectual, de autoridad moral, de fuerza y efecto de los principios. Un cometido no fácil también éste, porque como se infiere de la respuesta algo reticente del profesor Westlake, el punto planteado por Drago -una derivación de la doctrina Calvo, en realidad- distaba de ser un lugar común para los europeos. Más bien lesionaba intereses económicos evidentes y suscitaba algunas reservas. En general, empero, las respuestas fueron altamente satisfactorias y coincidentes con la posición argentina. Sin embargo, más que esta conformidad mayoritaria, lo más profundamente fructuoso, acaso, de la operación emprendida por Calvo, fueron dos largas respuestas, equivalentes a sendas monografías, las de Féraud-Giraud y la de Pasquale Fiori, que de algún modo servían para compensar la brevedad y la falta de elaboración doctrinaria de la nota del ministro Drago. Las dos constituyen importantes sustentáculos intelectuales de la postura argentina, formulados por quienes sólo tenían un interés puramente académico en la cuestión, junto a una alta autoridad jurídica y universitaria. 

La Doctrina Drago presenta hoy una excepcional significación frente a los problemas del endeudamiento externo. Se dirá - creo que con superficialidad- que en 1902 lo que la provocaba era un cobro compulsivo a través de la violencia militar, una recaudación armada de los servicios financieros impagos, y que ahora no hay tal. Es una imperfecta observación en realidad, porque lo que ataca la Doctrina Drago es la presión ejercida contra un Estado soberano por causa de la falta de pago de la deuda. La acción militar, el bloqueo, el bombardeo de puertos, la ocupación territorial, sólo son especies del género que es la presión, la interferencia, la injerencia. 

Está claro que la Doctrina Drago condena cualquier presión. Así surge del texto de la nota del 29 de diciembre de 1902. En ella Drago le encomendaba a García Merou que tratara de obtener de los norteamericanos la consagración del principio según el cual no debe haber expansión territorial ni presión ejercida sobre los pueblos del continente por el solo hecho de una desdichada situación financiera que obliga a una de las partes a diferir el cumplimiento de sus obligaciones". 

Por otra parte, gracias a Calvo, la posición argentina es robustecida por la opinión del profesor Pasquale Fiore quien afirmaba literalmente: "Si se debe considerar la ingerencia como un atentado a los derechos de la soberanía interna, aun con el objeto de proteger los intereses de los nacionales, con mayor razón se debe considerar ilegítima la intervención." Enlazaba Fiore en esta afirmación la doctrina Calvo con la nueva doctrina argentina de Luis María Drago. 

Así pues la mera ingerencia de un estado extranjero en punto al pago de la deuda externa de otro Estado resulta inaceptable. No tiene entonces legitimidad que el secretario del Tesoro de los Estados Unidos, o el ministro de Finanzas de Finanzas de Francia, hagan de la deuda externa argentina un tema de las relaciones bilaterales con la Argentina, cuando de lo que se trata es del cobro de los servicios supuestamente debidos a los prestamistas de una y otra nacionalidad. Es una interferencia en una relación que empieza y acaba entre el Estado presuntamente deudor y el prestamista presuntamente acreedor. Esa relación no puede alterarse con la indebida y desequilibrante presencia de un tercer término, otro Estado soberano, para el cual aquel vínculo crediticio debe ser rigurosa res inter alios acta, cosa obrada entre otros. 

Por otra parte, tanto Drago como Féraud-Giraud y Pasquale Fiore, destacan algo que en la Argentina y en los otros pases del continente se ha estado eludiendo interesadamente. Y es la peculiarísima entidad jurídica del presunto deudor. El Estado nacional en virtud de su fin, el bien público o bien común, tiene un rango superior al de cualquier otra persona en el ámbito de la sociedad humana. esta superioridad deriva, como acaba de decirse, de la índole de su finalidad, que está constituida por el bien más alto, el bien supremo, el que desplaza y subordina a todos los otros bienes en la comunidad. El servicio del público, el servicio a la totalidad de los ciudadanos, al común de la población, no es equiparable, pues, a ningún fin particular por respetable que parezca, mucho menos aun a los lucros privados de las sociedades comerciales prestamistas, es decir los bancos. 

Dicho de otro modo, en la deuda pública hay una esencial desnivel. Acreedor y deudor no están en el mismo plano, no tienen la misma entidad ni las mismas potestades. De aquí deriva algo que se ha tratado de disimular todos estos años. El Estado es una entidad soberana, y una de las condiciones propias de toda soberanía reside en que ningún procedimiento ejecutorio puede ser iniciado ni cumplido contra ella, porque éstos comprometerían su existencia misma y harían desaparecer la independencia y la acción del gobierno respectivo, como bien decía la nota firmada por Drago. 

En la Argentina de nuestros días se ha estado obrando -sobre todo en los años 80- como si en cualquier momento pudiéramos haber sido ejecutados, como si estuviéramos al borde de un colapso al que nos empuja un imaginario ujier internacional. Se ha sacrificado toda la perspectiva del desarrollo económico autónomo, toda la independencia y la acción de gobierno, todos los contenidos económicos del bien común, todos los contenidos económicos de los derechos humanos, a un dogma que el presidente de la Cámara de Diputados entre 1984 y 1987, característico vocero del régimen transicional, expresó alguna vez con una desenvuelta y agresiva perentoriedad, que difícilmente hubieran osado emplear los abogados de los acreedores: la deuda se paga sí o sí. 

En virtud de su condición de soberano, el Estado tiene la "facultad de elegir el modo y el tiempo de efectuar el pago", como dice textualmente Drago, y debió ser recordado con ahínco en estos tiempos. Esta conclusión decisiva, que forma parte de una doctrina internacional que confiere orgullo a la Argentina, y cuyos gobernantes tienen el deber de mantener y acrecentar, ha sido marginada por los gobernantes transicionales, a causa de una compulsión pagadora, rasgo inherente al modelo o esquema de transición que se aceptó mansamente. Si no fuera por eso, la tal compulsión pagadora sugiere a veces dudas acerca de quienes son realmente sus representados, si el pueblo víctima de esa premura de quienes son sus representados en obrar, o los mismos acreedores a los que curiosamente se les ha ahorrado todo esfuerzo en el cobro. 

Esta conclusión decisiva recibió apoyo adicional de Féraud-Giraud. Este recordaba que en la mayoría de los Estados, las acciones de los habitantes contra sus gobiernos están sometidas a reglas excepcionales y restrictivas que tienen por objeto no trabar la marcha de los servicios públicos, preguntándose enseguida "¿Cómo sería posible, aceptando en principio la justicia de esta excepción, no aplicarla a las personas que ligan voluntariamente sus intereses a las eventualidades a correr por un gobierno extranjero y permitirles trabar la acción pública de ese gobierno por la proyección de intereses privados?". Pasquale Fiori afirma algo que parece escrito para estos tiempos en que se ha declinado alegremente el poder soberano y se tolera, como si nada, el "monitoreo" de las economías de los Estados dependientes por el Fondo Monetario Internacional, esa superestructura que se arroga una suerte de super soberanía, como dice Chomsky un gobierno de facto del mundo, y aun con menos razón -cuesta abajo en la rodada de la abdicación de la soberanía -la ingerencia de embajadores extranjeros... hasta en la liquidación de un banco privado local, sociedad anónima argentina. Dice así Fiore: "Considero la ingerencia de un gobierno en la administración pública de un estado extranjero como un atentado al derecho de soberanía interna, y reconozco pues como ilegítima toda acción de un gobierno que, con el objeto de proteger los intereses de los particulares tendiera a establecer un control, en cualquier forma que fuere, sobre los actos de administración de un Estado extranjero". 

Drago subraya otro aspecto, sobre el que abundan algunos de los juristas requeridos por Calvo y que tiene pertinencia ahora en nuestros días. El prestamista es, por definición, un calculador de riesgo, alguien que mide, por rigurosa imposición de su comercio, también vetusta pero más temible y exitosa que la emblemáticamente más antigua, las eventuales dificultades para recobrar el principal y los intereses. Para ello evalúa los recursos del deudor, los compromisos adquiridos por éste con otros prestamistas y todas las circunstancias complementarias que permiten pesar y graduar las condiciones de los préstamos futuros. Entre éstas circunstancias está la de tratarse, en el caso de los Estados, de un deudor inejecutable, de un sujeto de derecho con cualidad de soberano, al que no se podrían aplicar presiones de modo alguno. Como escribe Laurent, citado por Féraud-Giraud en su respuesta a Calvo: "Los que tratan con un Estado extranjero se someten a las lentitudes administrativas y, si tienen lugar, a las dificultades financiera de los Estados con el que tratan". 

Estas consideraciones son dignas de recordar porque, como se sabe, uno de los ángulos de la cuestionable legitimidad de la deuda contraída durante la dictadura militar surge de la increíble y sospechosa imprudencia, aparente imprudencia tal vez, con que han actuado los banqueros o prestamistas, lo cual sugiere una colusión dolosa entre tomadores y prestamistas. Finalmente, hay otro punto de excepcional relieve práctico para la cuestión de la deuda externa, tal cual se plantea en la Argentina transicional. Aparece en la respuesta del citado Féraud-Giraud y es una cita del profesor Frantz Despagnet, a quien mencionaba en el contexto de la inejecutabilidad de las obligaciones contraídas por los Estados soberanos:"El Estado deudor se reserva siempre, en tales casos, en virtud de su derecho de conservación y de los principios que rigen su derecho público, un beneficio de competencia en el sentido romano de la expresión, es decir la facultad de no pagar sino en la medida en que su situación financiera lo permitan hacerlo". 

Un inteligente jurista, el Dr. Pedro F. Soria Ojeda lo propuso en los años 80 sin obtener, obviamente, ningún eco en el medio oficial. El beneficio de competencia, supuesta la legitimidad de una parte de la deuda externa, era de rigurosa procedencia en nuestro caso, desde que es el medio jurídico que mejor vehiculiza la prioridad ontológica y axiológica del deudor sobre sus compromisos, la prioridad del principio de la intangibilidad de la persona humana sobre el subordinado principio pacta sunt servanda, esto es la obligación de cumplir lo pactado. 

El beneficio de competencia es parte del derecho argentino. Esta incluido en nuestro código civil. Le está dedicado el capitulo IX de la sección I, del libro II, de este cuerpo normativo, que lo define como aquel que se concede a ciertos deudores, para no obligárseles a pagar más de lo que buenamente puedan, dejándoles en consecuencia lo indispensable para una modesta subsistencia, según su clase y circunstancias, y con cargo de devolución cuando mejoren de fortuna. Que se haya ignorado también lo relativo a este beneficio muestra hasta qué‚ punto los gobernantes de esta etapa transicional se han sentido rígida, obsesivamente atados a esa compulsión pagadora, elemento clave del esquema de tránsito de la dictadura militar a la democracia limitada o condicionada. 

5. Una caracterización del Crecimiento sin Justicia 

En 1997 los superiores jesuitas reunidos en Méjico, produjeron este documento que refleja el estado de la cuestión hacia el fin de siglo. Se trata de aseveraciones, desde luego, estrictamente aplicables a la situación argentina. Lo difundió entre nosotros la revista REALIDAD ECONOMICA, en su número de abril y mayo de 1997. 

Tiene elocuencia porque describe los fenómenos socio-económicos desde una perspectiva lejana de lo político y de lo ideológico, con una suerte de visión, a la vez ingenua y desprejuiciada. Es interesante observar como aquí también privatizaciones y deuda externa aparece como elementos del cuadro desolador de la economía latinoamericana, condicionante de gravísima penuria colectiva. 

"Nosotros, Superiores Provinciales de la Compañía de Jesús en América Latina y el Caribe, dice el documento, respondiendo a la llamada de la 34 Congregación General a profundizar en nuestra misión del servicio de la fe y la promoción de la justicia, queremos compartir con todos aquellos que participan de la misión apostólica de la Compañía de Jesús en nuestro continente y con todas las personas preocupadas y comprometidas con la suerte de nuestro pueblo, especialmente con los más pobres, algunas reflexiones sobre el neoliberalismo y sus efectos en nuestros países. 

"Nos resistimos a aceptar tranquilamente que las medidas económicas aplicadas durante los últimos años en todos los países de América Latina y el Caribe sean la única manera posible de orientar la economía y que el empobrecimiento de millones de latinoamericanos sean el costo irremediable de un futuro crecimiento. 

"Detrás de estas medidas económicas subyace una cultura, una concepción de la persona humana y una estrategia política que es necesario discernir, teniendo ante los ojos los modelos de la sociedad a la que aspiramos y por la cual trabajamos, unidos a tantos hombres y mujeres que son movidos por la esperanza de vivir y dejar a las generaciones futuras una sociedad más humana y más justa. 

"Las consideraciones que presentamos no pretenden ser un análisis científico de una asunto complejo que debe ser estudiado desde muchas disciplinas. Exponemos solamente los criterios más importantes que mueven al neoliberalismo y describimos algunas lineas fundamentales del tipo de sociedad que anhelamos. Al compartir estas reflexiones nos mueve ante todo una preocupación de orden ético y religioso. 

"Estamos convencidos de que los comportamientos económicos y políticos a los que nos referimos reflejan, en el ámbito de lo público, las limitaciones y contravalores de una cultura que se funda sobre una determinada concepción de la persona y de la sociedad humana ajena al ideal cristiano. 

"En el umbral del siglo XXI, las comunicaciones nos unen estrechamente, la tecnología abre para nosotros nuevas posibilidades de conocimiento y creatividad y los mercados penetran en todos los espacios sociales. En contraste con la década pasada, la economía de la mayoría de nuestros países ha vuelto a crecer. 

"Este crecimiento material, que podría abrir esperanzas para todos, deja sin embargo a multitudes en la pobreza, sin posibilidad de participar en la construcción de un destino común; amenaza la identidad cultural de nuestros pueblos y destruye los recursos naturales. Se calcula que en América Latina y el Caribe hay por lo menos 180 millones de personas que viven en la pobreza y 80 millones que sobreviven en la miseria. 

"Las dinámicas económicas que producen estos efectos perversos tienden a convertirse en ideologías que absolutizan determinados conceptos como el del mercado, por ejemplo, que de instrumento útil y necesario para elevar y mejorar la oferta y reducir los precios, pasa a ser el medio, el método y aun el fin que rige las relaciones entre los seres humanos. 

"Para lograr esto se difunde en el continente la aplicación de medidas conocidas como 'neoliberales'. 

"Sus características más notorias son las siguientes: 

"- Estas medidas consideran el crecimiento económico (y no la plenitud de todos los seres humanos en armonía con la creación) como la razón de ser de la economía. 

"- Restringen la intervención del Estado, despojándolo de su responsabilidad de asegurar los bienes mínimos que todo ciudadano se merece en cuanto persona. 

"- Eliminan los programas de creación de oportunidades para todos, sustituyéndolos por apoyos eventuales a grupos determinados. 

"- Privatizan las empresas públicas con el criterio de que el Estado es casi siempre un mal administrador. 

"- Abren sin restricciones las fronteras para mercancías, capitales y flujos financieros, dejando al mismo tiempo sin la debida protección a los productores más pequeños y débiles. 

"- No aplican el adecuado tratamiento al problema de la deuda externa, cuyo pago obliga a recortar drásticamente la inversión social. 

"- Reducen la complejidad de la gestión de la hacienda pública a las tareas de ajustes de variables macroeconómicas tales como equilibrar el presupuesto fiscal, reducir la inflación y estabilizar la balanza de pagos, pretendiendo que con ello se asegura el bien común, pero sin atender los nuevos problemas de la población que emergen de tales ajustes y han de ser atendidos simultáneamente por el Estado. 

"- Suponen que estos ajustes producen un crecimiento que, al llegar a ser voluminoso, eleva los niveles de ingreso y resuelven como por rebalse la situación de los más desfavorecidos. 

"- Para promover la inversión privada, eliminan los obstáculos que podrían significar las legislaciones que protegen a los trabajadores. 

"- Liberan a grupos poderosos de cargas impositivas y de las obligaciones con el medio ambiente y los protegen para acelerar el proceso de industrialización, provocando así una concentración todavía mayor de la riqueza y del poder económico. 

"- Ponen la actividad política al servicio de este tipo de economía denominada `libre', cayendo muchas veces en la paradoja de quitar, por una parte, toda traba al ejercicio del libre mercado, mientras imponen, por otra, controles políticos sociales a la libre contratación de mano de obra. 

"- Debemos reconocer que estas medidas de ajuste han dado resultados innegables: los mecanismos de mercado han contribuido a elevar la oferta de bienes de mejor calidad y precios; se ha logrado reducir la inflación en todo el continente; se ha liberado a los gobiernos de tareas que no les competen, para que puedan dedicarse mejor, si quieren, al bien común; se ha generalizado una conciencia de austeridad fiscal que permite utilizar mejor los recursos públicos y se han estrechado las relaciones comerciales entre nuestras naciones. 

"- No obstante, estos elementos positivos resultan insuficientes para compensar los inmensos desequilibrios y perturbaciones que causan el neoliberalismo y se manifiestan en la multiplicación de masas urbanas sin trabajo o de grupos humanos que subsisten en empleos inestables y poco productivos; las quiebras de miles de pequeñas y medianas empresas; la destrucción y desplazamiento forzado de poblaciones indígenas y campesinas; la expansión del narcotráfico, principalmente en aquellos sectores rurales cuyos productos tradicionales quedan fuera de la competencia; la desaparición de la seguridad alimentaria; el aumento de la criminalidad, ocasionada no pocas veces por el hambre; la desestabilización de las economías nacionales a consecuencia de los flujos libres de la especulación internacional; los desajustes de las comunidades locales a consecuencia de los proyectos de las multinacionales que prescinden de los pobladores. 

"Como consecuencia de todo ello, al lado de un crecimiento económico moderado, vemos cómo aumenta en casi todos nuestros países el malestar social en forma de protestas ciudadanas y huelgas; cómo vuelve a tomar fuerza en algunas regiones la lucha armada que nada soluciona, y cómo aumenta, en fin, el rechazo general a esta forma de orientar el proceso económico que, lejos de proteger el bien común, potencia las causas tradicionales de descontento popular: la desigualdad, la miseria, y la corrupción. 

"La lógica del sistema económico llamado neoliberal esconde toda una concepción del ser humano que reduce la grandeza del hombre y de la mujer a la capacidad de generar ingresos monetarios; exacerba el egoísmo y el ansia de ganar y poseer; induce fácilmente a atentar contra la integridad de la creación y, en muchos casos, desata la codicia, la corrupción y la violencia. Al generalizarse entre los grupos sociales, destruye radicalmente la comunidad. 

"Se impone así un orden de valores que establece el primado de la libertad individual como medio para poder acceder a todo tipo de satisfacciones y placeres considerados legítimos irrestrictamente, como la droga y el erotismo. Esta libertad, que rechaza cualquier interferencia del Estado en la iniciativa privada, se opone a los planes sociales, desconoce la virtud de solidaridad y acepta únicamente las leyes del mercado. 

"A través del proceso de globalización de la economía, esta manera de comprender a la persona humana penetra en nuestros países, transmitiendo contenidos simbólicos con gran capacidad de seducción. Gracias al dominio sobre los medios de comunicación, rompen las raíces de la identidad de las culturas locales que no cuentan con poder suficiente para comunicar sus propios mensajes. 

"Con frecuencia, los dirigentes de nuestras sociedades, aliados a estos movimientos de globalización e imbuídos de la aceptación indiscriminada de las razones del mercado, viven como extranjeros en sus propios países. Sin dialogar con el pueblo, lo consideran un obstáculo y un peligro para sus intereses y no como un hermano, compañero o socio. 

"Por lo general, esta concepción considera normal el que nazcan o mueran en la miseria millones de hombres y mujeres de nuestro continente, incapaces de generar ingresos para poder adquirir una calidad de vida más humana. Por eso también los gobiernos y las sociedades no experimentan el escándalo del hambre y la desesperanza que padecen multitudes de personas, ni reaccionan frente a la incertidumbre y perplejidad que sienten nuestros pueblos frente a quienes usan, sin pensar en los demás, los recursos de la sociedad y de la naturaleza. 

6. Privatizaciones y Desguace del Patrimonio Colectivo 

Observa con sagacidad Hector Valle, el economista director de Fides, que la deuda externa se ha mostrado muy funcional con respecto a la implantación de un régimen de política económica como el que tenemos ahora y que hubiera resultado imposible el proceso de privatizaciones de no actuar la deuda externa como poderoso elemento de coacción (24) 

Me parece que existe una muy precisa corroboración de ese aserto en una pequeña investigación que se puede practicar sobre la fase final del gobierno de 1983-1988. 

Privatizaciones y desguace del patrimonio colectivo. 

Uno de los rasgos de esta ideología neoliberal es el dogma de las privatizaciones, como lo han expresado los Superiores Jesuitas. Las privatizaciones como imperativo absoluto, sin discusión, sin reflexión, sin discriminaciones, sin discernimiento acerca de qué bienes colectivos conviene -por su peculiar índole, por su peculiar funcionamiento, por el peculiar ámbito de la economía en que se encuentra- transferir a la actividad privada. Privatizaciones, sin más, a cualquier precio, de cualquier modo, cualesquiera sean las consecuencias, cualesquiera sean los efectos y costos sociales, y su impacto sobre el bien común. 

Los Precedentes Inmediatos del desguace. 

Rastrear los orígenes del desguace (25) inferido en estos años al Estado nacional impone un examen que exige ir muy atrás en la historia contemporánea de la Argentina. Quien se concentra, en cambio, en la etapa más reciente advierte un punto de inflexión ocurrido hacia 1987. 

Ya marzo de 1984 el ministro de Economía, se adelanto a pagar una cuota de intereses de la deuda externa, con aparatoso, y no menos sospechoso auxilio, instrumentado por su similar mejicano. Se convalidaba así de hecho la existencia y legitimidad de esos supuestos compromisos internacionales, en su mayor parte adquiridos irregularmente por la dictadura militar. Se renunciaba de tal modo a un estudio crítico de esa deuda, tan necesitada de una cuidadosa verificación de créditos. También se declinaba el cuestionamiento básico de la capacidad jurídica de los usurpadores del poder público para contraerla, lo cual tiene ingentes consecuencias para el futuro democrático del país. 

Fue, sin embargo, hacia el segundo semestre de 1987 cuando el gobierno radical optó resueltamente por el rumbo económico que aquella fatídica decisión prefiguraba. En e Nro.80 de REALIDAD ECONOMICA, correspondiente al primer bimestre de 1988, Alfredo Eric Calcagno anticipaba el futuro de este modo: "La intención de vender una parte de las acciones de Aerolíneas Argentinas a SAS es un acto político y económico de trascendencia, no solo por lo que significaba en sí, sino porque podría ser el ejemplo a aplicar en todo el sector público rentable (o en ciertas actividades específicas dentro de las empresas públicas)." Las soluciones que se proponen para Aerolíneas, como las que se plantearan en el futuro para otras empresas del Estado y las que se practican con la deuda externa son coherentes con el modelo neoliberal...La disyuntiva que se plantea en el caso de Aerolíneas Argentinas no es de forma ni de oportunidad sino de fondo y se refiere al proyecto nacional deseado. Solo el pueblo argentino debe determinar el modelo económico global en que vivir. Mientras tanto no sería legítimo adoptar subrepticiamente el modelo liberal y embarcarse en una política de enajenación del patrimonio nacional." (26) 

Lúcidamente advertía Calcagno que se estaba abriendo el camino a la ruinosa privatización de la línea aérea, ocurrida unos años más tarde, y como bien se sabe, uno de los actos más sospechosamente indecentes de la etapa Menem, y en todo caso una privatización, aunque ya lejana en el tiempo, no por eso menos destructiva, deplorable y digna de ser minuciosamente investigada. 

Ese punto de inflexión no podía sino exteriorizarse en el campo petrolero. En el número siguiente de esa revista, Edgardo Murguía, en una nota titulada "Lapeña, Terragno y la Realidad Energética Argentina", señalaba las discrepancias que determinaron el 1ro. de marzo de l988 la renuncia del Ing. Lapeña, Secretario de Energía, con el ministro de Obras y Servicios Públicos, y se interrogaba así: "Por qué causa insiste en aplicar el ministro Terragno la entrega de nuevas áreas o yacimientos de YPF en explotación, en el marco del plan Olivos II, siguiendo lo realizado por Martínez de Hoz, sin que se justifique por razón económica alguna?..¿Cómo es posible que se utilice un argumento tan elemental como el de indicar que YPF no tiene recursos para invertir en la explotación de sus yacimientos pero tiene dinero para pagar las contrataciones a un precio mayor?." (27) 

No sorprende así que en el Nro.82 de idéntica publicación bajo el titulo:"El Pragmatismo y la Pérdida de la Identidad Económica Nacional", Mario E. Burkun escribiera:"...el Estado regulador se encuentra atacado desde el exterior por el discurso ideológico privatizador, en boga dentro de la conciencia social de la crisis, y desde lo interno por la inescrupulosidad y escepticismo de los propios responsables de la toma de decisiones en la política económica...la incidencia de la apertura y de las privatizaciones dejará una impronta de largo plazo en la forma de acumulación del capital en nuestra sociedad, muy difícil de transformar, incluso con un cambio de timón en la política económica" (28) 

7. El Increíble Decreto 1842/87 

En ese contexto, el ministro de Obras y Servicios Públicos de la Argentina en el gobierno nacido en diciembre de 1983, y actual ministro coordinador en el gobierno de la Rúa, Rodolfo Terragno, produjo uno de los actos más drásticos y mas notables en el en el camino de lo que algunos han dado en llamar el desguace del sector público. Es un notable precedente, anuncio y de algún modo elemento preparador de la furiosa ola privatizadora que barrería el sector público en los años 90 durante la administración del Presidente Menem. Se trata del decreto que con el número del epígrafe se presentó como "Desmonopolización de Servicios Públicos Prestados por Empresas Estatales", con la firma de su autor, el ministro Rodolfo Terragno, quien lo había propuesto al Poder Ejecutivo, y la del presidente Alfonsín y el ministro Sourrouille. Lleva fecha del 19 de noviembre de 1987 (29). Sus motivaciones no son otras que las derivadas de ese discurso ideológico privatizador, recién mentado, expresadas con el ufano dogmatismo y la retahíla de clichés y lugares comunes que los "entertainers" de la televisión, los sedicentes comunicadores de la industria del entretenimiento, habían ido imponiendo machaconamente a la conciencia colectiva en los años antecedentes. 

A propósito de los entertainers de televisión, tiene sentido evocar aquí un debate en el que el asunto de los derechos humanos se entrelazó con el de los condicionamientos económicos del bienestar colectivo. Por esos años se discutía en la Cámara de Diputados de la Nación la ley de Obediencia Debida, una de las claudicaciones del mismo gobierno frente al poder militar. El diputado democratacristiano, Carlos Auyero, luego de describir el vaciamiento, dispendio y malversación de las energías colectivas democráticas que había implicado la cancelación, por el gobierno, de la movilización popular para ahogar el conato golpista de la Semana Santa de 1987, decía en el recinto: 

"Lo único que a veces estamos defendiendo es la rutina democrática, muy importante por cierto...pero -¡cuidado con no quedarnos solo con las rutinas formales!- Yo mismo vi la gente que estuvo en la puerta 8 de Campo de Mayo defendiendo la libertad y la democracia: provenían de barrios carenciados. Ante la ejemplaridad de ese pueblo gritando por la libertad - que quizás es el único bien que le va quedando- tengamos cuidado, pues corremos el riesgo de que se vuelque a la desesperanza y a la incredulidad. Por ello es que tengo la firme convicción de que en la política argentina debemos marcar trazos gruesos que incorporen a la democracia que vivimos los necesarios elementos transformadores, pues con mera rutina formal corremos el riesgo de que se llegue al cansancio de una rutina democrática que no da solución a los problemas de fondo del país. Me preocupa que el Secretario Brodershon hace poco haya dicho en los Estados Unidos a banqueros que lamentaba que ellos no votaran, porque así habría un mayor apoyo para la acción de gobierno. Deploro que haya funcionarios del gobierno que rindan tal pleitesía, del mismo modo que periodistas como Neustadt y Grondona exalten las privatizaciones como una forma de liquidar el eje central que custodia que el país no sea dependiente (Aplausos). Alguien me dirá que he perdido la oportunidad de ir al programa "Tiempo Nuevo": no me interesa ni me importa, y además casi nunca me han invitado. No alcanzo a comprender que con sonrisas estos hombres justifiquen ahora la obediencia debida, amnistías, las privatizaciones y las pretendidas políticas de independencia. Debemos tener presente que lo hacen desde un canal del Estado. Yo defendería la libertad de Neustadt y Grondona a decir lo que quieran donde quieran, pero lo que se me ocurre impensable es que les brindemos el canal estatal para que lo hagan, pues están volcando sobre la sociedad mensajes debilitadores". 

Dicho sea incidentalmente, el Dr. Carlos Auyero murió en 1997 en un canal de televisión, sosteniendo las mismas ideas que expuso en el debate de 1986, cuando el periodista mentado en segundo término se había separado del primero de ellos, creando otro programa, del que participaba Auyero, orientado a un sector un poco menos basto del mercado mediático, con un rumbo, si no progresista, al menos neutro, que suponía no seguir insistiendo en "el discurso ideológico privatizador", según la caracterización de Mario E. Burkun. 

Volviendo al decreto irrisoriamente "desmonopolizador", uno de los considerandos, exhibe una nítida fuerza sugestiva del trasfondo con que había sido concebido ese audaz plan privatizador. Vease: 

"Que el régimen de capitalización de la deuda externa ofrece una valiosa herramienta para la canalización de nuevas inversiones en el sector de los servicios y bienes destinados al público". 

Como se aprecia con facilidad, se intentaba introducir en el vasto campo del sector público a unos proveedores y productores de bienes y servicios que podían solo aportar como "nuevas inversiones" la capitalización de la deuda pública externa. En otros términos, meros títulos, nada nuevos en lo substancial, que de un modo u otro pagaría el Estado argentino, so pretexto de una deuda cuya existencia y legitimidad desde 1984 se había estado impidiendo discutir y verificar. Se podría así privatizar con clara inexistencia de otras "nuevas inversiones" que no fueran los propios recursos nacionales bajo la forma de deuda capitalizada. 

Por lo demás, interesa observar, ya en noviembre de 1987, la mutua implicancia que se intentaba crear entre deuda externa y privatizaciones, motivandose recíprocamente. Porque debemos mucho, debemos privatizar; privaticemos nomás, que la deuda externa paga. 

El régimen abarcaba todas las empresas y entes públicos que a la época correspondían al Ministerio de Obras y Servicios Públicos, es decir prácticamente casi todo el sector público de la economía lo cual indica la importancia singular de este plan que en los hechos significaba la intención de transformar por decreto lo substancial de la economía pública. 

Privatizaciones "por Arrebato" (30) 

El artículo 4to constituye la norma crucial del curioso decreto. Por su virtud el Estado transfiere a los particulares la iniciativa de las privatizaciones. Tanto la selección de los servicios a privatizar, como el tiempo y el orden en que hacerlo, como la naturaleza jurídica del vínculo que uniría al nuevo prestador o proveedor con el Estado y con los usuarios, como asimismo el ritmo y las precisas modalidades operativas de esta irrupción privada, en tropel, sobre la economía pública, quedaba totalmente librado a los aleatorios, y no pocas veces abusivos, impulsos lucrosos de los particulares interesados. 

Esto así, sin otra cosa, desde la vereda del bien común, que la pasividad de la autoridad, cuyo rol, como se verá, era meramente receptivo y ceñido a condiciones extremadamente difíciles en cuanto a poder objetar o responder. 

Les bastaba a los particulares proponer lo que se les ocurriera y sobre lo que se les ocurriera y cuando se les ocurriera, para poner en acción unos mecanismos de insólita dificultad para el Estado. 

Ante la amplia facultad de los particulares, para elegir ad libitum y para notificar su intención de hacerse cargo de un servicio público o de una provisión de bienes hasta el momento realizada por un ente público, v‚ase lo poco? que le cabía a la autoridad estatal: "Si dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la notificación por parte de un interesado, la Secretaría correspondiente no se opusiera, con expresión de fundamentos, el interesado quedara autorizado de pleno derecho, sin necesidad de acto alguno de autoridad competente, a producir o proveer los bienes o prestar los servicios sobre los cuales haya versado la notificación". 

Notable indefensión en la que se proponía colocar al Estado nacional. Conocidas las debilidades de una administración, erosionada por gobernantes deslumbrados por la actividad privada y con funcionarios frecuentemente escépticos sobre el rol del poder público en los aspectos económicos del bien común, unos y otros duramente acorralados por el catecismo anti-estatal del circo mediático, unos y otros víctimas del mensaje debilitador del discurso ideológico privatizador, que invocaban Auyero y Burkun, parece claramente imprudente se le exigiera oponerse, con expresión de fundamentos, lo cual incluye dictámenes y estudios técnicos, en solo 30 días. En ese lapso, en efecto, debían realizarse los estudios técnicos, obtenerse los dictámenes de los órganos permanentes de asesoramiento, según lo reclama la ley de procedimientos administrativos, y luego dictar un acto de oposición que tuviera una convincente razonabilidad capaz de persuadir al juez contencioso-administrativo al que previsiblemente recurriría el postulante privatizador. Nótese que a éste se le ha concedido todo el tiempo que le pareció útil y conveniente para articular su proyecto, y para urdir toda la parafernalia tecnocrática, con estudios de consultorías, análisis y cálculos. Mientras que al Estado, para oponerse con eficacia y rigor, se lo encierra en mezquinos 30 días de actividad de una administración frecuentemente desarmada y trabajada desde adentro por ocultas complacencias, y acaso, no excepcionalmente, por aliados internos de aquel postulante, sobre todo en estos tiempos tan decididamente "desmonopolizadores" al uso monopólico. 

Notable e insólita indefensión, sin duda alguna, porque cuando el Estado es demandado ante los tribunales el código procesal le concede 60 días para contestar las demandas, a diferencia de los particulares que tienen solo 15 días. Por complejo que sea un litigio es siempre incomparablemente más simple que la entera cuestión de la transferencia de un servicio público. Pretender que el Estado pueda oponerse con dictámenes, estudios y fundamentos a un proyecto privatizador en la mitad del tiempo que tiene para contestar las demandas judiciales, es algo que suscita la más grande perplejidad, para decirlo con benignidad. 

8. La Falta de Licitación Pública 

Este plan privatizador incluía la incorporación de los particulares a las redes troncales de los servicios públicos, lo cual comprendía la electricidad, la telefonía, todas las comunicaciones, redes viales y ferroviarias, los sistemas de radio y televisión a la sazón en medida considerable en manos estatales. Lo que excluía, muy asombrosamente, era el recaudo mínimo de moralidad y de claridad administrativa que importa la licitación pública. 

En estos casos, no el proyecto privatizador, sino su síntesis, debía ser publicada por cinco días en un diario de amplia circulación a nivel nacional, concepto este último dudoso dado el escasísimo número de personas que leen diarios de Buenos Aires en muchas zonas del interior susceptibles de ser hondamente afectadas por la propuesta. La publicación en diarios locales se preveía sólo para los proyectos limitados a una provincia o localidad. Pero más increíble que esto es lo dispuesto por el articulo 5to. Solo en los casos de incorporación de la empresas privada a redes troncales u otros servicios prestados por empresas o sociedades de estado, permite que estas entidades, u otro particular, puedan manifestar oposición. Adviertanse dos cosas muy graves. En primer lugar que la posibilidad de oponerse a otras personas privadas se otorga sólo en los casos de incorporación a servicios troncales o coordinación con servicios preexistentes. Si no hay redes troncales de por medio o coordinación con otros servicios, los particulares, entre ellos otras empresas privadas potencialmente competidoras, no tienen ni la posibilidad de enterarse y menos aun la de oponerse al plan privatizador, ya que el requisito de la publicidad por cinco días de esa síntesis del proyecto esta confinada, como se dijo, solo a los casos de incorporación en redes troncales o coordinación de servicios. Lo segundo es que en ningún caso estas personas privadas pueden competir o concurrir con propuestas alternativas, o con precios inferiores en iguales condiciones de prestación o previsión. Porque oponerse -lo cual cabe sólo en esos supuestos troncales o de coordinación entre servicios - no es ni competir ni concurrir. Dicho más brevemente, este régimen de transferencia de los servicios públicos y empresas estatales pretendía realizarse con la entera y cabal desaparición de la licitación pública: no sólo arrebato de los bienes públicos sino arrebato con alto grado de clandestinidad, o por lo menos invisibilidad o turbiedad, y obviamente con clara tendencia a la creación de monopolios privados. 

Curioso neoliberalismo éste que, cuando se trata de desguazar el sector público de la economía se olvida de la libre competencia, ínsita en la noción de licitación pública. No menos singular es que uno de los considerandos culpe a los monopolios estatales de la gravísima situación que se quería corregir. De lo cual se impone colegir algo que surge del espíritu de éste esperpéntico régimen privatizador y de las convicciones neoliberales que lo nutren: la conducta monopólica sólo es condenable cuando es ejercida por el Estado, no por las concentraciones de poder económico privado. 

Desde luego que todo esto se amplificaría notablemente en el gobierno de Carlos Saúl Menem, pero estaba potencialmente ya en la administración radical. 

Sería injusto, sin embargo, no reconocer que a la amplificación aludida se le sumaba en el menemismo, algo que no estaba, al menos a ese grado, en el gobierno precedente y, es de esperar, en el que le sigue: una vocación, aparentemente entrañable, tal vez compulsiva, por la falta de diafanidad, una inclinación hacia las fronteras de la ilicitud que han denunciado un ex ministro del Interior y un ex ministro de Economía del mismo gobierno, con la fuerza de convicción emergente de las posiciones que ambos ex ministros han tenido en el centro del poder con cuya corrupción han tenido trato y convivencia. La consiguiente carencia de seguridad jurídica, junto a la manipulación notoria de un sector de la justicia federal de la Capital, es algo sin precedentes que agravó notoriamente la situación social en la Argentina de los años 90. 

Pero queda también muy en claro que este antecedente, como otros, constituyen, de hecho, a ese proyecto privatizador, y importa ahora subrayarlo, en el anuncio de una versión social-demócrata del neoliberalismo, en una "gauche imaginaire" (31), como denuncian respecto del gobierno socialista de Jospin dos periodistas, uno de Le Monde, y el otro de Liberation, en un libro reciente con ese título. Esto último, el neoliberalismo es lo principal; la social-democracia es lo accesorio, un débil edulcorante, una vana cosmética, cuando no un enmascaramiento. Y no es bueno que nadie pueda llamarse a engaño sobre el particular. Sobre todo porque el control, examen y revisión de las privatizaciones debería ser uno de los aspectos centrales del nuevo gobierno nacional iniciado a fines de 1999. No podrán evitar los gobernantes ese reclamo colectivo, me parece, ni con esfuerzos de armonías partidocráticas ni con afanes de adaptación ideológica imaginados como precio por el acceso al poder. Porque inevitablemente en el plano de los servicios públicos se interseca la solidaridad social, rigurosa exigencia de este tiempo, motor del desarrollo humano, con la economía, la modernización y la eficiencia. 

9. Empobrecimiento y Retroceso 

Lo dicho por los superiores jesuitas tiene curiosa confirmación en las páginas de un diario que ciertamente no podría ser acusado de complaciente con los reclamos populares latinoamericanos. Se trata de una perspectiva y de una actitud bien diferente, pero el dato del retroceso y del empobrecimiento es el mismo. 

El día 20 de julio de 1997 en la parte editorial del NEW YORK TIMES, en el EDITORIAL NOTEBOOK, hay una nota de sugestiva ironía con el título de "El Mundo resucita al Che pero la Izquierda Latina prefiere a Helmuth Kohl". La firma Tina Rosenberg. Dice que treinta años después de su asesinato en las montañas bolivianas Ernesto Guevara ha capturado la imaginación pública de una manera que él nunca intentó. Y que tres biografías y varios films sobre el Che aparecerían ese año. El icono del Che con barba y boina domina discos compactos, cervezas, relojes Swatch, skis, vestidos de diseñadores y una multitud de otros productos no tradicionalmente asociados al Comunismo internacional. Unos cientistas, dice, han ahora encontrado su cuerpo, entre siete esqueletos en un pozo, en Bolivia, y lo han llevado a Cuba. 

En Europa y en los Estados Unidos, agrega, Rosenberg, la imagen del Che debe su atracción comercial a la ausencia de contenido político. Los "yuppies" que nunca hubieran usado la imagen del Che sobre su remera cuando esto hubiera podido ser tomado en serio, lo encuentran ahora irónico y "kitsch". La autora cree que la política del Che se ha ido hace mucho. Los antiguos revolucionarios izquierdistas, añade con un tono burlón, están ahora más cerca del capitalismo a la europea que de cualquier cosa que el Che hubiera predicado. 

"En Colombia, Venezuela, Guatemala y El Salvador, para nombrar unos pocos países, la guerrilla -dice- han bajado de la montaña para fundar partidos políticos reformistas, algunos de los cuales no son distinguibles de la competencia. Los Sandinistas en Nicaragua participaron en la elección del último año con una plataforma de libre mercado. En la Argentina y el Uruguay, los sobrevivientes de los grupos de guerrillas diezmados por los escuadrones de la muerte sustentan ahora movimientos políticos social-demócratas. Todos estos grupos propugnan lo que Jorge Castañeda, un politólogo mejicano, llama 'capitalismo renano' - el Estado de bienestar, los fuertes sindicatos obreros y la alta carga impositiva de la Alemania de hoy." 

Y agrega luego: "Desde los años 90 tanto izquierda como derecha en América Latina han convergido hacia un objetivo que los revolucionarios otrora descalificaban despectivamente como democracia burguesa". 

Enseguida viene este párrafo final que justifica tal vez, a manera de antecedente, las transcripciones anteriores, de otro modo algo gratuitas: "Ese objetivo no esta todavía a la vista. Mientras las soluciones de la izquierda han cambiado, medidos de muchas maneras los problemas son hoy peores hoy día que cuando el Che Guevara murió. Aunque los pobres forman un porcentaje menor de la población de la América Latina, hay 50 millones más latinoamericanos viviendo en la pobreza que en 1965. El salario mínimo de Méjico, ganado por 17 millones de personas, compra una cuarta parte de lo que compraba 20 años antes. Todo lo que los europeos occidentales gozan -un salario apto para vivir, la seguridad jurídica, el acceso a la justicia, escuelas y hospitales- parece tan fantástico para la mayoría de los latinoamericanos como la revolución que alguna vez soñó el Che". 

Más allá del ejercicio de estilo periodístico, más allá del titeo a la izquierda latinoamericana, el artículo editorial del New York Times tiene importancia, no por esas supuestas gracias formales, sino por lo que certifica en términos de empobrecimiento global y globalizado. Cambian las tendencias, las interpretaciones politológicas, el sentido de las iconografías políticas, pero el fenómeno está allí: los pobres cada vez son más y cada vez mucho más pobres. Y esto así en un marco global de crecimiento de la economía. 

Aclarémoslo, crecimiento formal, aritmético o virtual, ya que no hay crecimiento real sino cuando la población en su conjunto crece. 

En septiembre de 1997, la UNTAD, el principal órgano de la Asamblea de las Naciones Unidas en materia de comercio y desarrollo, produjo un informe según el cual la economía mundial sigue creciendo pero en forma muy lenta, por debajo de los niveles de la década de 1980. Agrega que las diferencias entre los países desarrollados y los subdesarrollados -eufemística y mentirosamente llamados "en desarrollo"- va en continuo aumento. En 1965, el 20 por ciento más rico de la población mundial tenía treinta veces más que el 20 por ciento más pobre. En 1990, esa diferencia se duplicó: ahora los ricos tienen 60 veces más que los pobres. A resultas de lo cual, el 20 por ciento más rico se queda con un poco más del 80 por ciento de los ingresos mundiales. 

Señala también un "vaciado" de la clase media en la distribución de los ingresos en muchos países, tanto desarrollados como subdesarrollados. La clase media ha declinado en general su participación en el ingreso en favor de los sectores más ricos. El ingreso que consigue hoy la clase media es 21.1 por ciento más bajo que el de 1974. En la Argentina, según datos del INDEC, el 10 por ciento más rico pasó de poseer el 28.2 del total en 1974 al 37.1 por ciento en mayo de 1997. De ese modo, la clase media baja perdió la quinta parte de lo que recibía. 

Otros rasgos de la economía mundial son éstos. El sector financiero ha ido ganando terreno sobre la industria y los rentistas superan a los inversores reales. Negociar los servicios de la deuda externa de los países en desarrollo resulta frecuentemente más provechoso que crear riqueza con inversión nueva. Asimismo, la parte de ingreso que se adjudica el capital ha aumentado en relación a la que remunera el trabajo. En cuatro de cada cinco países subdesarrollados, el salario industrial es considerablemente inferior al que existía a comienzo de los años ochenta. También destacaba que se iban extendiendo la inseguridad laboral y de ingresos. En muchos países, tanto desarrollados como subdesarrollados , la reestructuración de los negocios, la reducción del personal y el aumento global del desempleo han conducido a una caída considerable y generalizada del nivel de los salarios. 

Coincidentes, y agravantes, fueron las observaciones de la CEPAL, la Comisión Económica para la América Latina, órgano de las Naciones Unidas, en su "Panorama Social de América Latina 1997", según el cual la distribución del ingreso no ha mejorado en ninguno de los países, se ha incrementado la pobreza, creció la precariedad y la inseguridad laborales, se elevó el desempleo, y la mala distribución de los ingresos se mantiene y en algunos casos empeora. Todo lo cual le induce a afirmar que "la región es considerada en ámbito mundial como una de las más rezagadas en términos de equidad". 

La caricatura de la izquierda latinoamericana, que hacía el regocijo de Tina Rosemberg, parece una referencia a lo que luego se conocería como "Consenso de Buenos Aires", una intención meritoria, pero tibia y poco convincente, de atenuar los rigores del neoliberalismo imperante, elaborada por el mentado Jorge Castañeda y Roberto Mangabeira Unger. El propósito ha recibido críticas fundadas del chileno José‚ Cademartori y del argentino y Julio C. Gambina, en el número 155 de REALIDAD ECONÓMICA (abril-mayo, 1998). Tiene sentido referir al lector a esas páginas clarificadoras. 

10. Policías privadas, Derechos Humanos y la Muerte de José Luis Cabezas 

El homicidio en enero de 1997 del fotógrafo José Luis Cabezas terminó por llamar la atención sobre los riesgos que las policías privadas, al menos algunas de ellas, suponen para los derechos humanos de la población. 

Dos años antes de ese hecho perverso, con el título de "Policía y Privatización: Las Policías Privadas como menoscabo a la soberanía estatal", un joven profesor de derecho penal, Martín Lozada (32), publicó un trabajo en el que subrayaba las implicancias de la privatización de las actividades policiales. 

Luego de recordar que el Estado, a través del formidable poder de legitimación que implica el orden jurídico, ha gozado siempre de la facultad de reclamar para sí el monopolio de la violencia física legítima, advertía sin embargo que "la complejidad misma de la sociedad contemporánea y los acelerados cambios en la producción de bienes y servicios, así como el progresivo aumento en el tráfico de personas y la mercantilización de los valores, hacen que de un tiempo a esta parte las técnicas de control social se despliegan hacia sectores cada vez más amplios de la población" Y ocurre así que "la función tradicional del aparato policial - en cuanto circunscripta a unos comportamientos concretos y a unas formas específicas de reacción- cubre sólo muy parcialmente las nacientes y cada vez más peligrosamente acrecentadas demandas y necesidades de control". 

Agregaba que dentro del "capitalismo corporativo" se produce la introducción de nuevos intereses cuya protección y conservación requieren de otras técnicas, diferentes o al menos adicionales, de aquellas tradicionalmente empleadas por las fuerzas del Estado. Nuevas formas de ataque a través de medios informáticos, tarjetas de crédito, espionaje industrial; así como el auge de centros comerciales, restaurantes, discotecas y reas residenciales, hacen que la noción de orden público con la que opera la policía tradicional detente cierta neutralidad que resulta ciertamente ineficaz para el empresario que intenta proteger de una manera no neutral estas nuevas modalidades de la propiedad privada. Será el resguardo de ésta, entonces, el argumento pretendidamente legitimador a través del cual se justifique la intervención de la policía privada, en tanto derecho del propietario a disponer los medios adecuados para su protección y conservación . Un criterio de distinción entre control público y privado puede fundarse, por un lado, en quien promueve y presta el servicio; y por otro, en el tipo de tareas que estos específicamente desarrollan. Los medios privados de control social provienen generalmente de corporaciones e intereses no públicos que operan en ámbitos restringidos y ajenos a la escala masiva de las entidades gubernamentales. 

Estas burocracias privadas, añade Lozada, entre las que cabe contar aquellas que trabajan en el interior de las agencias de crédito y compañías aseguradoras, suelen disponer de crecientes bases de datos y apoyo tecnológico de multinacionales extranjeras, circunstancia que las convierte en poderes de hecho que deben ser medidos según el número de personal de que disponen, pero también, de acuerdo a la energía no humana (sistemas informáticos y alta tecnología) con la que llevan adelante sus funciones. 

Valiéndose a veces -continua- de la simbología de la policía pública, a través de la utilización de uniformes u otros distintivos típicos del poder público, su actividad se desarrolla en el sentido de la satisfacción de los intereses del consumidor de estos servicios, y de quien los ha instituido. Ven generalmente en ellos un mecanismo maleable, intérprete dúctil de una preocupante pseudo-legalidad privada. También responde a requerimientos económicos, y por eso adaptable a las necesidades concretas, y a la posibilidad de disponer de ellos part-time, tan sólo en períodos determinados, según necesidades coyunturales. 

Las funciones generalmente desempeñadas por la seguridad privada, agrega, van desde la expulsión de inmigrantes al cobro de deudores morosos, vigilancia en el interior de las empresas, áreas públicas anexas (asumidas, de hecho, como privadas) así como la custodia de la propiedad privada sujeta al acceso público (centros comerciales, parques de diversiones, etc.), investigación de historias personales, transporte de caudales, y toda la gama de la "seguridad" personal, familiar, o de ámbito residencial. Lo cual va, desde el tradicional guardaespaldas hasta -anunciaba entonces, en agosto de 1995, el joven profesor de derecho penal- 

"UN CIERTO ACTIVISMO DE POTENCIAL AGRESION CAPAZ DE ATACAR A FOTOGRAFOS O PERIODISTAS QUE SUPUESTAMENTE AMENAZAN LA INTIMIDAD DISCRECIONAL DE LOS PODEROSOS". Estas palabras parecían adquirir una resonancia trágica en 1997 a medida que se perfilaban las responsabilidades criminales en el homicidio del fotógrafo José Luis Cabezas. 

Todo esto permite observar, decía, cómo la "seguridad", transformada en servicio sujeto a la oferta y a la demanda, adquiere notables dimensiones de la mano de las campañas, masivas y mediáticas, destinadas a enfatizar la ineficacia de la policía tradicional y, consecuentemente, la inoperancia de la administración de justicia en su conjunto. 

En sociedades donde se estimulan desproporcionadamente la compra y venta de bienes y servicios, no resulta extraño que las demandas de seguridad y control aumenten respondiendo ingenuamente a la idea según la cual, comprando guardias y horas de control, le seguirán como consecuencia necesaria menos comportamientos potencialmente peligrosos. Esta circunstancia, nos coloca, por lo demás, dice, frente a la posibilidad ominosa de estar en el inicio mismo de un período en el que la justicia de clase (grandes empresas oligopólicas, propietarios acumulativos) no sea ya un fenómeno disimulado, y contrarrestado por las garantías jurídico-penales, sino una realidad abierta, deliberada explícita. 

Los riesgos que estos mecanismos de coerción privada suponen no son pocos, según Martín Lozada. Traen aparejados un control más intrusivo en la vida de los ciudadanos a través de medios tecnológicamente avanzados sin necesidad alguna de autorización judicial, afectando, claro está, los derechos subjetivos de los particulares. 

Esta alteración, además de su dudosa constitucionalidad, escapa, cree este autor, a cualquier trámite desarrollado en el marco de un proceso legal y elude, consiguientemente, todas las garantías que rodean al CUANDO y COMO de la intervención policial, así como la posibilidad defensa y recurso de los administrados. A lo dicho se le suma la eventual posibilidad de que estos grupos -dotados de una poderosa infraestructura informativa, humana e instrumental- produzcan técnicas delictivas, nuevas y tecnológicamente elaboradas, que degraden aun más su difuso rol como resguardo de la seguridad y propiedad concentrada. 

Y remata su estudio con un párrafo que titula "Abdicación de la Soberanía y Sacralización de la Propiedad", y en el que enfatiza el proceso por el cual el Estado aparece consintiendo la transferencia hacia sectores privados de lo que hasta hoy ha venido constituyendo su poder monopólico: la utilización de la fuerza y la coerción. 

Esta transferencia es sólo una más en el marco de servicios y funciones que el Estado contemporáneo abdica bajo el pretexto de su impotencia, ineficacia y de su sempiterna "crisis fiscal". En lo que atañe al ámbito penal, también este cambio de estrategia en el poder de control se prolonga en la proyectada privatización de la justicia y la ya practicada privatización de las prisiones. Se trata, por lo tanto, de un eslabón más de aquella cadena de soluciones que pretende dar respuesta a la coyuntura por la que el Estado reformula su rol y readministra sus poderes en el actual período de crisis. 

Esta redefinición conlleva modificaciones tanto en la tutela de los bienes que se intentan proteger, como en la ratificación de cuales son los intereses jurídicos a los que se le otorga mayor relevancia. Se trata, pues, de un doble proceso, consistente en elaborar nuevas técnicas de persuadir e intimidar, y simultáneamente, en determinar más categóricamente que no hay bienes jurídicos más trascendentes que aquellos que atañen a la propiedad concentrada de los sectores superiores de la sociedad. 

La perdida "consentida" de soberanía estatal a la que se refiere, supone el surgimiento de riesgos para las garantías jurídico-penales de los particulares, logro no despreciable del derecho liberal burgués. Pueden sintetizarse en la falta de control jurisdiccional de que gozan estos modernos agentes privados de seguridad, su improvisación en materia reglamentaria y de actuación en detrimento de la libertad e intimidad de los ciudadanos, y en la inversión del principio de legalidad. Su multiplicación operativa es, además, aceleradísima , lo que agrava aún más el riesgo de su impunidad y su eventual constitución en poder para-policial y meta-legal. 

Por último, concluye, no resulta difícil percibir que también implica la reformulación novedosa de un sector social, que agrega ahora a la calidad de propietario acumulativo ésta otra de titular de su propia policía y dispositivo de control. Corresponde a un nuevo tiempo caracterizado por la mercantilización del valor seguridad, su reducción a las implacables leyes de oferta y demanda, y su transformación, de monopolio estatal en oligopolio privados. Todo lo cual lleva implícita la capacidad del propietario acumulativo en esta etapa de capitalismo corporativo para colocarse por encima y a salvo de la legitimidad democrática tradicional. 

11. Seguridad Incluyente y Polarización Social 

El Obispo de San Isidro, Mons. Jorge Casaretto, llamó la atención, en un notable artículo publicado en Clarín, el 2 de marzo de 1998, sobre la necesidad de advertir que los problemas de seguridad no pueden plantearse aislados del fuerte proceso de polarización social que deja "afuera" de la sociedad y de su seguridad a un número muy importante de personas de lo sectores marginalizados del país. 

"El proceso es complejo, dice Mons. Casaretto. "Corremos el peligro de estructurar un sistema de seguridad para incluidos. Es decir, los que comemos, nos vestimos, estudiamos y trabajamos. Podemos correr el riesgo de montar una seguridad 'contra' aquellos a quienes nosotros, como cuerpo social, estamos condenando a la marginación y la exclusión. Como argentinos, deberíamos sentir dolor no sólo cuando muere alguien en un asalto sino también cuando muere alguien en un acto de represión, aunque sea en sí mismo legítimo. Porque a ese agresor, al no posibilitarle educación y trabajo, como sociedad LO HEMOS IDO ACOMPAÑANDO A LA VIDA DEL VICIO, DEL ROBO Y DEL CRIMEN. Somos nosotros mismos, los que nos quejamos de la falta de seguridad, los que provocamos esta especie de autodestrucción al fomentar un sistema social injusto que produce la delincuencia". 

Dice luego: "...para servir al bien, a la vida y a la verdad, pesa sobre nosotros el deber de romper este trágico círculo de inclusión - exclusión que hace que algunos nos sintamos 'adentro' y otros 'afuera' de la sociedad. Si no entendemos esto, sólo trabajaremos por una seguridad que sea sinónimo de REPRESION. Y esto a la corta o a la larga, se traduce en un círculo de polarización social que no lograr sino aumentar el crimen, el robo y la inseguridad". 

Las policías privadas, como otras fórmulas simplistas de seguridad "inmediata y directa" no son sino manifestación de esa polarización social y de esa estrecha e ineficiente manera de enfocar el problema de la seguridad colectiva, con riesgo para los derechos humanos de unos y de otros. 

12. Las Nuevas Formas de Esclavitud 

El empobrecimiento colectivo, la marginalización y la exclusión sociales no son le son ajenas a otra violación sistemática de los derechos humanos que es la trata de personas con fines de prostitución. El episodio relativo al establecimiento de proxenetismo denominado Spartacus fue ocasión para recordar a un gran escritor argentino de la primera mitad del siglo (1). 

Pocos saben que la primera obra impresa de Manuel Gálvez fue su tesis doctoral de 1905. El tema anunciaba las preocupaciones sociales, y de justicia social concretamente, que luego se reflejaría en sus novelas, desde "La Maestra Normal", de 1914, hasta "Nacha Regules", de 1917. 

El título de la tesis era La Trata de Blancas. La editó la imprenta de José Tragant, de la calle Belgrano 472, de Buenos Aires. 

El librito revela ya los arrestos literarios de su autor. Tiene mucha información europea sobre la materia, una circunstanciada referencia a la Conferencia de París de 1902, en la que se consolidada la posición abolicionista, de la que Gálvez naturalmente participaba, y ofrecía un proyecto de ley para la legislación argentina. 

El asunto tenía entonces, como ahora, interés superior. Cuatro año antes la JEWISH ASSOCIATION FOR THE PROTECTION OF GIRLS AND WOMEN, con sede en Londres, había prestado atención al grave problema de Buenos Aires, que era en realidad el de América del Sud. Comisionó al rabino de Buenos Aires, Henry Joseph, para que atacara y denunciara la presencia, en la vida religiosa y comunitaria, de una entidad siniestra. Se trataba de la mafia judeo-polaca ZWI MIGDAL que había llenado los prostíbulos de la región con jóvenes de ese origen, extraídas con engaño de los ghettos más indigentes y marginalizados de Europa Oriental. 

Finalmente, los neoesclavistas, fueron alcanzados por la acción de un policía excepcional, el comisario Julio L. Alsogaray y por un juez de instrucción de pareja calidad, el doctor Manuel Rodríguez Ocampo. El primero escribió en 1933 un libro, esencial hoy para la historia social argentina, "Trilogía de la Trata de Blancas", que se impone reeditar (33). 

En los años 50 la Argentina aprobó el convenio sobre trata de personas y explotación de la prostitución, elaborado por las Naciones Unidas como parte de su lucha contra las nuevas formas de esclavitud. 

Por efecto de este acto internacional la Argentina se comprometió a reprimir a quienes mantuvieren casas de prostitución, las administraren, o a sabiendas las sostuvieran o participaran en su financiación, y a quienes tomaran a sabiendas en arriendo, un edificio u otro local, o cualquier parte de los mismos, para explotar la prostitución ajena. También se comprometió a derogar y a abolir toda norma relativa a reglamentación de la prostitución, lo cual suponía abandonar definitivamente el área del "reglamentarismo" y confirmar la inserción en el "abolicionismo". 

Estas disposiciones nunca tuvieron implementación eficaz. Por lo demás, en el plano de la ejecución concreta los prostíbulos nunca desaparecieron del todo. Desde hace algunas décadas ha habido una fecunda floración de formas apenas disimuladas de prostitución y lenocinio. En los últimos años ese disimulo ha desaparecido. En algunos diarios, una sección publicitaria dedicada eufemísticamente a "servicios para el hombre y la mujer", proclaman a lo largo de trescientos sesenta y cinco días del año varios cientos de propuestas diarias de prostitución. Es una eclosión desmadrada del "marketing" prostibulario, a veces bajo formas pintorescas, las más veces verdaderamente esperpénticas, siempre definitivamente proxenetas. 

El asunto es claro en si mismo. No tiene sentido abundar sobre estos diarios moralistas en la pagina editorial y rápidamente trasvestidos de proxenetas en las paginas de publicidad. 

Lo hacen con una explicitez en la que solo falta las luces fulgurantes de los burdeles de La Habana en la época en que Cuba era sub-administrada por Fulgencio Batista por cuenta y orden de la potencia hegemónica del hemisferio. 

Cada una de esas propuestas publicitarias suponen indicios vehementes de la presunta infracción a la ley que aprobó el Convenio de Naciones Unidas. No sólo no se investigan ni se obstaculizan sino que se protegen cuidadosamente, como parece obvio en el asunto Spartacus. 

El caso afecta a un magistrado federal, del sector cuyos nombres se escriben, según el anterior ministro de economía, Domingo Cavallo, en servilletas de papel durante las tenidas áulicas. Lo envuelve no solo como usuario, sino tal vez, asimismo, como copropietario 

El tránsito de un comisario como Alsogaray y un juez de instrucción como Rodríguez Ocampo, hasta esta policía y a estos jueces, predica sin duda una considerable degradación de la vida colectiva de los argentinos. 

Los episodios recientes han producido en el circo mediático gran excitación, falsos pudores y moralidad barata: "La vrai morale se moque de la morale", decía Pascal. Esto atañe, sobre todo, al medio que los españoles con rigor conceptual llaman "caja boba". Ella se dirige por imposición del marcado a la curiosidad morbosa de un público que, en cuanto televidente, reduce su capacidad crítica a niveles próximos a la debilidad mental (34). La "caja boba", que en muchos casos también contribuye a la burdelización colectiva, está bien dispuesta a denunciarla - como si le fuera extraña- cada vez que le permita mejorar su tasa de popularidad o "rating". 

Sería lamentable confundir estos hechos con el núcleo del problema profundo que emerge circunstancialmente del caso Spartacus. Los árboles frondosos de la exultación mediática no debieran ocultar el bosque compacto del gravísimo asunto que está en juego. Es el de la trata (35)de personas con fines de prostitución, en que la Nación Argentina tiene comprometida su responsabilidad internacional al haber subscripto el Convenio de Naciones Unidas. 

13. La Cara Lucrosa y la Cara Humana de la Globalización 

Debe también destacarse que la globalización económica supone una suerte de solidaridad universal respecto de violaciones de los derechos humanos en algunas áreas críticas del mundo. 

Junto con un notorio descuido sobre las nuevas formas de esclavitud, el trabajo de menores, y condiciones de trabajo que hubieran producido vergüenza e indignación en la Europa de fines del siglo XIX, en los llamados mercados emergentes hay hoy unos vasos comunicantes del mal, una suerte de comunión de los non santos, en forma de opresión laboral. Es un efecto de la globalización, entendida como se entiende de hecho, es decir acompañada de una extrema devaluación del cuidado y vigilancia de esa parte de los derechos humanos que concierne al trabajo humano. La Oficina Internacional del Trabajo y otros órganos de Naciones Unidas est n deliberadamente puestos en una situación de falta de recursos, y colocados ante la opinión pública en una posición de antiguallas burocráticas a las que no es "serio", ni "realista" ni "eficiente" prestarles atención. 

El periodista norteamericano Ted C. Fishman se coloca en el lugar de un ciudadano de su país que quiere no ser un peso para sus hijos en el futuro y desea darles una buena educación. Ahorra en uno de los innúmeros Fondos Mutuales, todos los cuales tienen acciones de compañías que explotan las condiciones ventajosas del Tercer Mundo. Se pregunta así: 

"Soy consciente de las practicas laborales o ambientales de mis compañías? ¨Soy consciente de las condiciones sociales de cada país? ¨ El modelo de desarrollo está funcionando en esos lugares? ¨ Me preocupo por los progresos que se están haciendo? En una palabra, no. Es demasiado trabajo imaginar cómo los Fondos Mutuales en que he invertido, usan mi dinero; una rápida mirada a los informes anuales muestra que poseo una parte de cerca de 1.000 compañías extranjeras en una docena de países. Se sí que tengo acciones en uno de los casi quince Fondos Mutuales que tienen a su vez una porción importante en Daewoo y en Samsung. Ambas compañías, entre las más grandes del mundo, hacen o venden cualquier cosa desde semiconductores a madera y seguros. Otros grandes conglomerados coreanos, llamados CHAEBOLS, están bien representados también. Está bien. Los CHAEBOLS controlan una parte enorme de la economía de Corea, con bancos, gobierno, y corporaciones combinadas tan inextricablemente que los ajenos tienen poca posibilidad de saber cómo las influencias y las inversiones se interconectan. Para los Fondos, la mejor apuesta es comprar todo los conglomerados y bancos a la redonda, y de este modo conseguir una parte de casi todo lo que Corea está haciendo. Como inversor, pues, me hago socio de las treinta familias que controlan la economía de Corea. Esas familias están muy próximas a los ex dictadores de Corea, y nuestros lucros colectivos derivan históricamente de un flujo constante de dinero del gobierno (atraído por coimas de centenas de millones), discriminación económica contra competidores, y una policía estatal que ha apaleado a los trabajadores coreanos y puesto en vigencia condiciones de trabajo miserables. ¨Me preocupo porque estoy invirtiendo en tiranía, autoritarismo, y feudalismo trasnochado? Absolutamente. Estoy contento. ¨Qué podría ser mejor para mi estrategia de hacerme rico con Asia? Para ser perfectamente honesto, el hecho que Corea esté progresando socialmente no deja de inquietarme. Los coreanos toleran la corrupción cada vez menos hoy en día, y los obreros se organizan más libremente y ganan salarios más altos. Estos cambios cumplen las promesas del modelo de desarrollo que Wall Street, Washington, y los bancos internacionales exaltan públicamente, pero también significan que hacer negocios dentro del país es cada vez más difícil para los conglomerados coreanos, especialmente para aquellos que han construido su cuota de mercado con exportaciones baratas. Sin embargo, asimismo, habiendo los conglomerados perdido su capacidad para explotar a los trabajadores baratos, han exportado también esa habilidad. 

Los funcionarios en la Oficina de Representantes del Comercio de los EE.UU., los grupos de derechos humanos, y las asociaciones obreras tiemblan cuando se les pregunta sobre las plantas industriales de Corea en el exterior, ahora expandidas en todos los confines del mundo subdesarrollado. Las prácticas en las plantas industriales en América Central y América del Sud son las mejores documentadas, aunque las fuerzas privadas de seguridad, una policía cooperante, y el alambre de púa realizan un buen trabajo para mantener a los extraños detrás de los portones. El gobierno de Corea registra cerca de doscientas fábricas coreanas en la región, aunque admite que existen muchas otras. Las más son plantas de ensamblaje para la industria del vestido; algunas ensamblan electrónicos para el consumo. Las fábricas coreanas son la mitad de la industria del vestido en Guatemala y Honduras. En las Américas, los coreanos se aprovechan de privilegios de libre comercio, salarios suciamente bajos (tanto como 11 centavos la hora), y una casi total falta de organizaciones obreras". 

Agrega Fishman que el episodio a través del cual se descubrió que una "entertainer" de televisión norteamericana promovía una línea de ropa que fabricaban en Honduras chicas de trece años trabajando 20 horas por día, echa luz sobre cómo estas compañías devuelven dinero a sus accionistas: reclutan predominantemente chicas de alrededor de quince años, entregadas al trabajo en ómnibus escolares. 

Son presuntamente muy buenas costureras porque están en el pico de la habilidad manual. Y son fácilmente manejables en cuanto a sus sistemas reproductivos. En algunas plantas industriales les distribuyen píldoras anticonceptivas diciéndoles que son vitaminas. Dada la atmósfera de coerción y amenaza, no es de asombrarse que los informes sobre derechos laborales denuncien también incidentes con violaciones. Así, pues, mi dinero persigue miseria humana. Aunque no sé con certeza cuales compañías que poseo conducen sus negocios de esta manera, Samsung y Daewoo tienen plantas en la América Latina, y estoy seguro que ellas, u otras coreanas que tengo, cosechan las ventajas de hacer negocios allí. He atado el futuro de mis hijos no solo a la Asia ascendente sino también a las espaldas de jóvenes mujeres trabajadoras por pocos centavos la hora. Es muy buena noticia para mi portafolio, desde que mis tenencias accionarias con inversiones en América Latina me trae la diversificación residual necesaria para ponerme en el medio de las dos tendencias más dinámicas en la economía global: la corriente hacia la cumbre de la industrialización asiática, la corriente hacia lo más hondamente deprimido en producción de baja tecnología".(A) 

En abril de 1998 se informaba que en California un grupo de consumidores demandó al primer vendedor mundial de calzado deportivo, la empresa Nike, por ocultar al público el trato miserable que reciben sus trabajadores en China, Vietnam e Indonesia. Esto incluye abuso físico y sexual, exposición a productos químicos peligrosos, unas jornadas de trabajo agotadores y salarios irrisorios. 

Nike emplea 22 mil trabajadores en los Estados Unidos y 450 mil en los paraísos globalizados del Asia en los que la "flexibilización" laboral es reina. Hace unos años Nike publicó para el público un código de conducta, en el que teóricamente se prohibían los abusos y en 1996 contrató a una consultora para que auditara en el sudeste asiático las condiciones de las plantas de sus subcontratistas. El informe fue negativo y Nike lo sustrajo del conocimiento público. Entre otras cosas, refería que las mujeres trabajadores padecían "un desesperado agotamiento físico y de una presión para trabajar horas extras y alcanzar las cuotas de producción". Con menos de cuatro francos mensuales, la jornada laboral es de 14 horas diarias, algo supuestamente ilegal, aun en China (B). 

Las condiciones laborales de los hipermercados Wall-Mart denunciadas en la Argentina, sugieren que tampoco en el sur del continente estamos lejos de estas "flexibilizaciones" globalizadoras. 

14. Poder Militar y Derechos Humanos 

Del segundo de aquellos elementos del esquema transicional, la intangibilidad militar, deriva una política militar que no se atreve a enfrentar los problemas cruciales y se resiste a transformar las fuerzas armadas -frecuentemente el instrumento despótico de las oligarquías locales y de sus protectores y mentores imperialistas- en un verdadero recurso del gobierno civil. 

Este inmovilismo respecto del establecimiento militar explica los sacrificios ridículos hechos en la Argentina, el Brasil y el Uruguay para proteger a los funcionarios militares de acusaciones altamente plausibles de homicidio, tortura, secuestro y robo, a través de una legislación impúdicamente dirigida a inmunizarlos contra imputaciones penales: amnistías, prescripción de sesenta días - cuando en el código penal el menor término, para los delitos apenas castigados con mera inhabilitación temporal es de un años- para crímenes contra la humanidad, la imposibilidad de acusar a quienes se considera a priori como actuando bajo obediencia debida, ignominiosos indultos o perdones a aquellos condenados o no alcanzados por las anteriores claudicaciones jurídicas, etc. En este camino, la cuestión de los derechos humanos se inmola en el altar del poder militar, el cual, después de estos ludibrios, surge doblemente reforzado. 

Excluidos estos dos aspectos y cuestiones dominantes -la imposición del esquema neoliberal y el poder militar- cuyas respuestas han sido adoptadas como condiciones a priori del experimento transicional, la participación pública queda reducida a áreas menores de la política, lo cual parece a muchos, con razón tal vez, una suerte de ejercicio gratuito, o tal vez onanista, de la "politique politicienne", o política politiquera, y no, como debiera ser, el instrumento para superar los males de la dependencia y el subdesarrollo. Así el interés público y la participación colectiva disminuyen rápidamente, luego de advertir que la política aparece como un juego para cambiar (aspectos menores de la realidad) a fin de que nada (realmente importante) cambie. De la frustración de este modelo de transición los otros países del tercer mundo debieran aprender lo que debe ser evitado cuando se agotan o son expulsadas las dictaduras. 

Debe advertirse la grave co-responsabilidad de los Estados Unidos en el desmadre del poder militar latinoamericano en materia de derechos humanos. Es significativo lo que refiere la revista norteamericana Harpers en su número de abril de 1997 en un artículo con éste título: "PSYCHOLOGICAL TORTURE, CIA STYLE". Contiene extractos de un manual elaborado por la Agencia Central de Inteligencia de los Estados Unidos para uso de las fuerzas de seguridad de la América Latina en la tarea de obtener información de los prisioneros. No podemos más que aludir tan solo a ese documento repulsivo, que avergüenza transcribir y que deprime a la condición humana. 

15. El reflotamiento de la "Seguridad Nacional" 

Un ejemplo muy sugestivo de la debilidad del poder civil frente a la estructurar militar, luego de caer la dictadura, quedó tristemente expresado en un episodio que ocurrió hacia noviembre de 1987, antes de que transcurrieran cuatro años de la reanudación de la vida republicana. 

Como si nada hubiera pasado en 1982, como si el desenfadado apoyo de los Estados Unidos a los británicos en las guerra de las Malvinas no hubiera existido, no solo se reanudó la presencia argentina en las llamadas Conferencias de Ejércitos Americanos, sino que el ejercito argentino aparecía como anfitrión de ese encuentro, localizado en Mar del Plata. No era esto lo más grave, sin embargo. Transcendió enseguida que el ejercito argentino tenía una "ponencia" muy peculiar para aportar a esa reunión. Ella evocaba ominosamente otra semejante asamblea militar, la conferencia de 1975 en Montevideo. En ésta el entonces comandante del ejército argentino, Jorge R. Videla anunció el genocidio de los años siguientes:"...si es preciso, en argentina van a morir todas las personas que sea necesario para lograr la seguridad del país". 

En las semanas previas la revista "Militancia" reveló el contenido de la ponencia del ejercito argentino, teóricamente subordinado al presidente del nuevo gobierno constitucional y a su ministro de defensa. En el punto 2.A. se pronunciaba ésta confesión vocacional de terrorismo de Estado: "La doctrina militar es simétrica de la doctrina terrorista". 

En el punto 5 se le anunciaba al poder civil su condición de precariedad:"La conducción civil debe mantenerse en tanto pueda conservar el control de la población; en tal caso, el sector militar actúa en apoyo del poder civil. Pero si ESTA ADMINISTRACION comienza a perderlo, PUEDER SER PREFERIBLE colocar las zonas afectadas bajo la autoridad militar. El gran peligro reside en una situación en la cual la responsabilidad superior no está establecida...". 

Un grupo de abogados dedicados a la defensa de los derechos humanos, formuló entonces una denuncia penal. En ese escrito se decía: " V.E. advertir los 'desplazamientos semánticos' que contiene el documento transcripto. Se contrapone, en efecto, una conducción civil a la otra militar. Esta distinción, cabe advertirlo, no tiene sostenimiento en nuestro sistema constitucional, que es decir en nuestro Estado de Derecho. No hay dos poderes, uno civil y otro militar a los que quepa recurrir alternativamente, y mucho menos que sea el sector o poder militar quien se reserve la atribución de decidir cuándo es llegado su momento de desplazar al poder civil. Además de este desplazamiento del sistema del Estado de Derecho (orden constitucional), ahora se evidencia que es la `población' - todos los habitantes de la Nación Argentina- los que deben estar bajo el control de este poder bicéfalo. Hay, por tanto, un doble dispositivo para la `normalización' de todos los habitantes del país, a modo que los sujetos controladores tengan un doble teclado para el sometimiento y la dominación: la `forma' Estado de Derecho, si la lubricación y cementamiento ideológicos funcionan; la `forma' terrorismo de Estado, si el poder civil no es suficiente para un control eficaz. Un verdadero monstruo que supera, largamente, los reconocibles en la literatura política que acompaña el proceso de establecimiento del Estado contemporáneo. La primacía del dispositivo militar -terrorismo de Estado- por sobre la del denominado `poder civil' se profundiza con el siguiente enunciado: `Cuando hayan sido superadas las fuerzas policiales y de seguridad, su utilización (la del poder militar) ser impostergable, debiendo preverse con suficiente antelación dicha fase'. En el punto siguiente del documento, 'acciones' contra la subversión, consideraciones generales, se expresa: `...dos principios que no deben vulnerarse de modo alguno en el arte de la guerra contrarrevolucionaria: restablecer un firme fundamento en las áreas política y militar antes de comenzar cualquier ofensiva en gran escala PARA ANIQUILAR A LOS REVOLUCIONARIOS, y el segundo, establecer ante todo bases estratégicas...' En el parágrafo transcripto se expresa el recupero de las voz genocida `aniquilar'. Y no `aniquilar el accionar', sino aniquilar, lisa, llana y físicamente a 'los revolucionarios' ; esto es, la 'población'. La amenaza se objetiva en su propósito y dimensión real: hay que instaurar un nuevo aniquilamiento masivo, el genocidio de otro número indeterminado de víctimas que deben ser sacrificadas para que el rito de la tercera guerra mundial prosiga su macabra reproducción. El documento se explaya en elogios a los gobiernos usurpantes, tanto de la denominada `revolución argentina' como del `proceso de reorganización nacional, para concluir que gracias a los dispositivos montados por los usurpantes no se han producido imprevisiones en el ámbito de la legislación necesaria, SINO ERRORES POLITICOS en el TRATAMIENTO FINAL del problema subversivo. Ese `tratamiento final' auspiciado por el documento muestra su claro emparentamiento con el "informe final" propalado por el cuarto segmento delictivo del proceso de reorganización nacional', y también con la consagrada impunidad que deviene impuesta tanto por la "obediencia debida" como por el "punto final" (Leyes 23.521 y 23.492)". 

Pero tan importante como este resurgimiento de unos postulados tan claramente dependientes de la ideología de la seguridad nacional, y al clima de fabulación sobre la tercera guerra mundial que la administración del presidente Reagan incubaba, era algo relativo al vínculo informativo que estas conferencias suponen. Al hablar arriba de la identificación ideológica que las premisas de la seguridad nacional se dijo que importaba en la práctica colaborar, de hecho, con el enemigo. 

Es hecho notorio sostenido por innumerables manifestaciones, algunas expresadas por sus propios protagonistas, que los estados Unidos y el Reino Unido profesan, cuidan, cultivan y están orgullosas de un vínculo especial, excepcional, privilegiado, y de una alianza militar entre otras cosas, superior a todo otro de la misma índole, superior incluso al que los une a los otros países de Europa Occidental en el marco de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN), el máximo sistema militar del que participan ambas potencias. 

Esta alianza privilegiada y excepcional se refuerza, por lo demás, como también es evidente, cuando, como en la ‚poca de la conferencia de Mar del Plata, regían en el Reino Unido y en los Estados Unidos gobiernos ultra-conservadores. De ese vinculo de una calidad tan especial deriva la existencia de una suerte de relación simbiótica entre los sistemas militares de ambas potencias, lo cual muy específicamente comprende y se centraliza en una identificación casi integral de sus servicios de información e inteligencia militar. 

Esta relación simbiótica entre los Estados Unidos y Gran Bretaña, con su capacidad para desplazar cualquier otra asociación bilateral o multilateral, aun de naturaleza también militar, fue exhibida con intensa crudeza durante la guerra de las Malvinas, ocasión en la cual los norteamericanos, haciendo caso omiso absoluto de la alianza militar con los países de la América Latina, llamado TIAR, se alineó resueltamente con el ocupante ilegítimo de las islas, proporcionándole sus bases militares y prestándole un invalorable servicio de guía e información satelital, en todas las fases de la guerra, y particularmente en el hundimiento del crucero General Belgrano, es decir en la comisión de un crimen de guerra, tal cual quedaron perfilados en los tribunales de Nuremberg y de Tokio de 1947. 

También era notorio en 1987 que la Nación Argentina mantenía entonces con el Reino Unido un estado de beligerancia que no había concluido, desde que no se había producido el cese DE JURE del conflicto bélico, como lo había exteriorizado muchas veces el Ministerio de Relaciones Exteriores. No era dudoso, pues, que el Reino Unido resultaba ser inequívocamente "enemigo", en los términos del art.103 de la constitución, 119 luego de la reforma de 1994:"La traición contra la Nación consistir únicamente en tomar las armadas contra ella, o en unirse a sus enemigos prestándole ayuda y socorro...". En estas condiciones mantener reuniones "informativas" con el aliado privilegiado y simbiótico del enemigo, era ofrecer información al propio Reino Unido a través de esos vasos comunicantes de su relación militar con los Estados Unidos, como se había manifestado sin disimulo en la guerra de 1982. 

El único intercambio informativo relevante -y el ofrecimiento de información que es inherente a tal intercambio- en lo que a la Argentina concernían debió referirse necesariamente a las Malvinas y al conflicto existente con el Reino Unido, habida cuenta que era esa entonces, y sigue siendo ahora, la única hipótesis de conflicto real, concreto, existente que con legitimidad pueden contemplar las fuerzas armadas argentinas. Todo otro tema, o era marginal a ese, o era ficticio o imaginario, relativo a la fabulación reaganiana de la tercera guerra mundial, o correspondía al orden interno y les estaba vedado a los militares por disposiciones conocidas del Poder ejecutivo y por el consenso político mayoritario en el Congreso al tratarse la ley de defensa. 

Resultaba así que reunirse INFORMATIVAMENTE, a cinco años de la guerra, con el aliado entrañable e insustituible del enemigo, creaba insoslayablemente una situación, por lo menos potencialmente muy próxima a esa "ayuda" del art.103, luego 119, de la constitución. Era altísima la posibilidad que el aliado extrañable del enemigo pusiera a disposición de aquel toda la información que obtuviera, que le transmitiera esa "ayuda" a sus planes estratégicos para el mantenimiento y retención del territorio argentino ilegítimamente ocupado por los británicos. Sostener reuniones informativas supone ofrecer información. Hacerlo a quien notoria y comprobadamente mantiene un vinculo de alianza militar con el enemigo, pone en el umbral de ayudar al enemigo y así en el umbral de provocar la traición a la Nación de que habla ese artículo de la constitución. 

El gobierno constitucional fue impotente para impedir esa reunión y tamaña imprudencia. 

Que, de parte de los militares, no se advirtiera la gravedad del vínculo informativo con el enemigo, a través de su aliado entrañable, muestra como seguía dominando la ideología de la seguridad nacional y la identificación ideológica con el adversario que le es inherente. 

16. El Reflotamiento y los Diputados 

En noviembre de 1987 un grupo de diputados de la Nación produjo un proyecto de declaración que importa recordar. Se trataba de los legisladores Miguel Monserrat, Roberto S. Digón, Jos‚ P. Aramburu, Marcelo M. Arabolaza y Olga E. Riuturt de Flores. Decían: 

"El 16 de noviembre próximo será inaugurada en Mar del Plata la XVII Conferencia de Ejércitos Americanos (CEA). La temática de la reunión abarcar -entre otros- las decisiones finales sobre la propuesta de Estados Unidos de Norteamérica para la creación de un Sistema Educacional Interamericano y convenios de intercambio recíprocos. 

"La CEA, constituida por miembros de los ejércitos de las tres Américas lleva 27 años de permanente funcionamiento. Sin embargo, a excepción de quienes están directamente emparentados en la materia, es poco conocida por la sociedad, a pesar de la fuerte influencia que la doctrina allí elaborada ejerce sobre nuestras fuerzas armadas y las del resto de las naciones del continente. 

"Estas conferencias son el ámbito de reformulación y actualización ideológica para las fuerzas terrestres inscriptas en el sistema Interamericano de Defensa que impulso EE.UU. desde la Segunda Guerra Mundial. El objetivo final del sistema es garantizar el control de lo que para la potencia occidental son sus reas de seguridad (Centroamérica y el Caribe) y de influencia (Sudamérica). Similares conferencias reúnen a las marinas y fuerzas aéreas americanas. 

"En la Conferencia de Chile (1985), la Argentina fue designada para preparar la CEA de este año en Mar del Plata y el ejército nacional quedó a cargo de la secretaría de la misma, con la tarea de confeccionar, estudiar y compatibilizar las distintas ponencias. Dicha secretaría la ejerce el coronel Raúl Jorge Gómez Sabaini. 

"El documento preparatorio, presentado a la reunión de jefes de entrenamiento y enseñanza tiene como tema:' Métodos para combatir la subversión y fundamentalmente el terrorismo en América, utilizando las experiencias tanto militares como legales en los países del mundo'. 

"De la lectura de ese documento presentado por el ejército argentino se ve, que dicha ponencia no constituye más que un mero remozamiento 'democrático' de la Doctrina de la Seguridad Nacional. 

"Las propuestas tienden a avalar la política intervencionista que ya se expresa con la presencia de tropas norteamericanas en Bolivia (primero con el pretexto de combatir el narcotráfico y actualmente para combatir la subversión), en Ecuador (con asesores militares norteamericanos) y en Centroamérica, contradiciendo el discurso de la cancillería argentina. 

"Determina, por otra parte, hipótesis de conflicto que no han sido explicitadas por el poder político -al menos oficialmente- y preparan el camino para una legislación que, a contramano del discurso gubernamental, permita a las fuerzas armadas continuar desarrollando actividades de inteligencia interior para su posterior intervención, como también la coordinación con los estados Unidos en estas acciones. 

"La concepción del poder militar como factor de contralor del 'aparato político tiñe todo el documento, desdeñando desde el punto de vista militar la solución política a los graves conflictos socio económicos que se derivan del subdesarrollo y la dependencia. 

"Al silencio gubernamental y periodístico sobre lo que se trata a espaldas de la sociedad, se l suma la desinformación de que hemos sido objeto los legisladores. 

"Ensombrecen aun más la situación algunos trascendidos, al referirse a la existencia de otro documento preparatorio de la próxima conferencia elaborado por los mandos actuales del ejército que, pese a haber sido vetado por el Ministerio de Defensa, sería igualmente presentado ante la CEA. 

"Los argentinos que aspiramos a vivir en paz y libertad, consolidando las instituciones democráticas y afirmando el irrenunciable derecho a la libre determinación de los pueblos sin intervención foránea, repudiamos esta reunión, inspirada en la nefasta doctrina de la 'seguridad nacional' y destinada a afirmarla definitivamente. 

"La Argentina ha sufrido recientemente un sistema genocida integrado por la política de asesinatos, desaparición forzada de personas, reclusión en campos de concentración y ocultación de cadáveres, secuestros de niños, arrestos masivos, sometimiento de civiles a tribunales militares y mantenimiento de presos políticos. Reuniones de ejércitos como la que se celebrar en nuestro país, constituyen un aliento a las políticas represivas que, fundadas en la doctrina de la 'seguridad nacional' o en nuevas formas como las hipótesis de conflictos de 'baja intensidad' consideran a los pueblos como el 'enemigo interno'. 

"En particular, en nuestro país, en momento en que se advierte el desborde del poder militar sobre la sociedad, se intenta volver a incorporar a la ley de defensa nacional la hipótesis de la intervención de las fuerzas armadas en conflictos internos, y el acontecimiento que denunciamos puede significar un estímulo a tales desviaciones. 

"La presencia en nuestro país de jefes militares norteamericanos, representantes de las fuerzas armadas que apoyaron política y militarmente a los colonialistas británicos durante la guerra por la recuperación de las islas Malvinas, constituye un agravio a nuestro pueblo que ha condenado esa posición guerreristas implementada desde la OTAN. Esta guerra, por otra parte, demostró que las fuerzas armadas argentina, preparadas para combatir al 'enemigo interior', están, ideológica y profesionalmente, incapacitadas para ejercer la defensa de la soberanía nacional. 

"De allí este proyecto que es parte del anhelo de nuestros pueblos americanos para que 'Nunca Más' el terrorismo de Estado asuele a los países y se intente cercenar el derecho de autodeterminación. Es, también, parte de la lucha por la liberación nacional y social, por la paz y la desmilitarización del continente". 

17. La Sombra de los Dictadores 

La dictadura militar proyecta su sombra sobre el nuevo régimen constitucional en cada situación transicional. Esto supone normalmente unos tropiezos y unas deficiencias en la reconquistada democracia. En primer lugar, el pasado dictatorial engendra una cierta debilidad y timidez en lo que se ha dado en llamar, con dudosa pertinencia, la clase política, particularmente la correspondiente a los sedicentes partidos moderados o centristas. La frecuente recurrencia de los golpes de Estado militares los hace temerosos de un retorno futuro de los viejos dominadores, y muy a menudo no suelen ser, por eso, lo suficientemente resueltos ni valientes en la erradicación del aparato opresor. 

La timidez y la debilidad se convierten a veces en positiva complicidad con el pasado dictatorial, como cuando en la Argentina se redujo la prescripción a sesenta días respecto de infracciones penales que universalmente son considerados crímenes contra la humanidad y respecto de los cuales la tendencia también universal es la imprescriptibilidad, y cuando se protegió a los oficiales acusados de violaciones de los derechos humanos con una ley que impedía procesarlos por la presunción -absurda presunción JURIS ET DE JURE, es decir insusceptible de admitir pruebas en contrario- de haber actuado bajo obediencia debida, concepto que apunta obviamente a situaciones de hecho que es preciso investigar en cada caso, y les hizo otras concesiones serviles; o cuando el gobierno siguiente otorgó indultos a oficiales ya condenados y a otros acusados de violaciones de los derechos humanos inmediatamente antes de juicios en los que con alta probabilidad hubieran sido condenados; o como cuando Sanguinetti en el Uruguay con el apoyo de las mayorías de los dos partidos tradicionales estableció la impunidad de los militares. Estas connivencias se hicieron con la ridícula excusa de restaurar la paz. Pretenden dar por sentado que la justicia sea lo opuesto a la paz o un obstáculo para lograrla. Simulan en realidad ignorar la verdad claramente expresada por la regla áurea: "Si vis pacen, para IUSTITIAM", opuesta a la máxima cínica:"Si vis pacem, para bellum". 

Esta complicidad explica también el hecho que notorios colaboracionistas de las dictaduras militares no rara vez son nuevamente designados por un ulterior gobierno constitucional. Quien fuera durante la dictadura interventor en la Universidad de Buenos Aires fue nombrado por la administración radical responsable de la Comisión Nacional de Energía Atómica, y el embajador de la dictadura militar ante la Santa Sede, que durante casi una década tuvo por misión negar que el Obispo de La Rioja hubiera sido asesinado por la dictadura que representaba, resultó designado por el mismo gobierno Director de la Escuela Nacional de Defensa. El primer Ministro de Relaciones Exteriores del gobierno Menem fue el Presidente del Banco Central de la dictadura militar que transformó en pública la deuda externa privada, agravando enormemente el peso del endeudamiento internacional del país; el primer Ministro de Trabajo del mismo gobierno era un burócrata sindical que en el juicio a los comandantes en jefe de la dictadura militar por violaciones de los derechos humanos declaró, asombrosamente, desde luego que como testigo de la defensa, que no sabía si había habida personas desaparecidas en la Argentina. 

Como nadie puede dejar de advertirlo, la dictadura no es condenada suficientemente por el siguiente gobierno constitucional. Lo cual apareja diversas consecuencias. Por un lado, el poder militar aparece intocado, ileso, después de cada experiencia política, sin que parezca importar cuan terrible ha sido para el pueblo y cuan odiosos los crímenes y los despropósitos cometidos. Por otro lado, el poder militar aprende de esta debilidad y timidez civil una significativa lección: que los efectos de sus acciones en el gobierno, ilegítimamente usurpado, no son corregidas o no lo son suficientemente, lo cual es una invitación a seguir practicando la técnica del hecho consumado. 

Hay dos grandes ejemplos de esto en los campos de la legislación y de la justicia. Bajo el pretexto de la continuidad y seguridad jurídicas los legisladores elegidos luego del colapso de la dictadura no se atreven a derogar, o al menos a examinar y controlar circunstanciadamente, la enorme producción normativa erigida durante la dictadura, de ordinario maniáticamente legiferante. Y así el período transicional discurre bajo normas elaboradas por los dictadores militares. 

Por otra parte, durante el lapso de su gestión los militares han nombrado o renombrado a la totalidad del Poder Judicial. Y ocurre que la tendencia de los gobiernos transicionales es la de confirmar estas designaciones. Así pues el tiempo constitucional empieza con la clara desventaja de estar uno de los tres poderes del Estado integrado por personal originado en la dictadura. 

Su propia timidez y debilidad frente al poder militar hace a estos gobiernos endebles frente a la opinión pública, aunque ahora con una debilidad de diferente signo. Como consecuencia estos líderes democráticos no suelen tener ni fuerte estabilidad ni considerable soporte popular. Así, el sentimiento de indiferencia política empieza a crecer y a saturar las diversas secciones de la población. No es sorpresa que el poder militar saca provecho de esto y permanece agazapado a la espera de nuevas oportunidades para intervenir, a veces con el disfraz de sostenedores del gobierno civil. En este último carácter no pocas veces aplastan protestas, huelgas o resistencias a políticas impopulares, con la explícita o tácita aquiescencia de los políticos en el gobierno. 

Poco a poco, el gobierno deviene así más dependiente del sustento militar y menos atento a responder a las expectativas del pueblo. Y de ese modo, paso a paso, puede irse produciendo la militarización interna del gobierno civil. No solo entonces la democracia condicionada o dependiente se degrada a sí misma y adopta la forma de democracia militarizada, sino también, en ciertas ocasiones, facilita, o acaso prepara, la toma total y definitiva del poder por los militares, que terminan con el experimento constitucional. Es, para ponerlo en palabras famosas, el "last stages of all which ends this strange eventful story"(*). 

De tal modo, las nuevas democracias deben protegerse a si mismas contra esta sombra de la última dictadura. De otro modo son r pidas víctimas de esta debilidad, de esta "second childishness and mere oblivion ", de esta militarización de la democracia que es, para seguir con las palabras del Bardo anglosajón, una democracia "sans teeth, sans eyes, sans taste, sans everything". Los derechos humanos ser n siempre los primeros sacrificados a estas debilidades, como lo prueba el caso argentino con la propensión de una parte considerable de su dirigencia política a favorecer, o al menos no impedir, la impunidad de quienes conculcaron esos derechos. 

  

Notas:
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(*) Se trata de los versos finales del conocido monólogo de AS YOU LIKED (acto II, escena séptima), llamado Las Siete Edades del Hombre: 

"....Last scene of all,/ That ends this strange eventful history, / Is second childishness and mere oblivion; / Sans teeth, sans eyes, sans taste, sans every thing". 

Astrana Marín es el responsable de traducirla así: "En fin, / la última escena de todas, la que termina esta historia llena de acontecimientos, es la segunda infancia, sin dientes, sin ojos, sin gusto, sin nada". 

21. Noam Chomsky, The Year 501: The Conquest Continues, Sound End Press, pag.61 y ss. 

22. The New York Review of Books, March 3, 1988, "The Invention of Latin America". 

23. Droit Internationale, Theorique et Pratique, 1896 Vol.1, pag.171 

24. Hector Valle, "Pagar o no Pagar", Realidad Económica Nro. 

25. Cabe el término, parece, por aquel manido tropo de la Nave del Estado. 

26. Realidad Economica, Nro. 80, pag. 3. 

27. Realidad Economica, Nro. 81, pag.105 

28. Realidad Económica, Nro.82, pag.5. El énfasis es nuestro. 

29. Fue el profesor de derecho administrativo de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional del Comagüe, Dr. Hugo Eduardo Frare, quien llamó la atención del autor sobre este singular espécimen normativo. 

30. Tal vez mas castellanamente cabria decir arrebatiña para apuntar a "la acción de recoger arrebatada y presurosamente alguna cosa entre muchos que pretenden apoderarse de ella, como sucede cuando se arroja dinero en medio de un gran concurso", según nos informa el viejo Diccionario Hispano Americano, con la salvedad de que en el decreto mentado el concurso, en el sentido de concurrencia competitiva, se elude cuidadosamente. 

31. izquierda imaginaria. 

32. Salvador María Lozada, "De Manuel Gálvez a Spartacus", LA GACETA, 4ta. sección, pag. 1, 24 de mayo de 1998. 

33. Es fama que manos interesadas lo han hecho desaparecer. Subsiste en pocas bibliotecas públicas y privadas. En ausencia de la obra de Alsogaray, y también como complemento de ésta, el lector puede consultar un libro excelente de Gerardo Bra, "La organización Negra: La Increíble Historia de la ZWI MIGDAL", Ediciones Corregidor, Buenos Aires, 1982. 

34. Según Mihaly Cskszntmihalyi (Flow: The Psychology of Optimal Experience, Harper & Row, New York, 1990, pag.30) mirar televisión es una de los hábitos que menores requerimientos plantea en términos de memoria, pensamiento o volición, y concordantemente, las observaciones de laboratorio revelan que se trata de la actividad con los índices más bajos en lo que atañe a concentración mental, a uso de destrezas intelectuales, a claridad de pensamiento y a intensidad emocional. 

35. En la trata reprimida por las Naciones Unidas, a diferencia de normas penales como el artículo 126 del código respectivo, puede no darse el elemento de coerción y sí en cambio el consentimiento de la víctima. 

(1) THE JOYS OF GLOBAL INVESTMENT. SHIPPING HOME THE FRUIT OF MISERY, por Ted Fishman, Harper's Magazine, february 1997.) 

  

 Capítulo I
La dictadura militar en fuga
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De López Rega a Menem, por Salvador María Lozada
Parte II - El marco legislativo y judicial.

 

1. La autoamnistía 

"Children are innocent and love justice
while most adults are wicked and prefer mercy".
G. K. Chesterton 

Uno de los actos menos dignos, y más próximo a una mentalidad delictual, fue realizado hacía el final de la dictadura por los ocasionales tenedores del poder usurpado. Consistió en crearse para sí una protección contra la previsible persecución ulterior a causa de la vasta y gravísima conducta criminal en que se habían empleado desde marzo de 1976. Era el autoperdón, la autoaministía impúdica, que implicaba, por lo demás, el reconocimiento de esa conducta criminal. 

Luego de la derrota de las Malvinas, la dictadura estaba sin capacidad alguna de perdurar. Su final era evidente. Al tiempo que la revista "Humor" estaba haciendo un valiente trabajo para ridiculizar y desbloquear el miedo a los opresores, la llamada clase política pudo quizás con un poco más de audacia e imaginación, crear un gobierno provisorio de consenso que hubiera adelantado la salida de los últimos gobernantes. 

No fue así. Y pocas semanas antes de las elecciones de 1983 la dictadura emitió la desvergonzada ley "de facto" 22.924 del 22 de septiembre de 1983. Estaba precedida por un mensaje que firmaban el Ministro del Interior y el Ministro de Justicia, del segmento final de la dictadura. 

La retórica justificatoria es clásica, y de algún modo iba a ser recuperada luego para la penosa sanción de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, y a comienzos de 1998 por la resistencia a la derogación de estos dos textos frustratorios de la justicia. 

Se trata de variaciones sobre la supuesta hostilidad y incompatibilidad entre la justicia y la paz. Pretende que para alcanzarla paz debe ser sacrificada la justicia. Es la negación del Salmo 84 según la Vulgata:"IUSTITIA ET PAX OSCULATAE SUNT". 

He aquí el mensaje y su secuencia de embustes y sofismas, cuando no de hipocresías que tal vez hubieran admirado al mismo Tartufo. 

"Tenemos el honor de elevar a V.E. el adjunto proyecto que integran un conjunto de medidas políticas y normativas tendientes a sentar las bases de la pacificación del país. 

"La reconciliación nacional y la superación de pasadas tragedias son los antecedentes necesarios para la consolidación de la paz, que constituye uno de los objetivos fundamentales del gobierno nacional. Las dificultades que obstaculizan la plena vigencia de ese valor social hacen más evidentes la indudable necesidad de establecer un punto de partida para hacerlo posible. 

"Debe aquí recordarse que las Fuerzas Armadas han luchado por la dignidad del hombre. Sin embargo, la forma cruel y artera con que la subversión terrorista planteó la batalla pudo llevar a que, en el curso de la lucha, se produjeran hechos incompatibles con aquel propósito. 

"En los combates quedaron muertos y heridos y también resultaron afectados los supremos valores que se defendieron. Existe la más firme convicción que lo pasado nunca más deber repetirse. 

"No es sobre la recriminación de los sufrimientos mutuamente inferidos y provocados que se ha de reconstruir la unión nacional, sino sobre la voluntad sincera de reconciliación y la búsqueda común de caminos para una armoniosa convivencia, que puede llevar a una nueva etapa de paz y de trabajo, de calma y de progreso."Con el decidido propósito de clausurar esa etapa de desencuentros y violencia se est n sentando las bases de un nuevo ciclo político, bajo el signo de la Constitución. 

"La prudencia aconseja, pues, el ordenamiento que se propone como un acto de gobierno que mira al bien general del país, el que exige dejar atrás los enfrentamientos, perdonar los agravios mutuos y procurar la pacificación nacional con un gesto de reconciliación. 

"La pacificación de los espíritus debe apoyarse en la efectiva extinción de todas las causas abiertas y por abrir vinculadas con los hechos ocurridos durante estos últimos años. 

En los párrafos siguientes el mensaje trata de disimular que se trata de una autoamnistía dada para sí por la propia dictadura y quiere enfatizar que alcanzaría a algunos subversivos. En ninguno de los considerandos del mensaje se dice la verdad, que brilla, como no podía ser de otro modo, en el art. 1 de la ley de facto: "Decláranse extinguidas las acciones penales emergentes de los delitos cometidos con motivación o finalidad terrorista o subversiva desde el 25 de mayo de 1973 hasta el 17 de junio de 1982. LOS BENEFICIOS DE ESTA LEY SE EXTIENDEN, ASIMISMO, A TODOS LOS HECHOS DE NATURALEZA PENAL REALIZADOS EN OCASION O CON MOTIVO DEL DESARROLLO DE ACCIONES DIRIGIDAS A PREVENIR, CONJURAR O PONER FIN A LAS REFERIDAS ACTIVIDADES TERRORISTAS O SUBVERSIVAS CUALQUIERA HUBIERA SIDO SU NATURALEZA O EL BIEN JURIDICO LESIONADO. LOS EFECTOS DE ESTA LEY ALCANZAN A LOS AUTORES, PARTICIPES, INSTIGADORES,COMPLICES O ENCUBRIDORES Y COMPRENDE A LOS DELITOS COMUNES CONEXOS Y A LOS DELITOS MILITARES CONEXOS". 

No hace falta leer más. Pero acaso convenga recordar que el art.2 se ocupaba de dejar en claro que la ley era sólo para los genocidas y para los terroristas Estado y solo para ellos. Este art. 2 se ocupaba de borrar la supuesta bilateralidad del mensaje de motivación y de la letra del art.1ro. : "Quedan excluidos de los beneficios estatuídos en el artículo precedente los miembros de las asociaciones ilícitas terroristas o subversivas que, a la fecha hasta la cual se extienden los beneficios de esta ley, no se encontraren residiendo legal y manifiestamente en el territorio de la Nación Argentina o en los lugares sometidos a su jurisdicción o que por sus conductas hayan demostrado el propósito de continuar vinculados con dichas asociaciones". Dicho de otro modo, ningún otro que no fuera del bando genocida podría invocar los "beneficios" de la ley, lo cual subrayaba el art. 3 que excluía también a quienes hubieran sido condenados por delitos y hechos terroristas o subversivos. De modo que lo de la "pacificación" era una mentira, una falsedad del gobierno militar en estado de fuga. 

2. Las Vísperas Electorales. 

En las proximidades de las elecciones, que el gobierno en extinción no pudo evitar, el candidato justicialista Dr. Italo Argentino Luder se adelantó a decir que la autoaministía tornaba imposible pensar en el enjuiciamiento de los militares de la dictadura en fuga. Argüía que el artículo segundo del código penal, que establece el criterio de la ley más benigna, así lo determinaba inexorablemente. Esa norma dice: "Si la ley vigente al tiempo de cometerse el delito fuere distinta de la que exista al pronunciarse el fallo o en tiempo intermedio, se aplicara siempre la m s benigna. Si durante la condena se dictare una ley más benigna, la pena se limitará a la establecida por esa ley. 

En todos los casos del presente artículo, los efectos de la nueva ley operarán de pleno derecho." 

De tal modo, la preferencia por la aplicación de la ley más favorable al imputado -razonaba el candidato presidencial- impediría que una legislación posterior determinada a enjuiciar a los gobernantes salientes, en ningún caso pudiera ser aplicable, porque estaría siempre siendo desplazada por la ley más benigna, la autoamnistía, con que los propios imputados habían tenido habían tenido la indecente precaución de regalarse. Aunque perdiera vigencia, siempre la autoamnistía aparecería como norma más benigna y los jueces penales estarían rígidamente atados a ella. La impunidad era así inevitable. 

La perspectiva era siniestra. Cualquier grupo armado podía usurpar el gobierno, delinquir alegremente, y culminar la usurpación dotandose de una autoamnistía, que, aunque fuera luego derogada, siempre, surgiría en el horizonte del derecho penal, como ley más benigna, y entonces las leyes anteriores -el código penal mismo en todas sus otras normas- y las leyes posteriores que dispusieran el procesamiento de los usurpadores, configurarían normas menos favorables y, de consiguiente, inútiles, vanas, inaplicables. La impunidad estaba de ese modo al alcance de todo delincuente que perpetrase exitosamente el delito de rebelión, esto es la sustitución violenta de las autoridades constitucionales. Una autoamnistía, cualesquiera fuera el grado elevadísimo de desvergüenza de sus autores, por virtud del artículo segundo del código penal constituiría así siempre un instrumento perfecto de indemnidad. 

Esta argumentación tan funesta omitía sin embargo considerar un elemento esencial. El criterio de la ley más favorable al imputado en el derecho argentino vigente no es un principio con anclaje constitucional, no es norma de la constitución, es mera legislación ordinaria, es decir, está en la ley y solo en la ley. Y lo que está en la ley y solo en la ley, la propia ley puede derogarlo, suprimirlo, condicionarlo, limitarlo, exceptuarlo, tantas veces y de tantos modos como la propia ley quiera. 

Dicho de otro modo, la preferencia por la ley más favorable al acusado, no es supra legalidad, es simple legalidad, al alcance de una legalidad contradictoria que lo derogue. Y en consecuencia la ley que deroga a una anterior puede establecer que ésta última no será considerada ley más favorable al acusado. 

Lo que quizás descaminó en su juicio al Dr. Luder es que el principio de la ley más benigna fue norma constitucional. Lo fue, en efecto, en la constitución de 1949, en cuya convención revistó entre los constituyentes de la mayoría y en cuyos debates el candidato presidencial justicialista de 1983 tuvo una importante actuación. En efecto, el artículo 29 de la constitución de 1949, que reemplazó al histórico y actual artículo 18, después de la cláusula inicial según la cual nadie puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, agregaba: "Siempre se aplicara y aun con efecto retroactivo, la ley penal PERMANENTE(1) más favorable al imputado". 

Con todo, en su formulación constitucional de 1949, difícilmente el principio de la ley más benigna hubiera servido para sostener su aplicación a la autoamnistía, a la ley de Punto Final, o a la ley de Obediencia Debida. Las tres, frutos de presiones militares destinadas a sacudirse la responsabilidad criminal, carecían, ostensiblemente, del carácter PERMANENTE que exigía el texto. Muy obviamente, eran éstas leyes de favor, autoconcedida la primera, extraídos de un gobierno declinante las otras dos. No eran unas descripciones de conducta o unas regulaciones destinadas en su generalidad a regir un futuro indeterminado. Eran normas de impunidad a la medida de sus beneficiario, dirigidas a un pasado reciente y torpemente disfrazadas de generalidad. 

Es importante destacar que en la reciente reforma de 1994 nadie intentó volver al criterio de 1949, o en todo caso nada ocurrió en ese sentido. El artículo 18, vehículo de las garantías constitucionales, sigue como en 1853 sin referencia alguna a la preferencia por la ley más benigna al acusado. 

También interesa señalar que el principio de la ley más benigna no ha encontrado adictos en el derecho constitucional comparado contemporáneo. No lo han adoptado las constituciones de Alemania, Italia, Francia y España. Sólo hacen excepción las de Portugal ("Ninguem pode sofrer pena ou medida de seguranza mas grave do que as previstas no momento da correspondente conduta ou da verficacao dos respectivos pressupostos, aplicando-se retroactivamente as leis penais de conteúdo mais favorvel ao arguido"), y la del Brasil ("A lei penal nao retroagirá, salvo para beneficiar o réu"). 

3. El proyecto del Poder Ejecutivo y su aprobación en la Cámara de Diputados 

Mejor orientado que el Dr. Luder, el gobierno radical llegado al poder el 10 de diciembre de 1983 envió en el mismo mes de diciembre, un proyecto de ley derogatorio de la autoamnistía. 

En la Cámara de Diputados el diputado radical por Córdoba, Dr. Lorenzo Cortese introdujo algunas oportunas correcciones terminológicas al texto propuesto por el Poder Ejecutivo. Una de esas enmiendas consistió en aclarar que la ley 22.924 emitida por la dictadura en fuga, era una ley de facto. "Esto resulta necesario, decía el legislador por Córdoba, porque hemos sostenido que la ley de facto cuya derogación se propugna con el proyecto en análisis carece de legitimidad de origen, por haber emanado de un gobierno de fuerza. De este modo, la correcta formulación en todo el cuerpo de la ley debe ser tal que destaque que se trata de una ley de facto, de manera que quede indubitablemente claro para los jueces que tengan que interpretarla que estamos categorizando a la norma que se proyecta derogar como una ley emanada de un poder de hecho, como una ley emanada de la fuerza en el ejercicio del poder, como una ley que emerge de quien no tiene la presunción de legitimidad de sus actos". 

El debate en esta cámara fue ocasión para que el diputado por la Capital Federal, Dr. Jorge R. Vanossi, caracterizara el texto que se iba a derogar: "No es posible que un gobierno de facto en agonía haya podido valerse de figuras o triquiñuelas jurídicas que pretenden consumar sus efectos más allá del tiempo de su existencia precaria. No es posible resignarse y aceptar la impotencia de la legalidad naciente, de nuestra legalidad, frente a la insolencia del capricho moribundo que hemos dejado atrás". 

Se aprobó así el texto que en el artículo primero disponía: "Derógase por inconstitucional y declárase insanablemente nula la ley de facto 22.924". en el artículo segundo normaba la derogación parcial, localizada y relativa del principio de la ley más benigna establecido en el artículo segundo del código penal. La ley derogada no podría constituir ley más benigna en la que se pudieran refugiar los genocidas. Y se agregaba que eran ineficaces las decisiones judiciales firmes que hubieran aplicado la ley de facto 22.924, es decir se desconocía la cosa juzgada producida por aplicación de la auto amnistía. 

4. El Debate en el Senado 

En el debate senatorial, el 22 de diciembre de 1983, se renovaron las expresiones descalificatorias de la ley de facto 22.924. "Una llamada ley que es una verdadera aberración, una iniquidad carente de sentido", dijo el senador de la Rúa, agregando poco después: "Desde el punto de vista político, un eventual mantenimiento de la ley que se propicia derogar produciría por lo menos dos efectos nefastos: primero, extendería indiscriminadamente sobre las instituciones armadas, en su conjunto, una presunción de responsabilidad que sólo debería recaer, en diferentes grados, sobre algunos de sus hombres; y, en segundo término, afectaría gravemente la eficacia preventiva de las penas que se fijan por hechos como los que ella pretende amnistiar. Finalmente, desde el punto de vista jurídico, la llamada ley 22.924 padece, como ha sido declarado por muchos que estudiaron el tema - incluso muchas decisiones judiciales -, de graves vicios que la invalidan. El primero es que se trata de una facultad exclusiva, no delegable e insustituible, del Congreso de la Nación, según lo establece el art. 67 de la Constitución. En segundo lugar, contraría o contraviene, los principios y el concepto mismo de la amnistía, que tiene por fin la superación, el olvido y la paz. Y justamente esta llamada ley, dictada con precipitación, no los cumple. Fue sancionada por los mismos supuestos beneficiarios, y su fin, en lugar de la justicia y la paz, pareció ser eludir la ley y esa justicia". 

Más adelante el senador de la Rúa agregaba: "Todas estas razones muestran que la llamada ley de amnistía es inconstitucional. No suele ser propio que la inconstitucionalidad sea declara por ley; es decir, corresponde a los jueces el control de la constitucionalidad. Pero en el texto del proyecto en consideración se dice, con énfasis, que esta ley se deroga por inconstitucional. Y es aquí donde el Congreso de la Nación suministra el fundamento de la decisión que se adopta, para remarcar que la ley no se deroga por un cambio de criterio, de oportunidad, de conveniencia política, o para reemplazarla por otra mejor o de técnica diversa. Se la deroga porque es inconstitucional, porque estamos queriendo reafirmar la vigencia de la Constitución, que esta ley ha puesto en cuestión". 

Y añadía después: "Esa inconstitucionalidad es clara. Hay un evidente exceso de poder en la forma como la ley fue dictada. Tampoco podía la ley amnistiar delitos definidos desde la supralegalidad constitucional, como la sedición - artículo 22 de la Constitución -, la concesión de facultades extraordinarias - artículo 29- y la traición - artículo 103-. No cabe duda que la autoamnistía se encuadraría en el artículo 29 de la Constitución Nacional. Pero, además, se viola la garantía de la igualdad ante la ley, en tanto que en ella se establecen situaciones de tratamiento desigual para hechos cometidos en la misma época y circunstancia, por motivos irrazonables como la existencia de condena firme, el lugar de residencia de las personas o la valoración de indemostrables propósitos individuales". 

Continuaba el Dr. de la Rúa así: " Frente a esto se ha pensado que, más que detenerse en procurar un mejoramiento técnico de la ley o en lograr una mayor firmeza en el lenguaje, era más urgente que produjéramos el acto político fundamental de la sanción de esta ley, para la derogación de la llamada ley de autoamnistía, consolidando el sistema jurídico argentino y mostrando ante el pueblo, que se pronunció el 30 de octubre en este sentido, que avanzábamos en este rumbo de afianzar la vigencia de la ley y la justicia". 

El senador Eduardo Menem, firmante del despacho favorable de la mayoría, se pronunció con singular dureza: "Al decidir la derogación de la mal llamada ley de pacificación nacional, el Poder Legislativo no hará más que plasmar el clamor de todo el pueblo argentino que se pronunció en contra de la sanción de esa disposición. Apenas se anunció por parte del gobierno de facto el propósito de sancionar un instrumento semejante, todos los sectores de la comunidad argentina se pronunciaron en su contra, inclusive hasta ciertos grupos de las fuerzas armadas. No obstante ese clamor, el gobierno que tomó por asalto el poder el 24 de marzo de 1976 sancionó la norma que comentamos haciendo gala de la prepotencia, la soberbia y el desprecio con que procedió habitualmente frente al pueblo. Sancionó este instrumento vergonzante mediante el cual pretendió exculpar a los responsables de un verdadero terrorismo de Estado que se implantó a partir de esa fecha nefasta en nuestro país. Está descalificado ética y moralmente por cuanto constituye una suerte de autoperdón o autoamnistía, hecho que vulnera los más elementales principios de una sociedad humana...La mal llamada ley de amnistía tampoco resiste el menor análisis desde el punto de vista jurídico porque, como bien lo señaló el miembro informante, est viciada en su origen y también en su finalidad. En primer lugar, porque ha sido sancionada por un gobierno de fuerza que no tiene atribuciones para hacerlo y, en segundo término, por cuanto su finalidad no es la de pacificar al país sino la autoexculpar a los responsables de ese TERRORISMO APÁTRIDA instalado en la cúpula del poder". 

Con la expresión TERRORISMO APÁTRIDA, el senador Menem se estaba refiriendo seguramente a lo que antes hemos dicho, siguiendo al P. Joseph Comblin sobre el origen estadounidense de la doctrina de la seguridad nacional: 

"No es así dudoso que Comblin haya contado con una información y una visión de la América Latina que le ha permitido acertar con los orígenes profundos de esta ideología que a despecho de su nombre irradia inseguridad y desnacionalización. Advierte que ella es un fenómeno exógeno a nuestros pueblos: ha sido estructurada en los Estados Unidos, y se expande a los ejércitos latinoamericanos desde el "National War College", el "Industrial College of the Armed Forces" y en lo que concierne a la oficialidad subalterna, desde el "SouthCommand" del ejercito norteamericano, con asiento en el enclave del Canal de Panamá , donde hacia fines de 1975 ya habían recibido instrucciones según las técnicas de Vietnam nada menos que 71.651 militares latinoamericanos", decía entonces. 

También recordaba en ese libro que el P. Comblin señalaba: "Podemos afirmar, por lo tanto, que la Doctrina de la Seguridad Nacional, venida del exterior, en vez de pasar por un proceso de rechazo debido a las particularidades de los países involucrados, deriva en realidad, en una desnacionalización de la vida social y política de cada uno de ellos, al punto de dar la impresión de que, en esos regímenes, la sociedad escapa al control del hombre". 

Irónico resulta que esto del terrorismo apátrida, expresión que con gran insistencia propagandista la dictadura empleaba para denostar a los terroristas no estatales, se haya vuelto contra los genocidas y terroristas de Estado. 

El senador Brasesco, por Entre Ríos, resaltó que con la derogación "se dar sepultura para siempre, y en forma definitiva, a un estilo de vida fundado en la persecución, la discriminación, la intolerancia, el terror, la soberbia del poder, acompañado del compadrazgo de la autoridad, la capucha negra, el secuestro, el crimen, la desaparición de seres humanos; en una palabra, el sistema asesino que asoló a nuestro país". Agregó poco después‚ algo significativo: "Es necesario que proclamemos esto de una vez por todas, y que sirva de advertencia A LOS SEÑORES OFICIALES DE LAS FUERZAS ARMADAS QUE TIENEN EL HONOR DE CONDUCIRLAS EN ESTE MOMENTO PARA QUE SEPAN QUE DEBEN INICIAR UNA VIDA DEMOCRÁTICA , UN NUEVO ESTILO AL QUE NO ESTÁN ACOSTUMBRADO, RESPETANDO LA LEY, LOS PODERES CONSTITUIDOS, LA CONSTITUCIÓN Y LA DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS Y GARANTÍAS" (1) 

El senador León, por el Chaco, aludió a lo mismo destacando que "somos una democracia que tiene que vivir éticamente y nuestras fuerzas armadas deben comprender que no están para custodiar el rabo de una oligarquía miserable e insaciable sino para resguardar el derecho y la libertad de los argentinos". 

El senador Mathus Escorihuela, de Mendoza, destacó que la derogación era requisito indispensable para la reconciliación nacional, "que de ningún modo puede fundarse en la impunidad de crímenes y delitos que han deshonrado a la Nación misma". 

El senador por La Pampa, Dr. Berhongaray recordó que, "como lo señaló el Episcopado Argentino, la reconciliación que queremos todos los argentinos sólo podrá lograrse dentro del marco de la verdadera justicia. No será ocultando los pecados del pasado como podremos edificar el futuro que todos estamos soñando". 

El senador Nápoli, de Río Negro, asoció la ley de autoamnistía a la doctrina de la seguridad nacional y a las enseñanzas del sacerdote belga Joseph Comblin, que a esa época se habían difundido a través de mi contribución en un libro de autoría colectiva con el título de "Inseguridad y Desnacionalización: La Ideología de la Seguridad Nacional", editado por la Liga Argentina por los Derechos del Hombre (2) Dijo así: "Esta notable conducta está enmarcada en un capítulo más de la llamada 'doctrina de la seguridad nacional', esta ideología importada del Pentágono de los Estados Unidos de América, que busca imponer una cosmovisión omnicomprensiva y totalitaria del mundo y de la vida,. Fue reiteradamente condenada por los países en desarrollo' fueron los obispos latinoamericanos, en Puebla, los que la definieron 'en oposición a la concepción cristiana del hombre y del estado, ya que impone al pueblo la tutela de élites militares y políticas y conduce a la acentuación de la desigualdad en la participación de los resultados del desarrollo'". 

Y el senador Nápoli agregaba con razón: "Von Clawsewitz, el viejo teórico de la guerra, había definido a ésta como la continuidad de la política por otros medios. Los militares de la doctrina de la seguridad nacional invirtieron el pensamiento, señalando que la política es la continuidad de la guerra por otros medios". 

Buen lector de nuestro libro, aunque omiso en las citaciones de origen de sus conocimientos, lo cual quizás se excuse en la oratoria legislativa, reflejaba lo que habíamos dicho en ese libro, y reiteramos en este, citando al P. Comblin: 

"La Doctrina de la Seguridad nacional es una extraordinaria simplificación del hombre y de los problemas humanos. En su concepción, la guerra y la estrategia se tornan la única realidad y la respuesta a todo. Por causa de esto la Doctrina de la seguridad Nacional esclaviza los espíritus y los cuerpos. Siendo un sistema muy aplicado en la América Latina, ella trasciende ese continente para amenazar a Occidente todo. En verdad parece haberse convertido en la última palabra, el ultimo recurso de la civilización contemporánea; vemos así, como los defensores de la Doctrina de la Seguridad Nacional invierten perniciosamente la formula de Clawsewitz: la política, para ellos, sería la continuación de la guerra por otros medios". 

El senador Sánchez, por La Rioja, enmarcó a las normas que se derogaban en "esa política inicua de una minoría privilegiada, sirviente de las multinacionales, que entregó e hipotecó al país en una deuda monstruosa en la que la mayoría de los argentinos no tuvo nada que ver pero que todos deberemos pagar. Toda esa inmoralidad a través de estos años ha terminado en el corolario de esa ley que pretende una autoamnistía respecto de todos los delitos cometidos contra el Estado,, contra la patria...Y el pueblo, ante el anuncio de este engendro jurídico e inmoral, repito, ya se pronunció con anticipación." 

5. El Cuestionamiento Constitucional de la Derogación de la Autoamnistía como Pretendida Ley más Benigna. 

No todo en el senado fue condena de la autoamnistía y rechazo de una dictadura militar que desmañadamente quería cubrir su fuga con normas de vergüenza. No todo fue airada y explicable retórica condenatoria. 

También despuntó un debate que el artículo del Dr. Italo A. Luder, como se señaló antes, había anticipado. El punto sería claramente resuelto por la Corte Suprema al condenar a los genocidas. Curiosamente, se replantearía, por voces insospechadas en diciembre de 1983, cuando en enero de 1998 los diputados Juan Pablo Cafiero y Alfredo Bravo entre otros proyectaran, con buena razón a mi ver, la derogación de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida. También apareció en los debates de estos dos leyes deplorables 

Fue el senador Leconte, por la provincia de Corrientes, quien suscitó la materia conflictiva con estas palabras: "...el texto de la iniciativa aprobada por la Cámara de Diputados y que está a nuestra consideración roza y afecta el principio de la cosa juzgada en la parte final del art. 1ro. Eso es peligroso porque puede provocar un escándalo jurídico, afectando la estabilidad de orden jurídico, valor que tenemos la obligación de preservar, a cualquier precio, si queremos afirmar las instituciones. En otra parte, el proyecto a nuestra consideración cuestiona la aplicación del principio de la ley más benigna - para algunos tratadistas, este es un principio que tiene respaldo constitucional en lo dispuesto en el artículo 17 de nuestra Carta Magna, y para otros se basa en lo establecido en el artículo 18 de la Constitución- y afecta principios firmes del derecho penal liberal que nosotros queremos defender". 

El senador por La Pampa, Dr. Berhongaray tuvo en su mocedad, parece no haber duda, buenos profesores de derecho constitucional. Confutó muy acertadamente las objeciones. Igualmente lo haría unos años después la notable sentencia de la Corte suprema del 30 de diciembre de 1986. 

El entonces joven senador - si se permite la CONTRADICTIO IN ADJECTO- dijo muy precisamente: "Tampoco se est violando el art.2do. del Código Penal, QUE POR OTRA PARTE NO ES MAS QUE UNA LEY SIN RAIGAMBRE CONSTITUCIONAL, YA QUE COMO BIEN SE HA DICHO AQUÍ EL PRINCIPIO DE LA LEY MAS BENIGNA ES SOLO UNA CREACIÓN DE LA LEY" (3) . 

Y lo que es de la ley y sólo de la ley, la propia ley puede suprimir, acortar, reducir, relativizar, condicionar y derogar total o parcialmente, como hacía con buenas razones la ley que acababa con la autoamnistía. 

Obviamente el argumento sobre la presunta violación constitucional que implicaría prescindir del principio de la ley más benigna, sería desarrollado con fruición por los abogados defensores de los genocidas. Y la Corte Suprema reiteraría lo dicho por el senador Berhongaray, el mismo concepto, aunque con palabras y tono más curialesco:"...EL PRINCIPIO DE LA LEY PENAL MAS BENIGNA (ART.2do COD.PENAL) NO REPRESENTA UNA GARANTÍA CONSTITUCIONAL, SINO SOLO UN CRITERIO DEL LEGISLADOR EN CUANTO A LA CONFIGURACIÓN DE DERECHOS SUBJETIVOS CONCRETOS QUE ESTA A SU CARGO MANTENER O DEROGAR (ART. 67, INC.11, CONSTITUCIÓN). POR LO DEMÁS, ESTE CRITERIO HA FUNDAMENTADO OTRAS LEYES Y DECISIONES DE LA CORTE SUPREMA, EN CUANTO A QUE, CUANDO SE TRATA DE SITUACIONES EXTRAORDINARIAS, TEMPORARIAS Y CONCLUIDAS -COMO LAS AQUÍ JUZGADAS- ES VALIDO PARA EL LEGISLADOR APARTARSE DE LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL CÓDIGO PENAL RELATIVO A LA VALIDEZ TEMPORAL DE LAS LEYES". 

Respecto del argumento sobre la cosa juzgada, algunos de los jueces de la Corte Suprema recordaron la doctrina antigua de ese tribunal según la cual el principio de la cosa juzgada "como todas las instituciones legales, debe organizarse sobre bases compatibles con los derechos y garantías constitucionales (Fallos, t. 238, p.18). Así, esta Corte ha reconocido numerosas excepciones al principio de la inmutabilidad de las sentencias (Fallos, t.254, p.320; t.255, p.162; t.258, p.220; t.278, p. 85, entre otros), dado que los loables motivos que la inspiran, no son absolutos y deben ceder frente a la necesidad de afirmar otros valores jurídicos de raigambre constitucional (Fallos, 281, p.421). 

Volveremos sobre el asunto a propósito de las dudas, vacilaciones y objeciones que mereció a principios de 1998 el proyecto, y luego la ley, derogatorios de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida. 

6. Derogación y Nulidad 

Como se vió antes, y explicó el senador de la Rúa en el debate respectivo, la ley tenía dos contenidos, uno el usual, la derogación; otro excepcional, la nulidad. 

Lo segundo no añade mucho a lo primero. Los efectos jurídicos no cambian con el agregado de la nulidad. Basta la derogación para dejar sin eficacia la ley que quiere suprimirse del ordenamiento jurídico, y basta asimismo la derogación si además de suprimir la ley se quiere privarle de efectos ultraactivos como ley más benigna. La derogación era suficiente para hacer desaparecer la autoamnistía. También para quitarle carácter de eventual ley más favorable al acusado, y para neutralizar la cosa juzgada producida como consecuencia de sus normas, obviamente si el texto derogatorio incluye estas dos últimas precisiones. El poder de dictar las leyes incluye intrínsecamente el poder de suprimir todo lo que está al alcance o en el nivel de la legislación, todo lo que no es supra legal, como claramente no lo es ni el principio de la ley más benigna ni la cosa juzgada. 

Lo de la nulidad est en relación al viejo artículo 29 de constitución de 1853/60, que no ha variado con la reforma de 1994. El lector recordar que su texto es así: "El Congreso no puede conceder al Ejecutivo Nacional, ni las legislaturas provinciales a los gobernadores de provincia, FACULTADES EXTRAORDINARIAS, ni LA SUMA DEL PODER PUBLICO, ni otorgarle SUMISIONES O SUPREMACÍAS por las que la vida, el honor o las fortunas de los argentinos queden a merced de gobiernos o persona alguna. Actos de esta naturaleza llevan consiga una nulidad insanable, y sujetar n a los que lo formulen, consientan o firmen, a la responsabilidad y pena de los infames traidores a la patria" (4) . 

Es norma que tiene en su origen el designio de ahuyentar fantasmas del pasado. Fantasmas colectivos, por de pronto, como fueron las muchos otorgamientos de facultades extraordinarias habidos en la primera mitad del siglo XIX. Pero también, como explica polémicamente José María Rosa, fantasmas individuales de algunos de los constituyentes. 

"Este artículo, en cuya redacción se advierte la pluma poética de Gutiérrez es una condena retroactiva de Rosas extraviada donde corresponde. Los juicios históricos son ajenos a los textos constitucionales. Sin embargo, ha tenido una larga vida: atravesó la reforma de 1860 y no fue advertido por los constituyentes de 1949. ¿Qué autoridad tenían los constituyentes de 1853 para condenar el gobierno de Rosas? Huergo, Gorostiaga, Llerena, Padilla, de la Quintana, Menuel Pérez, Godoy y Regis Martínez habían vivida tranquilamente bajo el gobierno de Rosas y, en ciertos casos, jurado fidelidad al mismo. Juan María Gutiérrez votó la suma del poder público en el plebiscito de 1835, y felicitaba a Rosas públicamente en 1839; Zuviría y Zavalía, emigrados unitarios, regresaron con tranquilidad a sus provincias, y el primero llamó a Rosas JEFE EXCELSO que presidía destinos nacionales; José Ruperto Pérez hizo hasta poco antes de Caseros, versos encomiásticos a Rosas; lo mismo Juan Francisco Seguí. Campillo era diputado en la legislatura cordobesa, que dió la suma del poder público al gobernador López, además firmó leyes laudatorias de Rosas; Centeno, lo mismo como ministro de Catamarca. Ferré, Manuel Leiva, Torrent, Díaz Colodrero y Derqui habían gobernado a Corrientes con FACULTADES EXTRAORDINARIAS como gobernadores, ministros , diputados o altos empleados de la administración. Zapata, un tiempo exilado, volvió a Mendoza antes de Caseros. Carril fue ministro en el gobierno revolucionario de Lavalle en 1829 con la suma de poderes. El mismo Urquiza tuvo FACULTADES EXTRAORDINARIAS en Entre Ríos, y en uso de ellas firmó con Juan Francisco Seguí, el Pronunciamiento de 1851" (5) 

Desde una perspectiva no polémica tampoco el texto del articulo 29 ha tenido buena prensa. En 1907 decía Agustín de Vedia: "La constitución argentina, como la americana, es una constitución de enumeración, no de definición. El Congreso no tiene otros poderes que los enumerados en aquel instrumento, o los que tienen por objeto facilitar el ejercicio de aquellos. Limitado expresamente en sus facultades, no puede ejercer sino las que le han sido concedidas. Siendo esto así no es necesario declarar que carece de facultades para hacer lo que está, no solo fuera de su mandato, sino en contradicción con todo el sistema constitucional. Si asimismo lo hiciese, sería necesario buscar en la Justicia, o en otra terapéutica, el modo de garantir la supremacía de la constitución federal...Los constituyentes olvidaban el precepto del jurisconsulto romano que aconseja excluir la pasión del lenguaje de las leyes". (6) 

Se puede dudar de la pertinencia de aplicar el artículo 29 a una situación como la crean las usurpaciones militares del poder político. Porque esta norma parece condenar solo a los miembros del congreso y de las legislaturas, si es que su segunda parte debe ser leída en relación a la primera, como parece aconsejar una buena hermenéutica. Es lo que, por lo demás, ha hecho el legislador, al dictar el código penal y al traducir el artículo 29 de la constitución al plano criminal ha dicho: "Serán reprimidos con las penas establecidas en el artículo 215 para los traidores a la patria, los miembros del congreso que concedieren al poder ejecutivo nacional y los miembros de las legislaturas provinciales que concedieren a los gobernadores de provincias, facultades extraordinarias..etc". Es decir, el artículo 29 se refiere a legisladores nacionales y provinciales y sólo a ellos. 

Las usurpaciones militares tienen mejor ubicación penal en el delito de rebelión del artículo 226 del código penal que se refiere a los que se alzaren en armas para cambiar la constitución, deponer algunos de los poderes públicos del gobierno nacional, arrancarle alguna medida o concesión o impedir, aunque sea temporalmente, el libre ejercicio de sus facultades constitucionales o su formación o renovación en los términos y formas legales. 

Ulteriormente, la reforma de 1994 le ha dedicado al grave asunto el interesante nuevo artículo 36 de la constitución: "Esta constitución mantendrá su imperio aun cuando se interrumpiese su observancia por actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático. Estos actos ser n insanablemente nulos. Sus autores ser n pasibles de la sanción prevista en el artículo 29, inhabilitados a perpetuidad para ocupar cargos públicos y excluidos de los beneficios del indulto y la conmutación de penas. Tendrán las mismas sanciones quienes, como consecuencia de estos actos, usurparen funciones previstas para las autoridades de esta Constitución o las de las provincias, los que responderán civil y penalmente de sus actos. Las acciones respectivas serán imprescriptibles. Todos los ciudadanos tienen el derecho de resistencia contra quienes ejecutaren los actos de fuerza enunciados en este artículo. Atentarán asimismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado o que conlleve enriquecimiento, quedando inhabilitado por el tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos. El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función". 

Es comprensible sin embargo el designio político de haber querido enfatizar el rechazo de la autoamnistía con las durísimas palabras de ese texto constitucional. Pero este designio queda a la mitad de camino, o cojo, porque para haber sido coherente debió cumplirse enteramente con la segunda parte del artículo 29 y al tiempo de declarar la nulidad insanable, se debió incluir esto en la acusación a los nueve integrantes de las tres juntas, para hacer efectiva la "responsabilidad y pena de los infames traidores a la patria". Esto así, ya que tanto el Poder Ejecutivo como el Congreso creyeron que podía haber actos insanablemente nulos por facultades extraordinarias y la suma del poder público, obrados por un agente diverso del Congreso y las legislatura. 

Pero lo de "responsabilidad y pena de los infames traidores a la patria", debió tal vez juzgarse que suponía meterse en honduras innecesarias, y no al uso de los niveles ambientes de audacia cívica. Por eso, además, claro está, planteaba la antigua pregunta acerca del cascabel y del gato..., duda que resulta contestada, como suele ocurrir, por la negativa, es decir el gato sin cascabel. Hay, sin embargo, en el plano de la lógica y coherencia jurídica, una exigencia rigurosa. Si existió la insanable nulidad del artículo 29 de la constitución, tuvo que haber una responsabilidad, y a esta debió hacersela efectiva, y la sanción no puede ser otra que la correspondiente a "los infames traidores a la patria", mal que le pese a quien tenga que utilizar esas palabras amargas y extremas. 

Notas: 
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1. Las itálicas son del autor. 

2. INSEGURIDAD Y DESNACIONALIZACION: LA IDEOLOGÍA DE LA SEGURIDAD NACIONAL, por Salvador María Lozada, Julio J.Viaggio, Carlos Zamorano y Eduardo S. Barcesat. Ediciones Derechos del Hombre, Buenos Aires, 1985. 

3. Las itálicas son del autor. 

4. Las itálicas son del texto constitucional. 

5. V. José‚ María Rosa, "Nos los Representantes del Pueblo", Bs.As., pag. 5 y 29;y también, Salvador María Lozada, Instituciones de Derecho Público, pag 131, segunda edición, Bs. As. 1975, 

6. Agustín de Vedia, La Constitución Argentina", Bs.A.,1907, pag. 128; y también, Salvador María Lozada, obra citada, pag.130. 
 Capítulo II
El enjuiciamiento del genocidio
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De López Rega a Menem, por Salvador María Lozada
Parte II - El marco legislativo y judicial.

 

1. El decreto del 13 de diciembre de 1983 

Apenas llegado a la Casa Rosada, el presidente Alfonsín, con el refrendo de sus ocho ministros produjo el decreto 158 del 13 de diciembre de 1983. Correspondía, sin duda, a la más grande expectativa que el país todo tenía respecto del nuevo gobierno; correspondía al mayor traumatismo histórico que la Nación Argentina había sufrido, desde las guerras de la independencia hasta nuestros días. 

Conviene releerlo. Es tal vez uno de los documentos centrales de la historia argentina. Decía así: 

"Visto el art.86, inc. 1 y 15 de la Constitución Nacional y el art. 179 del Código de Justicia Militar, y Considerando: Que la Junta Militar que usurpó el gobierno de la Nación el 24 de marzo de 1976, y los mandos orgánicos de las fuerzas armadas que se encontraban en funciones a esa fecha concibieron e instrumentaron un plan de operaciones contra la actividad subversiva y terrorista, basado en métodos y procedimientos manifiestamente ilegales. 

"Que todos los habitantes del país, y, especialmente, los cuadros subalternos de las fuerzas armadas, fueron expuestos a una intensa y prolongada campaña de acción psicológica destinada a establecer la convicción de que los `agentes disolventes o de la subversión', difusa categoría comprensiva tanto de los verdaderos terroristas como de los meros disidentes y aun de aquellos que se limitaban a criticas los m‚todos empleados, merecían estar colocados fuera de la sociedad y aun privados de su condición humana, y reducidos por tanto a objetos carentes de protección jurídica 

"Que, por otra parte, y en el marco de esa acción psicológica, se organizó la represión sobre la base de procedimientos en los cuales, sin respeto por forma legal alguna, se privó de su libertad a personas que resultaron sospechosas a juicio de funcionarios no individualizados, y sobre la base de esa mera sospecha, no obstante haber sido encontradas en actitud no violenta, fueron conducidos a lugares secretos de detención, sin conocerse con certeza su paradero ulterior, a pesar de lo cual cunde en la opinión pública la seria presunción de que muchos de ellos fueron privados de la vida sin forma alguna de juicio, y, además, de que durante el tiempo de esa detención muchos o casi todos los detenidos fueron víctimas de salvajes tormentos. Que en numerosas manifestaciones los integrantes de los mandos superiores de las Fuerzas Armadas y de la Junta Militar que usurpó el Gobierno de la Nación en la fecha antes indicada, han reconocido la responsabilidad que les cupo en los procedimientos descriptos; esas manifestaciones se han visto corroboradas por la explícita declaración contenida en el Acta de la Junta Militar del 28 de abril de año en curso, donde se declara que todas las operaciones fueron ejecutadas conforme a planes aprobados y supervisados por los mandos superiores orgánicos de las Fuerzas Armadas, y por la Junta Militar. 

"Que la existencia de planes de órdenes hace a los miembros de la Junta Militar actuante en el período indicado y a los mandos de las Fuerzas Armadas con capacidad decisoria, responsables en calidad de autores mediatos por los hechos delictivos ocurridos en el marco de los planes trazados y supervisados por las instancias superiores (art.514 del Código de Justicia Militar); la responsabilidad de los subalternos, que el texto de esa norma desplaza, se ve especialmente reducida por las circunstancias de hechos derivadas de la acción psicológica antes destacadas, que bien pudo haberlos inducido, en muchos casos, a error sobre la significación moral y jurídica de sus actos dentro del esquema coercitivo a que estaban sometidos. 

"Que además de los atentados derivados del cumplimiento regular de las órdenes recibidas, es también un hecho de conocimiento público que en el curso de las operaciones desarrolladas por el personal militar y de las fuerzas de seguridad se cometieron atentados contra la propiedad de las víctimas, contra su dignidad y libertad sexual y contra el derecho de los padres de mantener consigo a sus hijos menores. 

"Que en esos casos, como en cualesquiera otros en los cuales se haya incurrido en excesos por parte de los ejecutores de las órdenes de operaciones, o en que éstas fueran de atrocidad manifiesta, la responsabilidad de esos ejecutores no excluye la que corresponde a los responsables del plan operativo. La puesta en práctica de un plan operativo que, por sus propias características genera la grave probabilidad de que se comentan excesos, la que se vio confirmada por los hechos, genera para los responsables de haber creado la situación de peligro, esto es, los que aprobaron y supervisaron el plan operativo, el deber de evitar que ese peligro se materialice en daño. 

"Que, por otra parte, se ha señalado también la existencia de casos en los cuales se ejerció con desviación del poder, la facultad de detención emergente del art.23 de la Constitución Nacional, y consecuentemente se menoscabó de modo ilegal la libertad personal. 

"Que la existencia de textos normativos públicos o secretos, destinados a amparar procedimientos reñidos con principios ‚ticos básicos, no puede brindar justificación a estos, pues son insanablemente nulas las normas de facto cuya eventual validez precaria queda cancelada ab initio por la iniquidad de su contenido. 

"Que la restauración de la vida democrática debe atender, como una de sus primeras medidas, a la reafirmación de un valor ‚tico fundamental: afianzar la justicia. Con este fin, corresponde procurar que sea promovida la acción penal contra los responsables de aprobar y supervisar operaciones cuya ejecución necesariamente había de resultar violatoria de bienes fundamentales de la persona humana tutelados por el derecho criminal. 

"Que con la actuación que se preconiza se apunta, simultáneamente, al objetivo de consolidar la paz interior. 

"Que esa persecución debe promoverse por lo menos, en orden a los delitos de homicidio, privación ilegal de la libertad y aplicación de tormento a detenidos; todo ello, sin perjuicio de los demás delitos que se pongan de manifiesto en el curso de la investigación, y en los que las personas a quienes se refiere este decreto hayan intervenido directamente, o como autores mediatos o instigadores. Que para el enjuiciamiento de esos delitos es aconsejable adoptar el procedimiento de juicio sumario en tiempo de paz, concebido para aquellos casos en que sea necesaria la represión inmediata de un delito para mantener la moral, la disciplina y el espíritu militar de las Fuerzas Armadas (art.502 del Código de Justicia Militar). Esos valores se han visto afectados de modo absoluto con la adopción, por los mandos superiores orgánicos de esas fuerzas, de un procedimiento operativo reñido con los principios elementales del respeto por la persona humana. 

"Que de acuerdo con lo establecido en el art.122 inc.1 del Código de Justicia Militar, corresponde intervenir en el juzgamiento al Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas. 

"Que corresponde respetar la competencia de ese tribunal en atención a la prohibición del art. 18 de la Constitución Nacional de sacar al imputado del juez designado por ley con antelación al hecho; sin embargo dado que el ser juzgado penalmente en última instancia por un tribunal de índole administrativa constituye tanto un privilegio como una desprotección para el procesado, ambos vedados por la Constitución, se prevé un proyecto de ley agregando al procedimiento militar un recurso de apelación amplio ante la justicia civil. 

"Que la persecución penal de los hechos a que se refiere este decreto interesa a todos y a cada uno de los habitantes, en particular a las víctimas, los que podrán - en uso de sus derechos- realizar aportes informativos dirigidos al esclarecimiento de esos delitos y al acopio probatorio contra sus autores. 

"Que con la finalidad de atender a esos requerimientos es necesario practicar los ajustes presupuestarios destinados a permitir que el Presidente del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas cuente con el equipamiento de personal y elementos que hubiere menester." 

A estos considerandos sigue el articulado del decreto. Por el artículo primero se sometía a juicio sumario ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas a los integrantes de la Junta Militar que usurpó el gobierno de la Nación el 24 de marzo de 1976 y a los integrantes de las dos Juntas Militares subsiguientes, nombrando enseguida a Jorge R. Videla, Orlando R. Agosti, Emilio E, Massera, Roberto E. Viola, Omar D.R. Graffigna, Armando J. Lambruschini, Leopoldo F. Galtieri, Basilio Lami Dozo y Jorge I. Anaya. El artículo segundo disponía que ese enjuiciamiento se referiría a los delitos de homicidio, privación ilegal de la libertad y aplicación de tormentos a los detenidos, sin perjuicio de los demás de que resulten autores inmediatos o mediatos, instigadores o cómplices los antes mencionados. 

La sentencia del tribunal militar, prescribía el artículo tercero, sería apelable ante la Cámara Federal en los términos de las modificaciones al Código de Justicia Militar, una vez sancionadas por el Congreso el proyecto que ese mismo día se le remitía. 

Acompañaban al presidente Alfonsín sus ocho ministros, en este orden: Tróccoli, Borrás, Alconada Aramburú, Caputo, Carranza, Mucci, Grinspun y Neri. 

Era visible la intención de concentrar en los comandantes en jefe la responsabilidad por el genocidio. Admitía, sin embargo, uno de los considerandos, que los subordinados a ellos serían también responsables cuando "se haya incurrido en excesos por parte de los ejecutores de las órdenes de operaciones, o en que éstas fueran de atrocidad manifiesta". 

El prólogo de NUNCA MAS aludiría unos meses después a lo mismo: "De nuestra información surge que esta tecnología del infierno fue llevada a cabo por sádicos pero regimentados ejecutores". Las leyes de Punto final y Obediencia Debida contradecirían lamentablemente uno y otro párrafo. 

Enseguida el propio Poder Ejecutivo advertiría con el caso Camps, cuán difícil era reducir a los nueve comandantes la sola responsabilidad por el exterminio de 1976-1983. 

2. La responsabilidad del Jefe de la Policía de la Provincia de Buenos Aires 

Una cierta jactancia genocida del ex jefe de la policía de la provincia de Buenos Aires, Ramón Camps, obligó a ampliar las imputaciones por decreto. 

El 18 de enero de 1984 el Poder ejecutivo, con la firma del presidente Alfonsín y del ministro Dr. Antonio Tróccoli produjo el decreto 280 por el cual se sometía a juicio sumario ante el consejo supremo de las fuerzas armadas a Ramón J. Camps, unificándose este proceso por razones de conexidad con el de las juntas. Disponía también la inmediata detención de este militar. 

En los fundamentos se decía: "Visto la gravedad de los hechos puestos de manifiesto por recientes declaraciones periodísticas concernientes a la actuación del general (r) Ramón J. Camps, y considerando que en algunas declaraciones el general Camps habría reconocido su participación directa en el secuestro y la muerte de personas, en la sustracción de menores y la consiguiente alteración de su estado civil, y habría además hecho en ellas la apología de distintos delitos en especial el de tormentos; Que la realidad de estas declaraciones - que conmovieron a la opinión pública nacional e internacional- ha sido ratificada por los responsables de las respectivas publicaciones. Que además la participación del general Camps en hechos como los que habría reconocido en sus declaraciones se ve corroborada por imputaciones que han formulado testigos reiteradamente. Que la materialidad de los hechos cuya responsabilidad habría reconocido el general Camps y que se le imputan a él está plenamente acreditada en el ámbito de la provincia de Buenos Aires con el hallazgo de innumerables cadáveres no identificados y con múltiples denuncias de secuestros y desapariciones de personas ocurridos en la forma descripta en los considerandos del dec. 158 de diciembre de 1983." 

Finalmente, el último de los considerandos decía: "Que con este acto el Poder Ejecutivo nacional quiere ratificar su indeclinable voluntad de que sean sometidos a la justicia con todas las garantías del debido proceso quienes aparecen prima facie como responsables de haber planeado y dirigido un siniestro aparato de terror con el fin alegado de combatir al igualmente siniestro terrorismo de signo opuesto." 

3. La Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas. 

También es de diciembre de 1983 una decisión importante del gobierno iniciado ese mismo mes. Consistió en la creación de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas. Se adoptó a través de un decreto firmado por el presidente Alfonsín y su ministro del interior el Dr. Antonio Tróccoli, en cuyos considerandos se afirmaba que la cuestión de los derechos humanos trasciende a los poderes públicos y concierne a la sociedad civil y a la comunidad internacional. Con respecto a esta última, decían, "su interés legítimo está contemplado en los proyectos enviados al Honorable Congreso de aprobación de una serie de pactos internacionales sobre derechos humanos, los que incluyen la jurisdicción obligatoria de un tribunal internacional competente en la materia". Con relación a la sociedad civil, agregaba, debe satisfacerse ese interés legítimo de intervenir activamente en el esclarecimiento de los trágicos episodios en los que desaparecieron miles de personas, sin que esa intervención interfiriera con la actuación de los órganos constitucionales competentes para investigar o penar esos hechos. Se consideraba así, adecuado, seguían diciendo el presidente y su ministro, integrar una comisión nacional de la que formen parte personalidades caracterizadas por su celo en la defensa de los derechos humanos y por su prestigio en la vida pública del país, para determinar lo sucedido con las personas desaparecidas. Finalmente se afirmaba que resultaba adecuado solicitar a la Comisión un informe que ofrezca una explicación detallada de los hechos investigados, que sirva para ilustrar a la opinión pública nacional e internacional. 

En el texto del decreto se establecían las funciones de esa comisión. Eran estas: a) recibir denuncias y pruebas sobre los hechos pertinentes y remitirlas las inmediatamente a la justicia si ellas estaban relacionadas con la presunta comisión de delitos; b) averiguar el destino o paradero de las personas desaparecidas como así también toda otra circunstancia relacionada con su localización; c) determinar la ubicación de niños sustraídos a la tutela de sus padres o guardadores a raíz de acciones emprendidas con el motivo alegado de reprimir el terrorismo y dar intervención en su caso a los organismos y tribunales de protección de menores; d) denunciar a la justicia cualquier intento de ocultamiento, sustracción o destrucción de elementos probatorios relacionados con los hechos que se pretende esclarecer; e) emitir un informe final con una explicación detallada de los hechos investigados, a los ciento ochenta días de su constitución. 

La comisión fue presidida por un escritor y ciudadano eminente, Ernesto Sábato, y la integraban entre otros, un jurista notable, el Dr. Ricardo Colombres, ex magistrado de la Corte Suprema en la década de los años 60, un obispo de ejemplar valentía y compromiso social, Mons. Jaime F. de Nevares, y una periodista que en los años previos había hecho una demostración inusual de coraje cívico, Magdalena Ruiz Guiñazú. 

4 .Nunca Más 

Este grupo de trabajo produjo el informe previsto. Se le dio en llamar NUNCA MAS. Una vez editado constituye un libro de más de cuatrocientas páginas con un contenido aterrador, aún para los que nunca intentamos ignorar y fuimos lúcidamente conscientes de la gravedad excepcional de lo ocurrido a partir de marzo de 1976. Ese documento valiosísimo para la reconstrucción del genocidio merece la más amplia y la más sistemática difusión. El Estado nacional y los Estados provinciales debieran ponerlo al alcance de toda la población, de las generaciones más jóvenes, de los maestros y profesores, y especialmente hacerlo leer en los institutos de formación de oficiales y suboficiales de las fuerzas armadas, policías y fuerzas de seguridad. 

Este precedido por un prologo, cuyo contenido no puede sino ser enfáticamente compartido, y que es preciso transcribir porque es una definición irremplazable de lo ocurrido en la en nuestro país en esos años. 

"Durante la década del 70 la argentina fue convulsionada por un terror que provenía tanto de la extrema derecha como de la extrema izquierda, fenómeno que ha ocurrido en muchos otros países. Así aconteció en Italia, que durante largos años debió sufrir la despiadada acción de las formaciones fascistas, de las Brigadas Rojas y de grupos similares. Pero esa nación no abandonó en ningún momento los principios del derecho para combatirlo, y lo hizo con absoluta eficacia, mediante los tribunales ordinarios, ofreciendo a los acusados todas las garantías de la defensa en juicio; y en ocasión del secuestro de Aldo Moro, cuando un miembro de los servicios de seguridad le propuso al General Della Chiesa torturar a un detenido que parecía saber mucho, le respondió con palabras memorables: 'Italia puede permitirse perder a Aldo Moro. NO, en cambio, implantar la tortura'. 

"No fue de esa manera en nuestro país: a los delitos de los terroristas, las fuerzas armadas respondieron con un terrorismo infinitamente peor que el combatido, porque desde el 24 de marzo de 1976 contaron con el poder y la impunidad del Estado absoluto, secuestrando, torturando y asesinado a miles de seres humanos. 

"Nuestra Comisión no fue instituida para juzgar, pues para eso están los tribunales, sino para indagar la suerte de los desaparecidos en el curso de esos años aciagos de la vida nacional. Pero, después de haber recibido varios miles de declaraciones y testimonios, de haber verificado o determinado la existencia de cientos de lugares clandestinos de detención y de acumular más de cincuenta mil páginas documentales, tenemos la certidumbre de que la dictadura militar produjo la más grande tragedia de nuestra historia, y la más salvaje. Y, si bien debemos esperar de la justicia la palabra definitiva, no podemos callar ante lo que hemos oído, leído y registrado todo lo cual va mucho más allá de lo que pueda considerarse como delictivo para alcanzar la tenebrosa categoría de los crímenes de lesa humanidad. Con la técnica de la desaparición y sus consecuencias, todos los principios éticos que las grandes religiones y las más elevadas filosofías erigieron a lo largo de milenios de sufrimientos y calamidades fueron pisoteados y bárbaramente desconocidos. 

"Son muchísimos los pronunciamientos de lo sagrados derechos de la persona a través de la historia y, en nuestro tiempo, desde los que consagró la revolución Francesa hasta los estipulados en las Cartas Universales de derechos Humanos y en las grandes encíclicas de este siglo. Todas las naciones civilizadas, incluyendo la nuestra propia, estatuyeron en sus constituciones garantías que jamás pueden suspenderse, ni aun en los más catastróficos estados de emergencia: el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal, el derecho a proceso; el derecho a no sufrir condiciones inhumanas de detención, negación de la justicia o ejecución sumaria. 

"De la enorme documentación recogida por nosotros se infiere que los derechos humanos fueron violados en forma orgánica y estatal por la represión de las fuerzas armadas. Y no violados de manera esporádica sino sistemática, de manera siempre la misma, con similares secuestros e idénticos tormentos en toda la extensión del territorio. ¿Cómo no atribuirlo a una metodología de terror planificada por los altos mandos? ¿Cómo podrían haber sido cometidos por perversos que actuaban por su sola cuenta bajo un régimen rigurosamente militar, con todos los poderes y medios de información que esto supone? ¿Cómo puede hablarse de 'excesos individuales'? De nuestra información surge que esta tecnología del infierno fue llevada a cabo por sádicos pero regimentados ejecutores. Si nuestras inferencias no bastaran, ahí están las palabras de despedida pronunciadas en la Junta Interamericana de Defensa por el jefe de la delegación argentina, general Santiago Omar Riveros, el 24 de enero de 1980: 'Hicimos la guerra con la doctrina en la mano, con las órdenes escritas de los comandos superiores'. Así, cuando ante el clamor universal por los horrores perpetrados, miembros de la Junta Militar deploraban los 'excesos de la represión, inevitables en una guerra sucia', revelaban una hipócrita tentativa de descargar sobre subalternos independientes los espantos planificados. 

"Los operativos de secuestro manifestaban la precisa organización, a veces en los lugares de trabajo de los señalados, otras en plena calle y a la luz del día, mediante procedimientos ostensibles de las fuerzas de seguridad que ordenaban 'zonas libres' a las comisarías correspondientes. Cuando la víctima era buscada de noche en su propia casa, comandos armados rodeaban la manzana y entraban por la fuerza, aterrorizando a padres y niños, a menudo amordazándolos y obligándolos a presenciar losé hechos, se apoderaban de la persona buscada, la golpeaban brutalmente, la encapuchaban y finalmente la arrastraban a los autos o camiones, mientras el resto del comando casi siempre destruía o robaba lo que era transportable. De ahí se partía hacia el antro en cuya puerta podía haber inscripta las mismas palabras que Dante leyó en los portales del infierno: 'Abandonad toda esperanza, los que entráis'. 

De este modo, en nombre de la seguridad nacional, miles y miles de seres humanos, generalmente jóvenes y hasta adolescentes, pasaron a integrar una categoría tétrica y fantasmal: la de los Desaparecidos. Palabra - ¡triste privilegio argentino!- que hoy se escribe en castellano en toda la prensa del mundo. 

Arrebatados por la fuerza, dejaron de tener presencia civil. ¿Quiénes exactamente los habían secuestrado? ¿Por qué‚? ¿Dónde estaban? No se tenía respuesta precisa a estos interrogantes: las autoridades no habían oído hablar de ellos, las cárceles no los tenían en sus celdas, la justicia los desconocía y los HABEAS CORPUS sólo tenían por contestación el silencio. Nunca un secuestrador arrestado, jamás un lugar de detención clandestino individualizado, nunca la noticia de una sanción a los culpables de los delitos. Así transcurrían días, semanas, meses, años de incertidumbre y dolor de padres, madres e hijos, todos pendientes de rumores, debatiéndose entre desesperadas expectativas, de gestiones innumerables e inútiles, de ruegos a influyentes, a oficiales de alguna fuerza armada que alguien recomendaba, a obispos y capellanes, a comisarios. La respuesta era siempre negativa. 

"En cuanto a la sociedad, iba arraigándose la idea de la desprotección, el oscuro temor de que cualquiera, por inocente que fuese, pudiese caer en aquella infinita caza de brujas, apoderándose de unos el miedo sobrecogedor y de otros una tendencia consciente o inconsciente a justificar el horror: 'Por algo ser ', se murmuraba en voz baja, como queriendo así propiciar a los terribles e inescrutables dioses, mirando, como apestados a los hijos o padres del desaparecido. Sentimientos sin embargo vacilantes, porque se sabía de tantos que habían sido tragados por aquel abismo sin fondo sin ser culpables de nada porque la lucha contra los 'subversivos', con la tendencia que tiene toda caza de brujas o endemoniados, se había convertido en una represión demencialmente generalizada, porque el epíteto de subversivo tenía un alcance tan vasto como imprevisible. En el delirio semántico, encabezado por calificaciones como 'marxismo-leninismo', 'apátridas', 'materialisitas y ateos', 'enemigos de los valores occidentales y cristianos', todo era posible: desde gente que propiciaba una revolución social hasta adolescentes sensibles que iban a villas-miserias para ayudar a sus moradores. Todos caían en la redada: dirigentes sindicales que luchaban por una simple mejora de salarios, muchachos que habían sido miembros de un centro estudiantil, periodistas que no eran adictos a la dictadura, psicólogos y sociólogos por pertenecer a profesiones sospechosas, jóvenes pacifistas, monjas y sacerdotes que habían llevado las enseñanzas de Cristo a barriadas miserables. Y amigos de cualquiera de esos amigos, gente que había sido denunciada por venganza personal y por secuestros bajo tortura. Todos en su mayoría inocentes de terrorismo o siquiera de pertenecer a los cuadros combatientes de la guerrilla, porque éstos presentaban batalla y morían en el enfrentamiento o se suicidaban antes de entregarse, y pocos llegaban vivos a las manos de los represores. 

Desde el momento del secuestro, la víctima perdía todos los derechos; privada de toda comunicación con el mundo exterior, confinada en lugares desconocidos, sometida a suplicios infernales, ignorante de su destino mediato o inmediato, susceptible de ser arrojada al río o al mar, con bloques de cemento en sus pies, o reducida a cenizas; seres que sin embargo no eran cosas, sino que conservaban atributos de la criatura humana: la sensibilidad por el tormento, la memoria de su madre o de su hijo o de su mujer, la infinita vergüenza por la violación en público; seres no solo poseídos por esa infinita angustia y ese supremo pavor, sino, quizás, por eso mismo, guardado en algún rincón de su alma alguna descabellada esperanza. 

"De estos desamparados, muchos de ellos apenas adolescentes, de estos abandonados por el mundo hemos podido constatar cerca de nueve mil. Pero tenemos todas las razones para suponer que una cifra más alta, porque muchas familias vacilaron en denunciar secuestros por temor a represalias. Y aun vacilan, por temor a un resurgimiento de estas fuerzas del mal. 

"Con tristeza, con dolor hemos cumplido la misión que nos encomendó en su momento el presidente constitucional de la República. Esa labor fue muy ardua, porque debimos recomponer un tenebroso rompecabezas, después de muchos años de producidos los hechos, cuando se han borrado deliberadamente todos los rastros, se ha quemado toda documentación y hasta se han demolido edificios. Hemos tenido que basarnos, pues, en las denuncias de los familiares, en las declaraciones de represores que por oscuras motivaciones se acercaron a nosotros para decir lo que sabían. 

"En el curso de nuestras indagaciones fuimos insultados y amenazados por los que cometieron los crímenes, quienes lejos de arrepentirse, vuelven a repetir las consabidas razones de 'la guerra sucia', de la salvación de la patria y de los valores occidentales y cristianos, valores que precisamente fueron arrastrados por ellos entre los muros sangrientos de los antros de represión. Y nos acusan de no propiciar la reconciliación nacional, de activar los odios y el resentimiento, de impedir el olvido. Pero no es así: no estamos movidos por el resentimiento ni por el espíritu de venganza; solo pedimos la verdad y la justicia, tal como por otra parte las han pedido las iglesias de distintas confesiones, entendiendo que no podrá haber reconciliación sino después del arrepentimiento de los culpables y de una justicia que se fundamente en la verdad. Porque, si no, debería echarse por tierra la trascendente misión que el poder judicial tiene en toda comunidad civilizada. Verdad y justicia, por otra parte, que permitir n vivir con honor a los hombres de las fuerzas armadas que son inocentes y que, de no procederse así, correrían el riesgo de ser ensuciados por una incriminación global e injusta. Verdad y justicia que permitirán a esas fuerzas considerarse como auténticas herederas de aquellos ejércitos que, con tanta heroicidad como pobreza, llevaron la libertad a medio continente. 

"Se nos ha acusado, en fin, de denunciar sólo una parte de los hechos sangrientos que sufrió nuestra nación en los últimos tiempos, silenciando los que cometió el terrorismo que precedió a marzo de 1976, y hasta, de alguna manera, hacer de ellos una tortuosa exaltación. Por el contrario, nuestra Comisión ha repudiado siempre aquel terror, y lo repetimos una vez en estas páginas. Nuestra misión no era la de investigar sus crímenes sino estrictamente la suerte corrida por los desaparecidos, cualesquiera que fueran, proviniesen de uno o de otro lado de la violencia. Por lo demás el pueblo argentino ha podido escuchar y ver cantidad de programas televisivos, y leer infinidad de artículos en diarios y revistas, además de un libro entero publicado por el gobierno militar, que enumeraron, describieron y condenaron minuciosamente los hechos de aquel terrorismo. 

"Las grandes calamidades son siempre aleccionadoras, y sin duda el más terrible drama que en toda su historia sufrió la Nación durante el período que duró la dictadura militar iniciada en marzo de 1976 servir para hacernos comprender que únicamente la democracia es capaz de preservar a un pueblo de semejante horror, que sólo ella puede mantener y salvar los sagrados y esenciales derechos de la criatura humana. Únicamente así podremos estar seguros de que NUNCA MAS en nuestra patria se repetirán hechos que nos han hecho trágicamente famosos en el mundo civilizado." 

Hemos hecho esta larga transcripción porque el texto, en el que se advierte la prosa del gran escritor que es Ernesto Sábato, debe ser leído cuantas veces se pueda, y porque traduce además las convicciones básicas desde las cuales ha sido escrito el presente libro. 

5. La Reforma del Código de Justicia Militar. 

Un elemento esencial de la solución que el gobierno radical quiso aplicar al problema de las graves violaciones de los derechos humanos por la dictadura militar consistió en la reforma del código de justicia militar. Entre otras enmiendas de carácter más bien técnico, se propuso hacer posible una apelación a la justicia federal de las decisiones de los tribunales militares. 

Estaba esto anunciado en el propio decreto 158 del 13 de diciembre de 1983:"...dado que el ser juzgado penalmente en última instancia por un tribunal de índole administrativa constituye tanto un privilegio como una desprotección para el procesado, ambos vedados por la Constitución, se prevé un proyecto de ley agregando al procedimiento militar un recurso de apelación amplio ante la justicia civil". 

El proyecto de reforma fue enviado inmediatamente a la cámara de diputados que lo aprobó el 19 de enero de 1984. Tuvo enmiendas en el senado el 1ro. de febrero, que los diputados aceptaron el 9 de ese mes. Ambas cámaras mejoraron significativamente el texto enviado por el Poder Ejecutivo. 

La norma especialmente relevante al respecto que nos ocupa fue un nuevo y largo artículo de ese código, el 445 bis, con numerosos incisos y apartados. 

No se puede evitar referir su contenido porque de algún modo describe lo que empezaría a ocurrir unos meses después: 

En tiempo de paz, contra los pronunciamientos definitivos de los tribunales militares, en cuanto se refieren a delitos esencialmente militares se puede, conforme a esta nueva norma, interponer un recurso que tramita ante la Cámara Federal de Apelaciones con competencia en el lugar del hecho que originó la formación del proceso. 

El recurso puede motivarse: en la inobservancia o errónea aplicación de la ley; en la inobservancia de las formas esenciales previstas por la ley para el proceso (siendo estas, particularmente, aquellas decisiones que limitan el derecho de defensa o prescinden de prueba esencial para la resolución de la causa); y en la existencia de prueba que no haya podido ofrecerse o producirse por motivos fundados. 

El recurso se debe interponer dentro del quinto día de notificada la sentencia, sin expresión de fundamentos, ante el tribunal militar, el cual elevar las actuaciones a la Cámara Federal de Apelaciones dentro de las 48 horas. 

Recibido el expediente, la Cámara debe dar intervención a las partes, otorgando un plazo de 5 días al procesado para designar defensor letrado, bajo apercibimiento de hacerlo de oficio el tribunal. 

Dentro de los cinco días de cumplidos esos actos o de vencido el término para practicarlos, la Cámara debe pronunciarse acerca de la admisibilidad del recurso. En caso afirmativo, fija una audiencia dentro de un plazo no mayor de 30 días. 

Dicha audiencia comienza con un resumen por las partes de sus agravios o mejora de fundamentos. Si se hubiera pedido la apertura a prueba y fuera pertinente, esto se produce en la misma audiencia. El procesado, si lo solicita es oído en esa ocasión. 

Las audiencias deben desarrollarse de acuerdo con las siguientes reglas: 

El debate debe ser público, salvo que el tribunal mediante auto fundado resolviera lo contrario por razones de moral o seguridad. 

La audiencia debe ser continuada bajo pena de nulidad. En caso de ser necesario prosigue en los días siguientes y sólo puede suspenderse por el término máximo de 10 días, si lo requiere la decisión de cuestiones incidentales que no pueden resolverse de inmediato, la producción de alguna prueba fuera del lugar de la audiencia o que dependa de la presencia de algún testigo, perito o interprete ausente en el momento, la enfermedad de algún juez o de alguna de las partes, o la aparición de un hecho nuevo respecto del cual resultare necesario conceder a las partes un término para ejercer su derecho de defensa. 

El presidente de la audiencia es designado en cada caso por el tribunal. Tiene a su cargo la dirección del debate y el poder de policía y disciplina de la audiencia. 

Con la autorización del presidente tanto las partes como los miembros del tribunal pueden interrogar libremente a los testigos o peritos. El presidente rechaza las preguntas sugestivas, capciosas o innecesarias y podrá disponer, de oficio, o a pedido de las partes, que se incorpore al proceso la versión taquigráfica o magnetofónica de las declaraciones o parte de ellas. 

Antes de declarar los testigos no pueden comunicarse entre sí ni con otras personas y permanecerán fuera de la sala de audiencias. 

Concluida la recepción de la prueba se oye a las partes sobre el mérito de aquella. 

Finalizada la audiencia, el secretario del tribunal levanta un acta que al menos contiene: 

a. el lugar y fecha de la audiencia con la mención de las suspensiones ordenadas; 

b. la identidad de los jueces, con las partes, testigos, peritos o interpretes que hubieran intervenido en la audiencia; 

c. Las circunstancias personales del imputado; 

d. La certificación de las versiones taquigráficas o magnetofónicas; 

e. Un resumen de los agravios o alegatos de las partes; 

f. La firma de los jueces, las partes, y el secretario, quien previamente dar lectura del acta. 

Oídas las partes sobre el m‚rito de la prueba, el tribunal resuelve en la misma audiencia y después de deliberar durante un cuarto intermedio dispuesto al efecto, si confirma, anula o revoca la sentencia recurrida, y dicta en estos dos últimos casos la nueva sentencia, la cual, si es condenatoria, contiene la calificación legal del o de los hechos y la pena aplicada. 

La lectura de los fundamentos de la sentencia puede diferirse hasta una nueva audiencia, que se fija en el mismo acto y que be tener lugar dentro de los 10 días. A la audiencia deben concurrir el fiscal y el procesado, quien puede ser compelido por la fuerza pública. El defensor y el particular damnificado, aunque no asistieran, quedan notificados del pronunciamiento. 

Otra de las reformas importantes consistió en un agregado al art.56 del código de justicia militar, que creó una obligación común a todos los fiscales de apelar las decisiones de los tribunales militares haciendo de este modo inevitable la intervención de las cámaras federales, destacando que el incumplimiento de este deber impide que la sentencia quede firme para la parte acusadora. 

También en esta línea de reformas otra disposición autorizó la participación procesal en los juicios ante los tribunales militares de las personas particularmente ofendidas por los delitos, y en caso de homicidio o privación ilegítima de la libertad los parientes más cercanos; unos y otros pueden indicar medidas de prueba, y solicitar que se les notifique la sentencia o la radicación de la causa en la cámara federal. Esto último les permite apelar de las sentencias de los tribunales militares. 

La ley 23.049, no ya reformando el código de justicia militar, sino independientemente de él, dispuso que el consejo supremo de las fuerzas armadas conocería mediante el procedimiento sumario en tiempo de paz de los delitos cometidos con anterioridad a la vigencia de esta ley siempre que resultaran imputables el personal militar, de seguridad, policial y penitenciario que actuó desde el 24 de marzo de 1976 hasta el 26 de septiembre de 1983 en las operaciones emprendidas con el motivo alegado de reprimir el terrorismo, y estuviesen previstos en el código penal. También prescribió que en estos casos correspondería el recurso ante la cámara federal antes mencionado. 

El art. 11 de esta ley, anunciaba lo que luego cobraría otra dimensión con la ley de Obediencia Debida. Decía esta norma que el art. 34, inc. 5 del código penal, que declara inimputable a quien obra en virtud de obediencia debida, sería interpretado conforme a la regla del art.514 del código de justicia militar respecto de los hechos cometidos por ese personal que actuó sin capacidad decisoria cumpliendo órdenes o directivas que correspondieran a planes aprobados y supervisados por los mandos superiores orgánicos de las fuerzas armadas y por la junta militar. A ese efecto, agregaba, podrá presumirse, salvo evidencia en contrario que se obró con error insalvable sobre la legitimidad de la orden recibida, excepto cuando consistiera en la comisión de hechos atroces o aberrantes. Esto último resultaría borrado de hecho por la ley de obediencia debida al crear una presunción absoluta, sin admitir prueba en contrario, en el sentido de ser inimputables también los ejecutores de crímenes atroces y aberrantes. 

Cabe recordar que el articulo 514 del código de justicia militar dispone que cuando se haya cometido un delito por la ejecución de una orden del servicio, el superior que la hubiere dado será el único responsable, y solo será considerado cómplice el inferior cuando este se hubiere excedido en el cumplimiento de dicha orden. 

6. La desaparición del fuero militar para los civiles. 

La reforma del código de justicia militar fu‚ ocasión para que, entre las enmiendas introducidas en el Senado al proyecto del Ejecutivo y al texto aprobado por la Cámara de Diputados, se incorporara la extinción definitiva y total del sometimiento de los civiles a los tribunales militares en tiempos de paz. 

Escribí antes que un factor específico de miedo e incertidumbre es la frecuente sujeción de los ciudadanos a las cortes marciales durante las dictaduras militares. Las protestas, los disturbios, las huelgas suelen ser pretextos para poner toda una categoría de personas bajo la ley y los tribunales militares. Estos son usados como elemento de disuasión política por los militares en el gobierno, o por gobiernos débiles, necesitados de apoyo militar. Aunque el ya clásica observación de Groucho Marx, acerca de que "La Justicia militar es a la justicia lo que la música militar es a la música", pueda parecer en alguna situación exagerado, o simplemente una broma, no hay duda que el debido proceso jurídico queda severamente afectado cada vez que una persona civil es sustraída de los tribunales normales y sometida a los jueces militares. Cualesquiera sean los limitados o aproximados actos de justicia que puedan producir las cortes marciales, el riesgo de ser sometido a ellas es causa de miedo razonable. En este caso, no un miedo que paraliza la acción legal sino un miedo a un derecho peculiar, el miedo a un derecho ajeno, amenazante, hostil, parcial. 

En la sesión del 1ro. de febrero de 1984 el senador Antonio Berhongaray subrayó entonces la importancia de ese logro y los penosos antecedentes que lo precedieron. Recordó que el tema del juzgamiento de civiles por tribunales militares tiene una historia azarosa y antigua. En el año 1868, durante la presidencia de Sarmiento, agregaba, se pretendió juzgar a un grupo de montoneros de Felipe Varela a través de la justicia militar, por delitos comunes. Entonces estaba allí el general Arredondo y el juez federal de Salta estableció, con mucho coraje, que, tratándose de civiles, esa jurisdicción le correspondía a su juzgado, lo cual luego ratificó la Corte Suprema. "Un año después, seguía diciendo el senador por La Pampa, en San Luis, el joven Zacarías Segura fue fusilado por orden de Sarmiento. En este caso también se trataba de un civil...Y en este mismo reciento, en este Honorable Senado, se levantó la voz del senador Bartolomé Mitre en la sesión del 19 de junio de 1869, quien expresó : "...Declaro que la ejecución de Zacarías Segura en San Luis es un verdadero asesinato. No quiero exaltarme. Mi espíritu está sereno y hablo tranquilamente. La ejecución de un preso o prisionero, sea delincuente político o no, sea bandolero o montonero, yo la califico de tal: asesinato. Y me ratifico en esta palabras pidiendo que se inserte en el acta de este día. Las leyes militares solo rigen para los militares. Aplicarlas al castigo de delitos comunes o de individuos que no corresponden a su jurisdicción es lo que se llama la aplicación de la ley marcial, aunque ésta no se proclame abiertamente y lo que constituye el asesinato es hacerlo, y hacerlo en tiempo de paz'". 
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1. La Prisión Preventiva 

El 5 de marzo de 1985 la Cámara Federal de la Capital, en pleno, resolvió mantener la prisión preventiva rigurosa contra los procesados Jorge Rafael Videla, Eduardo Emilio Massera, Orlando Ramón Agosti, Roberto Eduardo Viola, y Armando Lambruschini. Al primero por encontrarlo "prima facie" responsable de los delitos de privación ilegal de la libertad en concurso real con homicidio reiterado en tres oportunidades, privación ilegal de la libertad reiterada en diecinueve oportunidades, privación ilegal de la libertad en concurso real con tormentos reiterados en nueve oportunidades y homicidio; todos ellos en concurso real entre sí. Al procesado Massera lo consideró responsable "prima facie" de los delitos de privación ilegal de la libertad reiterado en veinticuatro oportunidades y privación ilegal de la libertad en concurso real con homicidio; todos ellos en concurso real entre sí. Al procesado Agosti por considerarlo, también "prima facie" responsable de los delitos de privación ilegal de la libertad reiterado en siete oportunidades y privación ilegal de la libertad en concurso real con tormentos, todos ellos en concurso real entre sí. 

Al procesado Viola por considerárselo "prima facie" responsable de los delitos de privación ilegal de la libertad reiterado en ocho oportunidades, homicidio reiterado en dos oportunidades, y privación ilegal de la libertad en concurso real con tormentos; todos ellos en concurso real entre sí. 

Al procesado Lambruschini por considerarlo "prima facie" responsable de los delitos de privación ilegal de la libertad reiterado en catorce oportunidades y privación ilegal de la libertad en concurso real con homicidio, todos ellos en concurso real entre sí. 

En los considerandos se hacía mérito de diferentes probanzas, entre muchas otras "las constancias de 34 carpetas conteniendo las reclamaciones, con relación a la desaparición de personas, de los gobiernos de los siguientes Estados: Italia, República Federal de Alemania, Estados Unidos de Norteamérica, España, Gran Bretaña, Austria, Bélgica, Grecia, Francia, Suiza, Noruega, Dinamarca, Países Bajos, Canadá , Portugal y Suecia: los elementos existentes en 28 anexos remitidos por la Subsecretaría de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, consistentes en reclamos por desapariciones, efectuados por organizaciones nacionales e internacionales y extranjeras, públicas y privadas; los documentos de la Conferencia Episcopal que constan en los ejemplares adjuntos; la certificación realizada por esta Cámara acerca de la nómina de habeas corpus presentados en los tribunales federales de la Capital; las copias de los fallos de la Corte Suprema en las presentaciones efectuadas por Ana María Pérez de Smith y otros...en los que se pone de resalto la imposibilidad, por parte de los jueces, de ejercer jurisdicción ante los informes negativos del gobierno militar respecto de las numerosas personas privadas de su libertad; el informe de la Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas editado por "Eudeba", y los informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la O.E.A". 

2. La Sentencia Condenatoria de la Cámara Federal 

El 9 de diciembre de 1985 la Cámara Federal de la Capital en lo Criminal y Correccional dictó la sentencia definitiva. Se trata de una sentencia de una extensión condigna a la importancia absolutamente excepcional de su contenido. Ocupa, como antecedente de la que luego dictaría la Corte Suprema, un tomo entero de la colección de fallos de este último tribunal. El considerando décimo segundo contiene lo esencial del pronunciamiento: 

"Se han examinado todos los cuestionamientos introducidos por las partes, y dado respuesta adecuada a cada uno de ellos. 

"Se han examinado la situación preexistente a marzo de 1976, signada por la presencia en la República del fenómeno del terrorismo que, por su extensión, grado de ofensividad e intensidad, fue caracterizado como guerra revolucionaria. 

"Se ha demostrado que, pese a contar los comandantes de las fuerzas armadas que tomaron el poder el 24 de marzo de 1976, con todos los instrumentos legales y los medios para llevar a cabo la represión de modo lícito, sin desmedro de la eficacia, optaron por la puesta en marcha de procedimientos clandestinos e ilegales sobre la base de órdenes que, en el ámbito de cada uno de sus respectivos comandos, impartieron los enjuiciados. 

"Se ha acreditado así que no hubo comando conjunto y que ninguno de los comandantes se subordinó a persona u organismo alguno. 

"Se han establecido los hechos que, como derivación de dichas órdenes, se cometieron en perjuicio de gran cantidad de personas, tanto pertenecientes a organizaciones subversivas como ajenas por completo a ellas; y que tales hechos consistieron en el apresamiento violento, el mantenimiento en detención en forma clandestina, el interrogatorio bajo tormentos y, en muchos casos, la eliminación física de las víctimas, lo que fue acompañado en gran parte de los hechos por el saqueo de los bienes de sus viviendas. 

"Se ha acreditado igualmente que tales actos tuvieron una extensión diferente en el ámbito de cada una de las fuerzas armadas: generalizados y cuantitativamente mayores en el caso del ejército, a quien cabía la responsabilidad primaria de la lucha; circunscriptos a algunas bases navales y en particular, la escuela de mecánica, en el caso de la armada; y limitado solo a tres partidos de la provincia de Buenos Aires, en el caso de la fuerza aérea. 

"Se desecharon las causas de justificación alegadas por las defensas, puesto que sin desconocer la necesidad de reprimir y combatir a las bandas terroristas, tal represión y combate nunca debió evadirse del marco de la ley, mucho más cuando las fuerzas armadas contaban con instrumentos legales vigentes desde antes del derrocamiento del gobierno constitucional; podían declarar zonas de emergencia, dictar bandos, efectuar juicios sumarios y aun, aplicar penas de muerte. 

"Se han estudiado las conductas incriminadas a la luz de las justificantes del código penal de la antijuridicidad material y del exceso. Se ha recorrido el camino de la guerra. La guerra civil, la guerra internacional, la guerra revolucionaria o subversiva. 

"Se han estudiado las disposiciones del derecho positivo nacional e internacional; consultada la opinión de los especialistas en derecho constitucional y derecho internacional público; la de los teóricos de la guerra convencional y la de los ensayistas de la guerra revolucionaria. 

"Se ha atendido las enseñanzas de la Iglesia Católica. 

"Y no se ha encontrado ni una sola regla que justifique o, aunque más no sea disculpe, a los autores de hechos como los que se ventilaron en este juicio. 

"Se ha afirmado la responsabilidad de cada uno de los comandantes en la medida de y por las órdenes que impartieron con eficacia para su fuerza. Y se les ha encontrado penalmente responsables por los hechos que subordinados suyos, cumpliendo tales órdenes, llevaron a cabo con relevancia delictual, sobre la base de las disposiciones del propio código de justicia militar y de la legislación común. 

"Se ha valorado con prolijidad la prueba y descartado la posibilidad de que toda ella fuera aviesamente constituida. 

Se ha constado que mucho antes de que los testigos y víctimas declararan en la audiencia, documentos insospechados, como las denuncias contemporáneas de los hechos, efectuadas por miríadas, y los documentos de la Iglesia Argentina, de la Organización de los Estados Americanos, de las Naciones Unidas y de los gobiernos extranjeros, ya daban cuenta de aquellos delitos que recién se hicieron evidentes mucho después. 

"Se ha comprobado, por declaraciones de los más altos jefes militares que participaron en las operaciones antisubversivas, las órdenes fueron verbales que los operativos y las detenciones eran encubiertos; que las demás fuerzas legales no debían interferirlos; que las personas aprehendidas no fueran puestas a disposición de la justicia civil ni militar, salvo en contados casos; que no se debía dar información sobre las detenciones ni siquiera a los jueces; y que los apresados permanecían en lugares de detención ubicados en unidades militares o que dependían de ellas". 

Procedía luego la sentencia a atribuir a cada uno de los acusados los diversos delitos que se consideraban acreditados, y a condenar al Videla a reclusión perpetua, inhabilitación absoluta perpetua y accesoria de destitución; al procesado Massera a prisión perpetua, inhabilitación absoluta y la accesoria de destitución; al procesado Agosti, a cuatro años y seis meses de prisión, inhabilitación absoluta perpetua y la accesoria de destitución; al procesado Viola, la pena de diecisiete años de prisión, inhabilitación absoluta perpetua y la accesoria de destitución; y al procesado Lambruschini, la pena de ocho años de prisión, inhabilitación absoluta perpetua y la accesoria de destitución. 

La sentencia también absolvía a estos procesados respecto de delitos que se consideraban no probados, y asimismo absolvía a los procesados Graffigna, Galtieri, Anaya, y Lami Dozo. 

En el punto 30 de esta parte dispositiva, la sentencia de la Cámara Federal decía: "Disponiendo, en cumplimiento del deber legal de denunciar, se ponga en conocimiento del Consejo Supremo de las FFAA, el contenido de esta sentencia y cuantas piezas de la causa sean pertinentes, a los efectos del enjuiciamiento de los oficiales superiores, que ocuparon los comandos de zona y sub zona de defensa, durante la lucha contra la subversión, y de todos aquellos que tuvieron responsabilidad operativa en las acciones". Este aspecto de la resolución y sus consecuencias derivaron luego en las claudicaciones de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida. 

Firmaban la sentencia los jueces de Cámara doctores León Carlos Aslanian, Guillermo A.C. Ledesma, Andrés José D'Alessio, Jorge A. Valerga Aráoz, Ricardo R. Gil Lavedra, José‚ Edwin Torlasco y el secretario doctor Juan Carlos López. 

3. La Sentencia Confirmatoria de la Corte Suprema 

El 30 de diciembre de 1986 la Corte Suprema confirmó la decisión adoptada por la Cámara Federal. 

Como se señaló antes, al resolver los recursos, el voto de la mayoría -integrada por los ministros José S. Caballero, Augusto C. Belluscio y Carlos S. Fayt- disipó para este caso y para cualquier otro, como el relativo a la ulterior derogación de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, el alcance del llamado principio de la ley más benigna. 

Recordó al respecto que dicha preferencia por la ley más favorable al imputado no representa una garantía constitucional sino tan sólo un criterio del legislador en cuanto a la configuración de derechos subjetivos concretos que está a su cargo mantener o derogar, agregando que cuando se trata de situaciones extraordinarias, temporarias o concluidas, es válido para el legislador apartarse de los principios generales del código penal relativos a la validez temporal de las leyes. 

Estableció también que al derogarse la autoamnistía no se dictó una ley posterior al hecho del proceso, lo cual implicaría aplicación retroactiva de la ley penal, prohibida por el artículo 18 de la constitución. Lo que se derogó, dice la Corte, fue una norma que excusaba hechos ilícitos anteriores, plenamente incriminados al tiempo de su comisión -por el código penal de 1921 y sus reformas todas anteriores a la norma excusatoria-. De tal modo, añadía, la derogación de la autoamnistía, restablecía el sistema vigente al tiempo de la comisión de los delitos. 

Explicó asimismo que la similar jerarquía de las normas en juego permitía que la cuestión quedara expresamente resuelta por la ley posterior, desde que el principio de la ley más benigna no es sino un criterio fundado en la conveniencia, que puede quedar de lado cuando concurran circunstancias que así lo determinen. 

En su voto el ministro Dr. Belluscio señaló que la derogación de la autoamnistía tampoco implicaba violar el principio de la cosa juzgada, desde que ésta, como todas las instituciones legales, debe organizarse sobre bases compatibles con los derechos y garantías constitucionales, por lo que se han reconocido múltiples excepciones al principio de la inmutabilidad de las sentencias judiciales, dado que los motivos que la inspiran no son absolutos y deben ceder frente a la necesidad de afirmar otros valores jurídicos de raigambre constitucional. 
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"Sacrilegios pequeños se castigan;
los grandes en los triunfos se coronan,
y tienen por blasón que se los digan.
Lido robó una choza, y le aprisionan;
Menandro un reino, y su maldad obligan
con nuevas dignidades que le abonan.
Francisco de Quevedo y Villegas, 

"Un Delito Igual se Reputa Desigual
si son diferentes los sujetos que
le cometen y aun los delitos
desiguales".
Soneto 


"Nuestra Comisión no fue instituida para juzgar, pues para eso están los tribunales, sino para indagar la suerte de los desaparecidos en el curso de esos años aciagos de la vida nacional. Pero, después de haber recibido varios miles de declaraciones y testimonios, de haber verificado o determinado la existencia de cientos de lugares clandestinos de detención y de acumular más de cincuenta mil páginas documentales, tenemos la certidumbre de que la dictadura militar produjo la m s grande tragedia de nuestra historia, y la más salvaje. Y, si bien debemos esperar de la justicia la palabra definitiva, no podemos callar ante lo que hemos oído, leído y registrado todo lo cual va mucho más allá de lo que pueda considerarse como delictivo para alcanzar la tenebrosa categoría de los crímenes de lesa humanidad". 

Esto decía el prólogo de NUNCA MAS. Pero la palabra definitiva de la justicia nunca llegaría con plenitud, y aun la fracción alcanzada sería borrada por los indultos. Fue sustituida por la impunidad, con sus caminos, sus medios, sus protagonistas, su retórica penosa. 

La cultura de la impunidad en la Argentina contemporánea tuvo con el Punto Final y la Obediencia Debida sus etapas y avances; con los indultos su coronación. 

1. La Ley de Punto Final 

No le sorprendía a Armando Vidal, redactor de Clarín, que el justicialismo fuera el impulsor en febrero de 1998, de un debate sobre la derogación de las leyes de impunidad y que el Poder Ejecutivo las hubiera incluido este tema entre los asuntos a tratar en las sesiones extraordinarias sin pedido de la oposición. ES LO MISMO, dice, QUE HIZO EN 1986 Y 1987 cuando colaboró con la sanción de esas normas, mientras decía que se oponía y realizaba manifestaciones callejeras en contra (7) . 

Los hechos que apunta son éstos: 

Hacia principios de diciembre del primero de esos dos últimos años, el presidente Alfonsín anunció un proyecto que emplazaba abruptamente la presentación de denuncias por infracción de los derechos humanos. Establecía un plazo verdaderamente angustioso de 30 días, que luego el congreso amplió a 60, extinguido el cual caducaba el derecho a reclamar justicia. 

Contra la tendencia universal en materia de crímenes contra la humanidad, que sostiene la imprescriptibilidad absoluta de la potestad represiva del Estado y de los particulares afectados, el gobierno radical la reducía a solo días, lo cual equivale al tiempo de prescripción de delitos castigados sólo por inhabilitación temporal. 

El publico, percibiendo el sentido último del intento, calificó al proyecto como de Punto Final. Fue remitido, curiosamente, al Senado, donde el gobierno no tenía mayoría y cuyo supuesto obstruccionismo daba lugar a quejas amargas; no a la Cámara de Diputados donde la UCR era mayoría de 128 sobre un total de 254. 

En el Senado, donde había 18 radicales, 21 justicialistas y 6 provinciales, la estrategia del presidente se basó en una negociación con el senador peronista por Catamarca, Vicente Saadi, jefe de uno de los dos bloques en que se dividía el justicialismo; negociación secreta que tomó por sorpresa al propio jefe de la bancada senatorial de los radicales, Antonio Nápoli. 

El grupo de Vicente Saadi colaboró con la formación de QUORUM y participó del debate, al tiempo que el sector del senador por Jujuy, Humberto Martiarena, no intervino en señal de rechazo del proyecto pero tampoco denunció "la componenda política que involucraba a Saadi, con quien el ministro del Interior, Enrique Nosiglia, tenía una excelente relación" (8) . ó El día 22 de diciembre de 1986 se votó en el Senado. Hubo veinticinco votos a favor del Punto final y diez en contra. Hacía tres años, el mismo día 22, se había votado, la derogación de la autoamnistía. Lejos habían quedado aquellos fervores pro derechos humanos de que antes hemos dado cuenta a propósito de la dictadura militar en estado de fuga. 

Al día siguiente la ley se aprobó en el la Cámara de Diputados. "No hubo controversia porque el PJ dividido en tres bloques, colaboró con Cesar Jaroslavsky, conductor de la bancada radical. El bloque de los renovadores, que piloteaba José Luis Manzano, colaboró NO FORMANDO PARTE DE LA SESIÓN para que la UCR pudiera obtener los dos tercios imprescindibles al efecto de tratar sobre tablas el proyecto, que hubiera demandado por lo menos quince días de haber sido remitido a las comisiones involucradas.. 'No queremos convalidar con nuestra presencia una amnistía' declaraba Manzano, mientras lograba que SE CONCRETASE LO CONTRARIO" (9). 

También contribuyó el reducido grupo que dirigía el inolvidable Herminio Iglesias, quien acompañó la estrategia radical del mismo modo que diputados liderados por el sindicalista Diego Ibañez. 

No todos los radicales se alinearon detrás de Jarovlasky. Horas antes, dice la crónica, el presidente Alfonsín, había convencido al diputado Federico Storani, quien votó favorablemente, pero no así su hermano Conrado Storani (h), quien junto con los diputados Roberto Sanmartino, Ramón Dusol y Hugo Puicill rehusaron su asentimiento. 

"En el Senado todos votaron a favor. Pero varios radicales salieron a dar explicaciones sobre un comportamiento que consideraban VERGONZANTE. Muchos de ellos reconocieron que el Punto Final no era la expresión, de una fortaleza política, sino de una debilidad, y sospecharon que se transformaría, a la postre, en el símbolo del 'repliegue' qrave había iniciado la UCR". Tal lo que refiere una crónica periodística (10) 

"Si no me apoyan en el Congreso, renunció", habría dicho, según la misma fuente, el presidente Alfonsín a un diputado de su partido. Era en ese diciembre de 1986 cuando el gobierno temía la resistencia de los legisladores oficialistas para aprobar la Ley de Punto Final. Los legisladores radicales, mayoritariamente, como hemos visto, lo apoyaron y en un mes el proyecto se transformó en la ley 23.492. 

Era un texto pensado para descomprimir la presión de los militares que se negaban a ser juzgados por las violaciones a los derechos humanos. El gobierno radical empezaba a ser víctima de su irresolución de 1984, cuando pudo haber llevado a cabo la profunda transformación de las fuerzas armadas que el CEMIDA, el prestigioso agrupamiento de los militares democráticos le propuso articulada en un plan coherente e integral. 

La ley 23.494 fue peor remedio que la imaginaria enfermedad. Al establecer un plazo de 60 días para la prescripción de las causas penales de los militares acusados de asesinar, torturar, secuestrar y robar niños y bienes, durante los años del Tiempo Canalla (11), produjo varios efectos negativos. 

Por un lado, emergía el ridículo de reducir al insignificante plazo de dos meses la prescripción liberatoria por los delitos más graves el código penal. No solo eso, en sí mismo inexplicable. También contradecía la tendencia universal que es la de la IMPRESCRIPTIBILIDAD absoluta de los crímenes contra la humanidad, crímenes contra la paz y crímenes de guerra. Creaba un absurdo privilegio para los autores de delitos atroces. El gobierno acrecentaba la pérdida de respetabilidad que su política económica, por otra parte, suscitaba. 

Por otra parte, sugería a los militares del nuevo golpismo -un cripto golpismo que no osaba decir su nombre- la facilidad con que se le podían arrancar ventajas, lo que luego, en unos meses más, ocurriría de manera mayúscula. 

Finalmente, en vez de reducir el caudal de acusaciones contra los militares, el tiempo de prescripción, miserablemente breve, obligó a las instituciones de derechos humanos y a los particulares víctimas de esos delitos, a una rápida y concentrada actividad. Así, enseguida hubo más de nuevas 300 causas contra represores. 

2. El Debate en el Senado 

El 18 de diciembre de 1986 los senadores Antonio O. Nápoli, Jorge D. Solana, Leopoldo Bravo, Manuel D. Vidal, Gabriel Feris, Antonio t. Berhongaray y Hector J. Velázquez se dirigieron al presidente del Senado, Victor Martinez, pidiendole una sesión especial para tratar el proyecto del Poder Ejecutivo disponiendo la extinción de la acción penal, esto es la prescripción, la imposibilidad de acusar y procesar, vencido determinado lapso, contra miembros de las fuerzas armadas, se seguridad, policiales y penitenciarias por delitos cometidos en el marco de la represión contra la subversión. El mismo día el presidente del Senado hizo la convocatoria respectiva para el 22 de diciembre. 

El senador Berhongaray rompió el fuego escudándose con esta fórmula de REAL POLITIK que hubiera tal vez merecido una benigna sonrisa del príncipe Bismarck: "Toda ley obedece a un proyecto político y a un modo de analizar las circunstancias no sólo teóricas sino fundamentalmente prácticas, en relación con las ecuaciones de espacio, tiempo y lugar". La practicidad y lo circunstancial empezaba a ejercer primacía en el pensamiento gubernamental. Es otra concepción diversa de la que en el debate sobre la obediencia debida, otro legislador radical, el diputado Stolkiner, unos meses después expondría ("... yo prefiero decir, con los discípulos de Santo Tomás, que el derecho tiene que ser justo y bueno; o, con Jellinek, que la circunferencia del derecho encierra círculos de moral y de equidad para que el derecho sea justo".). Cuando después de referir matanzas impunes, y otras no tanto, de un pasado relativamente reciente, cuando ya llevaba empleadas unas 5600 palabras, es decir 14 columnas del diario de sesiones, fue interrumpido con una notable manifestación de buenas maneras y eufemismo parlamentario: 

"Sr. Solana.- ¿Me permite una interrupción, para que además sirva de recreo? Sr. Berhongaray.- Sí, señor senador. Sr. Solana.- Debo decir que estoy escuchando con mucha atención y hasta diría que con admiración la pirotecnia verbal del señor senador por La Pampa, pero después de esta reseña histórica tan atrayente e ilustrativa, le ruego muy cordialmente que empecemos a tratar el proyecto que motiva esta reunión del Senado". 

Hacia el final el senador Berhongaray dijo: "Esta ética de la responsabilidad nos indica que no tenemos que escamotearle a la verdad ni a la realidad, que debemos asumir las cosas como son, sin claudicar en los principios. Por eso, los que están presos seguirán presos; continuarán las causas de los que est n procesados; durante sesenta días m s todos los ciudadanos de la República tendrán la posibilidad de ir a los tribunales que quieran a hacer las denuncias que estimen pertinentes", y enseguida: "No vamos a amnistiar ningún delito; no vamos a permitir que la justicia deje de actuar...Las causas en todos los delitos atroces y aberrantes que se han cometido en la República, respecto de los cuales hay imputados y procesados seguir n adelante. No se confundan...". En este punto el diario de sesiones marca que se arrojaban volantes desde las galerías, donde había manifestaciones. 

Inmediatamente después se produjo la intervención del senador por San Luis, Sr. Rodríguez Sá :"...nos llama la atención que el discurso del miembro informante de la mayoría (el senador Berhongaray) pretenda que...esta ley, que es una amnistía de privilegio...es una suerte de culminación de un proceso de defensa de los derechos humanos y contra la violación de los mismos, cuando nosotros en realidad creemos y estamos convencidos de que se trata de un retroceso en esa defensa de los derechos humanos...El señor senador Berhongaray se refirió a la prescripción y sabemos que ésta en términos jurídicos significa la extinción de un derecho por un largo transcurso del tiempo. Y aquí, en este caso, no existe largo, ya que prácticamente no hay tiempo". Luego dijo: "La reconciliación tiene como fundamento la justicia y la virtud...la reconciliación nacional sólo podrá lograrse con una política clara acerca de cómo deben reprimirse los excesos en la lucha contra la subversión; una política clara que devuelva y mantenga la esperanza de nuestro pueblo en la justicia y en los poderes del Estado". 

El senador Sapag, por Neuquén, dijo: "Este proyecto de ley aporta una solución aparente para los cuadros castrenses, pero no ataca el mal en su conjunto...La única posibilidad cierta de beneficio debe recaer en la búsqueda de la verdadera reconciliación nacional. Ello ser posible en la medida en que la justicia, solamente la justicia, determine la culpabilidad o la inocencia de los involucrados". 

El senador Solana, también por Neuquén, llamó la atención sobre un aspecto interesante de la iniciativa: "La equiparación que se hace en el proyecto para excluir a los civiles como posibles responsables, como posibles autores o encubridores de crímenes atroces, tiene un propósito manifiesto: buscar un argumento artificioso para eludir la tacha de inconstitucionalidad que resulta de encuadrar al personal militar en un fuero estrictamente personal. Se trata de un artificio de peligrosas consecuencias, que también altera y lesiona la garantía constitucional de igualdad ante la ley. Mientras un delincuente común, del que se sospecha como autor de delitos tan graves como puede ser un homicidio con alevosía o ensañamiento o un secuestro seguido de muerte, est expuesto a acción penal que prescribe a los 15 años, quienes hayan actuado en la comisión de los mismos hechos en forma personal o directa o como auxiliares directos o encubridores de militares, los médicos asistentes de los torturadores o encubridores de asesinos, los integrantes de cuerpos parapoliciales o paramilitares autores de secuestros seguidos de muerte, quedarán exceptuados de responsabilidad penal a los 60 días de la vigencia de la ley que se pretende sancionar." 

El senador por Santa Fe, Sr. Rubeo, advirtió que el proyecto merecía "el rechazo de la sociedad...se ha visto reflejado en una oleada de críticas surgidas desde los sectores más dispares de la comunidad...Del lado de las fuerzas armadas el perjuicio que se causa es mayor que el beneficio que se intenta. La institución como tal emerge necesitando indulgencia y sus miembros en búsqueda de un perdón legalizado". 

El senador por Salta, Sr. Romero, empezó de un modo frontal:"...asistimos los argentinos, no sin sorpresa y podría decirse que con cierto estupor, al tratamiento de este proyecto de ley emanado del Poder Ejecutivo, que constituye una contradicción y un retroceso manifiesto con respecto al compromiso adquirido ante el pueblo durante la campaña electoral de 1983 al presentarse como garante del esclarecimiento y castigo de las violaciones a los derechos humanos cometidas durante la dictadura militar...Este proyecto de ley que se propone parece ser más el resultado de una presión que la consecuencia de un designio deliberado, consciente y libremente resuelto por el mando político de la Nación para la reconciliar y llevar la paz a la familia argentina...sería situarse en el limbo si se creyera que acá están en juego apenas cuestiones abstractas. El proyecto oficial forma parte, tal como surge ostensiblemente, de una negociación en la que las prestaciones y contraprestaciones han quedado medidas al milímetro...Lo esencial de este contrato, del que el proyecto de punto final o de amnistía encubierta que nos ocupa en este recinto es consecuencia lógica...consiste en reconocer la personería del reaparecido o, si se quiere subsistente partido militar para fijar bilateralmente con el Poder Ejecutivo los limites del precio que habría de pagar como secuela de la llamada guerra sucia...nada de lo que aquí digamos torcerá el juicio de nuestro pueblo acerca de lo que está pasando. Y ese juicio dice que aquí se están tomando decisiones de gobierno impuestas por el temor, la fuerza o por la amenaza de usarla". 

El senador por Catamarca, Sr. Amoedo, dijo:"...repito las palabras del Sumo Pontífice:...'No puede haber conciliación si no hay arrepentimiento y una sanción de la justicia'. esto ha sido repetido por verdaderos baluartes de la defensa de los derechos humanos en la Iglesia Católica, como los obispos de Nevares, de Nuequén, y Hesayne, de Viedma...todos queremos la reconciliación. Pero pensamos que no se puede hacer al margen de la constitución, que en su artículo 16 deja claramente establecido el principio de la igualdad ante la ley, y que el proyecto en discusión lo viola". 

El senador Salim, por Santiago del Estero, adelantó su voto favorable con una importante reserva:"...esta norma en ciernes carece de grandeza". 

El senador Trilla, por la Capital Federal, negó que fuera "cierto que el radicalismo claudique de sus propios programas y de su concepción de la ética en la política...La decisión final partir siempre de la justicia y deber ser acatada...No hay amnistía y lo saben quienes asisten a este debate porque eso significa que mañana estarían en la calle todos aquellos que no deben estarlo". 

El senador Brasesco, de Entre Ríos, fundó su voto favorable a la reducción a sesenta días de la prescripción de delitos atroces y aberrantes "porque a través de la paz en el espíritu de los hombres y del pueblo en general vamos creando condiciones de amor para el hombre con sus semejantes; vamos instaurando concepciones claras y concretas de la libertad como bien supremo del ser humano. 

Vamos coadyuvando a la armonía del hombre consigo mismo y con el mundo que lo rodea, dentro de lo que podemos denominar macro y microcosmos, a la vez que vamos concretando la salida espiritual de nuestro pueblo. Por supuesto todo esto tiende a su armonización espiritual". 

El senador Sánchez, por La Rioja, hizo una propuesta original, y cuya ejecución pudo haber cambiado quizás el curso de ese segmento de la historia argentina. Es curioso que haya que calificarla de original, siendo que sólo se trataba de consultar al pueblo. Pero de hecho era tan original, como que fue rápidamente desechada. Formuló esta pregunta, que tal vez no fue retórica en su intención pero que al cabo de los años va resultando más definidamente tal:"...me pregunto por qué el gobierno no articuló una mecánica plebiscitaria para consultar a todo el país la opinión luego del esclarecimiento debido de esta iniciativa. Creo que es necesaria la activa participación de todos los ciudadanos que de una u otra manera soportaron el flagelo de la dictadura, y también para que nos pongamos de acuerdo sobre todos aquellos que colaboraron con la dictadura militar, con aquellos que ocuparon las satrapías que la dictadura asignaba. ¿Acaso no se escapan aquellos que nos llevaron a una deuda monstruosa que nunca terminaremos de pagar mientras sigamos en las actuales condiciones? Se trató de investigar. ¿Dónde está la investigación de la Italo? ¿Dónde está la investigación del Senado que languideció por razones formales y no de fondo? ¿O es que a todos esos civiles que han ayudado, que han convalidado con su presencia los estratos gubernativos no les alcanza la culpa del genocidio? Por esa razón, señor presidente, porque aquí todo se dijo, voy a proponer basado en el artículo 120 del reglamento, una moción de orden cuando todos los señores senadores hayan hecho uso de la palabra, en el sentido de pasar a un cuarto intermedio de media hora para elaborar un proyecto de comunicación conjunto a fin de instar al Poder Ejecutivo a que convoque a un plebiscito, que puede versar sobre distintos puntos: que la justicia resuelva todas las causas vinculadas con la violación de los derechos humanos; que opine sobre el proyecto tal cual fue remitido por el Poder ejecutivo, si dicho proyecto debe ser puesto a consideración con las modificaciones del dictamen de la mayoría; que opine el pueblo de la República sobre la amnistía para todos los que no se encuentran procesados, condenados ni prófugos a la fecha de la realización de la consultar y que no hubieran cometido delitos aberrantes o con fines de lucro, o que opine sobre la prescripción de la acción penal, reduciendo en un cincuenta por ciento la que prevé el artículo 62 del código penal, o sea reducir el tiempo de prescripción a la mitad, excepto para los delitos aberrantes o cometidos con fines de lucro. Si se lo desea, este plebiscito puede ser organizado dentro del lapso que se prevé a través de este proyecto para dar finalizadas las acciones. Por eso, señor presidente, y anticipando mi voto negativo, como una sincera cuestión de conciencia, propongo esta salida a través de la consulta popular, método que en otra oportunidad fue utilizado por el gobierno". 

Hacia el final del debate el senador Sánchez insistió con su moción de orden. Mereció algunas vacilaciones procedimentales de parte de la presidencia, y cuando no hubo otra posibilidad que someterla a consideración se produjo este intercambio: "Sr. Presidente.- Se va a votar la moción del señor senador por La Rioja. Sr. Nápoli.- He solicitado la palabra para expresar que nuestro bloque no va a apoyar el pedido de cuarto intermedio solicitado por el señor senador por La Rioja. Sr. Presidente.- Se va a votar la moción del señor senador por La Rioja. La votación resulta negativa". 

Imaginemos por un momento que la consulta popular propuesta hubiera tenido lugar. Todos los partidos, por coherencia con sus bases, sus dichos públicos, y en algunos casos sus convicciones profundas, hubieran hecho campaña por el sí, esto es por la culminación del enjuiciamiento del genocidio sin subterfugios, trampas ni cortapisas. Solo hubieran aconsejado el no, la UCEDE, los bloquistas de San Juan y los autonomistas de Corrientes, conforme a la posición que adoptaron en ambas cámaras del congreso. El resultado hubiera sido, razonablemente, de un muy abultado pronunciamiento en pro de la justicia lisa y llana, al menos como se había planteado en 1984. En estas condiciones, los ulteriores presiones y sucesos, como los de Semana Santa, no hubieran ocurrido, o de haber ocurrido, hubieran tenido un transfondo aun más nítido de levantamiento contra la voluntad popular. Esto los habría descalificado a un punto tal de tornar impracticable e incompatible toda actitud declinante y toda vocación conciliadora. Esa parte de la historia pudo ser diferente. 

No es exacto Armando Vidal (12) cuando dice "...la votación fue realizada el 22 de diciembre de 1986, el mismo día en que se cumplían tres años de la sanción en esa misma cámara de la derogación de la ley de autoamnistía, una coincidencia que esa tarde nadie recordó en el Senado". No fue así. 

El otro senador por La Rioja, empezó su discurso precisamente con esa previsible memoración:"Señor presidente, hace hoy exactamente tres años que en este mismo recinto hemos tratando un proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, por el que se declaraba inconstitucional e inexistente la ley denominada de autoamnistía, que había sancionado el gobierno militar. Es destino ha querido que, justamente, en este mismo día, al cumplir su tercer aniversario, estemos tratando aquí una materia similar. Estamos considerando un proyecto que posibilita que cierto tipo de delitos cometidos durante un período del país quede sin sanción. ¡Cómo ha cambiado, señor presidente, la situación respecto de lo que se vivió en aquella histórica sesión...Parece, señor presidente, que estamos retrocediendo en algunos conceptos. Ayer hablábamos de no olvidar el pasado, del castigo, y de la aplicación de la justicia. En alguna medida hoy estamos queriendo olvidar eso, queriendo pasar por arriba de esas sabias palabras pronunciadas en aquel momento, que todos compartimos, aplaudimos y valoramos en su justo término". 

Inmediatamente, el senador Eduardo Menemáse aplicó a analizar argumento por argumento, el mensaje del Poder Ejecutivo. Este decía que la clandestinidad con que se impartieron y ejecutaron las órdenes genocidas tornaba difícil el esclarecimiento de la verdad. A lo cual replicaba: "Esta es la primera contradicción que encuentro. Si existió clandestinidad, no debemos acortar los plazos de investigación, sino alargarlos. El plazo establecido de sesenta días para culminar todas las investigaciones es angustioso." 

Otra de las razones del mensaje ejecutivo se refería al riesgo de que sufrieran incertidumbre quienes habrían obrado dentro de la legalidad en la represión. Sobre lo cual, contestaba: "¿Qué incertidumbre puede tener el hombre de las fuerzas armadas que ha reprimido dentro de la ley y cumpliendo órdenes de servicio que no salían del marco jurídico? La incertidumbre...la puede tener aquel que realmente ha obrado fuera de la ley, aquel que ha obrado en la clandestinidad, aquel que ha violado los elementales derechos humanos, que ha dado motivo a toda esta negra historia de la tiranía...Por otro lado,...¿en qué consiste ese estado de incertidumbre que es objetado como un estado que debe cesar de inmediato? ¿Consiste en que el día de mañana puedan ser llamados por la justicia? ¿Por qué tanto temor a la justicia? Todo ciudadano puede ser citado ante la justicia, ante los jueces de la constitución, ante los jueces a los que este Senado ha dado el acuerdo, para ser sometido a un debido proceso legal". 

También el mensaje justicatorio del proyecto de ley sobre punto final aducía la necesidad de aventar el estado de sospecha indiscriminada proyectado sobre las fuerzas armadas. Argumento que era respondido de este modo:"...se está pasando por alto otro principio liminar de nuestra constitución, que es el del estado de inocencia, llamado también de presunción de la inocencia, que está consagrado en su artículo 18. Nadie puede ser considerado culpable mientras no haya sentencia condenatoria firme dictada por el juez natural competente. Entonces, frente a ese estado de inocencia, ¿qué valor tiene el estado de sospecha? El estado de inocencia...es aquel que no necesita ser construido, sino que aquel que lo ataque debe destruirlo...Durante el proceso el imputado goza de ese estado de inocencia que solo podrá ser modificado por sentencia firme que declare su culpabilidad". 

Asimismo, el mensaje decía era razonable crear una garantía de la pronta realización de los procesos. El senador Menem contestaba:"...este proyecto...¿qué garantía de pronta terminación de los procesos puede implicar? Directamente impide o coarta la realización de los procesos porque establece un plazo angustioso dentro del cual si no ha sido citado a declarar el imputado, ya no se le puede hacer proceso más adelante. Entonces que no se nos venga a decir que se est garantizando la pronta terminación de los procesos. Directamente se est consagrando la no realización de los mismos porque en un plazo tan breve es muy difícil que pueda concretarse toda la etapa procesal prevista en el proyecto de ley". 

A la invocación de la concordia colectiva, también mentada por el mensaje fundante del proyecto, respondía: "Se invoca la reconciliación nacional y la paz social como fundamento de la ley y lo único que ella ha conseguido, hasta este momento...es caldear los espíritus; crear un estado de intranquilidad social. Seríamos ciegos y sordos si no advirtiéramos el clamor que se ha levantado en el pueblo argentino frente a este proyecto de ley...lejos de traer la reconciliación nacional ha originado intranquilidad social. Está levantando nuevos resentimientos, reabriendo heridas que se estaban cerrando". 

Más adelante, el Poder Ejecutivo enfatizaba la reconciliación sobre la base de verdad y la justicia. Lo cual merecía esta pregunta:"...¿cómo se puede hablar de reconciliarnos sobre la base de la verdad y la justicia, si lo que se está coartando con este proyecto de ley es que se investigue la verdad? El objeto del proceso penal, al cual nadie le debe temer es, precisamente, el establecer y determinar la verdad real". 

Finalmente, como se argüía invocando el largo tiempo insumido por los procesos, el senador Menem contestaba:"...la morosidad de la justicia la soportamos todos los argentinos. ¿acaso no se dice todos los días que la justicia es lenta? Y, entonces, ¿por qué vamos a privilegiar a un sector de la sociedad diciendo que con respecto a ellos los juicios se tienen que terminar cuanto antes?". 

Antes de la votación el senador Solana pidió la inserción en el diario de sesiones de una documentación que incluía declaraciones del obispo de Neuquén, Jaime de Nevares y del candidato radical a la gobernación, doctor Quesada. 

Producida la votación, la ley de punto final fue aprobada con los votos de los senadores Berhongaray, Brasesco, Bravo Herrera, Bravo, Carrizo, de la Rúa, del Villar, Falsone, Feris, García, Gass, Genoud, Gil y Lafferiere, León, Malharro de Torres, Mauhum, Mazzucco, Nápoli, Otero, Salim, Trilla, Velázquez y Vidal. Votaron por la negativa, los senadores Amoedo, Gurdulich de Correa, Menem, Romero, Rodríguez Saa, Rubeo, Saadi, Sánchez, Sapag y Solana. 

3. El debate entre los Diputados 

El 24 de diciembre de 1986 fue el debate en la Cámara de Diputados. 

El diputado Balbino Zubiri insistió en que "la búsqueda de la reconciliación como base previa e indispensable para la unidad nacional es una responsabilidad común a quienes tenemos que gobernar al país... No quiero que la juventud argentina - aun la que grita contra este proyecto- tenga que vivir lo que nosotros vivimos, ya que hemos perdido nuestros mejores años en la larga noche de duros desencuentros...Sí‚ que a veces -como ha dicho el señor presidente de esta Honorable Cámara- para tener futuro es preferible no tener memoria". Terminó invocando una opinión del doctor Germán J. Bidart Campos, el cual, "sin entrar en el detalle del artículado propuesto", manifestaba que el proyecto no era incompatible con la constitución. 

Haciéndose cargo de la profunda contrariedad que el proyecto levantaba en todo el país, y aun en las propias filas del radicalismo, expresó: "Comprendo a quienes -tal vez con razón- esbozan problemas de conciencia frente a esto. Yo tengo la respuesta para mí; quizás no la tenga para los demás". 

Enseguida intervino el diputado Oscar Alende. Se propuso "un examen pormenorizado de las 'inconductas' que en la materia ha tenido el oficialismo". En ese marco señaló: "Las instrucciones del 25 de abril del corriente año -a pesar de que ha finalizado el período ordinario de sesiones, todavía estamos esperando alguna información al respecto- implican una amnistía encubierta. Ahí también hubo amnistía encubierta enderezada al punto final que hoy se trata en forma descarnada y pública, tirando al canasto las promesas hechas por oficialismo y las propuestas de verdad y justicia formuladas por todos los partidos populares. Se modificó totalmente el concepto de obediencia debida, cambiando el sentido estricto de la ley. El artículo 502 del código de justicia militar establece que en tiempos de paz se promoverá el juicio oral y público, pues su finalidad es imponer una represión inmediata para mantener la moral, la disciplina, y el espíritu militar de las fuerzas armadas. Nada de esto ha ocurrido; nada hicieron los tribunales militares; cayeron bajo el delito de desobediencia que el código castiga en sus artículos 674 y 675 al no cumplir con diligencia la ley votada por ésta Cámara. Ante ello, la Cámara Federal debió asumir el juicio a los comandantes...Las directivas fijaron un nuevo concepto de obediencia debida, distinto del establecido en el artículo 11 de la ley que la Cámara votara, modificando las reglas del proceso en cuanto a la identidad del reo y de la pena, así como también el concepto de cosa juzgada contemplado en la ley de fondo. Pero todo esto, que pierde importancia con este proyecto de punto final que el gobierno y la mayoría pretenden imponer y que seguramente se convertirá en ley; de esta manera vendrá lo que ya se llama punto final y que no hay manera de darle otro nombre". 

El diputado por Santa fe, A.L. Stubrin empezó definiendo la política "como una actividad destinada a diseñar la arquitectura de la sociedad futura, y también la acepción más vulgar, como una artesanía, como un oficio destinado a reunir voluntades para alcanzar ejercicio del poder". Desde esta perspectiva se propuso describir los grupos que se oponían al punto final. "En primer lugar, se encuentran los que lealmente se manifiestan en contra de la medida porque tienen una visión insuficiente desde el punto de vista político, inspirada en la defensa de los derechos humanos. Por propia definición, es una actitud puramente defensiva que no alcanza ni propone alternativas políticas que constituyan por excelencia caminos hacia el futuro, definiciones de proyectos y de arquitectura que se vinculan con lo que pasar mañana y no con la forma en que se resuelve lo que ocurrió ayer. En segundo lugar,...involucrados en forma indiferenciada con los anteriores los pescadores de río revuelto". Y finalmente, "los grupos que también participan en las marchas contra este proyecto de ley y que sin ser políticamente oportunistas sino consecuentes, están protagonizando una actuación directa que inconscientemente se ve facilitada por los primeros y los segundos en aquella clasificación...Por si hiciera falta , voy a nombrar aquí una de las más comunes y frecuentes consignas con las cuales amplios sectores de la juventud están siendo convocados desde hace mucho tiempo para estas marchas que, dicen, est n inspiradas exclusivamente en la defensa de los derechos humanos. Esa consigna es la 'de juicio y castigo a los culpables'. Obsérvese que no se habla de juicio y condena, juicio y sentencia, o juicio o prisión; lo que se busca es el juicio y el castigo. Es decir se detecta el inferior sentimiento de reproducir como un nuevo daño, una nueva ofensa y un nuevo mal, el mal ya ocasionado por estos criminales que actuaron contra la sociedad argentina y contra las víctimas directas de sus violaciones". Finalmente, se refirió a las Madres de Plaza de Mayo: "He leído en la crónica periodística el incidente provocado en el recinto del Honorable Senado de la Nación por una de las organizaciones defensoras de los derechos humanos más reconocidas del país...En una de las obras de Esquilo se habla de las Erinias, que son las madres de los soldados muertos en la Guerra de Troya. También se las conoce como las Furias, porque tienen ese carácter y se dedican en la vida de la ciudad a impedir la concertación de la paz, como forma de perpetuar - por lo menos en su memoria- a sus hijos desaparecidos en la guerra. Pasado el tiempo y por intercesión de los dioses, estos mismos personajes reaparecen en otras obras bajo un nuevo nombre: las Euménides; no sólo reaparecen con un nuevo nombre sino también como un nuevo carácter y actitud, ya que se reincorporan a la ciudad, actúan en ella, son útiles, plantean la conciliación de los espíritus y, en definitiva, ayudan a la paz y a la prosperidad de la ciudad griega...Este proceso de transformación de las Erinias en Euménides...constituye una gran esperanza y genera una inmensa expectativa para que el desenlace que tuvo esta tremenda pasión humana despertada por la muerte de los hijos en la antigua Grecia o en la mitología griega, se reitere en nuestro país, en la Argentina de esta democracia renacida". 

Cualesquiera fuera el acierto del paralelismo, fue claro, y es claro, que las diversas consagraciones de caminos de impunidad, en nada podían atenuar la indignación y el rechazo de las Madres de Plaza de Mayo y de los diversos organismos de derechos humanos a esta política de retroceso en la materia. 

Por razones diferentes a las de los otros partidos de oposición el diputado Alvaro Alsogaray manifiesto su discrepancia de este modo: "En la forma proyectada, ese punto final puede dar lugar a dos consecuencias que, interrelacionadas, son absolutamente intolerables y por lo tanto determinan que el proyecto deba rechazarse de antemano. Esas dos consecuencias son: la primera, que quedan exculpados autores de verdaderos excesos y actos aberrantes por el solo hecho de no haber sido denunciados a tiempo. La segunda, que inversamente quede convalidado todo el proceso de revisión de la guerra antisubversiva que afecta precisamente a quienes lucharon con éxito contra la subversión, haciendo posible el establecimiento de la democracia". 

Luego, refiriéndose a Alfredo Astiz dijo: "Este oficial - con riesgo de su vida- se infiltra en células terroristas y descubre a varios de sus integrantes, razón por la cual en el juicio le gritan "Judas". 

Es inevitable llamar la atención que lo que se le reprocha a Astiz no es haberse infiltrado en un célula terrorista sino en un grupo de desesperados e indefensos madres y padres de desaparecidos, acompañados por dos religiosas, de origen francés, por cuyo homicidio la justicia de Francia lo ha condenado de por vida. Es altamente improbable que pueda verse en su conducta, como luego dijo el diputado por la Capital, "un acto de arrojo y coraje". Más bien, fue uno de los puntos altos de la abyección practicada durante la dictadura militar. 

Después el diputado demócrata cristiano Augusto Comte, manifestó que el punto final integraba una parte sustancial de una política "que no está dispuesta a enfrentar totalmente la trágica herencia del proceso. Esta actitud política queda revelada por el tratamiento de los cuatro problemas principales que se han planteado en el país. Me refiero a una respuesta a los derechos humanos fundada en las instituciones, a la profunda recomposición de las fuerzas armadas, al tratamiento del inmenso gravamen constituido por la deuda externa y al manejo de una coyuntura económica y social en el marco de la justicia". Agregó: "Miles y miles de argentinos, por medio de múltiples formas de ocultamiento, se han convertido en fantasmas que demandan a nuestra sociedad, pero de cuyos paraderos nadie da razón, salvo en aquellos casos que se han podido esclarecer merced al testimonio de quienes pudieron escapar de esos campos de concentración...Estos son los hechos sobre los que vamos a detener la acción de la justicia". 

Concluyó diciendo: "Este proyecto constituye una burla al esfuerzo de la comunidad toda en las búsqueda de la verdad y en el seguimiento confiado del camino de la ley y la justicia". 

El diputado Natale, por Santa Fe, opinó así: "Se afirmó aquí por parte de la mayoría la necesidad de asegurar el valor paz. Tres años atrás se afirmaba la necesidad de afirmar el valor justicia. No son contradictorias la paz y la justicia sino que, por el contrario, una es requisito de la otra: no hay paz sin justicia, pero tampoco hay justicia sin paz. En esa inteligencia, ante un proyecto que trata de encontrar caminos y cuya hermenéutica jurídica bucea en contradicciones de distinto tipo, y ante un clima que evidentemente sigue imperando en el espíritu de muchos, lealmente entiendo que no se alcanza ese objetivo de paz que se persigue". 

El diputado Pellín, por Neuquén, expresó: "La sociedad política perderá con la sanción de esta iniciativa una gran posibilidad de retorno a la credibilidad, por no preservar y mantener lo que la ley y la constitución prescriben claramente...Hemos creído -y creemos- en el estado de derecho. El menoscabo de esa fe, el arrebato de esa esperanza, es lo que hoy clama la sociedad argentina en las calles de la República...De aquella pedagogía del miedo estamos pasando a la pedagogía del convencionalismo político, son su secuela de incredulidad, lo que constituye una plataforma para la desestabilización del poder constitucional". 

El diputado Miguel Monserrat, por el Partido Intransigente de la provincia de Buenos Aires atacó la iniciativa con estas palabras: "El proyecto en consideración ha sido calificado como una amnistía encubierta pues tiende a crear condiciones de impunidad. Una amnistía debería ser general y amplia y en cambio este es un procedimiento para liberar de responsabilidad a un único sector: me refiero al sector militar que usurpó el poder en 1976. Creemos entonces que hay aquí otros objetivos aparte del señalado de lograr esas condiciones que van a impedir el accionar de la justicia para el esclarecimiento de los hechos y la aplicación de los correspondientes castigos; mantener a las fuerzas armadas sin la necesaria depuración, en la retaguardia del poder, como reaseguro de un sistema dependiente que casi todos los sectores de esta Honorable Cámara hemos condenado y rechazado reiteradamente. Ello es así pues las fuerzas armadas no han abjurado de su identificación con la doctrina de la seguridad nacional; por el contrario, repetidamente han aprovechado actos castrenses o patrióticos para afirmar esa permanente adhesión a tan nefasta doctrina importada. Esto se vincula también con un proyecto de realineamiento detrás de planes hegemónicos del imperialismo, que en esta nueva etapa procura aplicar esa mentada doctrina de la seguridad nacional a través de diversos procedimientos que a diario vemos se desarrollan en nuestro continente: las agresiones directas, las intervenciones en otros Estados, la represión selectiva, las llamadas guerras de baja intensidad, el pretexto de la lucha contra el narcotráfico para introducir tropas en otras naciones, como recientemente ocurriera en Bolivia". 

El diputado Lorenzo Cortese, radical de la provincia de Córdoba se preguntaba: "¿Qué se puede hacer ante la realidad que nos acompaña después de haber transcurrido más de tres años?". Y se contestaba:"...terminar con la sospecha hacia las fuerzas armadas en forma generalizada e inscribir una nueva página en la búsqueda de garantías para la paz de los argentinos". 

El diputado Clérici, de la UCEDE de la provincia de Buenos Aire declaró que "no es por medio de una ley que llegaremos a la reconciliación nacional" y se preguntó, sin mencionar al senador Sánchez que en el Senado había propuesto lo mismo, "si no habría sido más conveniente someter este tema a la consulta del pueblo, ya que sólo podría ser resuelto entre todos y cada uno de los argentinos". 

Los diputados Stolkiner, Jorge Omar Yunes, Ricardo Jesús Cornaglia, Nestor Lino Golpe Montiel, Augusto Cangiano y Juan Bautista Belarrinaga manifestaron que votarían afirmativamente, por disciplina partidaria, a pesar de mantener reservas "desde el punto de vista constitucional y en lo vinculado con aspectos formales y sustanciales de esta iniciativa". También votó por disciplina partidaria el diputado Sarquis de la Capital Federal. El diputado Díaz, de Santiago del Estero, por tener un hijo desaparecido, se abstuvo de votar porque "ese hecho me priva de la objetividad necesaria para el participar del debate". 

Sobre 144 diputados presentes, 124 votaron favorablemente. Eran los diputados Abdala (L.O.), Abdala (O.T.), Alagia, Albornoz, Alderete, Allegrone de Fonte, Arson, Avalos Azcona, Baglini, Belarrinaga, Bello, Bernasconi, Berri, Bianchi, Bianchi de Zizzias, Bielocki, Bisciotti, Botta, Brizuela (G.R.), Bulacio, Caferri, Camisar, Canata, Cangiano, Cantor, Capuano, Carrizo, Castiella, Castro, Cavallari, Cornaglia, Cortese, Curótolo, Daud, del Río, Di Cío, Díaz de Aguero, Dimasi, Douglas Rincón, Elizalde, Espionosa, Fugueras, Furque, Gargiulo, Gerarduzzi, Ginzo, Golpe Montiel, Gomez Miranda, Gonzalez (H.E.), Gonzalez (J.V.), Gorostegui, Goti, Guatti, Guzman (H.), Guzmán (M.C.), Horta, Huarte, Iglesias, Villar, Ingaramo, Irigoyen, Jaroslavky, Larcoz, Lema Machado, Lencina, Lépori, Lizurume, Llorens, López, Losada, Lugones, Macedo de Gómez, Magliettti, Marini, Martínez Márquez, Massaccesi, Medina, Milano, Moreau, Mothe, Negri, Nieva, Ortiz, Parente, Peláez, Pera Ocampo, Pérez, Posse, Prone, Puebla, Pupillo, Purita, Ramos, Rapacini, Rauber, Reynoso, Rodr¡guez Artusi, Romano Norri, Ruiz, Salto, Sarquis, Silva (C.O.), Silva (R.P.), Socchi, Soria, Arch, Spina, Srur, Stavale, Stolkiner, Stubrin (A.L.), Stubrin (M.), Suárez, Tello Rosas, Terrille, Ulloa, Usin, Vanossi, Vidal, Yunes, Zaffore, Zavaley, Zingale, Zoccola y Zubiri. 

Votaron por la negativa los diputados Alende, Alsogaray (A.C), Alsogaray (M.J.), Altamirano, Arabolaza, Aramburu, Auyero, Clérici, Conte, Dussol, Monserrat, Natale, Pellín, Piucill, Rabanaque, Sammartino y Storani (C.H.). El diputado por la provincia de Buenos Aires, Federico T.M. Storani aclaró que había votado favorablemente por disciplina partidaria. 

4. La Ley de Obediencia Debida y los Hechos Condicionantes 

La sublevación carapintada de la Semana Santa de 1987 desencadenó, para denostarla y enfrentarla, una de las movilizaciones populares mas enérgicas y admirables de la historia argentina. Ese inmenso caudal de genuinos recursos democráticos resultaron, sin embargo, malversados y malbaratados. De hecho, la sublevación hizo retroceder aun más al gobierno del presidente Alfonsín y lo indujo a querer poner un límite definitivo y amplio a los juicios contra los militares del genocidio. A estos, contrariamente a lo previsto, la ley de Punto Final los había acelerado y multiplicado. 

Apareció de tal modo el proyecto de una ley de Obediencia Debida, que constituya una suerte de SOLUCIÓN FINAL, para repetir una expresión deplorable, del problema militar y de la incapacidad para llevar adelante el juzgamiento de las violaciones de los derechos humanos (13). Desde inicios de la transición, omitida una reforma militar como la propuesta por los oficiales del CEMIDA, la política a militar del gobierno andaba a los tumbos. La reforma del código de justicia militar, unas fracasadas instrucciones a los fiscales para que desactivaran los procesos, y por último la indecorosa ley de Punto Final, habían mostrado su impotencia para "mantener en caja - es decir REDUCIDOS A LAS CÚPULAS DEL PROCESO- los juicios y el castigo por las violaciones a los derechos humanos" (14) 

En la primera quincena de mayo de 1987 el presidente Alfonsín, al tiempo de enviar el proyecto de ley de Obediencia Debida, intentó explicarlo al país diciendo que en la previa Semana Santa, el país había estado "al borde de la guerra civil". La crónica recuerda: "El gobierno actuaba bajo el chantaje de las bayonetas". 

El segmento "renovador" del peronismo, acusado por su ausencia en el debate de la ley de Punto Final, acudió al recinto de la cámara en la discusión de mediados de mayo de 1987. 

El proyecto del Poder ejecutivo beneficiaba a las jerarquías militares de teniente coronel, y similares, hacia abajo. Ni lerdo ni perezoso, el comandante en jefe del ejército, gral. Dante Caridi, lamentó que no se hubiera "avanzado MUCHO más en el nivel de los oficiales superiores". Los radicales le respondieron que no sería movida "ni una coma". Pero en el Senado se introdujo una enmienda, que luego con premura los diputados, el 5 de junio, aprobaron sin chistar. La exoneración de responsabilidad por obediencia debida, fue de este modo mucho más amplia, como quería el gral. Caridi. Incluyó así a los mandos superiores que no hubieran actuado como comandantes en jefe, jefes de zona, o subzona o jefes de fuerzas de seguridad. 

La ley, conforme al proyecto, estableció una presunción SOBRE LA QUE NO SE ADMITÍA PRUEBA EN CONTRARIO, lo que técnicamente se llama una presunción JURIS ET DE JURE, de haber actuado todos los militares, excepto los antes mentados, bajo una irresistible obediencia debida. La tortura, el homicidio y la desaparición forzada de personas, quedaban así definitivamente protegidas por la legislación argentina. 

Poco tiempo después, el 23 de junio del mismo año una sentencia con voto favorable de los ministros de la Corte Suprema, Dres. Carlos S. Fayt, Augusto Belluscio y José Severo Caballero declararon la constitucionalidad de esta ley de impunidad. Por consecuencia, unos 150 oficiales fueron sobreseídos de inmediato, entre los cuales estaban algunos que ya entonces y en los años futuros tendrían sombría celebridad: Alfredo Astiz, el "Tigre" Jorge Acosta y los acusados en la causa de la ESMA. 

5. La Obediencia Debida en la Cámara de Diputados 

El mensaje del Poder Ejecutivo tuvo fecha de 13 de mayo de 1987. Argüía que los juicios contra los oficiales subalternos "dificulta la obtención de los objetivos de paz y unidad que requiere la consolidación de la democracia". Una vez más quería contraponerse a la justicia y a la paz como valores contradictorios, como obstáculos el uno para el otro: suprimiendo, entonces, la justicia, se podría llegar a la paz. Toda la responsabilidad fue de la superioridad genocida, los oficiales jefes y subalternos obraron con una obediencia ciega, que el proyecto define como una presunción ilevantable, sin admitir prueba en contrario. 

El despacho de las comisiones de asuntos constitucionales, de legislación penal y de defensa nacional, contenía un dictamen aprobatorio de la mayoría firmado por los diputados Jorge R. Vanossi, Lorenzo J. Cortese, Balbino P. Zubiri, Ricardo J. Cornaglia, Juan C. Castiella, Guillermo C. Sarquis, Ricardo A. Alagia, José Bielicki, Victorio O. Bisciotti, Guillermo R. Brizuela, Oscar N. Caferri, Nemesio C. Espinosa, María F. Gómez Miranda, Eduardo A. del Río, Jos‚ A. Furque, Jorge L. Horta, Mario A. Gerarduzzi, Mario A. Losada, Roberto O. Irigoyen, Leopoldo R. Moreau, Felix J, Mothe, Próspero Nieva, Osvaldo H. Posse, René Pérez, Jesús Rodriguez, Carlos O. Silva, Carlos G. Spina, Federico T. M.Storani, Lionel A. Suárez, Ricardo A. Terrile, Felipe Zingale. 

En disidencia total firmaban los diputados Oscar E. Alende y Carlos Auyero. En disidencia parcial, María J. Alsogaray, Carlos A. Contreras Gómez y Nicolás A. Garay. Simplemente en disidencia, los diputados Alberto A. Natale y Hugo D. Piucill. 

En la sesión del 15 y 16 de mayo, el primer orador fue el diputado Vanossi, de la UCR. A pesar de la reciente ley de Punto Final, que había reducido a sesenta días el lapso para formular las acusaciones, concentrando de una vez para siempre todos los procesos, lo cual permitía saber definitivamente quien estaba acusado, por qué, y por quién, la argumentación versó en lo principal sobre la necesidad de hacer cesar una incertidumbre y angustia (sic) que pesaría sobre los genocidas: "La ley hace falta porque la alternativa está dada de la siguiente manera: seguir en la incertidumbre y en la situación de angustia - con lo que con ello coopera en las conciencias y las reacciones psicológicas que produce en cadena, como los rumores, murmuraciones, etcétera- o emprender con una herramienta idónea y apta la búsqueda del acierto en el camino de la formulación que perseguimos, que es la reconciliación nacional". 

Y enseguida subrayó:"... la absoluta necesidad de no permanecer prolongado el desasosiego y extendiendo la zozobra, porque tanto el desasosiego como la zozobra, unidas a la incertidumbre sobre inocencias o culpabilidades, arrastrarían cadenas de solidaridades que de una u otra forma llevarían a poner en riesgo al proceso democrático que tan costosamente había sido emprendido como obra solidaria y como empresa vital de todo el pueblo argentino". 

Aunque habían transcurrido solo tres años y meses, lejos se estaba de los fervores justicieros del debate sobre derogación de la innoble autoamnistía. Ahora el énfasis se ponía en la incertidumbre, la angustia y la zozobra, no ya de las familias de los desaparecidos y torturados, sino de los homicidas y torturadores, y de los riesgos de solidaridad entre quienes miraban esas desapariciones y torturas como valiosos cumplimientos del deber. 

Lo siguió, el diputado justicialista por Formosa, Dr. Fappiano, que luego durante el gobierno del presidente Menem fue Procurador General de la Nación. Dijo, entre otras razones, éstas: "Las etapas han sido las siguientes: primero, derogación de la autoamnistía; segundo reforma del código de justicia militar; tercero, instrucciones presidenciales a los fiscales; y cuarto, la ley de punto final, que el bloque de diputados justicialistas renovadores calificó, en su declaración del 23 de diciembre de 1886, como el punto final de la credibilidad radical. Y ahora, nuevamente este tema de la obediencia debida nos tiene atareados". 

Llamó la atención, enseguida, sobre la contradicción en que incurría la mayoría radical, respecto de la opinión sustentada en nombre del bloque, por el diputado Casella, al tiempo de discutir la reforma del código de enjuiciamiento militar, ocasión en la cual el legislador radical por la provincia de Buenos Aires había dicho:"...toda la doctrina y jurisprudencia vigente en materia de obediencia debida y de error insalvable de hecho determinan que en ningún caso podrán ampararse quienes cumplieron órdenes HABENT ATROCITATIS FACINORIS, es decir órdenes que importaban hechos atroces o aberrantes". 

Y se preguntaba el diputado Fappiano: "¿Qué pasó? Toda la jurisprudencia y la doctrina estaban contestes con lo que sancionamos en 1983 según el diputado Casella, pero ahora aparece el procurador general y, escapándose a toda esa doctrina y jurisprudencia, concluye diciendo todo lo contrario. ¿Qué es esto, señor presidente?". 

En efecto, entre los fundamentos del proyecto del Poder Ejecutivo había una mención a un dictamen del Procurador general de la Nación, el Dr. Juan O. Gauna, a la sazón. 

El siguiente orador fue el diputado por la provincia de Buenos Aires, Dr. Oscar Alende: "El proyecto en consideración anula lo que este mismo Congreso votara en su momento, pero no solo se contrapone al espíritu parlamentario en la República Argentina de la nueva democracia sino también a toda nuestra historia y tradición nacional. La iniciativa contiene una amnistía parcial en relación a quienes cometieron gravísimos delitos...Por ello la impunidad, la amnistía parcializada que pretende el proyecto, lejos de establecer la paz social, consagra lo contrario: coloca a la sociedad en peligro y alienta la ejecución y repetición de los hechos...También observamos que mientras nuestro país ratifica la convención Internacional contra la Tortura, con este proyecto se legaliza no solo el homicidio, sino también algo mucho más grave: la piratería de cadáveres, la desaparición de personas. Por ello ponemos especial énfasis en el falso concepto de obediencia debida...En el código de justicia militar la obediencia nunca fue ciega...Creo, incluso, que sentar la presunción de la obediencia ciega es un agravio a esas fuerzas armadas, pues por medio de este proyecto de ley se las pretende colocar en un cuasi estado de impunidad y de inimputabilidad. Se presume que el hombre de armas no sabe dirigir sus acciones o emitir órdenes". 

Después intervino el diputado demócrata cristiano por la provincia de Buenos Aires, Dr. Carlos Auyero. Se refirió a los sucesos de la reciente Semana Santa: "En esa oportunidad el señor presidente de la República dijo una frase quizás de circunstancia debido al momento especial que se vivía:'La casa está en orden'. Todos sabíamos - pueblo y dirigentes- que la casa no estaba en orden; que había que ponerla en orden; para ello era importante la energía popular acumulada en las calles. Sin embargo, hubo un discurso disuasivo y excesivamente optimista al manifestar que la casa estaba en orden. Posteriormente, perdimos cuatro semanas que hubieran podido servir para el consenso, la acumulación de energía y la firmeza para poner la casa en orden. Se celebraron reuniones reservadas, pactos secretos y actuaciones de operadores, ese nuevo nombre de los viejos 'rosqueros'...En aquella oportunidad la gente, no las organizaciones internas de los partidos políticos, como alguien ha dicho, sino la gente con sus familiares concurrió a las plazas de la República, dio al país un ejemplo de paz y coraje. La clase dirigente argentina obtuvo de esa forma una acumulación de energía social que temo -quizás luego lo fundamente mejor- que estemos dilapidando. En esos momentos el presidente no solo dijo 'la casa est en orden' sino que agregó 'felices Pascuas, vuelvan a sus casas, todo está bien'. Con el respeto con que - todos saben- ejerzo en nombre de mi bloque una oposición responsable, creo que allí se intentó que el actor principal de esa gesta, que fue el pueblo, pasara a ser espectador. Las energías políticas que se pusieron en movimiento a raíz de los acontecimientos sucedidos, otra vez eran expropiadas por el gobierno". 

Mas adelante añadió el diputado Auyero: "La utopía que muchas veces mencionamos, no la de los sueños desubicados de una juventud quizás elitista, sino la utopía real y racional supone desplazar las fronteras de lo posible. En ese sentido, debe señalar que cuando el diputado Vanossi dijo: 'ocurrió lo que ocurrió', se estaba resignando a la realidad de lo que aconteció. Nosotros no nos resignamos a saldar ese pasado trazando una línea y dejando inimputables a los protagonistas ignominiosos de la vida nacional". 

Enseguida se refirió al marco político y económico en que se desarrollaba esa crisis de debilidad frente al poder militar: "Lo único que a veces estamos defendiendo es la rutina democrática, muy importante por cierto...pero, ¡cuidado con quedarnos solo en la defensa de las rutinas formales! Yo mismo vi la gente que estuvo en la puerta 8 de Campo de Mayo defendiendo la libertad y la democracia: provenían de barrios carenciados. Ante la ejemplaridad de ese pueblo gritando por la libertad -que quizás es el único bien que le va quedando- tengamos cuidado, pues correremos el riesgo de que se vuelque a la desesperanza y a la incredulidad. Por ello es que tengo la firme convicción de que en la política argentina debemos marcar trazos gruesos que incorporen a la democracia que vivimos los necesarios elementos transformadores, pues con la mera rutina formal corremos el riesgo de que se llegue al cansancio de una rutina democrática que no da solución a los problemas de fondo del país. Me preocupa que el secretario Brodersohn hace poco haya dicho en los Estados Unidos a banqueros y funcionarios americanos que lamentaba que ellos no votaran, porque así habría un mayor apoyo para la acción de gobierno. Deploro que haya funcionarios de gobierno que rindan tal pleitesía, del mismo modo que periodistas como Neustadt y Grondona exalten las privatizaciones como una forma de liquidar el eje central que custodia que el país no sea dependiente (APLAUSOS.). Alguien me dirá que he perdido la oportunidad de ir al programa "Tiempo Nuevo": no me interesa ni me importa, y además casi nunca me han invitado. No alcanzo a comprender ni puedo admitir que con sonrisas estos hombres justifiquen ahora la obediencia debida, amnistía, las privatizaciones y las pretendidas políticas de independencia. Debemos tener presente que lo hacen desde un canal del Estado. Yo defendería la libertad de Neustadt y Grondona a decir lo que quieran donde quieran, pero lo que se me ocurre impensable es que les brindemos el canal estatal para que lo hagan, pues están volcando sobre la sociedad mensajes debilitadores. Esta es la realidad que quiero exponer.(APLAUSOS.)". 

Dicho sea incidentalmente, el Dr. Carlos Auyero murió en 1997 en un canal de televisión, sosteniendo las mismas ideas que expuso en el debate de 1986, cuando el periodista mentado en segundo término se había separado del primero de ellos, creando otro programa orientado a un diferente sector del mercado mediático, con una dirección, si no progresista, al menos neutra, que suponía el abandono o la no insistencia, en lo que Mario E. Burkun, antes citado, llamó "el discurso ideológico privatizador". 

El diputado justicialista, Dr. Torcuato Fino, ocupó luego la atención del recinto, señalando entre otros aspectos, lo siguiente: "En su famoso fallo del 8 de diciembre de 1985, al condenar a los integrantes de las juntas militares, la Cámara Federal aludió a la responsabilidad en la comisión de hechos atroces o aberrantes, y en el considerando 30 dejó abierta la puerta para investigaciones posteriores en el caso de aquellos oficiales que en la cadena de mando hubieran conocido la ilicitud de la orden en virtud de la cual se hubiesen cometido hechos atroces o aberrantes...En esa misma línea de acción en virtud de la cual el poder militar trastocaba el andamiento del poder civil es que aparece ahora el dictamen del procurador general Gauna, que significa el cambio total de la construcción arquitectónica que desde hace muchos años es uno de los pilares fundamentales del derecho, cual es el no permitir ni admitir atropellos, el genocidio y los hechos atroces y aberrantes. Conviene aquí recalcar uno de los puntos principales de ese dictamen del procurador que los diarios han recogido con grandes titulares al señalar que 'no son punibles los militares que cumplieron órdenes'...Me pregunto si ante este contexto y ante los fundamentos de la doctrina Gauna - que sirve de base al presente proyecto- no estamos entrando en un terreno que implique la negación del derecho, algún roce constitucional y, eventualmente, la desprotección de la sociedad civil". 

El entonces diputado Antonio Cafiero, por la provincia de Buenos Aires, y del mismo sector justicialista que el legislador anterior, se pronunció así: "Este proyecto de ley es intrínsecamente ineficaz para alcanzar los fines buscados, es decir, la pacificación nacional. La pacificación de los argentinos, reclama, como componente previo, la asunción de las culpas y el propósito de enmienda de aquellos que son convocados a la reconciliación. La pacificación reclama - fundamentalmente del sector que más tiene que aportar: las fuerzas armadas- la admisión de los hechos producidos durante la represión, el repudio a la metodología perversa que se empleó y el rechazo de la doctrina que los inspiró. esto es algo que fue dicho con palabras muy sentidas por el Episcopado argentino cuando reclamó, precisamente, la reconciliación nacional del conjunto de los argentinos: 'La reconciliación implica el reconocimiento de los propios yerros en toda su gravedad, el arrepentimiento, el propósito firme de no cometerlos más, la reparación del daño causado y la adopción de una conducta totalmente nueva'. De esto se trata... Por eso sostengo que las fuerzas armadas son deudoras de esta sociedad que las quiere reinsertar en un lugar del que nunca debieron salir...El texto de este proyecto de ley se contradice con estos objetivos porque en virtud de su articulado se exime de responsabilidad a oficiales de la fuerzas armadas, de seguridad, policiales y penitenciarias, aun en el caso de que hayan incurrido en crímenes atroces y aberrantes". 

Agregaba el diputado Antonio Cafiero una observación inteligente sobre la discriminación que el art. 2 del proyecto hacía, y finalmente hizo la ley: "Obsérvese que en el art.2do. de este proyecto de ley son excluidos quienes se hayan apropiado de inmuebles en forma extorsiva, pero son beneficiados con la duda de la obediencia debida aquellos que se han apropiado de cuerpos humanos para extorsionarlos a través del secuestro, el tormento, la muerte. Esta situación a mi juicio crea una distinción que marca hasta qué punto la mentalidad capitalista se introduce aun en las leyes más inofensivas o neutras con respecto a estos criterios, cuando privilegia la propiedad inmueble sobre la propiedad del cuerpo humano". 

E inmediatamente añadía: "En la iniciativa se dice que quienes ejecutaron esos actos lo hicieron en virtud de órdenes superiores, sin la facultad de ni posibilidad de inspección, oposición, resistencia...La propia justicia en el fallo de la causa Camps, sostiene que 'no puede admitirse que exista una orden de servicio según la cual los detenidos ilegalmente podrían ser interrogados bajo tormentos, sometidos a regímenes inhumanos de vida mientras se los mantenía clandestinamente en cautiverio, y que otorgó a los cuadros inferiores - no sólo una gran discrecionalidad para privar de la libertad a quienes aparecieran según información de inteligencia como vinculados a la subversión sino también una gran libertad para apreciar el destino final de cada víctima, es decir el ingreso a la situación legal - puesta a disposición del Poder Ejecutivo o de la justicia civil o militar- o simplemente la eliminación física'. Me niego a admitir que en tributo a la obediencia militar nuestras fuerzas armadas puedan convertir al subordinado en un descerebrado incapaz de discernir crímenes tan aberrantes, doblegado por lo que se ha dado en llamar 'coerción irresistible'. Se conocen casos de muchos jefes y oficiales de diversa graduación en las tres armas, que en conocimiento de los métodos disuasivos de los comandos en jefe solicitaron su baja, cosa que sucedió sin que ello las causara ningún inconvenientes de ningún tipo...Simplemente para terminar, voy a referirme a un caso curioso y sugerente que ocurrió en los Estados Unidos en la corte marcial que juzgó a un segundo teniente de la fuerza aérea norteamericana acusado de asesinato de un ciudadano coreano. Ante la excepción de 'obediencia debida' reclamada por este oficial norteamericano, el tribunal militar sostuvo en un largo dictamen un concepto que sintetizo en el párrafo de ese fallo que me voy a permitir leer porque es válido para la presente circunstancia que nos toca vivir. Dice lo siguiente: 'La obediencia de un soldado no es la obediencia de un autómata. Un soldado es un agente razonador. El no responde y no se espera que responsa, como una pieza de maquinaria. Es una falacia de consumo bien difundido que a un soldado se le requiere que realice todo lo que su oficial superior le ordene que haga. Un ejemplo muy simple demostrar a qué‚ extremo absurdo esa teoría puede llevar. Si a cada militar se le requiriera - sin hacer caso de la naturaleza de la orden- obedecer incondicionalmente, un sargento podría ordenar al sargento disparar contra el capitán, el capitán podría ordenar al teniente disparar contra el coronel, y en cada instancia el ejecutor podría ser absuelto de culpa...'... Mis reparos -agregaba Antonio Cafiero- al proyecto que nos ocupa están dirigidos a sus aspectos ético-políticos. Nos oponemos a su sanción porque tenemos la obligación de preservar la conciencia ética de los argentinos". 

Poco después intervino el diputado Bruno, demócrata cristiano de la Capital Federal. Volvió sobre los sucesos de Semana Santa de ese año: "¿Cuál fue el verdadero sentido de la movilización popular de aquellos días? El pueblo se movilizó para defender la democracia, frente a un grupo de insurrectos que la ponían en peligro por un motivo muy particular: porque querían la impunidad para aquellos que legítimamente estaban siendo juzgados por los poderes de la constitución. Este proyecto que lamentablemente se convertirá en ley les está otorgando lo que ellos querían; justamente lo que el pueblo no quería y por lo que se movilizó...Con la sanción de este proyecto estaremos dando impunidad a quienes cometieron delitos aberrantes, y esto es éticamente inaceptable, como también lo es esta nueva tesis de la obediencia ciega que inspiró el dictamen del procurador Gauna...Si hubieran obrado verdaderamente por el principio de la obediencia ciega, en algún momento lo hubieran dicho o en algún momento hubieran expresado sus sentimientos adversos a las órdenes recibidas. Todo lo contrario, basta leer las crónicas de lo que se dice en las misas que organiza FAMUS y basta tener en cuenta el gesto que significó que el Círculo Militar iba a declarar socios honorarios a aquellos militares condenados por haber realizado delitos aberrantes. En ningún momento existió arrepentimiento; en ningún momento hubo en ellos obediencia ciega por el contrario, en todo momento hubo aceptación deliberada de las órdenes que se les impartieron. Por eso es éticamente inaceptable la impunidad que se propugna para ellos, como es éticamente inaceptable e inaplicable en este caso la teoría de la obediencia ciega. También es éticamente inaceptable la enorme confusión en la escala de valores que surge del proyecto en consideración. ¿Cómo puede ser que el artículo 2do. se juzgue como delito el robo o la usurpación de inmuebles y que en cambio se deje libre de pena a quién mato, secuestró, torturó? Más allá de los artilugios legales y de las razones técnicas que puedan esgrimirse, para el común de la gente y para el sentido común permitir semejante cosa resulta poner la escala de valores 'patas para arriba'. Por todo lo dicho podemos afirmar sin temor a equivocarnos que no obstante la técnica y las formalidades de esta iniciativa, se trata de una amnistía que ni siquiera es encubierta, es una amnistía explícita, aunque parcial. Los legisladores del bloque mayoritario no hablan de amnistía ni quieren que se hable de ello. Pero todo el pueblo sabe que es una amnistía". 

El diputado Miguel Monserrat, del Partido Intransigente y de la provincia de Buenos Aires, volvió sobre estos temas: "Por momentos, a lo largo del debate, he tenido la impresión de estar viviendo realmente una pesadilla que jamás hubiéramos podido suponer en los días en que el actual gobierno iniciara su gestión democrática. Baste recordar aquel debate en el que se resolvió disponer la nulidad de la ley de facto que había proclamado la autoamnistía militar. En aquella ocasión escuchamos expresiones que realmente compartimos. Por ejemplo, el diputado Federico Storani dijo en aquella oportunidad que un principio fundamental para establecer la paz duradera en un país es el de la justicia, que no habrá paz en el país sino hay justicia y que para que ella existe no puede haber impunidad para quienes cometieron los más aberrantes crímenes, claramente violatorios de la conciencia universal". 

Y calificando el proyecto del Poder Ejecutivo dijo: "No es una ley; es una sentencia absolutoria...Los antecedentes inmediatos están constituidos por las crisis militar de Semana Santa. Negar la relación que existe entre esa crisis militar, esta situación y el proyecto que discutimos, sería realmente una hipocresía...Creemos que lo que corresponde en este caso es crear los mecanismos institucionales adecuados para organizar al pueblo en la defensa activa de la democracia. Se trata de poner en marcha un programa de reestructuración a fondo de las fuerzas armadas que destierre definitivamente la nefasta, perversa e importada doctrina de la seguridad nacional y de las fronteras ideológicas. Debemos terminar con las hipótesis de conflictos artificiales y plantear con toda claridad que la única hipótesis de conflicto que tiene el país es la usurpación de nuestro territorio por parte de Gran Bretaña en las Islas Malvinas y demás islas del Atlántico Sur y en el mar argentino". Agregó luego: "Para brindar una solución a la cuestión militar es necesario, en primer lugar, depurar a las fuerzas armadas de todos esos elementos que estuvieron comprometidos con las violaciones de los derechos humanos. Si esta iniciativa se aprueba, ni siquiera se podrán individualizar a aquellas personas que, alegando la obediencia debida, han cometido todo tipo de delitos. Ni siquiera pasar n a retiro, sino que seguir n perteneciendo en actividad a las fuerzas armadas...Es indispensable denunciar el tratado Internacional de Asistencia Recíproca, que ha sido un instrumento de dominación imperialista y que en ningún momento ha tenido aplicación para la defensa de los intereses de los pueblos de Latinoamérica. Es necesario que el país se retire de la Junta Interamericana de Defensa y que no participe más en ningún tipo de ejercicio conjunto con las fuerzas armadas de los Estados Unidos. Los oficiales de nuestras fuerzas no deben seguir cursos en escuelas militares de Panamá, de Centroamérica y en West Point. Es necesario terminar con la existencia de una misión militar norteamericana en nuestro país, lo que constituye un instrumento de penetración para la difusión de la doctrina de la seguridad nacional. Se requiere terminar con la intromisión permanente del imperialismo en nuestro país. Durante esta aguda crisis militar que estamos soportando, el embajador de Estados Unidos, Theodore Gildred, se ha permitido efectuar consideraciones de carácter político sobre esta situación. Las formuló en la provincia de Entre Ríos y tuvieron amplia difusión. Allí señaló que en la Argentina era necesario devolver el orgullo y la confianza a las fuerzas armadas. No hemos tenido conocimiento de que se haya producido una digna respuesta a esta clara injerencia en los asuntos internos de nuestro país". 

Sobre el contenido intrínseco de las normas propuestas dijo: "Con respecto al proyecto en consideración el señor diputado Vanossi expresó que no sabía cuál era el argumento por el que decidíamos votar en contra. Lo diremos ahora. Le decimos que no a este proyecto porque entendemos que es inmoral y supone una ficción insostenible: que los oficiales de las fuerzas armadas - que gozan de instrucción y conocen la constitución nacional, las leyes penales y los reglamentos militares- no saben lo que hacen cuando se les ordena torturar y asesinar fríamente a sus connacionales detenidos y secuestrados...Delinquieron a sabiendas y no por el deber de obediencia, sino por condiciones de impunidad que les aseguró la dictadura militar. Hubo militares - como ya se señaló- que demostraron que era posible tener una actitud distinta y dejaron de pertenecer al ejército para no someterse a esta supuesta obediencia debida. No puede, entonces, ser legalizada esta impunidad. 

Finalmente se hacía cargo el diputado Monserrat de la pregunta acerca de si era "obediencia debida mantener varios días sin comer a una persona a la que se privó de la libertad, vendarle los ojos y atarle las manos hasta hacerla sangrar; aplicar picana eléctrica hasta doscientos veinte voltios en las encías, párpados y genitales; golpear a toda hora; realizar simulacros de fusilamientos y en muchos casos fusilamientos reales; aplicar picana eléctrica a la esposa, marido, padres e hijos de los detenidos torturar a criaturas en presencia de sus padres; utilizar la técnica del submarino seco y mojado, es decir dejarlos sin respiración hasta casi ahogarlos; estaquearlos a la intemperie o hacerles un 'empalamiento'; violaciones reiteradas, incluso a adolescentes y mujeres embarazadas, etcétera. No fueron casos aislados. Miles de personas fueron víctimas de este tipo de actos aberrantes. Por eso insistimos que esto repugna a la condición humana. Los autores de todos estos actos quedarán impunes si se sanciona esta ley". 

Hacia el final del debate el diputado Federico Storani dijo: "Considero que estamos ante una alternativa que no es agradable para nosotros. Mentiría si dijese que estoy cómodo con el proyecto que tenemos que analizar...nos entristece la circunstancia de que sabemos que algunos delitos quedaran impunes. Pero nuevamente la decisión histórica del político es separar lo principal de lo accesorio y tener la grandeza de saber cuál es la decisión correcta, sin especular sobre el precio político que podemos estar tributando. De antemano reconozco que nos podemos equivocar. El juicio de la historia ser durísimo con nosotros si esto llega a acontecer...Mentiría si dijera - porque no tenemos la bola de cristal- que tenemos garantías dadas en el sentido de que una vez sancionada esta ley se terminará este ejercicio deformador de lo que debe ser la estructura de las fuerzas armadas en nuestro país". 

Y la ley fue aprobada, votando íntegramente el bloque de la UCR, con la excepción del diputado por Córdoba, Dr. Stolkiner, aunque los diputado Sanmartino y Golpe Montiel, habiendo votado afirmativamente reconocieron que lo habían hecho por disciplina partidaria. La nómina de los que aprobaron el proyecto de ley de obediencia debida fue la siguiente: Abdala (L.O.), Abdala (O.T.), Alagia, Albornoz, Alderete, Allegrone de Fonte, Arsón, Avalos, Azcona, Baglini, Bakirdjian, Bernasco, Berri, Bianchi de Zizias, Bielicki, Bisciotti, Botta, Bulacio, Caferri, Camisar, Canata, Cangiano, Cantor, Capuano, Carmona, Carrizo, Castiella, Castro, Cavallari, Contreras Gomez, Cornaglia, Cortese, Daud, del Rio, Delfino, Díaz de Aguero, Douglas Rincón, Dussol, Elizalde, Espinosa, Falconi de Bravo, Furque, Gargiulo, Gerarduzzi, Ginzo, Golpe Montiel, Gómez Miranda, González (A.I.), González (H.E), González (J.V.), Gorostegui, Goti, Guati, Guzman (H.), Guzman (M.C.), Horta, Huarte, Iglesias, Villar, Ingaramo, Irigoyen, Jane, Jaroslavsky, Lazcoz, Lema Machado, Lencinas, LLorens, Losada, Lugones, Macedo de Gómez, Maglietti, Martinez Márquez, Massacessi, Milano, Moreau, Mothe, Nieva, Ortiz, Parente, Pera Ocampo, P‚rez, Posse, Prone, Puebla, Pupillo, Ramos, Rapacini, Rauber, Reynoso, Rigatuso, Rodríguez (J.), Rodríguez Artusi, Romano Norri, Salto, Sammartino, Sarquis, Silva (C.O.), Silva (R.P.), Soria Arch, Spina, Srur, Stavale, Storani (C.H.), Storani (F.T.M), Stubrin, Tello Rosas, Terrille, Ulloa, Usin, Vanoli, Vanossi, Vidal, Yunes, Zavaley, Zingale, Zóccola y Zubiri. 

El secretario de la cámara anunció que sobre 179 diputados en el recinto habían votado por la afirmativa 119 y 59 por la negativa. 

6. La Obediencia Debida en el Senado 

El clima de resignación, dudas sobre el futuro y choque entre las convicciones personales y la disciplina partidaria, se hicieron aun más intensas en la voz de los oradores inclinados a la aprobación. 

Los días 28 y 29 de mayo de 1987 tuvo lugar el debate senatorial. 

El senador de la Rúa intervino en primer lugar. Reconoció al empezar que eran unas normas determinadas por los hechos militares de un mes atrás:"...es una ley necesaria frente a los acontecimientos recientemente vividos por el país y, sobre todo, ante el desafío del futuro...el fin de esta ley es servir a la pacificación y a la reconciliación de la República; a eliminar tensiones para que no se repitan hechos que nos hagan sentir que corremos por un desfiladero cuando queremos andar el camino ancho y cierto de las grandes realizaciones". 

Esa presión de lo fáctico sobre lo jurídico, la prioridad del salir del paso sobre la solución justa, fue evocado por el Dr. Fernando de la Rua, "comprendiendo la dimensión histórica del problema y del momento, no encerrándonos en la filigrana jurídica del análisis teórico sino apreciando la cuestión de los acontecimientos que debemos asumir". 

Enseguida hizo unos reconocimientos significativos: "Es cierto. No hemos conseguido realizar cabalmente los objetivos de la reforma del código de justicia militar de 1984 ni aquellos enunciados sobre los tres grados de responsabilidad que enunció el presidente Alfonsín, que no pudieron plasmarse prontamente en los estrados de la justicia. Primero, porque la instancia que dejamos reservada al consejo supremo de las fuerzas armadas no se cumplió. Por un motivo u otro no dictó la sentencia y se alargaron los procesos. Faltó aquí el fallo que, en primera instancia, hubiera servido para ordenar las causas. Fue necesario entonces que la justicia civil las asumiera para darles al país la respuesta importante de los juicios de los tribunales, que significaron el rescate fundamental de los valores que la sociedad debía recuperar. Sin embargo, pasó que algunos conceptos básicos de aquellos enunciados no tuvieron oportuna y suficiente definición, quizás no la tienen todavía cabalmente, y por eso tenemos que darla a través de una ley. En 1984 reformamos el código de justicia militar, en cuyo artículo 11 nos referíamos al principio de la obediencia debida, que como se sabe, es una regla fundamental en los ejércitos; el problema es su alcance. Nosotros no podríamos cambiar la ley vigente a la fecha de los hechos porque hay un principio que impone la aplicación de la ley más benigna. No podíamos dictar una ley perjudicial para los autores". 

Una vez más, la ley más benigna. Y no será la última. Primero fue el candidato presidencial, Dr. Luder, que la invocó para señalar la irrelevancia del propósito de juzgar a los militares de la dictadura, porque la autoamnistía constituiría una ley más favorable en la que los acusados se ampararían. Ahora, reaparecía con esta otra alternativa de impunidad. 

El lector recordar lo dicho a propósito de este manido argumento de impunidad al considerar el debate sobre la ley que derogó la autoamnistía. 

Despuntó en el Senado, se dijo entonces, un debate que las opiniones del Dr. Italo A. Luder, como se señaló antes, había anticipado. El punto sería claramente resuelto por la Corte Suprema al condenar a los genocidas. Curiosamente, se replantearía, por voces insospechadas en diciembre de 1983, cuando en enero de 1998 los diputados Juan Pablo Cafiero y Alfredo Bravo proyectaran, con buena razón a mi ver, la derogación de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida. 

Se recordó que al discutirse la autoamnistía, fue el senador Leconte, por la provincia de Corrientes, quien suscitó la materia conflictiva con estas palabras: "...el texto de la iniciativa aprobada por la Cámara de Diputados y que está a nuestra consideración roza y afecta el principio de la cosa juzgada en la parte final del art. 1ro. Eso es peligroso porque puede provocar un escándalo jurídico, afectando la estabilidad de orden jurídico, valor que tenemos la obligación de preservar, a cualquier precio, si queremos afirmar las instituciones. En otra parte, el proyecto a nuestra consideración cuestiona la aplicación del principio de la ley más benigna - para algunos tratadistas, este es un principio que tiene respaldo constitucional en lo dispuesto en el artículo 17 de nuestra Carta Magna, y para otros se basa en lo establecido en el artículo 18 de la Constitución- y afecta principios firmes del derecho penal liberal que nosotros queremos defender". 

También se recordara que senador radical por La Pampa, Dr. Berhongaray neutralizó muy eficazmente las objeciones. Igualmente lo haría unos años después la notable sentencia de la Corte suprema del 30 de diciembre de 1986. El senador pampeano dijo: "Tampoco se está violando el art.2do. del Código Penal, QUE POR OTRA PARTE NO ES MAS QUE UNA LEY SIN RAIGAMBRE CONSTITUCIONAL, YA QUE COMO BIEN SE HA DICHO AQUÍ EL PRINCIPIO DE LA LEY MAS BENIGNA ES SOLO UNA CREACIÓN DE LA LEY". 

Y se dijo entonces que el principio de la ley más benigna esta creado por la ley y no por la constitución. Teniendo origen en la ley y sólo en la ley, la propia ley puede suprimir, acortar, reducir, relativizar, condicionar y derogar total o parcialmente, como hacía con buenas razones la ley que acababa con la autoamnistía. Y pudo hacerlo el legislador respecto del código de justicia militar tanto en 1984 como en 1987. 

Como se dijo recién, en diciembre del año anterior, el 30 de diciembre de 1986, la Corte Suprema se había pronunciado en la causa relativa al enjuiciamiento de los comandantes. Y descartó este argumento que ahora reaparecía con motivo de la obediencia debida. 

Y se señaló que obviamente el argumento sobre la presunta violación constitucional que implicaría prescindir del principio de la la ley más benigna, sería desarrollado con fruición por los abogados defensores de los genocidas. Y la Corte Suprema reiteraría lo dicho por el senador Berhongaray, el mismo concepto con otras palabras, "...EL PRINCIPIO DE LA LEY PENAL MAS BENIGNA (ART.2do COD. PENAL) NO REPRESENTA UNA GARANTÍA CONSTITUCIONAL, SINO SOLO UN ESTE CRITERIO HA FUNDAMENTADO OTRAS LEYES Y DECISIONES DE LA CORTE SUPREMA, EN CUANTO A QUE, CUANDO SE TRATA DE SITUACIONES EXTRAORDINARIAS, TEMPORARIAS Y CONCLUIDAS -COMO LAS AQUÍ JUZGADAS- ES VALIDO PARA EL LEGISLADOR APARTARSE DE LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL CÓDIGO PENAL RELATIVO A LA VALIDEZ TEMPORAL DE LAS LEYES". 

Deberemos volver sobre el asunto a propósito de los cuestionamientos al interesante proyecto de los diputados Juan Pablo Cafiero y Alfredo Bravo, formulado a comienzos de 1998. 

Por ahora, quede consignado que la afirmación del senador de la Rúa sobre la imposibilidad de prescindir del principio de la ley más benigna, en relación al código de justicia militar, no es acertado ni convincente. Porque el legislador creó en 1921 el artículo 2do. de código penal, donde está la formulación argentina de ese principio, puede el Poder Legislativo, en todo tiempo, reducir, limitar, derogar, condicionar esa preferencia por la ley más favorable al imputado, que no suscita problema alguno de supralegalidad. 

En todo caso, el senador por la Capital Federal, no ocultaría sus propias dudas, lo cual se amplificaría en las voces de sus colegas de bloque, como veremos después: "Sé que este proyecto de ley puede merecer alguna crítica jurídica. Pero esta es una ley particular que tiende a definir situaciones complejas. POR ESO PUEDE ADMITIRSE EL ERROR, porque contribuye a la definida claridad del texto, a esclarecer la explícita voluntad del legislador, cuando habla de una presunción que AL FIN RESULTA SER LA NO PUNIBILIDAD POR OBEDIENCIA DEBIDA" (15) El senador por Corrientes, Sr. Feris, propuso lisa y llanamente una amnistía para los delitos cometidos por los militares de la dictadura:"...entendí y entiendo que la única y verdadera solución al problema es una amplia y generosa amnistía". 

En cambio, el senador por Formosa y representante del MID, Sr. Vidal, objetó el proyecto: "El principio de la obediencia debida es, en efecto, fundamental dentro de los sistemas jerárquicos de toda organización castrense. Se trata de un principio universal e indiscutido. Pero también es indiscutido que el hombre de armas no es el autómata sin conciencia a que lo reduce la tipificación como ente inimputable del proyecto oficial". 

El senador Romero, por Salta, llamó la atención sobre la debilidad que el gobierno mostraba ante el poder militar: "La democracia iniciada el 10 de diciembre de 1983 está siendo obligada a llenar, paso a paso, el barril sin fondo de las exigencias militares. Tal como lo señaláramos cuando debatimos la ley 23.492 llamada de punto final, el objetivo último de las presiones no es otro que el de obtener una amnistía amplia para todos los responsables , aun los condenados y ejecutores de las violaciones de los derechos humanos durante la pasada dictadura militar, amnistía que el país de ninguna manera merece soportar...Mientras tanto yo me pregunto si esto es verdad, si la suerte de menos de trescientos miembros de las fuerzas armadas y de seguridad y la posible citación de otro centenar por parte de la justicia para efectuar una simple declaración, es capaz de conmover hasta sus cimientos una legitimidad recuperada tras ocho años de cruel tiranía...¿Votó el pueblo para que se premie a los culpables y se castigue a los inocentes con la sospecha?" 

Después el senador por Chubut y la UCR, Dr. Hipólito Solari Yrigoyen, al tiempo de apoyar las normas del proyecto no disimuló su escepticismo respecto a la eficacia que el gobierno le asignaba: "El país tiene una necesidad política de que se apruebe esta ley, cuyo objetivo es superar una crisis...es una iniciativa que persigue aspiraciones de paz, que tiende un puente para que finalmente se incorporen a la sociedad los sectores de las fuerzas armadas que aun no terminan de aceptar la supremacía de nuestra constitución nacional". Y en seguida esta suerte de dubitativo pesimismo: "Quiero ser cauto en el pronóstico sobre los resultados de esta ley. Tengo esperanzas sinceras de que ella contribuya a diluir las tensiones y, en última instancia, a erradicar la predisposición militar a usar de la fuerza con fines ilícitos, como ocurrió durante la Semana Santa. Pero esa esperanza de poder cerrar las proyecciones del terrorismo de Estado del anterior período autoritario, alterna en mi persona con el escepticismo alimentado por la observación de que no existe el arrepentimiento de los culpables de los delitos cometidos ni tampoco una genuina autocrítica por parte de los protagonistas de aquellos hechos". 

Luego, igual que el senador de la Rúa enfatizó que el principio de la ley más benigna, le impedían gobierno "dejar de lado estos principios, dado que su principal objetivo es restablecer la credibilidad de la sociedad en su conjunto en las formas de convivencia del estado de derecho...Es cierto que este congreso sancionó la ley 23.049, que en su artículo 11 establece una norma interpretativa del art. 514 del código de justicia militar. Pero también lo es que ese artículo solamente puede ser aplicado en la medida en que resulte más benigno para el imputado, pues de lo contrario estaría vulnerando lo que expresa el art.18 de nuestra constitución nacional, y el artículo 2do. del código penal, dictado en consecuencia con el artículo citado de la constitución nacional". 

Caben aquí las mismas observaciones que hemos hecho sobre este argumento cuando fue invocado en el discurso del mentado senador por la Capital Federal. No es exacto que la preferencia por la ley más favorable al acusado sea una garantía del artículo 18 de la constitución ni de ninguna otra norma supra legal. Tanto en 1984 como en ocasión de este debate, el congreso pudo perfectamente haber derogado el artículo 2do. del código penal en relación a los delitos atroces y aberrantes, que, en cambio, por el contrario, la ley de obediencia dejó impunes. 

Al concluir, el senador Solari Yrigoyen no ahorró una objeciones al texto que, de cualquier modo votaría favorablemente: "No puede dejar de manifestar mi desagrado con el hecho de que no se haya excluido de esta presunción a quienes cometieron delitos de lesa humanidad y, es especial, a quienes torturaron. La tortura es una ofensa a la dignidad humana; su práctica constituye una negación de los principios elementales consagrados en el mundo civilizado y que también tienen vigencia en la Argentina. Contra la tortura no existe defensa alguna; nada justifica que un ser humano torture o someta a tratos crueles o degradantes a otro ser humano. Hasta el homicidio, señor presidente, tiene un justificativo, que es la legítima defensa. En cambio, el tormento carece de eximentes, el tormento carece de atenuantes. El torturador es una lacra social, es un monstruo abyecto de la sociedad que ultraja a su propia condición humana". 

El senador Eduardo Menem, justicialista por La Rioja, fue un crítico eficaz de la aciaga iniciativa:"...debo decir que el proyecto de ley que hoy tratamos constituye una prueba más de la incoherencia que viene evidenciando la posición de la bancada oficialista sobre este tema, a punto tal que ha llegado a cambiar fundamentalmente de actitud con respecto a ciertos aspectos y normas sancionadas por el congreso en el pasado reciente". 

Recordó que Carrara, el insigne penalista italiano militaba en contra de la doctrina de la obediencia pasiva que desearía que el código penal diese en forma general una patente de impunidad a todos los subalternos que hayan cometido delitos por orden de sus superiores": "La cuestión es de puro dolo y por esto no puede ser sino una cuestión especial en cada caso particular. La orden del superior es una excusa legítima cuando ella indujo al agente a la creencia razonada de no delinquir. Cuando, a pesar de la orden, el subalterno tuvo la conciencia de realizar un delito, no puede dejar de ser imputable. Pero esas son condiciones de hecho que deben existir y ser justificadas en cada caso especial. Es un error concederlos por presunción a ciertas clases de personas o a ciertas formas de situaciones, cuando ellas no pueden afirmarse como constantes e invariables en semejantes clases y formas". 

También citó al penalista argentino Ricardo Nu¤ez, cuyo pensamiento también contradecía, como el de Carrara, el contenido de la ley de Obediencia Debida: "Sólo la obediencia debida exime de pena, pero nadie debe cometer delitos por el solo hecho de que abusando de su poder, se lo ordena un superior. El abuso del superior no obliga al inferior, al cual solo le est vedado determinar la oportunidad o justificación de la orden legítima, pero no si ha de negarse a participar en un hecho delictuoso. La obediencia PERINDE AC CADAVER, incluso en el orden militar, es a las órdenes relativas al objeto propio de cada ordenamiento jurídico, pero se puede asegurar que ninguno de éstos tiene por objeto mandatos delictuosos". 

Y añadía el senador por La Rioja, con mucha pertinencia, un texto emanado del Concilio Vaticano II:"...el Concilio, teniendo presente este depresivo espectáculo de la humanidad, quiere traer a la memoria de todos, antes que nada, la fuerza permanente del derecho de gentes y de sus principios universales. Es la misma conciencia del género humano la que proclama cada día con mayor firmeza estos principios. Por consiguiente, todas las acciones que deliberadamente se oponen a ello, y las órdenes con que tales acciones se prescriben, son criminales, y ni la obediencia ciega puede excusar a quienes las obedecen". 

También se ocupo del dislate del artículo 2do. de la ley de Obediencia Debida, que excluye de la impunidad la apropiación de inmuebles pero incluye la tortura en esa impunidad:"...creo que este artículo es digno de ser incluido en una antología de desaciertos legislativos, ya que por donde se lo analice ofrece reparos...Al parecer, para los autores del proyecto, el bien jurídico protegido por el delito de apropiación de inmuebles, la propiedad, tendría rango superior al bien protegido por el delito de homicidio, que es la vida, o el bien protegido por el delito de privación ilegítima de la libertad que es, precisamente, la libertad". 

La explicación obvia de ese dislate legislativo es, sin embargo, no es un estrabismo valorativo; es, lamentablemente, más siniestra. Por su índole, la apropiación de inmuebles la habían cometido unos pocos oficiales; en cambio, la tortura, el homicidio, el secuestro, la desaparición de personas, era imputación generalizada a todos los cientos de acusados a los que el proyecto, y finalmente la ley, querían concederles, y concedieron, impunidad. 

Termino así el senador Menem: "Yo comparto esos objetivos (paz y unidad) pero quiero recordar que el documento de la conferencia Episcopal Argentina, llamado "Iglesia y comunidad Nacional", publicado en 1981, sostiene en su parágrafo 64 B que 'la reconciliación social debe estar cimentada en la verdad y basada en la justicia'. Desde este punto de vista me parece indiscutible que de convertirse en ley este proyecto no vamos a lograr la reconciliación nacional porque no se va a cimentar en la verdad ni basar en la justicia...Lo que se quiere es investigar la verdad para que se haga justicia. Ahí está el acierto de este documento episcopal que dice que la reconciliación nacional debe estar cimentada en la verdad y basada en la justicia. Recuerdo las sabias palabras pontificias: 'Si quieres la paz, lucha por la justicia'. Yo quiero la paz de mi país y por eso lucho por la justicia. Este es el sentido de mi voto". 

El senador León tradujo, asimismo, las aflicciones que asediaban a los senadores leales al gobierno: "No tengo la convicción que la ley signifique la reconciliación de los argentinos y el comienzo de un ciclo de legalidad para siempre...Me resisto a la idea de cerrar el camino de la justicia, pues podemos, sin quererlo, abrir los caminos de la venganza. No creo tampoco que tan solo con una ley se pueda lograr la reconciliación de los argentinos". Pero concluía así: "Votaré favorablemente porque no tengo otra propuesta válida mejor que ahuyente mis temores y mis dudas, y si me equivoco, desde ya, pido a Dios y a mi pueblo que me perdonen". 

El senador Gass, por la provincia de Buenos Aires, calificó al proyecto de "sacrificio" y agregó: "Es una decisión dolorosa que uno tiene que tomar... porque las mismas dudas que manifestamos cuando se discutió la ley de punto final - para utilizar la expresión dada por el pueblo a ese texto legal- podríamos expresar hoy". 

En el senador por Córdoba, Sr. Mauhum, esa ambivalencia, esa distorsión entre las convicciones y la conducta llegó a niveles patéticos -en el hispánico, no en el sentido anglosajón de esta palabra. 

Por un lado anunciaba: "Una larga militancia partidaria crea solidaridades, lealtades, y disciplinas de las cuales difícilmente podemos escapar los hombres políticos. Es este tipo de compromisos y el respeto que tengo por los altos fines de interés público que creen ver en este proyecto quienes lo redactaron y resolvieron su remisión al Congreso, me llevan a votar por la afirmativa". 

Por otro lado, criticó al proyecto con la lucidez y la acuidad de un legislador brillante...de la oposición. Veálo el lector:"...este proyecto comienza por desconocer un orden de responsabilidades que no nos hemos cansado de repetir hasta hoy, y que ya anunciábamos antes de la campaña electoral y que, evidentemente, como lo demostraré dentro de un momento, se ha alterado sustancialmente. Hemos dejado de cumplir con este proyecto, el cual crea una concepción de la obediencia debida sobre la que no profundizo ya que ha sido tan ampliamente expuesto y desarrollado en el curso del debate. Pero sí quiero decir que se trata de una concepción de la obediencia debida que desconoce el principio de la responsabilidad individual que tiene que ver con la condición humana y que convierte al soldado en un autómata irresponsable. Ello no se compadece con la mejor doctrina incorporada al código militar argentino y ni siquiera, por cierto, al derecho universal. Como bien se ha dicho hace un rato, ni siquiera el código de justicia militar nazi de 1941 aceptaba esta doctrina de la conversión del hombre en un autómata...Es decir que este mismo código de justicia militar que nosotros criticamos y del que decimos que debe ser urgentemente actualizado, lo estamos desconociendo en esta emergencia en cuanto se relaciona con un aspecto tan importante como el de la responsabilidad individual de quien ha delinquido procediendo por su cuenta y excediéndose en cualquier tipo de orden recibida...evidentemente son muchos los defectos y las fallas de que adolece el proyecto; aquí se han repetido insistentemente. Hace un momento se ha dicho lo que significaba la presunción absoluta de inocencia, la presunción JURIS ET DE JURE que establece esta norma y que contradice, precisamente, instituciones consagradas por el derecho penal, reconocidas desde la época de Framarino, cuando descarta la posibilidad de las presunciones absolutas en el orden penal al perseguir la verdad real y efectiva que no se compadece con este tipo de presunciones, que tan inopinadamente recoge el proyecto". 

Concluyó el senador Mauhum:"...a mi juicio resulta una suerte de amnistía putativa que está amparando, con los beneficios que ese tipo de ley otorga, a un sector de la sociedad...Pienso que este proyecto, de alguna manera, compromete el patrimonio moral de la fuerza política a que pertenezco. Aspiro solamente a que nuestra tarea - que nos obliga a transitar este espinoso y difícil camino- nos permita en lo futuro saldar la deuda que contraemos esta noche". 

Por la trascendencia del tema, pidió el senador Menem que la votación fuera nominal. Y arrojó estos nombres: por la afirmativa, los senadores Berhongaray, Bravo, Brasesco, Carrizo, de la Rúa, del Villar, Falsone, Feris, Gass, Genoud, Gil, Lafferiere, Leconte, León, Malharro de Torres, Mauhum, Mazzucco, Nápoli, Nieves, Otero, Solari Yrigoyen, Trilla, y Velázquez; por la negativa, los senadores Menem, Romero, Sánchez y Vidal. 

7. La Ampliación de la Impunidad y de Nuevo la Cámara de Diputados 

Cuando todo parecía estar terminado, durante la discusión en particular del texto aprobado por los diputados, se produjo una importantísima alteración. 

Al considerarse el comienzo del articulado, el senador Leconte, por Corrientes, el mismo que en el debate sobre la derogación de la autoamnistía invocó el principio de la ley más benigna, produjo esta formidable novedad: "Señor presidente, de acuerdo a la tarea en común llevada a cabo por los bloques de los partidos provinciales y la Unión Cívica Radical, deseo proponer un agregado a continuación del primer párrafo. Se amplían así los alcances de la ley conforme entendemos indispensable en esta circunstancia . El texto es el siguiente: 'La misma presunción será aplicada a los oficiales superiores que no hubieran revistado como comandantes en jefe, jefe de zona, jefe de subzona, o jefe de fuerza de seguridad, policial o penitenciaria si no se resuelve judicialmente, antes de los treinta días de promulgación de esta ley , que tuvieron capacidad decisoria o participaron en la elaboración de las órdenes". 

Después de unas observaciones terminológicas, el senador de la Rúa manifestó su conformidad. No así el senador Mauhum, quien expresó: "Como la modificación que se propone lleva las exculpaciones más allá de las previstas en el proyecto original, anunció que votaré negativamente". Por las mismas razones lo siguieron los senadores Solari Yrigoyen, Gass, Falsone y Vidal. Esto no obstante, el ensanchamiento de la impunidad tuvo mayoría de votos y fue aprobada. Era el 29 de mayo de 1987. 

La obediencia debida como presunción absoluta, sin admitir prueba en contrario, la obediencia, esa ciega de toda ceguera que tanto se había mencionado, cubría ahora no solo a soldados, suboficiales, tenientes, capitanes, mayores y teniente coroneles sino también a los oficiales superiores, es decir a generales y coroneles, con las solas excepciones mencionadas en la enmienda. 

Por esta modificación el proyecto volvió a la cámara de origen. 

Cuando la Cámara de Diputados aprobó inicialmente la ley de obediencia debida en las jornadas del 15 y 16 de mayo de 1987, al concluir el debate y su propio discurso, el diputado Federico Storani hizo unas afirmaciones muy importantes. Dijo:"...en el discurso del señor diputado Manzano se deslizaron algunas dudas de las que nosotros nos hacemos cargo, sobre la posibilidad de que un proyecto de ley sancionado aquí luego sufra modificaciones que pueden ser ampliatorias en un sentido más benigno. Ya dijo nuestro presidente de bloque, que no estamos dispuestos bajo ningún concepto a correr una sola coma del proyecto de modo tal de exculpar a ninguno más de aquellos que hayan sido responsables de las órdenes ni del terrorismo de Estado en nuestro país. Este es un compromiso que hemos asumido y respecto del cual no vamos a retroceder (APLAUSOS)". 

Con este antecedente, era mucho la expectativa sobre qué haría la mayoría radical frente a la ampliación de la obediencia debida que había resuelto el Senado propuesta por el senador Leconte y aceptada inmediatamente por el senador de la Rúa, y que según el primero era fruto de la tarea en común llevada a cabo por los bloques de los partidos provinciales y la Unión Cívica Radical. 

Se trataba de saber si los diputados radicales se atendrían a la promesa hecho por el presidente del bloque y subrayada por el diputado Storani el 16 de mayo. Se trataba de saber si seguirían el ejemplo dado por los senadores Mauhum, Solari Yrigoyen, Gass, Falsone y Vidal. O si se plegarían a este concepto ya francamente increíble, de la obediencia ciega de coroneles y generales. 

El 3 de junio las comisiones de asuntos constitucionales, legislación penal y defensa nacional, produjeron un despacho mayoritario que aconsejaba la aceptación de la impunidad, ahora casi ilimitada. Subscribían el dictamen los diputados Jorge R. Vanossi, Balbino P. Zubiri, Lorenzo J. Cortese, Ricardo A. Alagia, José‚ Bielicki, Victorio Bisciotti, Guillermo R. Brizuela, Oscar N. Caferri, Juan C. Castiella, Carlos A. Contreras Gómez, Ricardo J. Cornaglia, Eduardo A. del Río, Hector Di Cío, Nemesio C. Espinosa, José A. Furque, Mario A. Gerarduzzi, María F. Gómez Miranda, Jorge L. Horta, Roberto O. Irigoyen, Mario A. Losada, Leopoldo R. Moreau, Próspero Nieva, Rodolfo M. Parente, René‚ Pérez, Osvaldo H. Posse, Jesús Rodriguez, Guillermo S. Sarquis, Carlos O. Silva, Carlos G. Spina, Ricardo A. Terrile y Felipe Zingale. Firmaba en disidencia total, Oscar Alende, María J. Alsogaray, Carlos A. Auyero, Oscar L. Fappiano, Luis M. Macaya, Hector Massini y Hector M. Maya. 

Los diputados Jorge R. Vanossi, Lorenzo J. Cortese y Balbino P. Zubiri suscribieron un informe que decía: "El honorable Senado ha introducido reformas al proyecto original del Poder ejecutivo y en consecuencia al texto oportunamente sancionado por esta Cámara. Dicha reforma amplía la presunción JURIS ET DE JURE del artículo primero, primer párrafo, a los oficiales superiores que no hubieran revistado como comandantes en jefe, jefe de zona, jefe de subzona o jefe de fuerza de seguridad, policial o penitenciaria que no tuvieron capacidad decisoria o hubieren participado en la elaboración de las órdenes, con la condición que no se resuelva judicialmente lo contrario antes de los treinta días de promulgada la ley. Con esta modificación se profundiza el espíritu de la norma propuesta por el Poder Ejecutivo, con la clara intención de aportar equidad en su aplicación y posibilitar la garantía de la igualdad ante la ley, comprendiendo en el régimen legal creado a oficiales superiores, que sin revistar en los niveles que se excluyen, no hayan alcanzado en la ‚poca de los hechos capacidad decisoria ni participado en la elaboración de órdenes. Los fundamentos contenidos en el mensaje Nr.717 del Poder Ejecutivo no solo sirven de sustento de esta modificación, sino que con la misma encuentra real implementación en el texto aprobado. Es por ello que estas comisiones aconsejan la aceptación de las modificaciones introducidas por el Honorable Senado". 

A medida que la impunidad se agravaba y su defensa se hacía más onerosa, los argumentos se iban haciendo más enrarecidos, arduos y endebles. 

El diputado Zubiri, primero entre los oradores de ese 4 de junio de 1987, dijo entro otras cosas:"...no quiero escuchar decir que existieron claudicaciones institucionales, que falta de coraje institucional, claudicaciones éticas o falencias morales. En este sentido, invito a todos a interrogar al hombre de la calle para saber qué opina sobre el coraje del presidente de la República". 

No hicieron falta encuestas, o la hubo en su forma máxima, las elecciones presidenciales del año siguiente. La derrota electoral y la abreviación del período presidencial, no sugerían una respuesta favorable por parte del hombre de la calle. 

Enseguida lanzó a una muy dudosa alternativa:"Terminemos con esta versión maniquea de los extremos que nos alejan del campo popular; un extremo que nos aconseja no condenar a nadie porque al fin y al cabo libraron una lucha justa e hicieron que el país se liberara de la subversión, y otro que propugna condenar a todos; si es posible, con el paredón y los tribunales populares". 

Cuando se trató de describir el primero de los extremos el diputado Zubiri, acaso por sentirlo más familiar, no faltó a la exactitud. En cambio, al formular el segundo término de la alternativa, tal vez inducido por una lejanía conceptual, no pudo evitar una gruesa fabulación. No hubo en 1984, ni en 1987, ni en 1998, quienes pidieran paredón y tribunales populares para los genocidas. Nunca los hubo, y el diputado Zubiri debió saberlo antes de incurrir en tamaño dislate. No se encontrar reclamo de paredón ni de tribunales populares en ninguno de los partidos de oposición, en ninguna de las organizaciones de derechos humanos, en ninguno de los redactores de NUNCA MAS, en ninguna personalidades dedicada a esa noble causa. El segundo término de la alternativa estaba formado, no por quienes pidieran paredones ni tribunales populares, que no los hubo, sino muy simplemente por quienes se tomaron en serio plataformas electorales, nada audaces, por lo demás, que proponían distinguir los tres niveles de responsabilidad, y en consecuencia juzgar y condenar a quienes en la ejecución de los planes genocidas incurrieron en crímenes aberrantes y atroces. A estos la ley de obediencia debida les regalaba una impunidad ahora absoluta, al aprobarse la grosera ampliación de impunidad hecha por el Senado, contrariando promesas solemnes de unas semanas atrás. 

Confundir, o no saber distinguir, a quienes sencillamente pedían la justicia que el gobierno había prometido, con extremistas ansiosos de paredón y tribunales populares, era una manifestación notable del grado de crispación y desconcierto al que habían llegado los defensores de la impunidad ampliada. 

Enseguida el diputado Manzano dijo: "Vamos a decir por qué hemos venido nuevamente a votar en sentido negativo este proyecto de ley. El voto negativo es igual. En el reglamento no se ha previsto una escala de negatividad, pero en el trámite parlamentario sí se contempló una escala de empeoramiento: este proyecto aumenta la impunidad que había en versión original, incluye a más personas responsables de los mismos delitos y reduce el número de condenas que podrían surgir de la acción judicial. ¿Con qué criterio nos opusimos antes y lo volvemos a hacer ahora? con el de la búsqueda de dos principios rectores: vigencia del estado de derecho y realización del ideal de justicia. Para esto era necesaria la prosecución de los procesos. La forma civilizada de resolver un conflicto social no es la clausura del proceso sino la sentencia, la determinación de la inocencia o culpabilidad del procesado por la acción independiente del juez". 

El diputado Alende reiteró su posición ya explicada en el primer debate: "Cuando se pretendió, con el dictamen del procurador general, doctor Gauna, traer el argumento de la coerción o del error insalvable en el cumplimiento de una orden, nosotros formulamos -y lo reitero ahora- un desafío que para que nos trajeran una orden firmada por un oficial superior que implique violación, asesinato, tomar niños ajenos o hacer piratería de cadáveres. Desafío a que traigan la orden...No quiero ni pensarlo; además, no me la van a traer. A la larga esto significa la absolución y la exculpación de todos los que han cometido delitos con amparo militar en la vida argentina...Con toda franqueza debo señalar que el juicio de la posteridad sobre nosotros y sobre la sociedad argentina toda no se basar en las palabras sino en las conductas que hayamos sabido presentar". 

El diputado demócrata cristiano, Sr. Bruno, también ratificó la posición sostenida por ese bloque y agregó esto que es ahora definitivamente inocultable: "Tengo absolutamente en claro que las modificaciones introducidas por el Senado no son sino una concesión a las presiones militares. Ello es tan elemental que resulta totalmente innecesario el intento de justificarlo. Hace pocas horas se dijo en este recinto que al proyecto no se le iba a cambiar ni una coma; pocas horas después no sólo se modifican las comas sino gran parte de su contenido. Evidentemente hubo presiones militares. No es por nada a que el general Caridi pide una solución política, que se instrumenten las medidas políticas que hagan posible una definición positiva de las consecuencias de la guerra contra la subversión. Vale decir que hubo disconformidad en las fuerzas armadas con la sanción producida por la Cámara de diputados. Y esa disconformidad evidentemente ejerció una presión tan grande que nos trajo el proyecto de vuelta al recinto. Precisamente, la concesión hecha a las presiones es exactamente lo contrario de lo que pidió el pueblo argentino en la patriada de Semana Santa, cuando aquel 19 de abril salió a las calles y volvió con la ilusión de haber triunfado, en la creencia de que no se había cedido a las exigencias militares...Lamentablemente, hoy vemos que las concesiones fueron hechas no al pueblo sino a los militares insubordinados". 

clima depresivo que dominaba al pueblo en aquellas jornadas: "En este momento, el sentimiento es de depresión y de pesadumbre, que están presentes en todos los que vemos en esta ley una afrenta al estado de derecho. este proyecto de ley y todos los que en un futuro puedan aparecer en este mismo sentido, ser n la más clara manifestación de la ocasión perdida por una generación política de alcanzarle a la desdichada historia argentina de este siglo un poco de correspondencia entre lo que se pregona y lo que se hace, así como un poco de firmeza y de coraje para plantarse y hacer respetar ese terreno ganado en 1983 por las instituciones de la República, en las que cree la inmensa mayoría del pueblo...El verdadero resultado, a mi juicio, es haber perdido la oportunidad de ser portadores hacia el futuro de una herencia de valores ponderables y posibles de transmitir. Y esto no es responsabilidad de docentes, de religiosos o filósofos; ésa es una clara misión política. Creo, por el contrario, que hemos hecho un aporte a la Argentina del pasado; a la ya conocida Argentina que descree de las instituciones; que est segura de que ya están arregladas las decisiones sin su participación en las cuestiones que la involucran; a la Argentina pragmática, por sobre la de los principios; a la Argentina de la historia oficial; a la que está dividida entre vivos y trabajadores, informados e ingenuos, trepadores y caminantes; a la Argentina de la facción y del sálvese quien pueda...Se ha dicho infinidad de veces que en la lucha antisubversiva se había obtenido el triunfo militar pero no el político. Hoy me pregunto si el triunfo político que se añora lo está facilitando el sistema democrático con la sanción de estas leyes en una suerte de perverso retorno al mismo punto de partida. No votaremos favorablemente estas modificaciones del Senado, como no lo hicimos con el proyecto original. Nos alienta en esta decisión la convención de mi partido, la mayor parte del pueblo neuquino y sus entidades más representativas, como la Iglesia de mi provincia, las entidades gremiales y los distintos claustros de la Universidad Nacional del Comahue". 

Otra expresión de enérgica oposición fue la del diputado justicialista por Tucumán, Sr. Sánchez Toranzo, quien se ocupó también de fustigar la debilidad de la política militar del gobierno radical: "Quienes ejecutaron las órdenes sí son culpables. Y voy a traer un ejemplo. Hay un grupo de oficiales dignísimos que se negaron a ejecutar esas órdenes violatorias de los derechos humanos. Esos oficiales, treinta y tres, llamadas 'los 33 orientales', no obtuvieron de la democracia la reivindicación que merecían. Se les dio un grado pero les truncaron la carrera de sus ansias, la carrera de sus amores, mientras los delincuentes continúan ascendiendo.¡Que sepan los jóvenes oficiales que quienes en esta hora les demandan solidaridad, so pretexto de una camaradería mal entendida, no fueron solidarios en su hora con aquellos militares dignos que se jugaron su situación, su futuro y su vida por defender la dignidad del (?) quiero decir que no estaban constreñidos violentamente quienes ejecutaron los hechos delictuosos. Podían negarse u oponerse a realizarlos...Pero yo cumplo con un imperativo de conciencia. En 1979 tuve oportunidad de escuchar en la plaza de San Pedro, en Roma, a Su Santidad el Papa Juan Pablo II, quien refiriéndose a la situación de la Argentina expresó, entre otras cosas, que era necesario investigar no con ánimo de venganza sino para evitar en el futuro la repetición de estos hechos tan dolorosos. ¡Esa es la verdad: que impere la justicia, que juzgue la justicia que ellos no le dieron a muchos, y que si hay culpables, que sean castigados, para que se sepa que en este país quienes violan la ley nunca quedarán impunes!". 

El diputado intransigente Miguel Monserrat, luego de reiterar lo dicho en la oportunidad anterior, a mediados de mayo, agregó esto: "La obediencia debida no se presume. La deben probar quienes previamente han sido imputados por la Entonces, frente a esta difícil hora de la República, lo que corresponde es no coartar bajo ningún punto de vista la acción de la justicia y rechazar ese chantaje promoviendo una auténtica reforma militar y organizando al pueblo para la defensa de la democracia. Por lo expuesto nos oponemos a las reformas introducidas por el Senado al proyecto de ley sancionado por este cuerpo. Esto no implica convalidar lo que se votó en este recinto, porque reitero nuestro repudio más absoluto también al proyecto original. Lo rechazamos con la misma convicción con que lo hicimos en su momento, al iniciarse el gobierno democrático, con relación a la pretendida autoamnistía que impúdicamente quiso darse el gobierno militar". 

El diputado radical por Córdoba, Dr. Stolkiner, que ya había votado en disidencia, en la primera consideración del proyecto de impunidad por obediencia debida, hizo una calificación nada complaciente de lo aprobado en la otra cámara:"...debo señalar ante la Honorable Cámara que con la redacción sancionada por el Honorable Senado estamos haciendo - excúsenme por el término que voy a utilizar; no quiero molestar a nadie- una burla a la juridicidad...Se ha dicho que el hombre debe prosternarse ante la ley para no tener que inclinar la cerviz ante los tiranos. Pero yo prefiero decir, con los discípulos de Santo Tomás, que el derecho tiene que ser justo y bueno; o, con Jellinek, que la circunferencia del derecho encierra círculos de moral y de equidad para que el derecho sea justo. Y éste no va ser un derecho justo, porque hay muchas lesiones que no se podrán cerrar por esta vía en la vida argentina...Yo, que hasta tuve el honor de ser algunos días profesor en una universidad no puedo aceptar que se trastrueque la lógica de las pruebas, que se sancione una praxis, que es una burla a la justicia. Estas razones me llevan a emitir un voto negativo, dejando constancia de que esto no significa convalidar el texto anterior del proyecto". 

Otro diputado radical, éste por la provincia de Buenos Aires, el Sr. Belarrinaga, también votó negativamente no sin antes calificar el proyecto, como lo había hecho el senador radical por Córdoba, Sr. Mauhum, de "una suerte de amnistía putativa, porque está amparando a un sector determinado de la sociedad". Antes había dicho: "La tortura es una ofensa a la dignidad humana. Carece de eximentes; carece de atenuantes. El torturador es una lacra social, es un monstruo inmundo de la sociedad, que ultraja su propia condición humana. La Convención Americana sobre Derechos Humanos, conocida como Pacto de San José de Costa Rica, reafirmó la Convención de las Naciones Unidas contra la tortura, donde se afirma que el torturador no puede alegar como eximente de pena la obediencia debida". 

Citando al anterior, otro diputado por la provincia de Buenos Aires, el Sr. Copello, centralizó en la tortura su imposibilidad de votar en favor del proyecto: "Nada hay que justifique - como bien lo dijo el señor diputado Belarrinaga- la tortura de un hombre indefenso. Por lo tanto así como no voté la ley de punto final y voté esta ley por la negativa el 15 de mayo, hoy doy mi voto negativo a las enmiendas introducidas por el Honorable Senado, lo cual no quiere decir que apoye la sanción originaria de esta Cámara". 

El diputado Giacosa, por Salta, dijo sin ambages lo que todo el país creía o sospechaba: "Este proyecto de ley sobre obediencia debida sin duda está inspirado por el miedo a dichas fuerzas armadas, por el miedo aun golpe o a la posibilidad de que su disolución nos deje inermes frente a las contradicciones que una política errónea pueda originar en la sociedad argentina...este proyecto encierra posibilidades aterradoras, tal como lo ha señalado el diputado Stolkiner. En efecto, son aterradoras, señor presidente, porque esta norma se ha estructurado con un desprecio total por la juridicidad. Se ha disfrazado con el requisito procesal de establecer 30 días para una prueba inversa, cuando en realidad se trata de una prueba imposible...Democracia sin juridicidad es sencillamente una fórmula vacía, una expresión carente de sentido, como también lo es hablar de la democracia como bien absoluto mientras se abandonan o postergan otras cuestiones sociales que reclaman urgente atención. Democracia sin justicia social es una democracia hueca, sin crecimiento, esperanzas ni expectativas; es apenas un consuelo para políticos, pero no para los amplios sectores de la sociedad argentina que aguardan otro tipo de respuestas". 

Votaron a favor de la impunidad ampliada por el Senado los siguientes diputados: Abdala (L.O.), Abdala (O.T.), Alagia, Albornoz, Alderete, Allegrone de Fonte, Arsón, Avalos, Azcona, Baglini, Bakirdjian, Bello, Bernasconi, Berri, Bianchi de Zizzias, Bielicki, Bisciotti, Botta, Brizuela (G.R.), Bulacio, Caferri, Camisar, Canata, Cangiano, Cantor, Capuano, Carmona, Carrizo, Castiella, Castro, Cavallari, Collantes, Contreras Gómez, Cornaglia, Cortese, Cratolo, Daud, del R¡o, Delfino, Di Cio, Díaz de Aguero, Dimasi, Douglas Rincón, Dussol, Elizalde, Espinoza, Falcioni de Bravo, Furque, Gargiulo, Gerarduzzi, Ginzo, Golpe Montiel, Gómez Miranda, González (A.I), González (H.E.), González (J.V.), González Cabañas, Gorostegui, Goti, Guatti, Guzmán (H.), Guzmán (M.C.), Horta, Huarte, Ingaramo, Irigoyen, Jane, Jaroslavsky, Lazcoz, Lema Machado, Lencina, Lépori, Lizurume,LLorens, López, Losada, Macedo de Gómez, Maglietti, Martínez Márquez, Massaccesi, Melón, Milano, Moreau, Mothe, Nieva, Ortiz, Parente, Peláez, Pera Ocampo, Pérez, Posse, Prone, Puebla, Pupillo, Ramos, Rapacini, Rauber, Reynoso, Rigatuso, Rodríguez (Jesús), Rodríguez Artusi, Romano Norri, Salto, Sarquis, Silva (C.O.), Silva (R.P.), Socchi, Soria Arch, Spina, Srur, Stavale, Storani (C.H.), Storani (F.T.M.), Stubrin, Tello Rosas, Terrile, Ulloa, Usin, Vanoli, Vanossi, Vidal, Yunes, Zavaley, Zingale y Zubiri. 

Negativamente votaron los diputados Aguilar, Alsogaray (A.C.),Alsogaray (M.J.), Altamirano, Arabolaza, Aramburu, Austerlitz, Belarrinaga, Blanco (J.A.), Bonino, Bordón González, Brizuela (D.A.), Bruno, Cafiero, Castillo, Clerici, Copello, Dalmau, de la Sota, Dovena, Fappiano, Carc¡a (R.J.), Gay, Giacosa, Grimaux, Grosso, Juez Pérez, Lamberto, Lestelle, Mac Karthy, Macaya, Manzano, Moreyra, Mulqui, Natale, Negri, Patiño, Pedrini, Pellín, Pierri, Riutort de Flores, Rodrigo, Sánchez Toranzo, Sella, Stolkiner, Torres (M.), Torresagasti, Vairetti y Zaffore. 

A la hora 1 y 25 del día 5 de junio de 1987 quedó aprobada en el congreso la ley de obediencia debida. Los ejecutores de crímenes aberrantes y atroces habían sido amnistiados, aun coroneles y generales. 

La Bendición Judicial 

El 22 de junio de ese mismo año tuvo ocasión la Corte Suprema de pronunciarse sobre la ley de Obediencia Debida. Los ministros Caballero, Belluscio, Fayt y Petracchi resolvieron que la ley no producía conflicto con la constitución. El último de estos jueces se sintió, con todo, obligado a atenuar su conformidad con un OBITER DICTUM, es decir con una opinión no estrictamente pertinente a la materia bajo juzgamiento: "Expresada claramente la voluntad política de los poderes Ejecutivo y Legislativo de obviar las consecuencias penales de los hechos ocurridos en el pasado, y reunidos los requisitos que la Constitución exige para amnistiar tales hechos, como quedó establecido, corresponde a esta Corte sostener la aplicabilidad del instrumento legal que así lo establece más allá de los defectos formales. Pero esto no significa afirmar la convicción de este Tribunal de que tal medida legislativa asegura de por sí la consecución de los altos objetivos que se propone, como son la preservación de la paz social y de la consolidación definitiva de la unión de los argentinos en el contexto del sistema democrático de organización de la República". 

Sin embargo, lo que retendrá de este fallo crucial el historiador institucional de la Argentina del último cuarto del siglo XX será la notable y convincente disidencia del Dr. Jorge Bacqué, entonces miembro de la Corte y luego Presidente del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal. 

Sostenía que en el derecho penal es concebible la aplicación con efectos retroactivos de las nuevas leyes, siempre y cuando constituyan verdaderas normas generales, y por consiguiente se refieran también al futuro. Esto significa, agregaba, que es siempre incompatible con el carácter normativo-general propio de la ley es que ella sea dictada con el propósito de regir solo para el pasado. 

Por consiguiente, la ley 23. 521, seguía diciendo, en la medida en que no establece regla alguna aplicable a hechos futuros no cumple con el requisito de generalidad propio de la función legislativa, y por tanto, infringe el principio de la división de los poderes. Esta cualidad de la ley se agrava, remataba el Dr. Bacqué, pues las 'presunciones' que ella establece no son elipsis verbales para establecer reglas de derecho (interpretativas), sino meros juicios de hecho, que sustituyen al criterio autónomo del juzgador sobre las circunstancias discutidas en el proceso por la apreciación arbitraria del legislador. 

A esta altura de las referencias sobre el voto del Dr. Bacqué, no puede olvidarse lo que dijera premonitoriamente respecto de esta disidencia, el diputado Miguel Monserrat en el debate respectivo, calificando el proyecto del Poder Ejecutivo: "No es una ley; es una sentencia absolutoria". 

Seguía diciendo el ministro disidente que el congreso carece de facultades para imponer a los jueces una interpretación determinada de los hechos sometido a su conocimiento en unas causas, litigios o controversias que eran anteriores a la ley. De otra forma, los legisladores se arrogarían facultades judiciales privativas del Poder Judicial. "Es por tales razones que sería difícil encontrar una violación más patente de los principios fundamentales de nuestra constitución que la ley cuya validez se cuestiona, toda vez que cualquier disposición que inhabilite al Poder Judicial para cumplir con su obligación constitucional de juzgar - como ocurre el caso- significa además de un desconocimiento a la garantía individual de ocurrir ante los tribunales, una manifiesta invasión en las prerrogativas exclusivas del Poder Judicial". 

El lector recordará que uno de los elementos más repugnantes de la ley de Obediencia Debida consistía en la consagrada impunidad de los torturadores, algo que subrayaron quienes se opusieron a ella y aun quienes estuvieron en principio dispuestos a votar el proyecto presidencial, como el senador Hipólito Solari Yrigoyen. 

Salva el honor de los juristas argentinos que en este último momento de validación de esas normas indecorosas, un ministro de la Corte y un distinguido abogado haya levantado la voz contra ese ludibrio colectivo. Decía el Dr. Bacqué‚ que aun como ley de amnistía nada podría exceptuarla de su invalidez respecto del delito de torturas. Señalaba que una firme tradición histórica y jurisprudencial ha considerado que la finalidad primordial de la amnistía es la de alcanzar sólo a los delitos políticos y a los comunes que tuviesen una relación atendible con el móvil político alegado. Por eso debían quedar excluidos e los beneficios de la amnistía los delitos de características atroces o aberrantes. "Cabe agregar -insistía- que ningún fin político puede justificarlos. Por otra parte, la clara formulación del art. 18 de la Constitución Nacional que en su parte pertinente establece '...quedan abolidos para siempre...toda especie de tormento y los azotes...', también constituye una barrera infranqueable para la ley bajo examen". 

8. La Intervención del Fiscal Ricardo Molinas 

También contribuyó a salvar el honor de los juristas argentinos un eminente ciudadano de impecable ejecutoria pública, el Dr. Ricardo Molinas. Este ejemplar compatriota había sido designado por la Administración radical, como Fiscal de Investigaciones Administrativas, suscitando el unánime beneplácito colectivo. Lamentablemente chocó rápidamente con un sector de esa misma administración. 

Lo refiere el mismo en un libro imprescindible para el conocimiento de la realidad argentina contemporánea, DETRÁS DEL ESPEJO, escrito por el propio Fiscal Molinas y su hijo Fernando. Se trata de un texto de historia contemporánea argentina verdaderamente imprescindible. Constituye para los años 80 un documento de no menor significación que la tenida en los años 30 por el formidable INFORME RODRÍGUEZ CONDE, redactado por el Ing. Juan Sábato y el Dr. Juan Pablo Oliver. 

No ha tenido DETRÁS DEL ESPEJO acaso la difusión condigna, tal vez, en parte, por su total falta de complacencia con la clase política, y también por haber sido tapado y ocultado por la farragosa turbamulta de libros que invaden las librerías todas las semanas, de todos los géneros pero con un común substrato culebronesco, es decir reflejo de los culebrones de televisión, y del nivel de debilidad mental de sus consumidores; una manifestación, entre tantas otras, de las hondas consecuencias culturales que a la postre iba a tener la dictadura mediática, como previó Herbert Marshall McLuhan con finísima percepción, y explica ahora Pierre Bourdieu, en un trabajo que describe el estado actual de la condición mediática de la sociedad contemporánea, y cuya lectura no es posible omitir: SUR LA TELEVISION (16). 

El relato que hacen los Dres. Molinas sobre los entretelones áulicos relativos a la la culminación del proceso legislativo tendiente a la impunidad merece inevitable transcripción. Está en un capítulo titulado "FELICES PASCUAS: UNAS PASCUAS NADA FELICES" y dice así: "Las Pascuas de ese año depararon la primera de las grandes conmociones de origen militar posteriores a la asunción del presidente Alfonsín. La historia parecía no haber pasado en vano, y el pueblo se movilizó en todo el país, en una respuesta masiva en defensa de libertades que tanto habían costado. El domingo de Pascua nos encontró, como a muchos argentinos, en una plaza de la República, dispuestos a protagonizar, anónimamente, esa jornada en resguardo de las instituciones. Por eso, en un principio, no entendimos cuando el Presidente Alfonsín anunció que iba a concurrir solo a Campo de Mayo. El desconcierto se convirtió en preocupación cuando, a su regreso, nos anuncio 'la casa está en orden' y nos deseó 'felices Pascuas'. No encontrábamos explicación a la solución del conflicto, tal cual se planteaba. Era indudable que algo más había ocurrido y nosotros, el pueblo, no lo sabíamos. El martes siguiente, en forma indirecta, tuvimos la respuesta. Todavía seguía en la gente, y se reflejaba en los medios de información, la duda sobre los términos en que el teniente coronel Aldo Rico y sus camaradas se habían entregado cuando, en la sede de la Fiscalía, donde estábamos trabajando normalmente, se recibió la noticia de nuevos alzamientos, ahora en Tucumán y Salta. Después de conversar sobre el tema con el grupo de colaboradores más allegados, decidimos concurrir a la Casa de Gobierno a expresar nuestra defensa del sistema y requerir información fidedigna. En la sede del Ministerio del Interior el clima era muy tenso, y no había ningún funcionario disponible para recibirnos. Al rato, nos recibió el Subsecretario Moure, que no nos pudo brindar ninguna explicación satisfactoria. Decidimos concurrir al sector presidencial. Allí se encontraban haciendo antesala, con la misma preocupación, Alfredo Bravo y Simón Lázara, dirigentes de origen socialista que tenían vinculaciones con el gobierno. Después de un rato de espera, el edecán presidencial anunció que el Presidente recibiría al Fiscal Molinas. En la audiencia, el Presidente pidió que se transmitiera que había absoluta tranquilidad, que sólo se trataba de acción psicológica y que no había que prestarse a ese juego. Nos retirábamos comentando esta respuesta, cuando vimos entrar, apresuradamente, por los pasillos de la Casa Rosada, al más importante constitucionalista de la Unión Cívica Radical, el diputado nacional Reynaldo Vanossi, acompañado de tres miembros de la Corte Suprema de Justicia. A pesar de las palabras presidenciales, era evidente que algo no andaba bien, y con esa sensación nos retiramos. 

No necesitamos mucho tiempo para que la sensación se convirtiera en certeza. Esa misma noche, la Corte Suprema de Justicia dictó una resolución por la cual se ordenaba a las Cámaras Federales del país la remisión de todas las causas vinculadas con violaciones a los derechos humanos durante el "Proceso" militar, aun cuando las mismas no tuviesen sentencia y se hallaran en pleno trámite. El "per saltum" como invento jurídico de la Corte para solucionar problemas políticos, se acababa de instalar en la Argentina, y poco tiempo después, sería aprovechado y repetido hasta el hartazgo por la Corte ampliada por el Presidente Menem, cada vez que el Poder Ejecutivo lo requiriera. Pocas dudas podían caber por entonces, de que la finalización de los juicios a los militares involucrados en violaciones a los derechos humanos, había sido objeto de un acuerdo entre el gobierno y los militares sublevados. Y si alguna duda quedaba, terminó por despejarla la remisión, en la misma semana, del proyecto de LEY DE OBEDIENCIA DEBIDA al Congreso de la Nación por parte del Poder Ejecutivo Nacional y su rápida sanción por diputados. Hubo allí fuertes presiones y vertiginosos cambios como el de un grupo encabezado por el diputado Federico Storani, que preanunciaban su voto contrario y terminó votando por DISCIPLINA PARTIDARIA. Con la LEY DE OBEDIENCIA DEBIDA, contemplada por su antecesora conocida como la LEY DE PUNTO FINAL, se limitaba toda la responsabilidad por los crímenes de la dictadura militar a un puñado de oficiales superiores que habrían dictado las órdenes de represión, quedando liberados todos los demás porque "solo habían cumplido órdenes". Obviamente, por nuestra firme posición anterior en defensa de los derechos humanos, nos oponíamos a dicha ley. Pero además nos iba a tocar opinar oficialmente sobre la misma en una causa, en que la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas era parte, por hallarse involucrados funcionarios nacionales. Era la causa por la existencia y funcionamiento en 1976 de un grupo represivo en el HOSPITAL POSADAS, compuesto por agentes de los servicios de informaciones y directivos del propio hospital, responsables de secuestros, torturas y desapariciones. El expediente llevaba el nombre de una de sus víctimas, "Ríos, Argentino". A la Fiscalía le correspondió expedirse ante la Corte Suprema sobre la aplicación de la LEY DE OBEDIENCIA DEBIDA en dicha causa. Solicitamos entonces, por la gravedad institucional de los hechos en cuestión, hacerlo en una audiencia oral y pública. No era un afán sensacionalista. Era el deseo de destacar frente a la sociedad, la importancia del tema a decidir. Horas antes de la audiencia pública, tomamos conocimiento de que el Procurador General de la Nación, Dr. Juan Gauna, se había opuesta al alegato oral y la Corte Suprema había hecho lugar a su pedido, ordenando a la Fiscalía que informara por escrito, en un claro intento de disminuir la repercusión social del informe." 

A continuación los Dres. Molinas transcriben en su libro parte de ese alegato forzadamente escriturista, y al que conviene remitirse para su lectura IN EXTENSO. Aquí por razones de brevedad, resumiremos los argumentos. Uno concernía a la falta de una genuina voluntad del legislador. Decían los Dres. Molinas: "esta pretensa ley es hija de ilegítimas, graves y violentas presiones de sectores castrenses, y no puede ser considerada manifestación de la voluntad popular a través de sus representantes...muchos legisladores no solo manifestaron públicamente y en el recinto su disgusto, sino que votaron afirmativamente invocando la llamada 'disciplina partidaria'. Si los diputados nacionales son representantes del pueblo y pese a ello votaron en contra de sus propias convicciones por cuestiones reglamentarias propias de sus partidos, resulta indudable que la voluntad popular, fuente de toda legislación legítima, se encuentra absolutamente viciada, pues la ley no es fruto de esa voluntad sino de aquellas amenazas impuestas por vía reglamentarias. La voluntad popular debe considerarse igualmente viciada, pues la disciplina partidaria fue impuesta a los legisladores de partido oficial, en contra de las expresas resoluciones de dicha agrupación expresadas pocos meses antes de las elecciones de 1983." Otros argumentos coincidían en general con los que en la disidencia antes transcripta expuso el Dr. Jorge Bacqué. "Nuestra conducta - agregan los autores al concluir este importante capítulo- nos valió un nuevo enfrentamiento, en este caso, con el entonces secretario de Justicia de la Nación, Dr. Ideler Tonelli, quien, en declaraciones formuladas en Tucumán, calificó al Fiscal General de 'enemigo del gobierno y del sistema' La réplica de nuestra parte no se hizo esperar. En un comunicado de prensa denunciamos a Tonelli como colaborador sempiterno de las dictadura militares y carente, por ello, de autoridad moral para distinguir entre amigos y enemigos de la democracia, y recordando la carrera pública del Secretario de Justicia, reseñábamos su pasado como diputado provincial de la U.C.R.I durante la presidencia de Frondizi, asesor del ministro Cáceres Monié durante la dictadura militar llamada "Revolución Argentina" (1966-1973); Asesor del ministro Gelbard en la gestión peronista de 1973 y camarista federal durante la última y sangrienta dictadura (1976-1983)...La reacción intempestiva del Secretario de Justicia mostraba, a las claras, la irritación de un sector del gobierno con nuestra tarea, en este caso, en el campo de los derechos humanos, y resultaba más inadmisible aun para nosotros porque, poco tiempo antes, el propio Tonelli había solicitado a un común amigo, Federico Polak, con quien habían tenido un pasado de con militancia en el desarrollismo, que organizara un almuerzo con el Fiscal, con el objeto de lograr una mayor relación funcional entre el organismo a nuestro cargo y el Poder Ejecutivo Nacional, que era una responsabilidad de la secretaría a su cargo. En ese almuerzo, ambos se habían comprometido, respetando las mutuas autonomías funcionales, a mantener una relación oficial más fluida evitando las polémicas públicas. La violenta ofensiva de Tonelli frente a un acto oficial de la Fiscalía, ponía en claro que su deseo no era terminar con las polémicas sino acallar la tarea del Organismo, evitando que la opinión pública tuviese conocimiento de las mismas." 

En realidad las dificultades con el gobierno del Dr. Ricardo Molinas habían empezado antes, por temas económicos. Dicen los autores de DETRÁS DEL ESPEJO, en un capítulo anterior titulado LA CASA ESTA EN ORDEN:"...una investigación vinculada con las actuaciones del Banco Central de la República Argentina, en especial, en las tareas de contralor y superintendencia de las entidades financieras, iba a concluir con una abrupta ruptura de las relaciones con los funcionarios radicales, fundamentalmente con los que integraban el sector denominado Junta Nacional Coordinadora en la Capital Federal...La Fiscalía advirtió en el curso de su investigación que en la conducción del Banco Central (encabezada por Alfredo Concepción, luego de renuncia de García Vazquez) aquellas presuntas anomalías habían sido convalidadas, lo que a nuestro juicio configuraba una conducta ilícita. El 13 de octubre de 1986, la Fiscalía emitió su dictamen en el caso específico del Banco del Buen Ayre, denunciando, además de los responsables de la entidad bancaria privada, al Directorio del Banco Central recientemente saliente, compuesto por Juan José Alfredo Concepción, Leopoldo Portnoy, Alberto Pombo, Carlos Marcelo Da Corte, Ricardo A. Mazzorín, Raúl A. Miranda y Guillermo Feldberg. Entonces se desató un verdadero huracán sobre nosotros. El secretario general de la Presidencia, Dr. Raúl Becerra, en ausencia del presidente Alfonsín, que se hallaba en Europa, efectuó una encendida defensa de los funcionarios y criticó duramente al Fiscal General por todos los medios de difusión. El mismo tiempo el vicepresidente del Banco del Buen Auyre, Dr. Jorge Garfunkel, también criticó duramente al Fiscal y llegó a insinuar que había antisemitismo subyacente en su resolución...El Dr. Federico Polak, un abogado proveniente del desarrollismo pero que se había sumado a las fuerzas que el alfonsinismo aglutinó en aquellos años de 1982 y i983, fue el encargado de convencer a los directivos del Banco del Buen Ayre de que debía cesar la polémica pública y de que no podían acusar al Fiscal de antisemitismo, pues era conocida su militancia en el campo de los derechos humanos... Otro amigo nuestro, el diputado nacional Roberto E. Sammartino, era el encargado de concretar una reunión con el mismo objetivo, entre la Fiscalía y uno de los directores del CENTRAL incluido en la acusación y, en ese entonces Director de la Dirección General Impositiva, Marcelo Da Corte. En este caso en el despacho de Sammartino concurrió Fernando, para evitar la amplificación de los sucesos que podía generar, en ese momento, la presencia del Fiscal General en la Cámara de Diputados...El clima tenso y por momentos emotivo, de la reunión que en el despacho de Sammartino se celebraba entre éste, Da Corte y Fernando, fue cortado por la irrupción del diputado radical por Formosa, Carlos Silva, quien enterado de la presencia de Da Corte en la Cámara, quería expresarle su solidaridad. Desconociendo la identidad de Fernando, Silva confortaba efusivamente a Da Corte repitiendo 'no te preocupes que ya lo vamos a cagar al viejo ese', pese a los intentos desesperados de Sammartino para sacarlo del despacho, y la parálisis de Da Corte que no acertaba a decir palabra alguna para detenerlo. Después de su tercer intento fallido, Sammartino consiguió 'desalojar' al insistente Silva, se dió vuelta y muy seriamente dijo: 'quedate tranquilo Fernando, que en el fondo a tu viejo lo aprecia'. La ocurrencia distendió los ánimos y, por primera vez, los tres rieron. Cuando poco después se despidieron, habían asumido el mismo y razonable compromiso: encauzar el debate en carriles jurídicos". 

Esa misma noche Ricardo Molinas estaba invitado por un grupo de ingenieros radicales a disertar sobre "Ética y República" en el Comité Nacional de la U.C.R. "Mientras se desarrollaba la conferencia - siguen diciendo los autores- en un cable fechado en Bariloche, el Vicepresidente Primero del BANCO CENTRAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA, Marcelo Kiguel, formulaba durísimas imputaciones y volvía la polémica a primera plana". En ausencia de Alfonsín, Ricardo Molinas se dirigió al Vicepresidente requiriéndole si el Gobierno nacional respaldaba los dichos del funcionario, a lo que el Dr. Victor Martínez respondió negativamente. 

"La expresa declaración del Vicepresidente - sigue diciendo el libro- ponía fin a la polémica pública. Pero el incidente implicaba el punto máximo de inflexión en las relaciones con el Gobierno nacional. A partir de allí, si bien formalmente las relaciones fueron normales, diversos hechos irían indicando que no se estaba dispuesto a mantener el antes brindado apoyo a la tarea del Fiscalía. El primero no se hizo esperar. Diez días después, un proyecto de ley de reforma del funcionamiento de la Fiscalía, elaborado por nosotros y que el Poder Ejecutivo había elevado al Congreso nacional, donde también sin reformas había obtenido media sanción de la Cámara de Diputados (donde la oficialista U.C.R. tenía mayoría propia), fue objeto de modificaciones en la Cámara de Senadores, por iniciativa de uno de los más renombrados legisladores del partido gobernante, el Dr. Fernando de la Rúa, cambiando así abruptamente el criterio oficial vigente hasta pocos días antes. Las enmiendas introducidas por de la Rúa consistían básicamente, por un lado, en la pérdida de la independencia funcional, al pasar a depender del Procurador General de la Nación, y por el otro, en la pérdida de las facultades de ejercer la acción pública en sede judicial, quedando estas delegadas en los fiscales ordinarios. La primera de estas innovaciones...en la práctica implicaba el sometimiento de la Fiscalía a la autoridad del Poder Ejecutivo Nacional, ya que en nuestro ordenamiento jurídico, éste puede dar órdenes o instrucciones al Procurador General...También el funcionamiento del organismo a nuestro cargo sufrió las consecuencias del cambio de la actitud oficial, llegándose a tal estado de deterioro edilicio y de funcionamiento, que obligaron a efectuar una conferencia de prensa para informar a la opinión pública sobre la grave situación." 

En esa conferencia de prensa, el Dr. Ricardo Molinas afirmaría:"Las modificaciones introducidas a propuesta del senador Dr. Fernando de la Rúa no solo no aporta ningún elemento positivo sino que siembra confusión, transformando a esta Fiscalía Nacional en un órgano coadyuvante de los Fiscales de Primera Instancia...Tan inesperada y sorpresiva pretensión reformatoria, implica apartar a esta Fiscalía del rol preponderante que hasta hoy mantiene en los juicios penales y en virtud de las normas que decían querían mejorar". 

Los antecedentes aportados por el libro de los Dres. Molinas muestra que la política legislativa de impunidad fue acompañada de una voluntad de neutralizar a un gran luchador por los derechos humanos, Ricardo Molinas, porque su actividad era un obstáculo para esa decisión de cancelar la actividad judicial correspondiente a la violación sistemática de esos derechos durante la dictadura militar. 

 

Notas:
[image: image14.png]



7. Memoria, por Armando Vidal, Clarín, 3 de febrero de 1998, pag. 6. 

8. autor, diario y lugar citado. 

9. autor, diario y lugar citado. 

10. "La Ley y la Trampa", Clarín segunda sección, pag. 7, 1ro. de febrero de 1998. 

11. La expresión proviene de SCOUNDREL TIME, el título del libro autobiográfico de Lillian Helman, sobre la industria cinematográfica de Hollywood y su decidida contribución colaboracionista a las persecuciones del Comité de Actividades Anti-Norteamericanas dirigidas por el senador Joseph Mc Carthy en los años de la postguerra. El libro [Boston, 1976] contiene uno de los más refinadas y eficaces referencias coprológicas de la literatura política. Refiriéndose a los magnates de esa industria -Louis Mayer, Samuel Goldwyn, Harry Cohn- dice la notable dramaturga y guionista:"...there is nothing strange about people vying with each other for great landed estates, there is somehing odd about people vying each other for better bathrooms. It is doubtful that such luxury has ever been associated with the normal acts of defecating or bathing oneself. It is even possible that feces are not pleased to be received in such grand style and thus prefer to settle in the soul". Lo que tal vez quepa traducir así:"...no hay nada extraño en pujar con los demás por grandes propiedades inmobiliaria, hay algo raro en la gente que puja entre sí por mejores baños. Es dudoso que tales lujos hayan sido nunca asociados a los actos normales de defecar o bañarse. Es incluso posible que a las heces no les guste ser recibidas en tan gran estilo y que prefieran situarse en el alma". 

12. Armando Vidal, Memoria, Clarín, 3 de febrero de 1998. 

13. La Ley y la Trampa, Clarín, segunda sección, pag.7, 1ro. de febrero de 1998. 

14. Fuente antes citada. 

15. Las itálicas son del autor de este libro. 

16. Pierre Bourdieu,"Sur la Television, suivi de l'emprise du journalismo", Raison d'Agir, Liber, Paris 1996. También conviene leer en la misma linea de pensamiento, de Serge Halimi, "Les Noveaux Chiens de Garde", Raison' Agir, Liber. 
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De López Rega a Menem, por Salvador María Lozada
Parte II - El marco legislativo y judicial.

 
"El indulto asegura la impunidad pero no rescata la honra".
Concepción Arenal (1) 

"La impunidad no es la absolución. El proceso no hace el crimen, y el verdadero castigo del criminal no consiste en sufrir la pena, sino en merecerla; no es la pena material la que constituye la sanción, sino la sentencia. Es la sentencia la que destruye al culpable, no la efusión de su sangre por un medio u otro".
Juan Bautista Alberdi, "El Crimen de la Guerra" 


El 29 de diciembre de 1990 se cerró el círculo de la impunidad que empezó a abrirse con la ley de Punto Final cuatro años antes. Ese día se dictó el decreto 2741 subscripto por el presidente Menem y por el ministro de Educación y Justicia profesor Salonia, por los que se indultaba o perdonaba a los condenados Jorge Rafael Videla, Eduardo Emilio Massera, Orlando Ramón Agosti, Roberto Eduardo Viola y Armando Lambruschini. 

En los fundamentos se decía que una profunda reflexión sobre la situación imperante en la República, llevaba a concluir en la necesidad de que el Poder Ejecutivo realice, respecto de los actos de violencia y de los desencuentros habidos en el pasado inmediato una última contribución para afianzar el proceso de pacificación en que están empeñados "los sectores verdaderamente representativos de la Nación". Agregaba luego que por sobre toda consideración sobre la razón o sinrazón de las diversas posiciones doctrinarias o ideológicas, era menester adoptar las medidas que generen condiciones propicias para que a partir de ellas, y con el aporte insustituible de la grandeza espiritual de los hombres y mujeres de esta Nación, pueda arribarse a la reconciliación definitiva de todos los argentinos, única solución posible para las heridas que aun faltan cicatrizar y para construir una auténtica Patria de Hermanos. Afirmaba asimismo que era responsabilidad indelegable del Poder Ejecutivo nacional anteponer el supremo interés de la Nación frente a cualquier otro, y en su virtud afrontar el compromiso histórico que implicaba "esta decisión de alta política". 

Puntualizaba enseguida que esa medida era sólo un mecanismo político, constitucionalmente previsto para crearlas condiciones de la pacificación nacional, no implicando en modo alguno que estos objetivos hubieran sido alcanzados, ni que estuviera garantizado alcanzarlos, siendo una más entre las muchas medidas que el gobierno nacional sacrificando convicciones obvias, legítima e histórica, estaba dispuesto a propiciar para lograr la pacificación de la República. 

Decía que pretendía el Poder Ejecutivo crear las condiciones y el escenario de la reconciliación, del mutuo perdón y de la unión nacional, y que los actores principales del drama argentino serían quienes aportarían la sincera disposición de ánimo hacia la reconciliación y la unidad, "con humildad, partiendo del reconocimiento de errores propios y de ACIERTOS DEL ADVERSARIO"(2). 

Añadía que esa decisión aspiraba a consolidar la democracia argentina, pues se trataba de un objetivo de igual rango y jerarquía que el de la pacificación y reconciliación. 

Hacia el final de los considerando afirmaba que se consideraba procedente el indulto tanto respecto de los condenados como de quienes se encontraban bajo proceso. 

En la misma fecha se dictaron sendos decretos con análogos fundamento perdonando también a Norma Bremilda Kennedy, Mario Eduardo Firmenich, Duilio Antonio Rafael Brunello, José Alfredo Martínez de Hoz y Guillermo Suárez Mason. 

La cultura de la impunidad había terminado de consolidarse en la Argentina contemporánea, no sin rendir homenaje a los ACIERTOS DEL ADVERSARIO entre los que acaso podían resultar incluidas conductas genocidas, habida cuenta de lo establecido por las sentencias condenatorias sobre algunos de los indultados. 

Explicablemente las entidades dedicadas a la defensa de los derechos humanos reaccionaron con un comunicado que interesa transcribir: 

"El presidente de la Nación indultó a Jorge Rafael Videla, Emilio Eduardo Massera, Roberto Eduardo Viola, Ramón Camps y Ovidio Richieri, hallados culpables y condenados con total respeto a las garantías del debido proceso por los más altos tribunales del país, con la expectativa del pueblo y el reconocimiento de la comunidad internacional. 

"Se los condenó como máximos responsables de haber ideado y puesto en práctica un plan criminal (el terrorismo de Estado) que comportó el secuestro, la prisión, en centros clandestinos de detención, la tortura, la desaparición y el asesinato de miles de personas. Un plan que, por su designio de clandestinidad significó a su vez el robo de cientos de niños a sus legítimas familias y el ocultamiento de sus identidades. 

"Igual medida adoptó con Martínez de Hoz y Suárez Mason, ambos con causas en proceso. El primero gestor del desastre económico cuya política de recesión, marginación, desocupación y dependencia fue posible por la instrumentada represión llevada a cabo por el ex general extraditado y sus camaradas indultados. 

"La historia jurídica argentina no registra antecedente de reos condenados y procesados por tantos y tan graves crímenes. 

"Denunciamos como absolutamente falaz la pretensión de alcanzar la paz y ayudar a la convivencia civilizada, negando los valores sobre los cuales se construyen esa paz y esa convivencia : la vida, la libertad, la verdad y la justicia, en definitiva, la vigencia integral de los derechos humanos. 

"La conciencia universal, considera a la desaparición forzada de personas y a la tortura como delitos contra la humanidad que no prescriben y cuyos autores no pueden ser indultados o amnistiados. El perdón de quienes ocultaron ante el mundo sus crímenes y mantienen hasta hoy esa determinación, significa una inadmisible afrenta a esa conciencia universal. 

"También ha sido indultado Mario Eduardo Firmenich con la pretensión de convalidar ante la sociedad la ilegítima teoría de los dos demonios. 

"Como defensores de los derechos humanos , junto a la mayoría del pueblo del cual formamos parte, mantenemos nuestra opción por la vida, nuestra fidelidad a la verdad y nuestro compromiso por la justicia y por eso repudiamos las leyes de Punto Final y Obediencia Debida y los decretos de indulto. Todas estas medidas menosprecian los reclamos de la sociedad, no cierran ninguna herida y ponen en peligro el compromiso del NUNCA MAS asumido por los habitantes y ciudadanos de la República. 

"Por eso seguimos firmes en nuestras convicciones: el pueblo no olvidar los crímenes; el pueblo ya señaló a los culpables y ningún decreto torcerá el veredicto; al fin triunfará la verdad y la justicia." 

Firmaban estas manifestaciones las Abuelas de Plaza de Mayo, la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos, el Centro de Estudios Legales y Sociales, los Familiares de Desaparecidos y Detenidos por Razones Políticas, las Madres de Plaza de Mayo (L.F.), el Movimiento Ecuménico por los Derechos Humanos, la Liga Argentina por los Derechos del Hombre y el Servicio de Paz y Justicia. Llevaba fecha del 30 de diciembre de 1990. 

El indulto, según doctrina tradicional en la Argentina, se funda "en la posible imperfección de la justicia y en que después de dictado el fallo pueden descubrirse circunstancias que antes de él fueron desconocidas, y pueden cambiar la naturaleza del crimen o disminuirlo; reconoce en la justicia un principio de piedad, no escrito en las leyes, para quitarle lo que tienen de inexorable y riguroso"(3). 

También se ha establecido que los motivos por los cuales el Poder Ejecutivo concede un indulto o perdón, no están librados a su caprichoso albedrío, ni a las expansiones del corazón, ni a los simples dictados de un ánimo enternecido, sino que debe otorgarse según lo aconsejen los principios de justicia y equidad(4). 

Así las cosas, teniendo en cuenta el contenido del informe de la CONADEP y de las sentencias de la Cámara Federal de la Corte Suprema, los indultos de diciembre de 1990 no constituyen, está claro, medidas de atemperamiento de una justicia inexorable o rigurosa; son, por el contrario, como dice esa misma doctrina tradicional actos que convierten esa facultad presidencial en "un irritante e infundado privilegio", destinados a ensanchar y peraltar el largo camino de la impunidad empezado a caminar en 1986. 

  

Notas:
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1. Citada por el senador Feris, en la sesión del Senado de los días 28 y 29 de mayo de 1987. 

2. Las itálicas son del autor. 

3. Joaquín V. González, Manual de la Constitución Argentina, núm.549 

4. Autor y obra citados, núm. 552. 

 Capítulo VI
La actualización de 1998
[image: image17.png]



De López Rega a Menem, por Salvador María Lozada
Parte II - El marco legislativo y judicial.

 

1. Los Factores Exógenos 

Los factores exógenos siempre han sido importantes en la Argentina. La invasión napoleónica de España desencadenó la Revolución de Mayo. La alineación post napoleónica dictada por el Congreso de Viena de 1815 precipitó la declaración de la independencia en 1816. Los mercados europeos de productos primarios condicionaron un crecimiento diferenciado de nuestro país respecto del resto latinoamericano. La sobrepoblación europea y sus excedentes demográficos nos hizo un país euromigratorio, con consecuencias manifiestas, tanto en términos de composición étnica como de estilo vital. 

En nuestros días, un factor externo, la revelación en el Reino Unido de brutalidades cometidas por soldados ingleses contra soldados argentinos en las Malvinas motivó una investigación. No del ejército argentino, sino...(¡RISUM TENERE!)...de Scotland Yard, recibida, por lo demás, con poquísimo entusiasmo y escasísima colaboración en Buenos Aires. Lo único que faltó- pero esto seguramente por muy poco- es que el presidente Menem y su ministro de Relaciones Exteriores se sintieran acosados por una expansión imperialista o colonialista, como lo han hecho, sin rubor aparente, cuando se ha tratado de defender a los responsables del genocidio ante actividades jurisdiccionales de Francia, Italia y España relativas a delitos no juzgados en la Argentina por cobardía institucional y perpetrados en las personas de extranjeros de esas nacionalidades durante la represión ilegal. 

El presidente Menem y su ministro de Relaciones Exteriores, Guido Di Tella, practican un nacionalismo refinadamente selectivo. Se someten sin restricciones a las exigencias, conveniencias y deseos de los Estados Unidos. Permiten, y aun estimular, a los embajadores de ese país a que incurran en la más abierta injerencias en los asuntos internos de la Argentina que son una afrenta a la nacionalidad y una lesión a la soberanía.(Por el hueco torpemente abierto se han han "colado" luego otros diplomáticos, aprovechando de esta abdicación en la obligación de hacer respetar, y respetar, al Estado nacional, y a las reglas que presiden las relaciones diplomáticas conforme a la Convención de Viena, advirtiendo que en la Argentina es fácil y no se castiga con la declaración de PERSONNA NON GRATA). Pero, eso sí, se despierta erguida en el presidente y en el ministro la vigorosa altivez del sentimiento nacional cuando llega el momento de proteger a los acusados de genocidio o de exculpar gravísimas violaciones de los derechos humanos. 

Aquella condición euro-inmigratoria de la Argentina tendría, sin embargo más consecuencia que lo investigado por Scotland Yard en esta delicada materia. 

Desde España, como en 1810, vendrían las novedades que serían el factor desencadenante en enero de 1998. 

2. El Incómodo Juez Garzón y la Exportación de la Impunidad 

El presidente Menem se ha referido, en actos públicos en los que asistía en su condición de jefe de Estado, a este ejemplar magistrado español. Lo ha hecho con expresiones denigratorias, confundiendolos quizás con los miembros del sector de la justicia federal de la Capital, cuyos nombres, según un ex ministro de economía, como se recordó antes, se escriben en servilletas de papel durante las tenidas áulicas. 

Acostumbrado acaso a la interferencias en ese sector de la justicia federal de la Capital, del que ha testimoniado tan expresivamente ese ex ministro, ha creído que se puede manipular también a los jueces de una Nación extranjera, amiga por excelencia; que se puede interferir en el Poder Judicial de otro Estado. Acostumbrados a permitir que embajadores extranjeros interfieran en la administración de justicia de la Argentina, no ha querido advertir que eso implica incursionar en actos de patoterismo internacional, impropio de la Nación Argentina y gravemente degradatorio de la institución presidencial. No ha querido advertir que los jueces son emanación de la soberanía del Estado y que los atropellos y torpezas verbales que se ha permitido no solo lesionan los vínculos bilaterales sino el prestigio internacional de la Argentina, un Estado que tiene motivos para esforzarse en ser serio. 

Con un extraordinario sentido de la oportunidad, en diciembre de 1998, en la semana de la conmemoración de los 50 años de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el ministro Guido Di Tella hizo su contribución complementaria. Con motivo de una reunión del Mercosur en Brasil y durante una conferencia de prensa prorrumpió, -inducido por su conocido "savoir faire", lleno de "relaciones carnales", "seducciones" y otras propensiones venéreas(5), no fáciles de tolerar en la política internacional- en unos increíbles insultos contra el Reino de España con motivo del enjuiciamiento probable de Pinochet en suelo ibérico y a raíz de la extradición requerida por el juez Garzón, "bete noir" de las partidocracias sudamericanas. 

No se puede independizar ese grosero vilipendio presidencial, de un juez extranjero, es decir de un Poder Judicial de Estado extranjero, de la esperpéntica incursión madrileña de un grupo de legisladores oficialistas en los primeros días de abril de 1998. Aunque lesivos para la imagen externa de la Argentina, no puede desconocerse que ese episodio grotesco ha dejado algunas consecuencias positivas. Por una lado permite comprobar que no son fáciles las exportaciones del sainete criollo, y de la consabida viveza, también criolla, y que ahora quien lo intente de nuevo deber mejorar enormemente los controles de calidad y probar con mejores protagonistas y TRADERS. También ha comprobado que las reservas de vergüenza ajena del pueblo argentino siguen sufriendo embates predatorios. Pero sobre todo ha probado la seriedad institucional de España, la de su Poder Judicial y la de sus partidos políticos, en este caso Izquierda Unida, que no solo evitó quedar enredada en una maniobra, de estilo difícil de calificar sin parecer injurioso, sino que ordenó ir a donde correspondía a los malos aprendices de la COMMEDIA DELL'ARTE en versión vernácula. 

Preocupa, sin embargo, que en la Argentina el miedo al juez Garzón exceda el ámbito de los represores ilegales y del torpe encubrimiento gubernamental de quienes el magistrado pueda eventualmente pueda procesar y de la mentada comparsa oficialista. 

Según una crónica de fines de abril de 1998, representantes oficiales del ejército le hicieron llegar al ex presidente Alfonsín, a través del ex ministro de defensa, Dr. Horacio Jaunarena, la "preocupación" de las fuerzas armadas por las gestiones realizadas por algunos miembros de la Alianza-concretamente el Dr. Anibal Ibarra- para invitar, muy justificadamente por cierto, a Buenos Aires al juez Garzón. 

Los representantes del ejército destacaron que el juez Garzón despierta una "cierta irritación" entre los militares. Según el periodista Ernesto Seman, autor de esa crónica(6), al ex presidente Alfonsín le "incomoda la figura de Garzón y lo ha hecho saber públicamente. Al igual que Jaunarena, considera que es un tema peligroso, tensionado entre una postura política atractiva y una realidad jurídica que cree insostenible. En concreto el líder radical duda de los fundamentos jurídicos de la investigación de Garzón". 

Por un lado, suscitaban entonces admirativa perplejidad los conocimientos del ex presidente sobre el derecho positivo procesal español, una materia que normalmente nos supera y excede a los abogados argentinos. En ella Baltasar Garzón ha probado su suficiencia a través de arduos concursos públicos de oposición, unos controles y una experiencia ciertamente remota a nuestra clase política, dicho sea con verdad y sin necesidad de ningún sarcasmo. 

Es obvio que las dudas del Dr. Alfonsín recaían sobre esa -para nosotros arcana- temática procesal española, ya que no debiera haber vacilado sobre la responsabilidad criminal de los eventuales procesados por el magistrado madrileño, tan bien establecidas por dos sentencias históricas pasadas en autoridad de cosa juzgada durante su propio gobierno. 

Esas dudas y presuntas sabidurías procesales- injustificadas dudas e inexistentes subidurías - quedaron disipadas en noviembre de 1998, cuando un tribunal superior confirmó en Madrid la competencia de Garzón para investigarlos genocidios sudamericanos. 

Que el juez Garzón cause escozor no solo en un gobierno desprestigiado y sin consenso, como era en 1998 el del presidente Menem, sino también en parte de la oposición resulta gravemente alarmante. Se cedió a las presiones militares para otorgar la ley de Punto Final, se cedió a esas mismas presiones para otorgarla la ley de Obediencia Debida, se siguió cediendo para ampliar estas últimas normas y alcanzar a incluir hasta los oficiales superiores, finalmente se cedió para otorgar los indultos. Ahora parece que no ya las presiones militares, que no pueden existir, sino, el mero mal humor militar, la mera antipatía militar a la labor de Garzón, inducirían a una parte de la clase política, no solo al gobierno, a desalentar asimismo las investigaciones y procedimientos de un juez extranjero, que ha suplido la obligada inacción de los jueces locales, determinada por normas producidas por ese sector de la clase política que ahora parece querer que la impunidad argentina pueda sortear, airosa, también cualquier tropiezo externo. 

Con lo cual los indultos no habrían sido la culminación de la impunidad, como hasta ahora hemos 

creído. En realidad, esa consternadora secuencia y progresión iría más allá todavía. Se coronaría con una exportación no tradicional, para decirlo con el lenguaje mercantilista al uso mediático, con una exportación de impunidad; por ahora, a España, tal vez mañana a Italia. 

Todos estos espasmos partidocráticos de abril y luego de junio de 1998, todas estas tribulaciones anticipatorias, procedían de la actividad del juez Garzón, sumada a la detención de Videla por el juez Marquevich. Otra crónica de Ernesto Seman agregaba: "Alvarez y Meijide ya dejaron en claro dos veces que no quieren que un gobierno aliancista abra un frente de conflicto con los militares: hace tres meses, cuando se discutió en el bloque del Frepaso la ley de reestructuración militar, y más recientemente cuando se decidió tomar distancia ante la posible visita del juez Garzón"(7). 

Lo cual parecía sugerir que un futuro gobierno aliancista, al modo de la medrosa concordancia chilena, al modo del menemismo, prolongaría la política militar, y de impunidad, del gobierno del Dr. Alfonsín. Y sugería en los espíritus lúcidos, que no quieren ser sorprendidos por hechos consumados, esta duda ominosa, ¿también la alianza como Menem, Di Tella y Granillo Ocampo, rechazarían un eventual pedido de extradición del juez Garzón sobre alguno de los represores ilegales cubiertos por las leyes de impunidad o los indultos? ¿También la alianza, como la patética concordancia chilena, nos avergonzar internacionalmente para impedir el juzgamiento de los responsables del genocidio argentino, colgándose de un principio de territorialidad que no es otra cosa que el refugio del miedo - para colmo un miedo anacrónico y retrospectivo- a los militares? 

En todo caso, son preguntas que es de esperar alguien les formule a los candidatos de 1999. Si se omitiera inquirir sobre asunto tan obvio habría que pensar tal vez en los "Nouveaux Chiens de Garde" del notable libro de Serge Halimi (8). 

Las Cuentas Suizas de los Moralistas del 76 

"La vrai morale se moque de la morale" (La verdadera moral se burla de la moral.) Blaise Pascal 

En el verano meridional de 1998, por primera vez con cierta precisión, se tuvo una medida del perfil económico delictivo de la dictadura militar. 

El juez español Baltasar Garzón - explicablemente tan denostado por el presidente Menen y el ministro Di Tella, y temido increíblemente por otros- requirió información a la fiscal suiza Carla da Ponte, y ésta le proporcionó los nombres de los militares argentinos que tenían cuentas en el imaginario paraíso helvético: Alfredo Astíz, Antonio Bussi, Jorge Acosta, Roberto Roualdes, Carlos Alberto Vega, Adolfo Arduino. 

Afortunada decisión, por cierto, la del juez español. Ha permitido a los argentinos conocer un aspecto esencial de su historia contemporánea, que la política de impunidad les había estado negando. Afortunada decisión que contrasta con la inoperancia e impotencia de la justicia argentina, frenada por decisiones políticas que han frustrado el derecho a la defensa en juicio, en sentido amplio, a miles de víctimas y a miles de parientes de víctimas. 

Escribí antes, a propósito de algunas consecuencias de la ideología de la seguridad nacional, que la frecuentación de lo delictivo como instrumento funcional de la represión terrorista estatal produce una inevitable corrupción. Y que por el plano inclinado de la degradación ética, obviamente implícita en la tortura, el extermino de personas reducidas a la indefensión y el saqueo de sus bienes; por la pendiente de estas facilidades y esas ventajas exorbitantes y abusivas, se avanza rápidamente hacia el delito económico, desde el Estado y frecuentemente contra el Estado. En parte, por efecto de esa degradación y de ese plano inclinado, o por contagio entre una órbita delictiva y otra; en parte, por la busca de medios económicos para la anticipada protección por las consecuencias de los delitos contra la humanidad cometidos en el marco del terrorismo de Estado, estos funcionarios se enriquecen en proporción solo explicable a través del ilícito. 

El primer día de febrero de 1998, el diario Clarín, en su segunda sección, produjo una investigación considerable, responsabilidad del periodista Alberto Amato. 

Refería que después de 20 años, comenzaba a revelarse que la represión ilegal "fue también un gran Negocio"; que el el botín de la ESMA era cuantioso, y que había 70 Millones de dolares producto de la acción genocida. Agregaba que ese botín de guerra, sin guerra declarada, se formó con las propiedades, desde las más sencillas hasta las más valiosas, de los miles de secuestrados que pasaron por la ESMA durante la última dictadura militar. Y que los miembros del Grupo de tareas 3.3.2. llegaron a montar una inmobiliaria para la refacción y venta de los inmuebles de los desaparecidos. Y se preguntaba:"¿Cuál fue destino de tantos millones de dólares?" Parcialmente al menos, la respuesta parecía estar en las cuentas suizas. 

30 días después, complementariamente, el mismo Clarín en su segunda sección, ofrecía una secuencia de aquella investigación bajo el título "Los Millones de la ESMA". Revelaba que los movimientos de la cuenta de un ex jefe de ese organismo fatídico correspondía a cifras millonarias y que algunas operaciones se hicieron -! Oh casualidad!- a través de Daforel, la empresa que intervino en el contrabando del oro y la venta ilegal de armas que ha causado el procesamiento de un ministro de Defensa del presidente Menem, el Dr. Oscar Camilión. 

Son informaciones recientes, est n nítidas en la memoria colectiva y no tiene sentido transcribirlas, aunque sí remitir a ellas al lector interesado. No es fácil resumir el estado de ánimo colectivo que provocaron y provocan esas revelaciones. Las hubo, desde sorpresa, consternación e indignación hasta la reacción popular, perceptiva, certera, cáustica y profunda expresada por el estribillo cantado hacia febrero de 1998 en la plaza de una capital de provincia: 

"Borón bombón, Borón bombón,El asesino era ladrón" 

4. Astíz, Cortazar y Lady Macbeth 

"Para novedades, los clásicos". Miguel de Unamuno 

En enero de 1998, a través de un reportaje realizado por la periodista Gabriela Cerruti, hizo Alfredo Astiz confesiones jactanciosas sobre su pasado criminal. No aportaba nuevos hechos ni mostraba una índole delictiva que no se conociera o sospechara. La conmoción no fue por ello menor. Lo cual inducía a reflexionar del modo siguiente.(9) 

Fue, en realidad, Julio Cortázar el que asoció el genocidio argentino a la locura de Lady Macbeth. Lo hizo en un artículo breve, publicado en LE MATIN de París, en los primeros años de la dictadura. Se titulaba, creo recordar, AUCUN PARFUM DE L'ARABIE. Evocaba el pasaje de la escena primera, del acto quinto de la genial tragedia sobre la consciencia moral y el poder, en la que Lady Macbeth dice: "HERE'S THE SMELL OF THE BLOOD STILL. ALL THE PERFUMES OF ARABIA WILL NOT SWEETEN THIS LITTLE HAND", que traduce así Astrana Marín: "¡Siempre aquí el hedor de la sangre!... ¡Todas las esencias de Arabia no desinfectarían esta pequeña mano mía!". 

Unía la cita a las manchas indelebles en las manos de los responsables del genocidio, y a la imposibilidad que tendrían en el futuro de ocultarlas, y sobre todo de disimulárselas a si mismos. La locura de Lady Macbeth prefiguraba, le parecía a Cortázar, todos las perturbaciones emocionales que vendrían de aquellos actos atroces perpetrados en 1976 y años siguientes. Era, así, inevitable referirla a Alfredo Astiz y a la explosión obscena de sus recientes declaraciones. 

Le han costado su degradación, lo cual mostraba que la libertad de expresión no es absoluta, y que su ejercicio desordenado puede resultar ilegítimo y punible, a pesar de lo que arduamente se empeñan en hacernos creer los oligopolios mediáticos. 

En realidad las declaraciones resultaron más importantes que los actos a que se referían. Porque los argentinos no indiferentes sabíamos todo esto desde el comienzo de la dictadura, y los más renuentes a enterarse, al menos, desde los procesos iniciados en 1984. Lo cual no impidió que el presidente elegido en 1983 terminara disponiendo el ascenso de Astiz y el presidente que lo siguiera lo propusiera para otro. El Senado tuvo piedad de nuestro oprobio colectivo y lo impidió. De otro modo, con un tercer presidente de parecida sensibilidad ético-jurídica a la de los dos mencionados, hubiéramos llegado a tener sin duda un almirante Astiz. Porque el segmento naval del ministerio de Defensa había transformado a este homicida, condenado como tal por los tribunales franceses, en la figura emblemática de su resentido narcisismo burocrático y corporativo. Y en tal carácter lo propuso para todos los ascensos posibles, y lo hubiera seguido haciendo, pasando por alto, como si nada, su rendición sin combate en las islas Georgias. 

Fueron las declaraciones intempestivas y repugnantes las que de algún modo desnudaron todas esas complacencias. La imprudencia verbal terminó produciendo lo que una carrera criminal no había podido hacer. 

Es que el poder contemporáneo tiende a no inmutarse ante la realidad sino ante los vestigios de la realidad que la versión mediática recupera y proclama como sucedáneo de aquella.(10) 

De hecho, a Astíz no se lo degradó por los crímenes que ya le han valido condena no ejecutada, y por los que debió haber sido juzgado en la Argentina. Se lo ha castigado por haber hablado de ellos con repercusión mediática; por haber producido una versión mediática indiscreta e irritante de esos crímenes. En el fondo, es como si a Lady Macbeth se la hubiera condenado, no por cómplice en un regicidio, sino por la difusión de su manía de lavarse las manos. 

5. La Derogación de las Leyes de Impunidad 

Tanto las noticias venidas de España como el arrebato autobiográfico de Alfredo Astíz fueron precedidos por un muy justificado proyecto de ley, firmado, entre otros, por los diputados del FREPASO, Juan Pablo Cafiero y Alfredo Bravo. 

En febrero, el diario La Nación, publicó la carta de un prestigioso jurista, secretario del Instituto de Derecho Constitucional del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, y profesor de esa disciplina, el Dr. Carlos Colautti. Decía allí: 

"Es necesario despojar de retórica el problema de las leyes de obediencia debida y de punto final. Las leyes injustas deben ser derogadas. Este es un principio básico del derecho de Occidente. Sus primeros ecos se oyen en la rebelión de Antígona, y más tarde al promediar la Edad Media, el concepto fue elaborado por los jesuitas Suárez y Mariana. Pero también son principios fundamentales del derecho la estabilidad de la cosa juzgada, la irretroactividad de la ley penal y la aplicación de la ley más benigna. 

"La necesidad de preservar estas garantías implica que la derogación de estas dos leyes tendrá efectos muy restringidos. Su alcance solo podrá conocerse caso por caso. Pero esto no impide que se mantenga inconmovible el principio general de la derogación de la ley injusta, que es un deber del Estado hacia la comunidad. 

"El argumento de la derogación tácita de algunos aspectos de la obediencia debida por los tratados internacionales es insuficiente. La obligación del Congreso consiste en la derogación de ambas leyes injustas en su totalidad. 

"Los partidos políticos deben convenir en que la trágica realidad del genocidio debe ser asumida y debatida, y en este tema no puede haber fisuras dentro de la sociedad". 

Aparte la referencia cronológica a los dos jesuitas del siglo XVI y XVII, y otras reservas sobre las que volveremos enseguida, el texto del Dr. Colautti en su finalidad justiciera debe ser compartido con énfasis. 

Algunos se opusieron a la derogación, otros la consideraron innecesaria, otros señalaron la limitación de sus efectos. Para eso articulaban una serie de argumentos que importa examinar con algún detenimiento. 

En primer lugar, la objeción - trillada, en este libro al menos- de la ley más favorable al acusado. 

Como se dijo, a propósito de las opiniones del Dr. Luder en 1983, como lo dijo el senador Berhongaray en el Senado, en diciembre de ese mismo año, como lo dijo la Corte Suprema en diciembre de 1986, la preferencia por la ley más favorable o la exclusión de la ley más gravosa, en relación al imputado, no es en el derecho argentino, un valor de nivel constitucional, no integra la superlegalidad, no constituye una garantía de la constitución. Tiene mera jerarquía legal, es una norma del derecho común, es el artículo segundo del código penal. Está en el plano de la ley, y todo lo que se encuentra en esa altura puede ser cambiado por la ley. El poder del Congreso de dictar leyes, supone esencialmente el poder de modificarlas irrestrictamente. Lo que esta en la ley y sólo en la ley, la ley puede derogar, suspender, restringir, parcializar, condicionar, atenuar, exceptuar. 

De tal modo, no existe ningún inconveniente en que al derogarse normas penales se agregue a la derogación o se incluya en ella, la mención acerca de no constituir las normas derogadas ley más favorable al acusado en los términos del mentado artículo segundo del código penal. Eso hizo con muy buenas razones la ley que derogó la autoamnistía. Y puede la ley hacerlo cada vez que el legislador encuentre motivos para limitar la preferencia por la ley más favorable al acusado. 

De esta manera, si los legisladores de 1998 lo hubieran querido, el texto derogatorio podría perfectamente haberse integrado con una frase según la cual las leyes de Punto Final y Obediencia Debida no constituirían ley más favorable al acusado, excluyéndolas del alcance del artículo segundo del código penal. 

De este modo, las leyes de Punto Final y Obediencia Debida no podrían ser invocadas por los cientos de oficiales que fueron protegidos por estas normas de impunidad, si los procesos se reabrieran. 

Otro argumento versa sobre la retroactividad de la ley penal. Dice el artículo 18 de la constitución que nadie puede ser PENADO sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso. Lo que no puede ser objeto de acción retroactiva de la ley es la creación legislativa de delitos, la descripción de las conductas que suponen actividad delictual, los tipos penales en que consisten las infracciones del derecho penal. 

La derogación de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida no plantean ningún problema de retroactividad penal. Porque la ley en cuya virtud los protegidos por esas normas de impunidad podrían eventualmente ser PENADOS es el viejo código penal de 1921, que establece sanciones para el homicidio, los apremios ilegales, y todos los delitos aberrantes y atroces por los que estuvieron acusados y fueron luego declarados impunes por esas dos leyes tristemente famosas. 

Lo dijo la Corte Suprema en la sentencia de los juicios a los comandantes. Recuérdese que ese tribunal estableció allí que al derogarse la autoamnistía no se dictó una ley posterior al hecho del proceso, lo cual implicaría aplicación retroactiva de la ley penal, prohibida por el artículo 18 de la constitución. Lo que se derogó, dijo la Corte, fue una norma que excusaba hechos ilícitos anteriores, plenamente incriminados al tiempo de su comisión -por el código penal de 1921 y sus reformas todas anteriores a la norma excusatoria-. De tal modo, añadía, la derogación de la autoamnistía, restablecía el sistema vigente al tiempo de la comisión de los delitos. 

Lo que la Corte Suprema dijo respecto de la Autoamnistía es cabalmente aplicable a la derogación de estos dos instrumentos legales frustratorios del proceso penal. Al derogarlos no se ha dictado una ley posterior al hecho del proceso. Lo que se derogó ahora han sido normas que excusaban hechos ilícitos anteriores, plenamente incriminados al tiempo de su comisión, por el código penal de 1921 y sus reformas anteriores a 1976. Así pues, la derogación de las leyes de impunidad, restablecería, para decirlo con las mismas palabras de la Corte, el sistema vigente al tiempo de la comisión de los delitos. 

Un tercer argumento suele esgrimirse, fundado en la cosa juzgado o inmutabilidad de las sentencias. Pero es difícilmente pertinente. Porque esas dos leyes ahora derogadas, no permitieron que hubiera juzgamiento, y de hecho no hubo juzgamiento. Se trataba de leyes que sustituían el juzgamiento por una prescripción o por una rígida presunción sin admitir prueba en contrario. No hubo juicio, se impidió el juicio. No pudo haber cosa juzgada. 

Pero si en algún caso se dictó pronunciamiento judicial fundado en alguna de esas leyes, la eventual cosa juzgada, igual que la habida a raíz de la autoamnistía, puede muy validamente ser neutralizada, como lo hizo la ley derogatoria de ese autoperdón. La cosa juzgada, del mismo modo que la preferencia por la ley más benigna, no alcanza a ser una garantía constitucional. Es una creación de la ley y está, para decirlo con una expresión coloquial, a tiro de la ley. Esta puede alterarla, suspenderla, condicionarla, y limitarla. 

Recuérdese también lo que está escrito en la sentencia de la Corte de diciembre de 1986, ya citada. En su voto el ministro Dr. Belluscio señaló que la derogación de la autoamnistía tampoco implicaba violar el principio de la cosa juzgada, desde que ésta, como todas las instituciones legales, debe organizarse sobre bases compatibles con los derechos y garantías constitucionales, por lo que se han reconocido múltiples excepciones al principio de la inmutabilidad de las sentencias judiciales, dado que los motivos que la inspiran no son absolutos y deben ceder frente a la necesidad de afirmar otros valores jurídicos de raigambre constitucional. De ahí que no sea objetable que una ley deje sin operatividad la cosa juzgada, como hizo la ley 22.924, cuando dijo, después de quitarle todo efecto jurídico a la autoamnistía, "lo dispuesto en el párrafo anterior no se altera por la existencia de decisiones judiciales firmes que hayan aplicado la ley de facto 22. 924". 

Del mismo modo, los legisladores de 1998 pudieron, luego de derogar las leyes de impunidad, haber dicho que la reapertura de los procesos impedidos por las leyes de impunidad no se alteraría por la existencia de decisiones judiciales firmes que hubieran aplicado las leyes 23.492 y 23.521. 

En materia penal también se afirma que nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito. Se suele expresar con la expresión latina NON BIS IN IDEM, no dos veces por lo mismo. En realidad, esto se confunde con la cosa juzgada. En todo caso, tiene sentido aclarar que el principio NON BIS IN IDEM, tampoco es garantía constitucional en el derecho argentino. De modo, que al argumento que se fundara sobre esta noción, se le aplicaría los anteriores razonamientos. 

Finalmente, la prescripción. El código penal establece un término máximo de prescripción que es el de quince años. Después de este lapso todos los delitos están prescriptos, es decir la acción penal a su respecto est extinguida. No se puede perseguir por ellos a sus autores. Y ya han pasado más de esa cantidad de años respecto de la gran mayoría de los delitos imputados a los agentes de la dictadura militar. 

Ahora bien, la prescripción es asimismo una institución subordinada a la constitución, no es una garantía constitucional, ha sido creada por la ley y puede ser modificada por la ley. De modo que la ley derogatoria de las leyes de impunidad, pudo especificar que el lapso de vigencia de las mismas -1986 y 1987 hasta 1998- durante el cual el ministerio público y los particulares damnificados estuvieron impedidos de promover o proseguir la acción penal, no debe ser tomado en cuenta a los efectos de la prescripción, y de este modo el término de quince años no habría transcurrido para ninguno de esos delitos. 

Aquí tampoco habría aplicación retroactiva de la ley penal, los inculpados serían juzgados conforme a normas anteriores a la comisión de los hechos. Lo que se dispondría es algo concerniente, para decirlo con expresiones de la Corte, a una norma que excusaba hechos ilícitos anteriores, plenamente incriminados al tiempo de su comisión por el código penal de 1921 y sus reformas todas anteriores a las normas excusatorias. Con otras palabras, lo que se dispone, en efecto, es algo relativo a las leyes de 1896 y 1987, en el sentido que su lapso de vigencia - claramente posterior a los hechos incriminados- no debe contarse a los efectos de la prescripción de la acción penal relativa a los delitos que esas leyes intentaban dejar impunes. 

Se objetará que la prescripción liberatoria ya cumplida ha sido considerada por la Corte Suprema inatacable por leyes posteriores. Porque de un modo indirecto esa liberación cumplida produciría un valor patrimonial, alcanzado por el sentido lato que se da en el derecho constitucional argentino a la noción de la propiedad, que según el artículo 17 de la constitución es "inviolable". No es menos cierto, sin embargo, que esto solo se puede producir respecto de prescripciones liberatorias referidas a derechos patrimoniales, vinculados a la propiedad, no en relación a derechos relativos a la libertad personal, como es la exoneración de las sanciones penales privativas de la libertad. Debe recordarse que también en el derecho argentino hay una clara dicotomía entre la libertad personal, protegida por el habeas corpus, y los demás derechos, protegidos por la acción de amparo. 

El vínculo entre derecho de la propiedad y prescripción liberatoria de la acción penal es definitivamente remoto y rebuscado, claramente inconvincente, porque hay una evidente disociación entre inviolabilidad de la propiedad, aun en el sentido más amplio, por un lado, y la libertad física, amenazada por las penas privativas de la misma, por otro. 

Difícilmente, muy difícilmente, un tribunal consideraría amparado por la garantía constitucional de la inviolabilidad de la propiedad, bajo la forma de prescripción liberatoria ya cumplida, a un procesado por delitos que la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, incorporada a nuestro texto constitucional por la ley 24.556, considera imprescriptibles. Sea o no aplicable a los hechos de 1976 y años siguientes, aunque no lo fuera estrictamente, esta convención está marcando claramente una pauta valorativa de enorme importancia acerca de cómo proceder hermenéuticamente frente a delitos de esa extrema significación disvaliosa. Tanto más desde que a esa imprescriptibilidad se le suma ahora, luego de 1994, la del tercer párrafo del nuevo artículo 36 de la constitución cuyo texto he transcripto más arriba. 

Por otra parte, la impunidad otorgadas por leyes de favor al calor de obvias pero nada irresistibles presiones golpistas, sólo con mucho absurdo y con mucho ridículo podrían ser consideradas creadoras de derechos adquiridos, inmunes aun a leyes de orden público como las derogatorias del Punto Final y la Obediencia Debida. 

De modo que en el plano jurídico no hubiera habida inconveniente alguno para que la derogación de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, contuviera precisiones relativas a la exclusión del principio de la ley más benigna, a la exclusión del principio de la inmutabilidad de las eventuales sentencias dictadas en virtud de las leyes de impunidad, y a la no computabilidad a los efectos de prescripción del lapso durante el cual esas leyes estuvieron vigentes. 

Debe, pues, quedar muy en claro que no estuvieron en el derecho, no fueron jurídicas, ESTABAN EN OTRO LADO, las dificultades o obstáculos que impidieron este alcance amplio y saludable que pudo haber tenido la derogación tan esperada. 

6. El Debate sobre la Derogación de la Impunidad 

"Vorrei, e non vorrei", W. A. Mozart e L. Da Ponte, Don Giovanni, Ato primo, scena nona. 

El Congreso finalmente derogó las leyes a fines de marzo de 1998. Después de muchas idas y vueltas, de muchas dudas, y amenazas de veto presidencial, se aprobó en la Cámara de Diputados el 24 de marzo de 1998, con una votación casi unánime, habida cuenta del único voto negativo del diputado Alsogaray y la abstención, "filosófica y emotiva" del diputado Olima. Según la crónica periodística, la sesión fue precedida de arduos cabildeos:"La mesa directiva del PJ unificó posición y decidió no presentar listas con nombres de colaboradores de la dictadura. La coalición UCR-FREPASO definió su estrategia: dar quórum, votar la leyes y remitir a comisión la reforma del código militar. Luego que se levantara la sesión por falta de quórum (había sido convocada por la Alianza) se reunieron peronistas y aliancistas. Coincidieron en la necesidad de SALIR DEL BOCHORNO. Y sellaron el acuerdo".(11) 

No queda claro si el bochorno era la indefinición legislativa, las marchas y contramarchas de los primeros meses del año o la existencia de esas dos leyes de impunidad. O con más y mejor razón, ambas cosas a un tiempo. 

El diputado Edgardo Barberis, por Santa Fe, señaló que el "partido militar" estaba herido pero todavía vigoroso; mas aun, estaba acorralado, con toda la fuerza que da la desesperación; no supo o no quiso autodepurarse; sus planteos eran permanentes y la soberbia casi ingenua, una regla de conducta. En ese contexto, como es público y notorio, agregó, surgen las leyes de Punto Final y Obediencia Debida. "Pudo haber faltado el final de una condena en sentido jurídico, añadió enseguida, porque en el social, la hubo con creces...Cumplir con la pena, muchas veces es nada frente a la voz que nos enrostra nuestras propias culpas". 

La diputada Graciela Fernández Meijide quiso "recordar y rendir un homenaje a tres personas que fueron compañeras nuestras y a quienes quise entrañablemente: el obispo católico monseñor Jaime de Nevares, el obispo metodista Carlos Gatinoni y el rabino Marshall Meyer. Ellos estuvieron con nosotros no sólo durante la dictadura sino también después, en la época de la democracia, cuando hubo que reconstruir lo que aquí se describió: el conocimiento y el enjuiciamiento de lo que había ocurrido". Luego dijo: "Las víctimas, no por ser tales sino por ser personas, tienen derecho a su identidad completa y también a la Justicia. Por ello reivindico los juicios que se están haciendo en otros países, que defienden el derecho de sus ciudadanos aun cuando éste fue violado fuera de sus fronteras". 

El diputado Adaime, por Corrientes, pareció referirse a la irrelevancia práctica de la derogación diciendo:"...me alegro de que hoy miremos hacia adelante, sin poner en juego la seguridad jurídica. Sabemos que el derecho y el orden jurídico argentinos tiene definiciones y responde a principios absolutamente insalvables. El Congreso puede hacer lo que quiera, pero nuestro sistema constitucional ya ha establecido una categoría de derecho adquirido. Pensar lo contraria sería un absurdo". 

Obviamente, la seguridad jurídica y los derechos adquiridos a que se refería eran la seguridad jurídica y los derechos adquiridos de los responsables del genocidio y de los autores de crímenes atroces y aberrantes. En el parágrafo anterior hemos demostrado que no hubo ni hay obstáculo constitucional alguno para dotar a la derogación de las leyes de impunidad, de haberse querido, de toda la eficacia para llevar adelante lo que ellas interrumpieron e imposibilitaron. 

En tesitura análoga el diputado Guillermo Francos, por la Capital Federal, dijo:"Hoy estamos tratando la derogación de dos leyes que respondieron a un momento histórico de la Argentina. Quisiera que la decisión de los sectores políticos no genere - sobretodo en quienes reclaman con legítimo derecho a saber lo que ocurrió- expectativas que la derogación de estas dos leyes no podrá solucionar. Todos sabemos que el principio de la ley más benigna tiene carácter constitucional; en consecuencia, la derogación de estas dos leyes - que insisto fueron el resultado de una situación histórica- no será una contestación concreta para quienes están esperando una respuesta de su Parlamento". 

Conviene recordar que TODOS SABEMOS lo contrario de la afirmación hecha por el diputado Francos: el principio de la ley más benigna NO TIENE CARACTER CONSTITUCIONAL. Si no hubiera otras razones y fuentes, hay está la bien conocida sentencia de la Corte Suprema confirmando la condenada de los comandantes de la dictadura, en la que muy explícitamente se dijo ".EL PRINCIPIO DE LA LEY PENAL MAS BENIGNA (ART.2do COD. PENAL) NO REPRESENTA UNA GARANTIA CONSTITUCIONAL, SINO SOLO UN CRITERIO DEL LEGISLADOR EN CUANTO A LA CONFIGURACION DE DERECHOS SUBJETIVOS CONCRETOS QUE ESTA A SU CARGO MANTENER O DEROGAR". 

El diputado Alsogaray, por la Capital Federal, que se había opuesto en su momento a estas leyes -por considerarlas insuficientes- se inclinó ahora a "mantener las cosas como están". 

El diputado Casella, por la provincia de Buenos Aires, destacó:" Hoy nos encontramos ante la posibilidad de integrar el plexo jurídico argentino de manera coherente y de derogar una legislación que de alguna manera significaba una diferenciación en cuanto a niveles de responsabilidad excluyendo a algunos que cometieron delitos"; y enseguida: "Pero esta derogación no puede cuestionar la existencia y vigencia de una serie de institutos que también conforman el principio de vigencia de los derechos humanos", aludiendo, parece, a presuntos obstáculos jurídicos que harían a la derogación ineficiente. 

Una forma más explícita de aludir a una derogación ineficaz fue del diputado Torres Molina: "La derogación de las leyes de obediencia debida y punto final forma parte de la lucha contra la impunidad. Hoy, al derogar las leyes de obediencia debida y punto final, la Cámara remueve obstáculos para que la justicia aplique principios constitucionales, COMO LA LEY MAS BENIGNA(12), la retroactividad (sic) de la ley penal y, a su vez podemos mencionar los principios establecidos por la Convención contra (sic) la Persecución de los Delitos de Lesa Humanidad". 

El diputado Avelín, por San Juan, mencionó con franqueza la inoperatividad de la derogación: "Votar‚ por la afirmativa la derogación de ambas leyes sabiendo que tal vez resultar testimonial o simbólico", pero agregando con tropo futbolístico, muy al uso de la clase política, "con la esperanza de que esta decisión se convierta en el puntapié inicial para la construcción de un futuro de unidad que todos los argentinos anhelamos y merecemos". 

El diputado Olima por la provincia de Buenos Aires pidió permiso para abstenerse "ante la duda filosófica y emotiva que tengo". 

El diputado Acevedo, por la provincia de Santa Cruz, también tuvo sus dudas, más concretas y directas que filosóficas y emotivas: "A lo mejor aprobamos la iniciativa en consideración creyendo que es un paso hacia la verdad, pero creo que no termina de llegar a la finalidad que todos perseguimos, que es abandonar definitivamente la cultura de la impunidad". 

El diputado Juan Pablo Cafiero se refirió a la intención e los legisladores del FREPASO que a principio del año habían promovido la derogación. Ella estaba vinculada al afán de buscar justicia y verdad. También habló de la la represión ilegal de la dictadura. "Ese plan se pudo desarrollar porque el grupo militar que había tomado el gobierno adoptó sin ningún freno una actitud genocida, de la cual se han dado varios ejemplos, como el caso de Margarita Belén, el de los trabajadores perseguidos por el régimen militar - que terminó haciendo desaparecer a miembros de las propias organizaciones defensoras de derechos humanos- y el de las monjas francesas Dumont y Dusquet, asesinadas por el capitán de navío Astíz, condenado hoy en Francia. Todo esto nos llevó a pensar a un grupo de legisladores que la justicia que se estaba desarrollando en el exterior debía también darse en nuestro país. Por eso propiciamos la derogación de estas leyes, para que esa justicia pueda desarrollarse en la Argentina". Finalmente dijo:"...para que no se prolongue la impunidad en la Argentina aspiramos a que se anulen estas leyes; queremos su nulidad no porque busquemos un efecto testimonial sino para que haya un efecto práctico y se reabra el acceso a la justicia a miles de personas que han quedado privadas de ello". 

Volveremos en el parágrafo siguiente sobre la nulidad como medio para lograr una extinción eficaz de esas leyes. 

El diputado M. Stubrin, por la Capital Federal, que había votado sin reservas tanto la ley de punto final como la de obediencia debida, y también su ampliación a los oficiales superiores, sin intervenir en ninguno de los tres debates, dijo ahora: "En primer lugar está la pregunta de por qué votamos: lo hicimos por razón de Estado, no por estado de necesidad". Enseguida se refirió a las situación político-militar de la época de la sanción de las leyes de impunidad. Reveló interesantes intimidades del poder, que incluyen a un ministro de la Corte Suprema, mencionado, a diferencia de los militares, sin los debidos prefijos, al uso mediático: "El 4 de diciembre de 1986 se desencadenó una grave crisis militar. La Cámara Federal citó a los generales retirados Jorge Rovere, José Montes, Andrés Ferrero, Juan B, Sasiain y a Adolfo Sigwald y al coronel Roque Presti. Cuando el Ministro de Defensa, doctor Jaunarena comunica esta decisión, el jefe del ejército, general Ríos Ereñú, respondió que esa decisión provocaría una fuerte reacción militar. Petracchi (sic) encuentra una solución temporal; un policía, Juan Antonio del Cerro, acusado por torturas, había apelado ante la Corte Suprema sobre la base de que la Cámara Federal tomó el caso bajo su jurisdicción en forma inadecuada. Petracchi (sic) solicitó el expediente del caso, medida que tuvo el efecto de detener el proceso. Después ocurrió lo del punto final... el número de oficiales del tercer nivel de responsabilidad creció dramáticamente. Más adelante se dió la sublevación de Semana Santa, y apareció el tema de la obediencia debida...esto es justo reconocerlo: fue un retroceso. Repito que no fue votado por estado de necesidad sino por razones de Estado". Concluyó diciendo: "Tengo el deber de conciencia de decir que vengo a votar por la derogación para evitar el intento de cualquier magistrado de este país de aplicarla analógicamente". 

El diputado M.A.H. Cafiero, por la provincia de Buenos Aires, expreso: "Es necesario que en nuestro país se reconozca el derecho a la verdad que tienen los familiares de las víctimas y la sociedad...a fin de iniciar un camino de verdad para reconstruir la justicia, porque la verdad es parte de la justicia". 

El diputado Alfredo P. Bravo, por la Capital Federal, uno de los iniciadores del proyecto de derogación, intervino recordando que junto con los diputados J.P.Cafiero, Villalba, Jorge Rivas, Adriana Puiggrós y Diana Conti "hemos presentado un proyecto en el que, además de la derogación de las leyes de punto final y de obediencia debida, solicitamos su anulación. Podrá haber muchas razones jurídicas de un lado y del otro, pero yo esperaba - no sé‚ si se concretará - que la Cámara tomara la decisión política de devolver su derecho a las víctimas y que los victimarios pagaran por los crímenes de lesa humanidad que cometieron". 

Hacia el final de su exposición interrogó: "Quisiera preguntar a qué verdad y a qué justicia nos estamos refiriendo aquí. Formulo esta pregunta porque si hoy derogamos y no anulamos estas leyes estaremos ofreciendo un gesto testimonial sin devolver a las víctimas su derecho. De ese modo volverán a aparecer los reclamo porque el tema seguirá insepulto. Y lo insepulto siempre florece no solo sobre la faz de la tierra sino también en la vida, la memoria y el corazón de los familiares de los detenidos desaparecidos". 

El diputado Alvarez, por la Capital Federal, dijo: "Creo que la dirigencia política tiene...el compromiso de no impedir que en la Argentina estemos frente a toda la verdad y tengamos el máximo de justicia COMPATIBLE CON LA RELACION DE FUERZA EXISTENTE EN NUESTRA DEMOCRACIA(13). Nos parece extraordinaria la postura que ha tomado el gobernador Duhalde -y lo digo aun compitiendo con él- en el sentido de no considerar al juez Garzón como un magistrado que está perjudicando a la Argentina, porque creo que en la globalización en la que vivimos la verdad no tiene fronteras y es bueno que desde cualquier lugar del mundo nos ayuden a encontrar la certeza sobre lo que nos ha pasado". Concluyó señalando que "todos los que estamos aquí...sabemos que con impunidad es difícil construir un horizonte de dignidad y de futuro para la sociedad argentina". 

El diputado Federico Storani por la provincia de Buenos Aires, dijo: "No nos gustaron las leyes, pero se dictaron en un contexto histórico en el que la política de Estado, que había sido fuertemente coherente en la materia, tenía que elegir entre preservar los derechos humanos que la estabilidad democrática garantizaba o la posibilidad de perderlos. Como dijo el señor diputado Casella, no había peligro de golpe de Estado, pero eso no quiere decir que no hubiese situaciones de inestabilidad permanente y que no pudieran generarse condiciones para un golpe de Estado". 

Al concluir el debate el diputado Alfredo Bravo expresó: "Señor presidente: a efectos de ser coherentes con la exposición que se ha realizado y con el apoyo presentado, en nombre de los diputados que firmaron el proyecto así como también en nombre del señor diputado Gatti, solicito que se agregue un artículo que exprese: 'Decláranse nulas de nulidad absoluta las leyes 23.492 y 23.521'". Sometida la propuesta a votación, el resultado fue negativo. Como no se pidió votación nominal, es imposible saber quienes votaron a favor de la enmienda. 

Pocos días después la derogación fue aprobada por el Senado. 

7. La Derogación Castrada 

"Auch der Zorn über das Unrecht Macht die Stimme heisser" 

Me atrevo a traducir así: "La indignación por la injusticia hace áspera la voz". 

Bertold Brecht, An die Nachgeborenen 

No se puede sino simpatizar profundamente, y adherir con entusiasmo, al proyecto de los diputados del FREPASO que se propusieron producir una derogación plenamente operativa de las leyes de impunidad. No se puede sino compartir la intención de reabrir los procesos cerrados por la política de impunidad. 

Difícil es no acompañar a quienes no solo quieren la verdad sino también la justicia que debe fluir naturalmente de esa verdad. También, sin embargo, se debe reconocer que no fue acertado el medio técnico empleado. 

Influídos por la escritura y letra empleadas en la derogación de la autoamnistía, creyeron que era necesario acudir al artículo 29 de la constitución para poder lograr ese resultado. Pensaron, parece, que solo con la nulidad de las leyes derogadas se obtenía ese pleno efecto de reabrir el horizonte de la justicia. Bastaba sin embargo con la mera derogación, dotada de las precisiones adecuadas, para que esa amplia eficacia se lograra. 

A esa norma constitucional se ha hecho referencia con cierta amplitud en el parágrafo 6 del Capitulo I, de la II Parte de este libro, bajo el título Derogación y Nulidad. Allí corresponde remitir al lector sistemático, sin perjuicio de volver ahora al asunto. 

Repasemos el texto de esa disposición histórica: "El Congreso no puede conceder al Ejecutivo Nacional, ni las legislaturas provinciales a los gobernadores de provincia, FACULTADES EXTRAORDINARIAS, ni LA SUMA DEL PODER PUBLICO, ni otorgarle SUMISIONES O SUPREMACIAS por las que la vida, el honor o las fortunas de los argentinos queden a merced de gobiernos o persona alguna. Actos de esta naturaleza llevan consiga una nulidad insanable, y sujetar n a los que lo formulen, consientan o firmen, a la responsabilidad y pena de los infames traidores a la patria".(14) 

Ni en uno ni en otro caso, ni en el de la autoamnistía ni en el de las leyes de impunidad, el precepto estaba bien convocado. 

En el primer caso, porque el sujeto otorgante de los actos cuya nulidad insanable se predica - facultades extraordinarias, suma del poder público, sumisiones o supremacías- son los miembros del congreso o de las legislaturas. Y en la autoamnistía se trataba de un gobierno militar usurpador del poder público. No había coincidencia entre los sujetos autores de los actos nulos. 

En el segundo caso, porque las leyes de impunidad fueron graves limitaciones al ejercicio de la potestad jurisdiccional del Poder Judicial, pero no transferencias de poder al Ejecutivo, como prevé el artículo 29. No había identidad entre los poderes alcanzados o afectados por los actos nulos. 

Debe tenerse en cuenta que la disposición comentada se ocupa solo de la abdicación de responsabilidades legislativas en favor del Poder Ejecutivo nacional o de los Poderes Ejecutivos provinciales. Son los presidentes y los gobernadores los destinatarios de esos actos cuya nulidad insalvable se quiere establecer. No están prevista en el artículo 29 las conculcaciones de las potestades judiciales, como ocurre gravemente con las dos leyes de impunidad, sobre todo con la de obediencia debida. 

Fuera del amparo del artículo 29 no hay nulidades legislativas posibles, ni es necesario que las haya. Sobre todo en esto último es preciso poner énfasis. 

Como se dijo antes, el poder de hacer las leyes depositado por la constitución en el Congreso supone esencialmente el poder de derogarlas integralmente y de privarle de sus efectos. 

Como se ha dicho varias veces a lo largo de estas páginas, malgrado el error que con asiduidad se comete al respecto dentro y fuera de los recintos del Congreso, la preferencia por la ley más benigna en materia penal no constituye una garantía constitucional, y los legisladores pueden cancelar, subordinar y exceptuar esa preferencia cada vez que encuentren mérito para hacerlo, como sin duda se daba y sin duda se sigue dando en las leyes de impunidad. Hubiera pues bastado agregar en el texto de la ley derogatoria que las leyes 23.492 y 23.521 en ningún caso podrían ser invocadas como ley más benigna, para que este presunto obstáculo quedara plenamente salvado. 

Lo mismo cabe decir de la irretroactividad de la ley penal. Como se ha dicho ya en este mismo capítulo, y también antes, nadie pretende juzgar a los genocidas aplicándoles normas penales descriptivas de conductas delictuales posteriores a 1976. Se los quiere juzgar en relación a la comisión de delitos que estaban perfectamente descriptos por el viejo código penal elaborado por el Congreso en 1921 y vigente desde el 29 de abril de 1922. 

Como dijo la Corte Suprema respecto de la derogación de la autoamnistía, y se ha reiterado aquí varias veces, no se dictó una ley posterior al hecho del proceso, lo cual implicaría aplicación retroactiva de la ley penal, prohibida por el artículo 18 de la constitución. Lo que se derogó, dijo la Corte, fue una norma que excusaba hechos ilícitos ANTERIORES, plenamente incriminados al tiempo de su comisión por el código penal, claramente anterior a la consagración de la autoamnistía y podemos agregar de la impunidad. De tal modo, añadía la Corte, -y se puede decir lo mismo de la derogación de las leyes de impunidad-, la derogación de la autoamnistía, restablecía el sistema vigente al tiempo de la comisión de los delitos. 

Durante el debate se mencionaron, asimismo, los derechos adquiridos. ¿En qué podrían consistir los derechos adquiridos bajo la vigencia de las leyes de impunidad? Sin duda, se alude a la prescripción liberatoria, que en muchos casos se ha cumplido respecto de la gran mayoría de los delitos. Pero, como se estableció más arriba, la prescripción es una serie de reglas legislativas, subordinadas, inferiores, a la constitución; no es una garantía constitucional; ha sido creada por la ley y puede ser modificada por la ley. De modo que la ley derogatoria de las leyes de impunidad, pudo especificar que el lapso de vigencia de las mismas -1986 y 1987 hasta 1998- durante el cual el ministerio público y los particulares damnificados estuvieron impedidos de promover o proseguir la acción penal, no debía ser tomado en cuenta a los efectos de la prescripción, y de este modo el término de quince años no habría transcurrido para ninguno de los delitos graves. 

Adviértase que tampoco habría aplicación retroactiva de la ley penal, los inculpados serían juzgados conforme a normas anteriores a la comisión de los hechos. Lo que se dispondría es algo concerniente, para decirlo con expresiones de la Corte, a la limitación de los efectos de unas normas que excusaba hechos ilícitos anteriores, plenamente incriminados al tiempo de su comisión por el código penal de 1921 y sus reformas, todas anteriores a las normas protectoras de los genocidas. Con otras palabras, lo que se resolvería, en efecto, es algo relativo a las leyes de 1896 y 1987, en el sentido que su lapso de vigencia - claramente posterior a los hechos incriminados- no debe contarse a los efectos de la prescripción de la acción penal relativa a los delitos que esas leyes intentaban dejar impunes. 

Se objetará que la prescripción liberatoria ya cumplida ha sido considerada a veces por la Corte Suprema inatacable por leyes posteriores. Porque, ha dicho ese tribunal supremo, de un modo indirecto esa liberación cumplida produciría un valor patrimonial, alcanzado por el sentido lato que se da en el derecho constitucional argentino a la noción de la propiedad, que según el artículo 17 de la constitución es "inviolable". 

No es menos evidente, sin embargo, que esto solo se puede producir respecto de prescripciones liberatorias referidas a derechos patrimoniales, vinculados a la propiedad, no en relación a derechos relativos a la exoneración de las sanciones penales privativas de la libertad. Se ha recordado ya que en el derecho argentino hay una clara dicotomía entre la libertad física, protegida por el habeas corpus, y los demás derechos, protegidos por la acción de amparo. 

El vínculo entre derecho de la propiedad y prescripción liberatoria de la acción penal - materia de los presuntos derechos adquiridos- es definitivamente remoto y rebuscado, claramente inconvincente, porque hay una notoria disociación entre inviolabilidad de la propiedad, aun en el sentido más amplio, por un lado, y la exoneración de penas privativas de la libertad física, por otro. 

Difícilmente, muy difícilmente, un tribunal consideraría amparado por la garantía constitucional de la inviolabilidad de la propiedad, bajo la forma de prescripción liberatoria ya cumplida, a un procesado por delitos que la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, incorporada a nuestro texto constitucional por la ley 24.556, considera imprescriptibles. Sea o no aplicable a los hechos de 1976 y años siguientes, aunque no lo fuera estrictamente, esta convención está marcando claramente una pauta valorativa de enorme importancia acerca de cómo proceder hermenéuticamente frente a delitos de esa extrema significación disvaliosa. Tanto más desde que a esa imprescriptibilidad se le suma ahora, luego de 1994, la del tercer párrafo del nuevo artículo 36 de la constitución cuyo texto he transcripto más arriba. 

Difícilmente, muy difícilmente, por otra parte, podría producir tal efecto en un tribunal. La impunidad otorgadas por leyes hechas a medida, no AD USUM DELPHINIS, sino aun peor AD USUM MILITAE, en un clima de medrosidad política, inducido por obvias presiones golpistas, o por lo menos cripto-golpistas, por poco convincentes que estas de hecho fueran. Sólo con ánimo groseramente faccioso - lo cual como se sabe, no hay que excluir del todo lamentablemente- podrían ser consideradas creadoras de derechos adquiridos, esto es el derecho a la impunidad de los imputados de conductas genocidas, a los que de algún modo hubo alusiones en el debate de la Cámara de Diputados. 

Tampoco los derechos adquiridos podrían emerger de algunas sentencias que pudieron haber sido dictadas en virtud de las leyes de impunidad. Ya hemos recordado la sentencia de la Corte condenando a los comandantes de la dictadura, en la que se expresó con claridad que también la inmutabilidad de las sentencias es una creación legislativa, y carece de rango constitucional. Y así como la derogación de la autoamnistía implicaba violar el principio de la cosa juzgada, tampoco la hubiera violado una derogación plena y eficiente de las leyes de la impunidad. La cosa juzgada, se dijo en esa sentencia, como todas las instituciones legales, debe organizarse sobre bases compatibles con los derechos y garantías constitucionales, por lo que se han reconocido múltiples excepciones al principio de la inmutabilidad de las sentencias judiciales, dado que los motivos que la inspiran no son absolutos y deben ceder frente a la necesidad de afirmar otros valores jurídicos de raigambre constitucional. De ahí que no sea objetable que una ley deje sin operatividad la cosa juzgada, como hizo la ley 22.924, cuando dijo, después de quitarle todo efecto jurídico a la autoamnistía, "lo dispuesto en el párrafo anterior no se altera por la existencia de decisiones judiciales firmes que hayan aplicado la ley de facto 22. 924". 

En todo caso, de haberlo querido, el Congreso pudo derogar las leyes de impunidad, incluyendo en la extinción normativa, estas brevísimas precisiones ya mencionadas: a) las leyes derogadas no pueden ser invocadas en ningún caso como ley más benigna; b) las sentencias o resoluciones judiciales dictadas con base en dichas leyes carecen de la autoridad de la cosa juzgada; c) el lapso transcurrido entre la sanción de las leyes derogadas y la derogación de las mismas no debe ser tenido en cuenta a los efectos de la prescripción de la acción penal. 

Con estas tres aclaraciones, la derogación del régimen de impunidad creado entre 1986 y 1987, hubiera tenido plena eficacia. No solo la verdad - que ya se conoce por lo menos desde el NUNCA MAS- sino también la justicia hubiera resultado accesible a los argentinos. La posibilidad de hacer justicia respecto del genocidio hubiera vuelto a ser posible. 

Una derogación que no incluye esas precisiones, conducentes a su operatividad y a su eficacia, es una derogación castrada. 

Para validar esta derogación, detenida a mitad de camino y sin alcanzar su destino, se ha dicho que tiene un alcance testimonial y simbólica. Es un modo de ver y una interpretación que presenta riesgos. Corre, en efecto, el riesgo de tener que enfrentar la pregunta acerca de qué es lo testimoniado y qué‚ es lo simbolizado. Y debe así enfrentar el riesgo de una respuesta que diga: se trata del testimonio de la impotencia, del símbolo de la incapacidad para luchar contra esa cultura de la impunidad que un legislador - el diputado Acevedo- tuvo la lucidez y la sinceridad de anunciar en el debate. 

La ley 24.952 dice escuetamente: artículo 1º. Derógase la ley 23.492; artículo 2º Derógase la ley 23,521; artículo 3. Comuníquese...etc. Apareció en el Boletín Oficial el 17 de abril de 1998. 

Finalmente, el presidente Menem no tuvo que cumplir con su amenaza de ejercer el veto. No hacía falta. La justicia estaba suficientemente vetada en la ley. 

8. La Sustracción de Menores Actualizada en 1998 

Los indultos no pueden perdonar sino aquellos delitos por los que el reo fue condenado. Respecto de todo aquello que no fue objeto ni del juicio ni de la condena, es extraño al perdón presidencial, y en consecuencia la capacidad del Estado y de los órganos jurisdiccionales para llevar a juicio sigue incambiada. 

Desde hacía meses, en dos juzgados federales, las Abuelas de Plaza de Mayo y parientes de niños desaparecidos al tiempo de ser dados a luz por sus madres ulteriormente desaparecidas, se investigaba el destino de esos menores. En el de San Isidro se avanzó lo suficiente, como para establecer que en el Hospital de Militar de Campo de Mayo, funcionaba una suerte de Sala de Partos clandestina en la que habían nacido muchos menores, entregados luego ilegalmente a terceras personas Por su índole, el delito de sustracción de menores es insusceptible de prescripción, desde que ésta no ha podido empezar a correr, ya que al tratarse de un delito continuo o permanente, mientras no se restablezca el estado civil de los menores sustraídos a sus padres, el delito no ha dejado de estar consumándose. 

En el mes de junio de 1998, el juez federal de San Isidro dispuso la detención del ex general Videla. Tan pronto ocurriera se alzaron voces apresuradas declarando la existencia de cosa juzgada que impedía este nuevo juzgamiento. 

Con ese motivo y para un instituto canadiense, el autor de este libro produjo un memorándum más sobre la falacia o el error que sustentaba esa opinión 

Decía en ese texto: 

"Contesto la pregunta que suscita los últimos desarrollos en materia de derechos humanos en la Argentina. "Uno de los genocidas, condenado en 1986, y luego indultado por el actual presidente, ha sido ahora detenido bajo la imputación de ser responsable, como comandante en jefe del ejército durante la primera parte de la dictadura militar, de la sustracción de niños nacidos durante el cautiverio de sus madres, luego ejecutadas. 

"No hay duda sobre la falta de prescripción, habida cuenta de la índole del delito. 

"Eso no obstante, se han alzado algunas voces, complacientes a la impunidad, sosteniendo que el delito imputado al ex general Videla ha sido ya objeto de juzgamiento y absolución, y que por tanto el principio "non bis in idem" y la cosa juzgado impiden la prosecución de este proceso. Se trata de un claro error. El referido Videla fue absuelto por la Cámara Federal de la Capital Federal respecto de seis casos de sustracción de menores (punto 11 del fallo respectivo). Ninguno de esos seis casos es el que motiva la reciente detención y el presente juzgamiento. 

"Debe recordarse que el proceso penal importa esencialmente un juzgamiento de hechos concretos bajo la forma de conductas a las que se le asigna un signo delictual. Dicho proceso no versan sobre categorías delictuales, sobre generalizaciones sobre conductas, ni sobre géneros delictuales. Siempre es específico, en el preciso sentido que atañe a especies, a especies fácticas, nunca a géneros o categorías: "Nadie puede ser procesado o condenado sino una sola vez por el mismo HECHO". Si no se da el mismo hecho, no hay cosa juzgada. 

"Si la absolución versó sobre seis casos y no hubo condena por ningún otro, es evidente que el proceso versó sobre esos seis casos y sobre ningún otro. 

"Ahora bien, si esto es así, como resulta obvio, la pretensión represiva del Estado permanece incólume respecto de hechos que no fueron objeto de la absolución mencionada. Toda sustracción de menores, ajena a aquellos seis casos absueltos, sigue teniendo un claro sentido de imputabilidad y debe ser materia de nuevos juicios. 

"Lo que puedan haber dicho en los considerandos los jueces de cámara, respecto de la sustracción de menores en general y acerca de si hubo o no un plan criminal respecto de los mismos, no tiene, ni podría en ningún caso tener, otro alcance y pertinencia que respecto de esos circunscriptos seis casos del punto 11 de la sentencia. Cualquier generalización en que hubieran incurrido en esos considerandos y que apareciera como excediendo esas seis absoluciones, no tendrían sino el sentido de un OBITER DICTUM, para decirlo con esta expresión del derecho anglosajón, particularmente del derecho constitucional norteamericano, esto es manifestaciones incidentales y abstractas, absolutamente irrelevantes a los efectos de determinar la cosa juzgada. 

"Por otra parte, estamos en presencia ahora de casos recientemente descubiertos de sustracción de menores durante el cautiverio de madres ulteriormente ejecutadas. Si esto es así, mal podría haber cosa juzgada, mal podría haber infracción al principio "non bis in idem". No pudieron integrar la acusación fiscal hechos que no eran conocidos al tiempo en que el Estado ejerció su potestad represiva. Y si no fueron parte de la acusación, estos hechos son extraños a ese juicio y en consecuencia nada de lo en él resuelto, y aún nada de lo en él afirmado, puede tener efecto sobre estos nuevos casos relativos a hechos diversos y distintos de los oportunamente juzgados." 

El 3 de julio de 1998 el juez Roberto Marquevich rechazó las defensas de incompetencia y cosa juzgada esgrimidas por la defensa del ex general, en una cuidadosa, exhaustiva y convincente resolución de 60 fojas. 

Conviene referirse a algunos de sus párrafos. 

Admite el juez que la resolución de la Cámara Federal de la Capital de diciembre de 1985 contuvo manifestaciones genéricas -OBITER DICTA- que se contradecían entre sí. Por un lado, en el considerando tercero, apartado a), ese tribunal había dicho tan obvia como correctamente: "Está claro que el pronunciamiento de este Tribunal ha de versar sobre los 700 casos que escogiera la Fiscalía para formular la acusación: ésta y las correspondientes defensas señalan los límites del conocimiento en el juzgamiento, constituyendo lo que la doctrina procesal denomina el 'thema decidendum' de la sentencia". 

Es la noción básica según la cual la sentencia no puede ir más allá de lo que han pedido las partes y de lo que ha sido objeto de prueba: SECUNDUM ALLEGATA ET PROBATA JUDEX JUDICARE DEBET, como decían los Glosadores. 

Pero, en otra parte de esa prolongadísima sentencia, con clara incongruencia, la Cámara Federal de la Capital había dicho también que el pronunciamiento se dictaba de tal modo que "...no pueda renovarse la persecución penal en contra de los nueve enjuiciados por los hechos susceptibles de serles atribuidos en su calidad de comandantes en jefe de sus respectivas fuerzas e involucrados en el decreto 158/83..." Y que la limitación a esos 700 casos, hecha por la Fiscalía importaba "un tácito pedido de absolución respecto de todos aquellos hechos delictuosos que no incluyera en su requisitoria". 

Se trataba claramente de dos manifestaciones incompatibles. O el pronunciamiento solo podía alcanzar a los 700 caso objeto de la acusación fiscal, y en ese caso todo lo que no fue objeto de esa requisitoria escapa al pronunciamiento y en consecuencia a la eventual cosa juzgada. O la limitación a esos 700 casos, no impide que, fuera del marco de la acusación, haya un pronunciamiento genérico de absolución sobre todos los ilícitos penales cometidos por los imputados como comandantes en jefe, aunque no fueran objeto ni de alegación, ni de defensa ni de prueba, lo cual es claramente contrario a los principios procesales más obvios. 

Evidentemente, ambas manifestaciones no pueden convivir armónica y válidamente. Y el juez Dr. Marquevich optó acertadamente por aquel de los dos asertos compatible con los principios procesales. El pronunciamiento de diciembre 1985 no pudo tener otro alcance, como lo dijo la propia Cámara en la primera de esas dos afirmaciones, que el referido a esos 700 casos elegidos por la Fiscalía para hacer su acusación y que fueran objeto de las correspondientes defensas, lo cual "señalan los límites de conocimiento en el juzgamiento, constituyendo lo que la doctrina procesal denomina el 'thema decidendum' de la sentencia". 

"Recuerda con acierto el magistrado federal de San Isidro: "Si un juez resuelve una cuestión que no integra la litis incurre en exceso de jurisdicción...(el fallo no puede extenderse a hechos y sus circunstancias no contenidas en el proceso)" 

Luego, refiriéndose a los términos de la segunda de aquellas afirmaciones de la Cámara Federal de la Capital, dice: "Ahora bien, ellas no se refieren a las circunstancias del caso, sino por el contrario poseen una generalidad tal que en sus palabras quedan comprendidos todos los 'hechos susceptibles de serles atribuidos en su carácter de comandantes en jefe'. Y esta formulación, por su carácter ostensiblemente abstracto y genérico, a la vez que incidental, resulta absolutamente irrelevante a los efectos de la determinación de la cosa juzgada, pues además, carece de todos los atributos de una resolución de mérito". 

La decisión fue apelada por los defensores de Videla ante la Camara Federal de San Martín, Provincia de Buenos Aires. En octubre de 1998 el Instituto de Derecho Constitucional del Colegio Publico de Abogados de la Capital Federal, produjo un dictamen respecto de aquel memorándum del autor de estas páginas. 

Dice así: "Conforme a lo solicitado nos complacemos en hacerle llegar - se dirigían al Coordinador de Institutos de ese Colegio profesional- nuestra opinión sobre el memorándum del Dr. Salvador María Lozada, referido a la definida por el distinguido colega como "imaginaria cosa juzgada" que beneficiaria al ex general Rafael Jorge Videla en la causa que por sustracción de niños nacidos en cautiverio tramita por ante el Juzgado Federal a cargo del Dr. Marquevich. Adelantamos nuestra coincidencia con la posición sustentada por el Dr. Lozada. 

"La posición que sustenta que habría cosa juzgada - agrega el Instituto- se asienta: a) en el párrafo del considerando tercero de la sentencia de la Excma. camara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, en la causa 13/84, que dice 'Tal acotamiento de los objetos del proceso efectuado por el Fiscal ha de tener como consecuencia, en modo congruente con las argumentaciones que se vienen de dar, que no pueda renovarsela persecución penal en contra de los nueve enjuiciados por los hechos susceptibles de serles atribuida en su calidad de comandantes en jefe de sus respectivas fuerzas e involucrados en el decreto 158/83; b) en la absolución del mencionado Videla en los casos de sustracción de menor reiterado en seis oportunidades (casos 4, 5, 138, 209,402, y 496) -arts.55 y 146 del Código Penal.' 

"Los extensos argumentos del elaborado y muy fundado fallo del Dr. Marquevich por el cual decreta la prisión preventiva del imputado Videla, se encuentra muy bien resumidos en el memorándum del Dr. Lozada: "Lo que pueden haber dicho en los considerandos los jueces de Cámara respecto de la sustracción de menores en general y acerca de si hubo o no un plan criminal respecto de los mismos no tiene, ni podría en ningún caso tener, otro alcance y pertinencia que respecto de esos circunscriptos seis casos del punto 11 de la sentencia. Cualquier generalización en que hubieran incurrido en esos considerandos y que apareciera como excediendo esas seis absoluciones, no tendrían sino el sentido de un OBITER DICTUM,...esto es manifestaciones incidentales y abstractas, absolutamente irrelevantes a los efectos de determinar la cosa juzgada...en presencia ahora de casos recientemente descubiertos mal podría haber cosa juzgada' ya que 'si no fueron parte de la acusación, estos hechos son extraños a ese juicio, y en consecuencia, nada de lo en el resuelto y aun nada de lo en ‚l afirmado, puede tener efecto sobre estos nuevos casos relativos a hechos diversos y distintos de los oportunamente juzgados' "A nuestro entender- continua el Instituto- el debate en materia procesal penal se encuentra agotado. No hay ninguna violación al principio 'non bis in idem', y se encuentra garantizado el debido proceso que requiere el art. 18 de la Constitución nacional. La lectura de la sentencia del juez Marquevich aventa cualquier duda al respecto. El afianzamiento de la justicia y la paz interior que proclama el preámbulo de la Carta Magna, la defensa en juicio de la persona y de los derechos del art. 18, los Pactos Internacionales consagrados con jerarquía constitucional por el art.75, inc.22, establecen la obligación del Estado argentino de investigar los crímenes cometidos durante el período de la dictadura militar de 1976/83, determinar la responsabilidad de los autores materiales e intelectuales, por acción y por omisión, y sancionarlos conforme a la ley, especialmente a quienes como en los casos de sustracción de menores y falseamiento de su identidad, han sido especialmente excluidos de las leyes de punto final y obediencia debida" 

A fines de noviembre del mismo año lo seguía el ex almirante Massera en ese camino de arresto y procesamiento con la misma o análoga imputación. Aun los jueces federales que parecían insensibles a este tipo de problemas, descubrieron interés en la cuestión a medida que el régimen menemista empezaba a aproximarse a su ocaso, y hacerse mas inminente el momento de la rendición de cuentas y más lúgubre y amenazante el clima de la "Göttesdämmerung", aunque la música no fuera la de Richard Wagner sino la más simple de Ramón Ortega. En efecto, la juez Servini de Cubrá ya procesó y dispuso el arresto del referido ex funcionario naval el 24 de noviembre de ese año. 

9. Pinochet, la territorialidad y la globalización de los Derechos Humanos 

1998 es el año de los derechos humanos. Se cumplieron 50 de la declaración universal de 10 de diciembre de 1948. Había sido un año fecundo en novedades de ese orden. 

Una de ellas, no la menor por cierto, fue la orden de arresto internacional que el juez español Baltazar Garzón dispuso a través de Interpol contra Augusto Pinochet, el notorio responsable del genocidio chileno, a la sazón en una clínica británica hacia octubre de 1998, donde se hizo efectiva. 

Hacia principios de noviembre, en España un Tribunal de Alzada confirmaba -contra la suposición y el deseo de muchos en la Argentina y la presión de otros tantos en todo el mundo- la competencia de Baltasar Garzón para poder procesar al ejecutor inmediato del golpe sangriento de 1973, detrás del cual estuvieron - siempre se supo pero hoy es verdad oficial- Richard Nixon, Henry Kissinger y la CIA, contra los cuales sería muy importante poder ampliar la investigación. 

El día 25 de noviembre de 1998 la Cámara de los Lores resolvió que una decisión previa que le adjudicaba inmunidad de jefe de Estado al referido responsable de conductas genocidas debía ser revocada, con lo cual la posibilidad de ser extraditado a España parecía aproximarse. El 9 de diciembre el Ministro del Interior del Reino Unido manifestó la inexistencia de objeciones a esa extradición. Luego hubo una revocatoria de la decisión de los lores. 

Ambas cosas, la confirmación de la competencia de Garzón y la negativa de una inmunidad protectora de Pinochet eran algo que el sector dominante de las clases políticas iberoamericanas parece detestar y huir, de hecho detestan y huyen. Porque ellas se atan y se cuelgan penosamente del principio de territorialidad para hacer más cómodo, menos conflictivo, su goce del poder, y eludir confrontaciones con el propio sector militar, aunque los riesgos de golpe de Estado sean remotísimos y esa posibilidad sea rechazada tanto por la coyuntura interna como por la internacional. 

Desde el módico arrebato cuartelero de 1986 en la Argentina, a la inevitable absorción que los militares chilenos tienen que hacer de la decisión de los lores británicos, y del gobierno del Reino Unido, está claro que el apocamiento de un segmento de la partidocracia frente a los militares deriva de una inflación absurda del temor de perder el poder, lo cual conduce a sacrificar, nada menos que la justicia al mero mal humor de las fuerzas armadas. 

Ya se vio antes cómo el ex presidente Alfonsín y se partido confiaban - con meros "wishful thinking" y ninguna información jurídica seria- en el fracaso del juez Garzón en su propio país. También se vio cómo ellos mismos desmantelaron un intento de invitación de la Universidad de Buenos Aires y de la Legislatura de la ciudad Autónoma de Buenos Aires para que el referido joven magistrado andaluz fuera agasajado, como bien se debía, en la capital argentina en la primavera de 1998. 

Ha habido posiciones cambiantes. El gobernador de la provincia de Buenos Aires al principio rechazaba la acción del juez Garzón, luego, aparentemente para diferenciarse de Menem y de sus ex abruptos contra el magistrado español, se hizo pro Garzón, lo cual le valió un elogio del diputado Carlos Alvarez en el debate sobre la derogación castrada de los leyes de impunidad (" Nos parece extraordinaria la postura que ha tomado el gobernador Duhalde - y lo digo aun compitiendo con él- en el sentido de no considerar al juez Garzón como un magistrado que esté perjudicando a la Argentina, porque creo que en la globalización en la que vivimos la verdad no tiene fronteras y es bueno que desde cualquier lugar del mundo nos ayuden a encontrar la certeza sobre lo que nos ha pasado"). Pero esto no duró mucho. Finalmente, en viaje a Chile de principios de diciembre de 1998 volvió a la posición originaria que es por otra parte la de la concordancia chilena: el juez Garzón no puede meterse con el genocidio hispanoamericano. Lo impide, dicen, el principio de territorialidad, como expresión, confiesan enseguida, de las exigencias de "gobernabilidad", esto es de la exigencia auto-impuesta de NO FASTIDIAR A LOS MILITARES, aunque la justicia tenga que perecer una y otra vez. 

Consiste ese principio territorial en afirmar, como lo hacen muchos códigos, que el Estado en cuyo espacio se ha cometido el delito tiene competencia para juzgarlo. Es lo que suelen decir los códigos, que sin embargo relativizan el principio, tanto respecto de la ley territorial, como de la jurisdicción territorial. Así el artículo primero del código penal argentino admite que sus normas sean aplicadas fuera del territorio nacional cuando se trata de delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de autoridades argentinas en el desempeño de su cargo. Y el código de procedimientos en materia penal de 1889 afirmaba su aplicación respecto de delitos ordinarios cometidos en el extranjero en los casos determinados por las leyes. 

Además de esas flexibilizaciones, este criterio distributivo de la competencia sufre muchas excepciones. Especialmente en materia de delitos contra la humanidad y en graves violaciones de los derechos humanos. Respecto de ellos se ha entendido con razón que hay una prioridad axiológica evidente del IUS PUNIENDI, del derecho a punir, sobre las reglas de competencia, una prioridad en término de valores morales y jurídicos de la potestad represiva de los Estados en general o de la comunidad internacional en general, o de Estados particularmente afectados, sobre la regla de la territorialidad, sobre todo cuando ésta no supone el juzgamiento por el Estado en cuyo territorio ocurrieron los hechos, sino la manifiesta voluntad del mismo de no juzgar, como ha ocurrido en la Argentina con las leyes de impunidad y los indultos, o como ocurre en Chile. La voluntad de impunidad en el país con competencia territorial refuerza la competencia de otros Estados con competencia alternativa y derivada. 

Por lo demás, el principio de territorialidad no ha sido observado en ninguno de los grandes procesos en materia de crímenes contra la humanidad en el mundo contemporáneo. 

Así los juicios de Nuremberg de 1946 se desarrollaron en el territorio ocupado de Alemania que no correspondía ni al extinguido DRITTE REICH ni al de la República Federal de Alemania que recién nacería en 1949. 

Así el juicio de Adolf Eichman, luego de haber sido secuestrado en la Argentina, se desarrolló en Israel en 1961, y no en Alemania, que ya existía como Estado desde 1949 y en cuyo territorio se habían cometido los delitos que se le imputaban. 

Así los juicios por las violaciones de los derechos humanos en la antigua Yugoeslavia se desarrollan en La Haya y no en Belgrado, Zagreb o Sarajevo. 

Así Francia ha juzgado y condenado, aunque IN ABSENTIA, a Alfredo Astíz por el homicidio de las dos monjas francesas ocurrido en territorio argentino. 

En otras palabras, se ha entendido explicablemente que es más importante impedir que la impunidad socave la vigencia de los derechos humanos, mucho más que observar una regla que resulta frustratoria del efectivo juzgamiento y en consecuencia de la efectiva vigencia. Los derechos humanos y esa efectiva vigencia - lo cual requiere el invariable ejercicio del IUS PUNIENDI a su respecto- es algo mucho más grave y significativo que una norma accesoria de atribución de competencia, que por lo demás no se ha cumplido, porque el infractor no ha sido juzgado o no ha podido ser juzgado en el país con competencia territorial. 

Junto con otros procesos de internacionalización de muchas actividades nacionales, se ha producido en estos años también una globalización de los derechos humanos. Lo cual fue correctamente invocado, corresponde subrayarlo, por el diputado Carlos Alvarez en el debate del 24 de marzo de 1998, se expresa en numerosos actos internacionales, tratados, convenciones, etc. En virtud de ellos, la comunidad internacional, la totalidad de los Estados, o los Estados de algún modo afectados, no admiten que el juzgamiento de los delitos contra la humanidad pueda quedar a la deriva de las eventuales complicidades internas, o cobardías institucionales, o impotencias o abdicaciones cívicas del Estado en que se han perpetrado. 

Esto último ha ocurrido en la Argentina con la política de impunidad de 1986, y otro tanto en Chile con una transición que tiende a postergar ilimitadamente la llegada de la democracia plena, como así, igualmente, en el Uruguay y en el Brasil con normas consagratorias de la impunidad de los militares. 

Adviértase que no se trata del mero conflicto entre dos Estados, uno con competencia territorial, y el otro falto de ella, que pugnan, ambos, acerca de quien es el que juzga a los imputados de genocidio. Nada de eso. Se trata de la existencia de un Estado con competencia territorial pero que se niega - por cobardía cívica, por impotencia institucional, por abandono a la ley del menor esfuerzo político- a ejercer la actividad jurisdiccional contra violadores de los derechos humanos que retienen algún grado de poder fáctico, o sombra del mismo, y por otro lado la comunidad internacional, o un Estado en particular, respecto de los cuales ese poder fáctico, o su sombra, carece de sentido y efecto, y más bien parece risible, y tienen motivos para ejercer el IUS PUNIENDI respecto de esos delincuentes, como ocurre cuando las víctimas de esas violaciones han sido nacionales de este último Estado. 

No se invoca la territorialidad para poder juzgar; se invoca la territorialidad para hacer todo lo contraria, para no juzgar y no dejar que algún otro pueda juzgar: nueva versión, la más dañina que quepa imaginar, de la disvaliosa actitud del viejo perro del hortelano. Se invoca la territorialidad - ¿habrá que admitirlo?- por amor al poder y desprecio a la justicia, lo cual equivale, a la postre, a aceptación, vocación y aun complacencia en la impunidad. 

Estos desarrollos de 1998, tanto la venturosa acción del juez Garzón como los nuevos procesamientos de Videla y Massera, y de Pinochet, que nos toca tan de cerca, ya que mandó matar en territorio argentino al honrado general Prats, demuestran la frívola inanidad de querer postergar con amnistías o indultos una irresistible vocación de justicia de los pueblos. Esta termina aflorando por los caminos menos previsibles, buscando, como las aguas desbordadas, los resquicios y las hendiduras que los amanuenses de la impunidad, aun imaginativos y conchudos(15), no han podido prever. Las mareas de la verdad y de la imprescriptibilidad de la memoria devuelven a las playas de la realidad y de la verdad los cadáveres insepultos. 

En la Navidad de 1998, mientras el Santo Padre lanzaba una dramático llamado para "detener la mano ensangrentada de los responsables de los genocidios y crímenes de guerra" (16), ésta última expresión muy significativa en el contexto de los recientes bombardeos terroristas de norteamericanos e ingleses contra Irak que el Pontífice había condenado desde su primer día, el Cardenal primado del Reino Unido, Basil Hume, subrayaba la conveniencia del juzgamiento de Pinochet, pendiente de una segunda decisión de nuevos jueces de la Cámara de los Lores. Decía: "Hay un gran principio moral en juego. La tortura y el genocidio son tan perversos que quien los cometió o autorizó no debe tener inmunidad". 

Las flaquezas políticas y las flojeras cívicas y las cobardías transicionales resultan a la postre nada más que mera tristeza histórica, la pobre oportunidad perdida por no haber hecho justicia a su debido tiempo. 

La pretensión de que la violencia, en este caso amparada por la impunidad, pueda subordinar y manipular a la justicia está desde antiguo condenada, y es una pena que con ajados subterfugios curialescos algunos sectores de las clases políticas hayan insistido en esa impotencia y frustración. Dice, en efecto, el Eclesiastés (XX,2,3): "Concupiscencia spadonis devirginabit juvenculam: Sic qui facit per vim judicum iniquum" (17) 

10. Derechos Humanos y Colonialismo(18) 
A Cincuenta Años de la Declaración del 10 de diciembre de 1948 

"Les masques a la longue collent a la peau. L'hipocresie finit par etre de bonne foi". "Las máscaras a la larga se pegan a la piel. La hipocresía termina por ser de buena fe". Edmond et Jules Goncourt 

El gobierno francés ha elegido a Robert Badinter, ex ministro de justicia y ex presidente del consejo constitucional para presidir las celebraciones solemnes del aniversario. En un diálogo con "Le Monde", el 18 de septiembre de 1998, Badinter afirma su convicción sobre la universalidad e indivisibilidad de los derechos humanos y lamenta los incumplimientos actuales, motivados, algunos, por lo que se ha dado llamar el particularismo cultural, resistencia a esa universalidad de tales derechos. 

De ningún modo se puede dudar de la buena fe de este jurista que, entre otros logros, terminó con la pena de muerte e impuso a la guillotina macabra pena de oxidación perpetua. La mayoría de sus afirmaciones en ese interview son, por lo demás, inobjetables. 

Lo que extraña, sin embargo, es la ausencia de una autocrítica nacional. En 1948 todavía le quedaban 10 años de vida a la IV República. De esa república, Francois Mitterand, el presidente a quien secundó Badinter en la década de los años 80, fue Ministro del Interior. Un "interior" muy peculiar, nada común, porque incluía Indochina y Argelia, territorios coloniales que soportarían sendas guerras sangrientas, una de ellas derivada luego en la invasión y exterminio genocida de Vietnam. 

El colonialismo vigente en 1948 constituía una limitación de la vigencia de los derechos humanos por efecto de una suerte de particularismo político no menos condenable que el particularismo cultural que hoy ofende tanto. Una limitación y particularismo político, aquel de 1948, impuesto por la bisecular conducta colonial de las grandes potencias centrales. La declaración de 1948, como la de 1789, nacieron así faltando los países redactores al universalismo que proclamaban. No se osará ciertamente discutir que la declaración de 1948 es incompatible con la negación de los derechos que implica necesariamente el régimen colonial y sus derivaciones neocoloniales. 

Está bien que se afirme el universalismo. Lo que no está bien, porque constituye una hipocresía y una falsedad, es plantear ese debate, como usualmente se hace en Europa y en los Estados Unidos. Se suele describir el asunto como sí, gracias al generoso impulso de los europeos y descendientes de europeos del siglo XVIII, se hubiera establecido, hace más de dos siglos, la universalidad de los derechos humanos. Y que solo ahora, recientemente, en el Asia, unos chinos extravagantes e insumisos, hubieran excogitado esta deformación que es el particularismo cultural. No es así. La concepción original de los derechos humanos en el iluminismo -con muy pocas excepciones, la de Kant centralmente-, como también en la revolución norteamericana y en el revolución francesa, tenía sólo literalmente una extensión universal. Pero fue siempre evidente que dejaba afuera a los indios americanos, a los esclavos africanos y a los pueblos coloniales. Washington y Jefferson, que confiaban en la fuerza para poder arriar a los indios como a bestias hacia la inanición y el exterminio, eran además notorios propietarios esclavistas.(19) 

Se trataba de un universalismo muy poco universal, francamente excluyente. Estaba restringido a los países del norte de Europa occidental, y a los descendientes de los puritanos ingleses en América del Norte. 

En lo que concierne a la revolución francesa, basta leer en la primera constitución revolucionaria de 1791, el art. 8, del título VII, que decía: "Las colonias y posesiones francesas en el Asia, el África y América, desde que hacen parte del Imperio francés, no están comprendidas en la presente constitución". No era poco decir. Esa constitución que excluía a súbditos imperiales asiáticos, africanos y americanos era la que incluía la famosa Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789...Como bien se ve, derechos de algunos hombres, de algunos ciudadanos... 

Digámoslo de una vez, George Orwell, fue, definitivamente un ingenuo. Lo fue a pesar de su honda experiencia colonial en Burma. El "Newspeak", la lengua tramposa que permite afirmar una cosa y significar su contraria, no fue, como creía, una creación de los Estados totalitarios del siglo XX. Fue practicada intensamente por los iluminados de la segunda parte del siglo. Como les ocurría a los pobladores de "Animal Farm", en la república jeffersoniana y en la revolución francesa, algunos ALGUNOS DE "TODOS" LOS HOMBRES, FUERON CREADOS MAS IGUALES QUE OTROS. 

Así, en el comienzo fue el particularismo, aunque disfrazado de universalismo. No han sido los chinos -inventores de muchas otras cosas- los que han inventando el particularismo para sustraerse al cumplimiento de los derechos humanos. Ya estaba creado y practicado pero con mentida retórica universalista. Lo que los chinos han hecho ahora es dar vuelta la cuestión. Ayer, cuando eran impotentes y víctimas de aventuras coloniales, estaban excluidos; hoy, siendo poderosos, no quieren ser incluidos. Est mal, pero el occidente heredero del iluminismo difícilmente pueda tirar la primera piedra. 

En consecuencia, el debate sobre el universalismo y el particularismo en materia de vigencia de los derechos humanos debe ser planteado de un modo que no oculte y que asuma el carácter meramente literal y ficticio del universalismo a partir del siglo XVIII y sobre todo de su herencia moderna y neo-colonial. Pero es improbable que oigamos el MEA CULPA, MEA MAXIMA CULPA, de los Estados que hoy, con su política migratoria, insisten en negar las consecuencias y responsabilidades de aquel pasado colonial. 

11. Hegemonía Militar de los Estados Unidos en América Latina y violación de los Derechos Humanos 

Otro de los méritos que ha tenido la investigación del juez Garzón radica en haber convocado a testigos que podían declarar sobre todo el conjunto de conductas implicadas en las violaciones de los derechos humanos en América del Sud en las décadas anteriores. 

Así apareció el sacerdote católico Roy Bourgeois, un obstinado luchador contra la escuela de las Américas del Ejercito de los Estados Unidos, acusada de preparar a más de 60.000 militares latinoamericanos en prácticas de contrainsurgencia comprensivas de la tortura, el asesinato y las desapariciones. Se trata del tema, desarrollado antes en la primera parte de este libro, de la doctrina de la seguridad nacional y de su inequívoca procedencia norteamericana, a la que conviene remitir al lector. 

La Escuela fue fundada en 1946 e instalada primero en Panamá y luego en el Estado norteamericano de Georgia, refiere Juan Carlos Algañaraz (20) en una crónica que incluye una entrevista con el Padre Bourgeois. 

Este último dice allí: "Hemos creado la organización Observadores de la Escuela de las Américas y tenemos una oficina instalada a las puertas de esa escuela de asesinos y dictadores, como la han denominado medios norteamericanos, en su sede actual de Fort Benning, Georgia". Bourgeois ha pasado cuatro años en cárceles de los Estados Unidos condenado por sus acciones de denuncia y protesta, por lo que considera las "actividades siniestras de la Escuela" y reclama su cierre. Tiene 59 años, fue oficial de la marina norteamericana, luchó en Vietnam y fue allí condecorado. Esa experiencia le produjo una crisis espiritual que lo llevó al sacerdocio y a trabajar como misionero. Explica que la matanza de los seis sacerdotes jesuitas, la mayoría de ellos españoles, y otros colaboradores, en 1989 en El Salvador le llamó la atención sobre las actividades de la Escuela de las Américas. Roy Bourgeois entregó al juez Garz¢n el informe de la Comisión de la Verdad de Naciones Unidas, que acusa a 60 altos oficiales salvadoreños de las peores atrocidades durante la guerra civil de ese país, dos tercios de los cuales oficiales pasaron por la Escuela de las Américas. 

Explicó los estrechos vínculos de esa entidad con la represión de las dictaduras militares latinoamericanas y entregó una lista con miles de nombres de militares que participaron de los cursos de la Escuela e hizo conocer una lista de las actividades represivas de muchos de ellos y su protagonismo en golpes de estado, secuestros , torturas y matanzas. 

Agregó el sacerdote norteamericano hablando con Algañaraz: "De la escuela salieron muchos de los responsables de la represión en la Argentina, Chile, Bolivia Brasil y otras dictaduras que organizaron el plan Cóndor gracias a enseñanzas de coordinación de la represión que obtuvieron en la Escuela de las Américas". Respecto de la dictadura del general Hugo Banzer, en Bolivia, graduado también en ese instituto, decía Bourgeois: "Por pedido del obispo de La Paz, monseñor Jorge Manrique, fui a visitar las cárceles donde encontré‚ mujeres y hombres que habían sido atrozmente torturados y otros detenidos que después desaparecieron". 

Estas circunstancias sobre las que no le faltar n otras pruebas corroborantes podrían inducir al juez Garzón a dirigir la investigación sobre los instigadores norteamericanos del golpe de septiembre de 1973 en Chile, en el cual, la responsabilidad del Secretario de Estado. 

 

Notas:
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5. En el sentido de relativas a Venus, sin sugerencia patológica ninguna, claro está. 

6. Ernesto Seman, "Mensaje Militar a la Alianza", Clarín, 24 de abril de 1998. 

7. Ernesto Seman, "En la Alianza reconocen que hay temor a una crisis militar", Clarín, 12 de junio de 1998. 

8. Serge Halimi, "Les Nouveaux Chiens de Garde", Raison d'Agir, Liber, Paris, 1997. 

9. V. también, Salvador María Lozada, ASTIZ Y LADY MACBETH, La Gaceta, 8 de febrero de 1998, Tucumán, suplemento Literario, pag.1. 

10. V. Régis Débray, L'ETAT SEDUCTEUR. LES REVOLUTIONS MEDIOLOGIQUES DU POUVOIR. París, 1996. 

11. Clarín, 25 de marzo de 1998, pag.2. 

12. Las itálicas son del autor. 

13. Las itálicas son del autor. 

14. Las itálicas son del propio texto constitucional. 

15. Obviamente en el sentido castellano del término. 

16. Julio Algañaraz, "Detener a genocidas y criminales de guerra", Clarín, 26 de diciembre de 1998. Deplorablemente, la curia romana, esa penosa burocracia frustratoria, contradijo aquellas nobles palabras un tiempo después , en febrero de 1999, cuando envío a Londres una "nota verbal" intercediendo en favor de Pinochet por "razones humanitarias" y por adecuación a la conocida posición de la concordancia chilena. 

17. El texto latino parece aludir, en una lectura superficial y sin familiaridad con la lengua de los antiguos ribereños del Tiber, a uno de los escándalos de la primera face del menemismo, el relativo a las leches adulteradas y destinadas a ser distribuida en escuelas. Es pura apariencia. No se le puede atribuir a San Jerónimo, el traductor, tamaña capacidad de previsión. En realidad la traducción del versículo dice más o menos así: "Como el eunuco tratando de violar a una adolescente. Es el que quiere imponer por la fuerza una justicia inicua." 

18. Ver también, Salvador María Lozada, "Derechos Humanos y colonialismo", en LA GACETA, suplemento literario, pag. 1, 29 de noviembre de 1998. 

19. Noam Chomsky, "Year 501: The Conquest Continues", South End Press, Boston, pag. 22. Recuerda allí que George Washington escribía en 1783: "La gradual extensión de nuestros asentamientos causaran ciertamente que el salvaje, como el lobo, se retire; siendo ambos bestias de presa, aunque difieran en el aspecto". Y Jefferson, usando la misma analogía, agregaba que las retrasadas tribus de las fronteras "recaerán en barbarie y miseria, perderán número por guerras y necesidad, y nos veremos obligados a arriarlas, con las bestias del bosque hacia las montañas rocosas". 

20. Juan Carlos Algañaraz, "Testimonio Clave sobre la Represión en Latinoamérica", Clarín, 15 de diciembre de 1998. 
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De López Rega a Menem, por Salvador María Lozada
Parte III - El medio milenio de américa y los indios.

 

También en este último cuarto de siglo se han cumplido los 500 años de la presencia de europeos en el continente americano. Esto ha tenido vastas y terribles consecuencias en el plano de los derechos humanos. Pero la cuestión no se plantea de igual modo en ambas Américas, la anglosajona del Norte y la ibérica del centro y sud. Se impone una consideración diferenciada. Hay unas abismales diversidades que interesa muy especialmente destacar porque se reflejan en nuestro asunto. Nada mejor, para eso, que acudir a las explicaciones quien se ha detenido especialmente en el asunto, Arnold Toynbee, el célebre autor del "Estudio de la Historia" 

1. La explicación de Toynbee 

Afirma el historiador que esas diferencias arrancan de las diversas reacciones de unos y otros, anglosajones e ibéricos, frente al hecho de la diferencia racial, frente a la presencia de humanos de otro condición étnica. 

Toynbee ha desarrollado esta explicación en el primer volumen de su obra monumental (21). Señala allí que las diferencias entre las dos Américas respecto de los indios está estrictamente unida al sentimiento racial, tal cual despertara en la sociedad occidental por la situación y temple de los colonizadores británicos ultramarinos. Lo cual estaba fuertemente condicionado por la médula religiosa de esos pueblos occidentales de convicciones protestantes. En la historia europea, dice, el movimiento protestante empezó inmediatamente antes del impulso hacia la colonización ultramarina. 

Hacia el siglo XVIII, la competencia entre las naciones de Europa occidental por la dominación del mundo ultramarino había terminado con la victoria de los protestantes angloparlantes, quienes se habían asegurado la parte del león de las tierras habitadas por pueblos con civilizaciones no europeas, incapaces entonces de resistir la conquista y dominación de los occidentales. 

El resultado de la Guerra de Siete Años decidió que toda América del Norte, desde el círculo polar hasta el Río Grande, fuera poblada por nuevas naciones de origen europeo cuyo trasfondo cultural era la civilización occidental en su versión inglesa y protestante. Y que un gobierno instituido por ingleses protestantes y conformado por sus ideas resultara con supremacía sobre toda la India continental. Así, continua el historiador británico, el sentimiento racial engendrado por la versión inglesa protestante de la cultural occidental vino a ser el factor determinante del sentimiento racial de la sociedad occidental toda. Esto fue, dice Toynbee, una desgracia para la Humanidad, porque el talante, actitud y conducta protestantes respecto de la raza, como en otras cuestiones vitales, estaban inspiradas ampliamente por el Antiguo Testamento "en sus libros primitivos, pre-proféticos; y en materia de Raza el impulso de este anacrónico oráculo siríaco es muy claro y muy salvaje". 

Afirma que es en el Nuevo Testamento donde el genio religioso siríaco se revela manifiestamente en su cenit. Fue una desafortunada perversidad, dice, la que condujo a los fundadores del protestantismo a buscar su inspiración principal, parte en los libros pre-proféticos del Antiguo Testamento, y parte en la teología de un siríaco genial, San Agustín de Hipona, un santo cuyo verdadero legado espiritual a la humanidad no fue, sin embargo, la doctrina de la predestinación. 

Cuando Ulfilas, el apóstol de los godos, sigue Toynbee, hizo la primera traducción de la Biblia al idioma de los teutónicos, en el siglo IV de nuestra era, el traductor sabiamente omitió el Libro de Samuel y de los Reyes, con el fundamento de estar la guerra y el derramamiento de sangre ya demasiado en el mente de los godos, para que sus propensiones en esa dirección fueran estimuladas y afirmadas por la autoridad de un libro sagrado de su propia religión. Es una pena, agrega el historiador, que Lutero y los traductores ingleses no siguiesen el ejemplo de prudencia de Ulfilas. 

2 . Los Protestantes como "Pueblo Elegido" 

Los "cristianos bíblicos" de origen y raza europeos que se asentaron entre pueblos ultramarinos de razas no europea, continúa, el historiador británico, terminaron identificándose inevitablemente con Israel obedeciendo la voluntad de Jehová y haciendo la obra del Señor tomando posesión de la Tierra Prometida, al tiempo que identificaron a los no europeos que se cruzaban en su camino con los cananitas a quienes el Señor había entregado en manos del Pueblo Elegido para ser destruidos y subyugados. Bajo esta inspiración, añade, los colonos protestantes de habla inglesa en el Nuevo Mundo exterminaron al indio norteamericano, como al bisón, de costa a costa, mientras que los hispánicos católicos solo exterminaron al indio en las islas del Caribe y se contentaron, en el continente, con substituir a los aztecas y a los Incas, dejando vivir a los conquistados para dominarlos como poblaciones sometidas, convertirlas a su propia religión, y mezclar su sangre con la de sus convertidos. 

Los imperios español y portugués, y sus "Estados sucesores" que eventualmente tomaron su lugar como Estados independientes, miembros de la sociedad occidental, no fueron el campo en el que la institución de la esclavitud, introducida en el Nuevo Mundo, hundió raíces profundas y creció con las más formidables proporciones. El escenario en el que la tragedia de la esclavitud negra se desplegó en gran escala fueron los Estados Unidos, un país protestante de habla inglesa, sigue Toynbee. 

Paralelamente, en la India continental, donde los ingleses no pudieron pensar en suplantar a los "nativos" conquistados, como los habían suplantado en los Estados Unidos, y podían solo imponer su dominación como los españoles habían impuesto la suya en Méjico y Perú, la secuela no fue la misma que se había dado en las Indias españolas. En la India británica, a diferencia de la América española, solo un número despreciable de "nativos" fueron convertidos a la religión de la raza dominadora o fueron asimilados por mezcla étnica o "interbreeding". Para bien o para mal, los dominadores protestantes ingleses de la India se han distinguido de todos los otros contemporáneos dominadores occidentales sobre pueblos no occidentales por la rigidez con la que se han mantenido aparte de sus súbditos. Adoptaron la institución hindú de las castas tan rápidamente como si no la hubieran encontrado establecida en la India, y en cambio la hubieran inventado para su conveniencia. 

3. Racistas Tiempos Modernos 

Toynbee agrega que este sentimiento racial era desconocido en la sociedad occidental en etapas previas y nunca terminó de cuajar, aun más tarde en algunas partes de esa sociedad occidental. A lo largo de los ocho siglos concluidos hacia el último cuarto del siglo XV, lo que según el cliché‚ al uso suele ser denominado "Edad Oscura" o "Edad Media", cuando se pensaba en la Humanidad como un todo, se acostumbraba sin embargo a dividir la familia humana en dos categorías, como ahora. El criterio de división, era, en cambio, completamente diferente. En vez de dividir a la humanidad, como se hace en los tiempos modernos, por el color de la piel, nuestros ancestros la dividían entre cristianos y paganos. 

Afirma Toynbee que esta segunda dicotomía era mejor que la racista de hoy. Mejor intelectualmente porque la religión de un ser humano es un factor inmensamente más importante y significativo que el color de su piel, y en consecuencia es inmensamente un mejor principio de clasificación. Por otro lado, la dicotomía entre cristianos y paganos es mejor moralmente que la establecida entre blancos y negros, porque el espacio entre religiones no es un abismo infranqueable, como lo es el espacio entre razas. Es como una división entre ovejas en el redil y ovejas que vagan por la montaña, no entre ovejas y chivos. 

4. Las Raíces de una Sociedad Abierta 

En la visión del cristiano medieval, cuando miraba más allá de su medio, veía a los paganos vagando desprotegidos en el desierto. Pero a sus ojos no estaban ni incurablemente contaminados ni definitivamente perdidos. Eran potencialmente cristianos como él mismo, y miraba hacia adelante con esa seguridad, o esperanza, hacia una preordenada consumación de la historia terrena, hacia el cumplimiento del propósito de Dios sobre la tierra. Los artistas medievales, con este espíritu, solían pintar a uno de los tres Magos como a un Negro. ¡Qué diferencia -exclama Toynbee- respecto del espíritu con el cual el occidental protestante de piel blanca mira a su convertido de piel negra! El convertido puede haber encontrado salvación espiritual en la cultura del hombre blanco y haber aprendido a hablar su idioma con la lengua de un ángel; puede haber resultado un adepto de la técnica económica del hombre blanco; pero nada cambia mientras no pueda cambiar el color de su piel. Claro que aquel podría replicar, recordando a San Pablo, que tampoco cambia nada para el hombre blanco el entender todos los misterios y tener todo el conocimiento y todas las destrezas, incluso las que mueven montañas, mientras no tenga caridad. 

La libertad medieval occidental respecto del prejuicio de sentimiento racial ha sobrevivido, agrega, entre los pueblos que han permanecido en la fase medieval de nuestra civilización occidental: por ejemplo, los ocupantes españoles y portugueses que establecieron nuevas comunidades occidentales en América. Entre estos pueblos el principio racial nunca ha desplazado al principio religioso. Toynbee señala que entre el método protestante de conversión por exterminio y el método de los jesuitas misioneros en Canadá y Paraguay hay en efecto un abismo inmenso. 

Sin embargo, el sentido de religioso de solidaridad y fraternidad no fueron suficientes para impedir la acción destructiva de gobernantes españoles portugueses, en la segunda mitad del siglo XVIII, esto es en pleno despotismo ilustrado y afectada "modernidad". A sangre fría y brutalmente destruyeron "la maravillosa sociedad que había conjurado a la existencia el genio de los misioneros jesuitas entre los primitivos pueblos del Paraguay". Y esto por avaricia, de los gobiernos de Carlos III y el duque de Pombál, por un oro no existente y por una tierra para ellos no utilizable. 

Tampoco quiere esto decir que la condición de las poblaciones no blancas en el África española y portuguesa y en América Latina, fuera y sea más feliz que la condición contemporánea de las poblaciones no blancas bajo el régimen británico o norteamericano. Por el contrario, sigue diciendo Toynbee, la condición de los no blancos en los países hispánicos, en el viejo y en el nuevo mundo, es probable en casi todos lados la menos feliz de los dos grupos al presente. Sin embargo, esto es así porque los pueblos de habla castellana y portuguesa en el mundo occidental están en conjunto en una condición menos feliz que los similares de habla inglesa. En la medida en que sufre las poblaciones no blancas de los países hispánicos, sufren al igual que sus compatriotas blancos de la misma clase social; es decir, sufren por los desordenes políticos y las injusticias económicas prevalecientes, no por una especial discriminación racial. 

Hay también, según otro pasaje de "A Study of History" (22), una suerte de inclinación antropológica, además s del hecho religioso, que ayuda a explicar el método violento y peculiar de los establecimientos ultramarinos de los ingleses. El exterminio de la población previamente asentada, que ha distinguido del modo inglés de establecimiento ultramarino de los practicados por la mayoría de los otros pueblos europeos occidentales en los tiempos modernos, es un rasgo que igualmente distingue el asentamiento de los ingleses en el territorio del Imperio Romano de los otros bárbaros durante el interregno que siguió a la ruptura del orden imperial y a la disolución de la sociedad helénica. En esta "Volkerwanderung", los más de las bandas guerreras bárbaras venidas de más allá de las fronteras imperiales, se limitaron a ponerse en el lugar de los soldados y funcionarios romanos, tomando su puesto en el gobierno y explotación de las poblaciones provinciales, del mismo modo que los conquistadores españoles tomaron el lugar de aztecas e incas. 

Solo las bandas guerreras inglesas exterminaron a las poblaciones locales provinciales sobre las que avanzaron, y repoblaron con su gente el territorio, en vez de contentarse con regir y explotar a la población previa. Así, en dos ocasiones, alejadas por muchos siglos, los ingleses se separaron de sus semejantes y contemporáneos por la crueldad peculiar de su tratamiento de las poblaciones extrañas que habían conquistado. 

5. Una Antipatía Antropológica 

En la misma línea de las inclinaciones antropológicas que Toynbee sugiere, se podría añadir que cabría acaso rastrear un origen remoto en una antipatía, también de base antropológica, de los anglosajones hacia los indios. Y esto podría acaso revelarse aun en el plano de la literatura renacentista inglesa. Y especialmente en su exponente por excelencia. 

¿Es acaso fortuito que la mención de los indios en los textos shakesperianos, para elegir un ejemplo de eminencia literaria, tenga en todos los casos una intención despectiva o caricaturesca? 

Una de las citas sugiere la ignorancia y estupidez de los indios: 

"...of one whose hand, / Like the base Indian, / threw a pearl away / Richer than all his tribe./ (Othello, V,2) (Según la traducción de Astrana Marín: "...de un hombre cuya mano, como la del indio vil, arrojó una perla más preciosa que toda su tribu"). 

Otra sugiere una condición subhumana: 

"...when they will not dive a doit / to relieve a lame beggar, / they will lay out ten to see a / dead Indian. Legg'd like a man, / and his fins like arms!" (The Tempest, II, 2). 

(Según la traducción de Astrana Marín: "Mientras no os darían un óbolo para socorrer a un mendigo lisiado, gastan diez para ver a un indio muerto"). 

Y aun más sugestiva es ésta tercera, de curiosa procacidad: 

"...Have we some strange Indian / With a great tool come to court, / The women so besiege us? Bless me / Whar a fry of fornication is at door!" / (Henry VIII, V,4). 

(según Astrana Marín: "¿O ha llegado a la corte algún indio de miembro descomunal, para que así nos asedien las mujeres? Bendito sea Dios, qué hervidero de fornicación hay en la puerta"). 

¿No parece oírse una distante resonancia de la ignorancia por el indio de las valores económicos occidentales ("threw a pearl away"), y en consecuencia su aprovechabilidad, en la Cláusula Comercial de la constitución de Filadelfia y el tráfico comercial en los Artículos de la Confederación? Ambas sugieren la ansiedad de comerciar con los indios a despecho de la enemistad y hostilidad planteada como presupuesto: el único indio bueno es el indio muerto, excepto si se lo puede aprovechar comercialmente. 

¿Y el desvalorizado "indio muerto" de La Tempestad parece un trágico precursor de la proclama genocida del general Phillip H. Sheridan (1831-1888): "El único indio bueno, es el indio muerto"? Sheridan fue un general exitoso de la Guerra Civil, luego de lo cual se lo nombró gobernador militar de Tejas y Luisiana, cargos de los cuales fue destituido por su extrema brutalidad. Inmediatamente después pasó a dirigir las operaciones contra el indio. Luego visitó Europa como observador militar de la guerra Franco-Prusiana, lo cual hizo, naturalmente, desde el lado prusiano. 

A propósito de la cita tercera, me pregunto si es un exceso de suspicacia insinuar un posible resentimiento fálico y autodevaluación fálica en los anglosajones blancos y protestantes. 

Desde luego, en la todavía Alegre Inglaterra de Shakespeare el "great tool" del indio era una broma grosera, aunque profundamente significativa como cualquier broma. Un siglo después, sin embargo, en la atmósfera psicológica puritana, rígida y sin sentido del humor, un "fry of fornication" con indios incluidos, no era ya una broma en modo alguno. Era, en cambio, pura abominación; y miedo, conocido progenitor de la violencia. 

No es inútil puntualizar que mientras los ocupantes iberoamericanos mostraban una definida falta de rechazo al apareamiento con las mujeres indias, los puritanos de la América del Norte estaban fuertemente inclinados a terminar rápidamente con la amenaza de indios, con sus shakesperianas "great tools", acechando mujeres e hijas. 

6 .Los Indios en los Estados Unidos y la Retórica iluminista 

Esa diversidad entre las dos Américas respecto de los indios no podía dejar de reflejarse en el derecho constitucional de una y otra parte. A pesar de la admiración decimonónica por la constitución de los Estados Unidos, los textos latinoamericanos no pudieron sino alejarse del elaborado en Filadelfia. Como lo explicaba Toynbee, las raíces están hundidas profundamente en la historia de ambos grupos, anglosajones e ibéricos. 

La conquista de los presentes Estados Unidos tendió al desplazamiento, al exterminio cuando fue conveniente, de los primitivos habitantes. Nunca se intentó incorporarlos en las nuevas comunidades dominadas por el europeo, ni se quiso prepararlos para tal incorporación, que nunca pareció deseable ni conveniente. 

Noam Chomsky recuerda en su "Year 501: The Conquest Continues" (23) que George Washington escribía en 1783:"La gradual extensión de nuestros asentamientos causaran ciertamente que el salvaje, como el lobo, se retire; siendo ambos bestias de presa, aunque difieran en el aspecto". Y Jefferson, usando la misma analogía zoológica, agregaba que las retrasadas tribus de las fronteras "recaerán en barbarie y miseria, perderán número por guerras y necesidad, y nos veremos obligados a arriarlas, con las bestias del bosque hacia las montañas rocosas". 

No es sorprendente así que el contexto en que aparece la palabra "indio" o "indios" en los documentos fundacionales de los Estados Unidos sean particularmente sugestivos. 

Para empezar, recuérdese la Declaración de Independencia. Esta solemne proclamación contiene estas dos fuertes afirmaciones: 

a) "todos los hombres han sido creados iguales" 

b) "los inmisericordes Indios Salvajes, cuya conocida regla del guerrear es la destrucción indiferente de todas las edades, sexos y condiciones". 

No demasiado sutilmente los sujetos de la segunda frase han quedado excluidos del retórico "todos" de la primera. Dicho de otro modo, los Indios Salvajes no integraban el "todo" de los hombres a los que se referían los descendientes de los colonos puritanos. 

La declaración de la independencia a este respecto, era un fragmento de ideología consistente en afirmar los beneficios del iluminismo para europeos y descendientes de europeos, con retórica manifestación de universalidad, pero con encubierta aunque inequívoca exclusión de los no europeos. 

Se nos cruza aquí, incidentalmente, el debate acerca de universalidad o particularismo cultural en materia de derechos humanos. Y tiene sentido detenerse un instante en el punto. 

Está bien que se afirme el universalismo. Lo que no está bien, porque constituye una hipocresía y una falsedad, es plantear ese debate, como usualmente se hace en Europa y en los Estados Unidos. Se suele describir el asunto como si, gracias al generoso impulso de los europeos y descendientes de europeos del siglo XVIII, se hubiera establecido, hace más de dos siglos, la universalidad de los derechos humanos. Y que solo ahora, recientemente, en el Asia, unos chinos extravagantes, hubieran excogitado esta deformación que es el particularismo cultural. No es así. La concepción original de los derechos humanos en el iluminismo - con muy pocas excepciones, la de Kant centralmente -, tenía, en la revolución norteamericana y en la revolución francesa, sólo literalmente una extensión universal. Pero fue siempre evidente que dejaba afuera a los indios americanos, a los esclavos africanos y a los pueblos coloniales. Washington y Jefferson, que confiaban en arriar a los indios como a bestias, eran notorios propietarios esclavistas. 

Se trataba de un universalismo muy poco universal, francamente excluyente. Estaba restringido a los países del norte de Europa occidental, y a los descendientes de los puritanos ingleses en América del Norte. 

En lo que concierne a la revolución francesa, basta sin duda, leer en la primera constitución revolucionaria de 1791, el art. 8, del título VII, que decía: "Las colonias y posesiones francesas en el Asia, el África y América, desde que hacen parte del Imperio francés, no están comprendidas en la presente constitución". No era poco decir. Esa constitución que excluía a los súbditos imperiales asiáticos, africanos y americanos era la que incluía la famosa Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. ...Como bien se ve, derechos de algunos hombres, de algunos ciudadanos... 

Digámoslo de nuevo, George Orwell, fue, definitivamente un ingenuo. Lo fue a pesar de su honda experiencia colonial en Burma. El "Newspeak", la lengua tramposa que permite afirmar una cosa y significar su contraria, no fue una creación de los Estados totalitarios del siglo XX. Fue practicada intensamente por los iluminados de la segunda parte del siglo. Como les ocurría a los pobladores de "Animal Farm", en la república jeffersoniana y en la revolución francesa, algunos de entre "todos" los hombres, fueron creados más iguales que otros. 

Así, en el comienzo fue el particularismo cultural, aunque disfrazado de universalismo. No han sido los chinos los que han inventado el particularismo cultural para sustraerse al cumplimiento de los derechos humanos. Ya estaba creado y practicado pero con mendaz retórica universalista. Lo que los chinos han hecho ahora es dar vuelta la cuestión. Ayer, cuando eran impotentes y víctimas de aventuras coloniales, estaban excluidos; hoy, siendo poderosos, no quieren ser incluidos. Está mal, pero el occidente heredero del iluminismo, difícilmente pueda tirar la primera piedra. 

En consecuencia, el debate sobre el universalismo y el particularismo en materia de vigencia de los derechos humanos debe ser planteado de un modo que no oculte y que asuma el carácter meramente literal y falaz del universalismo del siglo XVIII y su herencia moderna. 

7. Los Indios Norteamericanos y un Principio de Exclusión. 

Volviendo a los documentos fundacionales de los Estados Unidos, echemos una mirada sobre los Artículos de la Confederación que precedieron, como se sabe, al texto de Filadelfia. Encontramos este texto revelador: "Ningún Estado se debe comprometer en una guerra sin el consentimiento de los Estados Unidos reunidos en congreso, a menos que tal Estado sea efectivamente invadido por enemigos, o haya recibido cierta advertencia de haberse formado una resolución de alguna nación de indios de invadir a tal Estado". Véase como el preciso y fáctico ser "efectivamente invadido por enemigos" es sorprendentemente equiparada al vago, manejable, flexible, haber "recibido cierta advertencia de haberse formado una resolución de alguna nación de indios de invadir tal Estado", intentando presentar las dos hipótesis en un pie de igualdad. 

Para justificar esta extraña ecuación, el texto quiere implicar que los "enemigos", por un lado, y "alguna nación de indios", no eran igualmente peligrosos. Los primeros eran temibles solo si efectivamente invadían; los segundos en cambio se hacían temibles por haberse recibido "una cierta advertencia de haberse formado una resolución de...invadir tal Estado". Lo cual suponía atribuirle a los indios una doble capacidad de agresión, una doble peligrosidad, en relación a los enemigos externos, Gran Bretaña, o más improbablemente España o Francia. Los indios aparecían así, en el texto, como más enemigos que los enemigos internacionales. Es bastante obvio que los autores de los Artículos de la Confederación, con la elaborada frase "haber recibido una cierta advertencia de haberse formado una resolución por alguna nación de indios de invadir tal Estado", estaban manifestando su ansiedad por llevar una guerra contra los indios sin haber experimentado ninguna invasión real por parte de las tribus. Estaban preparando la fabricación de un fácil y deseable "casus belli" cuando nada semejante a un riesgo de invasión existía. Unos siglos después Reagan haría lo mismo con Granada y Bush con Panamá. 

Esto resulta confirmado por un crítico de los Artículos de la Confederación, John Jay, quien en el número 3 de El Federalista dice: "No hay una sola guerra india ocasionada por agresiones del presente gobierno federal, débil como es; pero hay diversas instancias de hostilidades indias provocadas por la conducta impropia de Estados individuales, que, incapaces o sin voluntad para restringir o castigar ofensas, han dado ocasión para la matanza de muchos habitantes inocentes". En otras palabras, se trataba de crear un gobierno federal fuerte capaz de llevar adelante una eficiente guerra de agresión y exterminio contra los indios. 

Jay no fue el único federalista cuyo entusiasmo por pelear contra el indio es visible. Alexander Hamilton, en el número 25 de esa publicación canónica dice: "Las hostilidades indias, instigadas por España o Gran Bretaña, estarían siempre a mano", donde esta última expresión, "siempre a mano", muestra una sugestiva certeza sobre la posibilidad de prestidigitar convenientes hostilidades e instigaciones. 

Y en el número 24 había escrito: "Previamente a la revolución, y siempre desde la paz, ha habido una constante necesidad de mantener pequeñas guarniciones en nuestra frontera oeste. Ninguna persona puede dudar que éstas continuaran siendo indispensables, aunque solo lo sean contra los saqueos y depredaciones de los indios". 

Finalmente, en la Constitución de los Estados Unidos, los indios están mencionados negativamente en el contexto de la distribución de representantes y de impuestos directos (art.1), y de la distribución de los representantes entre los varios estados (art.14, segunda sección):"excluding Indians not taxed". Y sobre todo en la Cláusula Comercial, esto es la facultad del Congreso federal para regular el comercio con las naciones extranjeras, y entre los Estados interiores y "con las tribus indias". Aparecen aquí como una tercera clase, diferente de los estados extranjeros y de los Estados de la Unión, a pesar de vivir dentro de esos Estados. 

En efecto, fueron considerados como una inferior clase especial de extranjeros dentro del territorio de los Estados Unidos. De algún modo, esto se corrobora por la doctrina de la Corte Suprema de ese país que considera a las relaciones con los indios una "cuestión política", vale decir una materia cuya su índole "política" determina la abstención de los órganos judiciales, la falta de protección jurisdiccional, y el sometimiento de esa materia a la sola autoridad de los órganos "políticos" de la constitución, es decir el ejecutivo y el legislativo. 

Es la doctrina del tristemente famoso caso "Cherokee Nation v. State of Georgia". 

Dice a este respecto Rennard J. Strickland en el artículo "Native Americans", en la obra colectiva "The Oxford Companion to the Supreme Court of the United States": "... los estudios en materia constitucional e histórica de los años recientes confirman la observación de Tocqueville acerca de la manipulación judicial de las leyes indias para promover los objetivos expansionistas de los Estados Unidos. La política india de los norteamericanos ha sido caracterizada como genocidio legal para lograr la adquisición territorial y el exterminio cultural". Agrega que Angie Debo expresa el punto de vista prevaleciente al decir que la magnitud del despojo y la rapidez de la expoliación realizados sobre pueblos independientes por un gran poder imperial debió haber despertado la condena internacional pero los indios fueron despojados aisladamente bajo las formas de las leyes existentes. Cita también a Robert Williams Jr., quien encuentra en las decisiones de la Corte Suprema mucha racionalización y justificación legal para la política genocida. Aduce, por ejemplo, que el "Chief Justice" John Marshall proveyó un preciso plan judicial para la destrucción del reclamo territorial de los indios en "Johnson v. McIntosh" (1823). Y que Vine Deloria Jr. y Clifford M. Little notan que Marshall en "Johnson v. McIntosh" creo una suerte de relación propietario - inquilino bajo la cual los Estados Unidos podían afectar materialmente la vida de los indios a través del control y regulación del uso de la tierra. A comienzos del siglo XIX el jefe shauwnee Tecumseh afirmaba que los nativos norteamericanos "habían desaparecido delante de la avaricia y de la opresión del hombre blanco, como la nieve ante un sol de verano". Sigue diciendo Strickland que en el invierno boreal de 1838-1839 dieciséis mil cherokees fueron arriados a punta de pistola -materializando lo que habían previsto Washington y Jefferson- desde su patria ancestral por lo que vino a ser conocido como el Sendero de las Lagrimas. Mas de cuatro mil murieron en el camino. Los cherokees, que no podían imaginar el "Newspeak" orwelliano del iluminismo, se habían dirigido al Congreso federal en 1835 con un memorial en el que con buena fe e ingenuidad conmovedoras decían: "En verdad, nuestra causa es la vuestra. Es la causa de la libertad y de la justicia. Se funda en vuestros principios, que hemos aprendido de vosotros; porque nos gloriamos de contar con vuestros Washington y Jefferson como nuestros maestros". Tenían, se ve bien, un insuficiente conocimiento del pensamiento de Washington y Jefferson sobre los indios. Concluye Strickland diciendo que por más de dos siglos de constitucionalismo norteamericano los nativos del país han sufrido el punto de vista prevaleciente según el cual los indios como "salvajes" están en el extremo erróneo de la escala del progreso. Los nativos norteamericanos aparecieron como parte de un ambiente hostil que se debía superar si el hombre blanco habría de cumplir el destino de conquistar y "civilizar" el nuevo mundo. 

Digamos nosotros que hablar de "punto de vista prevaleciente" parece poca excusa para un exterminio genocida. Resulta más bien un eufemismo claramente autoindulgente y autocomplaciente. Es como limitarse a decir que durante el Tercer Reich el "punto de vista prevaleciente" entre los alemanes era el de estar los judíos en el extremo erróneo de la escala del progreso de la nación germana... 

Como muchos saben, el pensador contemporáneo Michel Foucault, ha establecido convincentemente que algunas sociedades se definen a sí mismas a través un "principio de exclusión", disfrazado en códigos e ideologías de orden, seguridad y progreso. Parece claro que desde sus comienzos los Estados Unidos encontraron en la forzada enemistad de los indígenas un instrumento conceptual en la forma de "principio de exclusión" en el sentido de Michel Foucault. 

Los historiadores contemporáneos norteamericanos tienden a atenuar el falso pudor sobre el pasado genocida sobre el que se construyó esa nación poderosa. Benjamin Schwarz, escribiendo sobre "The Diversity Mith: America's Leading Export", en el número de mayo de 1995 del "Atlantic Monthly", dice resueltamente: "...construir (Norte) América requirió cerca de 300 años de guerra genocida contra los nativos americanos, un hecho que impele hoy a los historiadores a caracterizar la expansión americana en el continente como 'invasión' antes que como 'asentamiento'. Esas guerras, una de la larga serie de conflictos étnicos en la historia moderna, se resolvieron no a través del poder compartido sino por exterminio". 

Durante la discusión de ideas similares en una mesa redonda en Atenas y en 1993, organizada por la asociación internacional de derecho constitucional y la asociación de constitucionalistas helenos, el profesor Michel Rosenfeld, de la universidad de New York, trató de explicar la "posición" de los indios en la historia constitucional" de los Estados Unidos, arguyendo que habían sido un fragmento "soberano" de la población que habitaba el territorio de esos Estados. La afirmación es errónea, claramente errónea, pero tal vez sea imaginativa. Es errónea porque el concepto de soberanía no puede aplicarse a grupos sociales que carecen de la condición de Estados independientes. A los indios en los Estados Unidos jamás se les reconoció ese carácter. Solo han sido un segmento étnica y culturalmente diferenciado de la población que habitaba el territorio ocupado por los Estados Unidos, a la que siempre se intentó desplazar y excluir de ese territorio, preferentemente por medios violentos, sin ninguna de las condiciones debidas a los estados extranjeros. La frase del General Sheridan es definitoria: "El único indio bueno, es el indio muerto". 

Las propias definiciones del Justice John Marshall contradicen a Rosenfeld:"Las tribus indias nunca fueron ni naciones extranjeras ni comunidades de súbditos incorporadas a los Estados Unidos. Son 'naciones domésticas dependientes' cuya relación con los Estados Unidos semeja a la de 'tutor a pupilo'" (24). Peligroso tutor y amenazado pupilo...John Marshall también practicaba el "Newspeak" que George Orwell descubrió tan tardíamente. 

La afirmación de Rosenfeld puede parecer tal vez imaginativa. En todo caso, hubiera sido bienvenida por los defensores de los procesados en Nuremberg en 1946 para probar que la JUDENVERFOLGUNG se debió a que los judíos eran en Alemania una fracción "soberana" de la población que ocupaba el territorio alemán. Obviamente, en ambos casos el argumento carece de fuerza de convicción y en ambos casos merece claro rechazo ético - jurídico. 

8. La Conquista Ibérica y Fray Bartolomé de las Casas 

La conquista española y portuguesa de las Indias Occidentales tuvo sus previsibles, abusos y explotación, inherente a toda conquista, y en las islas de las Antillas estos abusos y explotación llegaron a niveles de exterminio. 

Empero, a diferencia de lo que iba a ocurrir en el norte con los anglosajones, en la propia generación de Colón, un contemporáneo del "descubridor", el fraile sevillano Bartolomé‚ de las Casas plantearía con una rudeza y una elocuencia extremas la gravedad moral, social y política de esa explotación. Desde 1514 lanzó una suerte de cruzada contra la institución de la "encomienda", que implicaba la concesión de tierras, con indios incluidos. En 1515, solo veintitrés años después del descubrimiento, apeló al rey Fernando, cuya respuesta favorable resultó en los hechos ineficiente, desde que un año después el marca iba a morir. Sin embargo, el regente del reino, el Cardenal Jiménez de Cisneros nombró a fray Bartolomé‚ protector universal de los indios. Una década después consiguió que Carlos V estableciera leyes, en 1523 y en 1526, prohibiendo el tratamiento riguroso de los indios y nuevas encomiendas. 

Como en 1516 reapareció entonces un problema que mina y deteriora la vida jurídica del subcontinente desde aquellos años. La existencia de leyes que no se cumplen, o se cumplen insuficientemente, la deficiencia en el momento del hecho jurídico que en inglés se llama ENFORCEMENT, esto es la vigencia concreta de las normas. El problema se va a extender hasta nuestros días. En el derecho constitucional el punto ha sido tematizado como falta o pérdida de lo que se ha dado en llamar "el principio de efectividad" del derecho. 

Las Casas vuelve a la pelea en 1530, con un memorial al Consejo de Indias con el que consigue la prohibición de las encomiendas en el Perú. Tampoco aquí hubo puesta en vigencia real. Lo mismo pasó con la prohibición de esclavizar indios de 1542. 

Las Casas fue hecho obispo de una diócesis que medio milenio después aparece como simbólica: Chiapas. Las Casas se volvió a España en 1544 para seguir peleando, veintidós años más, por los indios. Fruto de esa actividad es el decisivo documento "Brevísima relación de la destrucción de las Indias", en el que hay alguna exageración pero también un substrato innegable de real explotación. Una explotación que prefiguraba, la que cuatro siglos después en la Revolución Industrial, en los primeros años del siglo XIX, la sociedad, hija inmediata del iluminismo, iba a practicar con SU clase obrera. Tal vez más grave, si cupiera, ésta última porque no había ni territorio ni población conquistada, no había alienígenas, abismos idiomáticos, lejanías oceánicas de por medio, diferencias culturales, religiosas, sino explotados de la misma etnia y cultura que el explotador. 

Medio milenio después, otro obispo de Chiapas, Samuel Ruiz, sigue la misma lucha, tal vez con una muerte anunciada, como la de su igual hace unos años en El Salvador, el obispo Romero. Ahora no ya contra la codicia y violencia de los aprovechadores económicos de la conquista, sino contra los paramilitares del PRI, el Partido Revolucionario Institucional, protectores de los latifundistas de la región, y de esa orgía de corrupción, abuso y violencia que domina la política del Méjico de estas décadas. 

Con todo, el rasgo diferencial de lo que ocurrió en los Estados Unidos, es, como lo señalaba Toynbee, que en iberoamérica ha habido predominantemente explotación y no exterminio. De lo cual resulta que medio milenio después es necesario que la vigilancia y denuncia de Bartolomé de las Casas se mantenga, como lo hace Samuel Ruiz. 

El otro rasgo diferencial es que esa explotación innegable ha sido concomitante, todo el tiempo, desde la propia generación de los contemporáneos de Colón, con una actitud de denuncia y unos esfuerzos de corrección. La explotación ha sido abuso y no uso legitimado, y la denuncia ayer y hoy le impedido beneficiarse con ninguna justificación, con ninguna pretensión de signo axiológico positivo. Y los esfuerzos de corrección, aunque letra normativa no aplicada las más veces, han quedado al menos como mojones y señales acerca de por donde ha pasado ayer y hoy la línea que separa lo legitimo y lo ilegitimo. 

Sobre los esfuerzos valiosos y sobre las efectividades negativas, decía el historiador victoriano, sir Arthur Helps, el famoso autor de "The Spanish Conquest in America" . 

"El mundo tiene todavía, y por largo tiempo tendrá, razón para deplorar que los esfuerzos de los Monarcas españoles y de los otros Protectores de los Indios no hayan sido coronados por el éxito total; que la Conquista del Nuevo Mundo no fuera consumada sin esa grande destrucción de pueblos nativos; y que la entrada en América de los habitantes civilizados de Europa haya sido acompañada con la introducción de una raza sometida de un otro continente, cuya presencia forzosa ha probado ser un calamitoso obstáculo a la concordia y al crecimiento de la civilización. Posiblemente, lo que quede como remedio para ese gran mal deba todavía ser hallado en el estudio diligente de aquella humana legislación que acompañó la difusión del dominio hispánico en las Indias. Es una página de su hazañosa historia que España puede con orgullo referir, como prueba de su humanidad providente que grandes naciones en, pocas posteriores frecuentemente no han sabido imitar, y como despliegue de las características peculiares de la raza hispánica -piedad, lealtad y caballerosidad- en sus formas más nobles" (25) 

Como trasfondo de aquella actitud de denuncia, está un hecho fundamental que marca otro rasgo diferencial. La voluntad de incorporar al indio al mundo espiritual de los conquistadores, la evangelización, la conversión, y no la exclusión, el arriarlos a la montaña inhospita como querían Washington y Jefferson. 

Cuarto rasgo diferencial, consecuente o al menos convergente al anterior, el último en la enumeración pero no en la importancia, es la misigenación o mezcla étnica - el INTERBREEDING del que hablaba Toynbee- que desde los años de la conquista se ha producido abundantemente en la América española y portuguesa, en sectores amplísimos del subcontinente. 

9. La Visión Hispanista de Ernesto Sábato 

Conviene recordar aquí a un gran escritor argentino y un gran luchador por los derechos humanos. Ernesto Sábato, en ocasión de la celebración del medio milenio, escribió para el diario PAGINA 12, de Buenos Aires, precisamente el 11 de octubre de 1992, párrafos esclarecedores en los que junto al reconocimiento de los abusos y atrocidades inherente a toda conquista "debiera venir el inverso reconocimiento de los acusadores, admitiendo las positivas consecuencias que con el tiempo produjo la conquista hispánica. Bastaría tener presente que la literatura de lengua hispánica ha producido en América, con una inmensa cantidad de mestizos, una de las literaturas más originales y profundas de nuestro tiempo. Si la leyenda negra fuera una verdad absoluta, los descendientes de aquellos indígenas avasallados deberían mantener atávicos resentimientos contra España, y no sólo no es así, sino que dos de los más grandes poetas de la lengua castellana de todos los tiempos, mestizos, cantaron a España en poemas inmortales: Rubén Darío en Nicaragua y Cesar Vallejo en el Perú. Esa leyenda siniestra fue comenzada por las naciones que querían suplantar al más poderoso imperio de la época, entre ellas Inglaterra, que no sólo cometió en el mundo entero atrocidades tan graves como las españolas, pero agravadas por su clásico racismo, que aún perdura, compartido hasta hoy por el imperio americano; no únicamente contra los indios, sino, luego, contra los llamados despectivamente HISPANOS y finalmente contra los italianos, en virtud de una doctrina según la cual Reagan es superior a Julio Cesar, Virgilio, Horacio, Leonardo da Vinci, Miguel Angel, Galileo y tantos otros que hicieron por la cultura universal algo más que este actor de tercera categoría. No, aquí no hubo esa inferioridad espiritual que es el racismo: desde Hernán Cortez, conquistador de Méjico, cuya mujer fue indígena, hasta los que llegaron en aquella formidable empresa hasta el Río de la Plata, se mezclaron con indios, y gracias al misterio genético, tengo una hermosa nieta que sutilmente revela rasgos incaicos. Para no hablar de las notables creaciones del barroco ibérico en América latina, que sutilmente difiere del de la metrópoli, de la misma manera que sucedió con nuestra lengua común: la ilustre lengua de Cervantes y Quevedo. ¡Vamos¡, todas las conquistas fueron crueles, sanguinarias e injustas, y bastaría leer aquel libro de un sacerdote belga en que narra los horrores, los castigos, las mutilaciones de manos -y a veces hasta de manos y pies- que sus burdos y viles compatriotas infligían a los negros que cometían un robo de algo que en el fondo les pertenecía. Y lo mismo podría repetirse con siniestra simetría con los alemanes, holandeses e ingleses. ¿Quiénes son ellos, qué virtudes tuvieron y hasta siguen teniendo para haber forjado y seguir repitiendo la leyenda negra? Es una injusticia histórica olvidar los nombres que lucharon por los indígenas y por la conservación de sus valores espirituales, como fray Bernardino de Sahagún; la escuela de Salamanca, con el derecho de gentes, y el nobilísimo dominico Bartolomé de las Casas, que defendió encarnizadamente a los indios y que, lejos de propiciar la trata de negros, como afirma una de las tantas falsedades de la leyenda, luchó por ellos en nombre de una religión que considera sagrada la condición humana...Y aun dejando de lado las inmigraciones que hemos tenido en este siglo, quedarían, como bien escribe Uslar Pietri, tres protagonistas: los ibéricos, los indios y los africanos, pero sin duda sería la cultura ibérica la dominante desde el momento en que esas tres sangres entraron en esos complejísimos procesos de la fusión y el mestizaje, dejando de ser lo que habían sido en usos y costumbres, religión, alimentos e idioma, produciendo un nuevo hecho cultural originalísimo. No como en la América anglosajona o en el coloniaje europeo de Europa y Asia, donde hubo simple y despreciativo trasplante." 

Siguiendo la observación de Sábato, digamos que Rubén Darío y Cesar Vallejo, no son menos en la literatura castellana que Walt Whitman y Ezra Pound en la norteamericana. Y es fácil advertir cuán obvia es la definitiva improbabilidad que poetas de ese rango tuvieran en los Estados Unidos condición mestiza. 

10. El Aporte Humanista de la Universidad Ibérica del Siglo XVI 

No Toynbee, por su peculiar punto de vista sobre el tema, pero sí Sábato, como su mención de la universidad de Salamanca y el Derecho de Gentes lo sugiere, ha prestado atención a otro factor altamente condicionante de la sociedad iberoamericana - el aporte creador del derecho internacional de la Escuela Española de Derecho Natural- que terminó operando sobre la vida toda del reino de Indias. 

Es la revolución humanista que empieza a surgir en la Universidad de Salamanca hacia la primera mitad del siglo XVI con las Relecciones de Francisco de Vitoria, algunas de ellas precisamente suscitadas por el hecho nuevo americano. Ya se vio como otro fraile, también dominico como el eximio profesor burgalés, había planteado una dirección coincidentemente humanitaria en el Nuevo Mundo, no como Vitoria extrayéndola del ejercicio razonado del saber ético-teológico del siglo XIII, sino de la inspiración evangélica y de su distancia con la experiencia vivida. 

Fray Bartolomé de las Casas era algo mayor que Fray Francisco de Vitoria. Este había nacido en el preciso año de 1492. El sevillano, en cambio, 18 años antes, en 1474. 

Vitoria empezó a enseñar en el convento de San Pablo de Burgos. A los 18 fue mandado a París al Colegio de Santiago, que los dominicos tenían allí. "Los tres primeros años los dedico a completar su formación humanista y continuar los estudios de filosofía. Frecuentó las lecciones de otros maestros fuera del colegio, familiarizándose con el griego, las matemáticas y las ciencias astronómicas. En estos cursos tuvo por maestro al valenciano Juan de Celaya, célebre nominalista formado en la escuela de John Meyr", dice Luciano Pereña (26). En 1513 empezó sus estudios de teología bajo la dirección de los maestros Crockaert y Feynier, destacados tomistas. 

Como doctor sorbónico vuelve a Castilla, cuando ya impera Carlos V. Y enseña en el colegio de San Gregorio de Valladolid, donde su profesorado lo relaciona con la política española y donde empieza a tener información directa sobre América de la boca de los numerosos dominicos que volvían del Nuevo Mundo. En el 1525 el Capitulo de la Orden de los Predicadores lo nombra Maestro en Sagrada Teología. El año siguiente, tres después que Fray Bartolomé‚ de las Casas ha ingresado a la Orden, Vitoria gana las oposiciones en Salamanca donde enseñará por un lapso de dos décadas (1526-1546). 

Entre 1537 y 1539 enfrenta desde la cátedra salmantina la actualísima cuestión indiana, con una actitud definidamente crítica. En este último año dictó dos relecciones que suponían un claro desafío al poder imperial, una sobre los deberes y derechos de España en relación a los pueblos originarios de América, la otra sobre la moderación con que debía actuarse en el caso de tener que emplear la fuerza. Con ellas habían quedado sentadas las bases del derecho internacional moderno, subraya Pereña (27), quien agrega que había quedado trazada la primera Magna Carta de los derechos indígenas. Frente alas tesis esclavistas, sostuvo la igualdad de todos los humanos; y la libertad de todos y de su capacidad para disponer de si mismos y de sus bienes. 

Estas enseñanzas sobre los aborígenes estaban enmarcadas en un pensamiento político condicionar y limitador del Poder. Mantenía el relativismo de las formas de gobierno, subordinadas a la libre disposición de las poblaciones, a la estructura espacial y a la circunstancia histórica. Agrega Pereña que frente al absolutismo maquiavélico, el soberano no es sino mandatario del pueblo. Su poder nacía de los ciudadanos, y solo era válida para bien de los ciudadanos. Esta función ministerial condenaba todo poder arbitrario. Defendía el derecho a la resistencia cuando el príncipe degenera en tirano, y aun apelaba al derecho a la rebeldía cuando lo exige el bien de la comunidad.(28) 

La Relección "De los Indios recién descubiertos" está llena de obstáculos para las empresas de la codicia y la prepotencia que fray Bartolomé ya había empezado a señalar con el lenguaje más destemplado. Es de 1539, un año antes que Las Casas hiciera su primer viaje de vuelta a España, del cual retornaría a América como obispo de Chiapas. 

Para Vitoria era clarísimo que para el poder español de ningún modo era "lícito despojar de las cosas que poseen a sarracenos ni a los judíos ni a los demás infieles por el solo hecho de ser infieles, y el hacerlo es hurto o rapiña lo mismo que si se hiciera a cristianos". 

Y que no había ni justificación moral ni religiosa para avanzar sobre la propiedad de los indios ya que "ni por el pecado de infidelidad ni por otros pecados mortales se hallan impedidos de ser verdaderos dueños o señores, tanto pública como privadamente, y que por este título no pueden los cristianos ocuparles sus bienes". 

También el argumento de la supuesta incapacidad mental para ser verdaderos dueños era frontalmente rechazado. "Es evidente, decía Vitoria, que tienen cierto orden en sus cosas: que tienen ciudades debidamente regidas, matrimonios bien definidos, magistrados, señores, leyes, profesores, industrias, comercio, todo lo cual requiere el uso de razón. Dios y la naturaleza no les abandonan en lo que es indispensable para la especie y lo principal en el hombre es la razón y es inútil la potencia que no se reduce al acto". De lo cual concluye que los aborígenes eran, sin duda, verdaderos dueños, pública y privadamente, de igual modo que los cristianos, y que por ese título tampoco ni los particulares ni sus príncipes pudieron ser despojados de sus posiciones como si no fueran verdaderos dueño. Para agregar en seguida que sería inicuo negar a estos, "que nunca nos hicieron daño", lo que otorgamos a judíos y sarracenos, "a los cuales no negamos que tengan verdadero dominio sobre sus cosas que no sean ocupadas a los cristianos". 

Pero era necesario también cerrarle el paso a los sofismas autoritarios y pseudo religiosos tendentes a legitimar el despojo del indio. 

Para lo cual era necesario desandar y neutralizar prejuicios o desviaciones absolutistas. Y así afirmar resueltamente que el emperador no era señor del orbe; que el Papa no es señor civil o temporal de todo el orbe; que aun cuando el Papa tuviera tal potestad no podría transmitirla a los príncipes seculares; que el Papa tiene potestad secular solo en cuanto a las cosas espirituales es decir para la administración de las mismas. Y que en consecuencia el Papa no tenía ningún poder temporal sobre los indios y los demás infieles, y a modo de corolario que si todos los infieles, indios incluidos, no quisieran reconocer al Papa ningún dominio, no se podía por ello hacerles la guerra ni apoderarse de sus bienes y territorios. También que los indios no cometían pecado de infidelidad antes de tener conocimiento de la fe de Cristo, por el hecho de no creer en Cristo. Y aun mayores limitaciones para quienes querían apoyarse en la evangelización para desapoderar y sojuzgar a los indios: los infieles no están obligados a creer en la fe de Cristo al primer anuncio que se les haga de ella, de modo que pequen mortalmente por no creer lo que simplemente se les anuncia y propone, que la verdadera religión es la cristiana y que Cristo es Salvador y Redentor del mundo sin mediar milagros ni existir otras pruebas o medios de persuasión. 

Y poco más allá esta afirmación que sonaría escandalosa para muchos en los claustros salmantinos, y que era fruto del intercambio con los frailes que iban y venían de América y sin duda de la prédica de Fray Bartolomé: "No estoy muy convencido de que la fe cristiana les haya sido hasta el presente de tal manera propuesta a los bárbaros, que estén obligados a creerla bajo nuevo pecado". La tal manera, especificada un poco antes, consistía en proponer la fe, "con argumentos probables y racionales y con el testimonio de una vida digna y cuidadosa en conformidad con la ley natural, que es grande argumento para confirmar la verdad, y esto no sólo una vez y a ligera sino asidua y y tenazmente". A lo que se agregaba otra conclusión altamente irritante en el medio imperial de Castilla: "Aunque la fe les haya sido anunciada a los bárbaros de un modo probable y suficiente y éstos no hayan querido recibir, no es lícito, por esta razón, hacerles la guerra ni despojarlos de sus bienes". A lo que se agregaba todavía más, para desanimar la fácil tentación a la violencia, y para deslegitimizarla en la América del primer medio siglo: "Los príncipes cristianos ni aun con la autoridad del Papa, pueden apartar violentamente a los bárbaros de los pecados contra la ley natural ni castigarlos por ellos". 

¡Qué lejos estamos de John Marshall¡ ¡Qué lejos de sus mezquinos artilugios leguleyos para cubrir con una legalidad al uso de los apetitos expansionistas el desalojo y el exterminio de los indios¡. 

Ni siquiera el aparente libre sometimiento de los indios a los españoles podía justificar las pretensiones de la violencia y del despojo. Hay aquí no poca audacia argumental de parte de Vitoria, al reducir a nada las bases meramente civiles de la conquista. Véase: "Primero, porque es evidente que no debía existir miedo y la ignorancia que vicia toda elección. Pero esto es lo que más interviene en aquellas elecciones y aceptaciones, pues los bárbaros no saben lo que hacen, aun quizá ni entiendan lo que les piden los españoles. Además esto lo piden gentes armadas que rodean a una turba desarmada y medrosa". 

Pero el segundo argumento no es menos subversivo del orden imperial aplicado a la conquista: "Por otra parte, teniendo ellos...sus propios señores y príncipes, no puede el pueblo sin causa razonable aceptar nuevos señores en perjuicio de los primeros". A lo que sigue este recurso al principio democrático: " Ni por el contrario tampoco pueden sus mismos señores elegir nuevo príncipe -el emperador Carlos V, o previamente Isabel y Fernando- sin consentimiento del pueblo. Y no dándose en esas elecciones y aceptaciones todos los requisitos necesarios para una elección legítima, de ninguna manera este título es legítimo e idóneo para ocupar y obtener aquellos territorios". 

Maestro prestigioso de una nueva generación de teólogos, cuando España estaba en su cenit, su saber y su influencia se irradió enseguida por Europa y por América. Y en ésta, por de pronto, en las propias universidades que los dominicos, la Orden de fray Bartolomé y de Vitoria, habían fundado, en Santo Domingo en 1538, y en Méjico en 1553.Y en las otras que seguirían a la de San Marcos, en el Perú, creada en 1551 por el regente Don Antonio de Mendoza, a solicitud de Fray Tomás de San Martín según "real cédula de 1551 del emperador Carlos V y de la reyna madre Doña Juana" (29). 

Tiene sentido recordar que al tiempo de la emancipación había en Iberoamérica 25 universidades, fundadas a lo largo de los siglos XVI, XVII y XVIII. Los protagonistas del proceso emancipatorio se habían formado en ellas, o en las españolas del último cuarto del siglo XVIII, y razonablemente estaban familiarizados con las enseñanzas de Vitoria y la de sus numeroso discípulos y seguidores, como Soto, Cano, Chávez, Barrón, Cuevas y Diego de Covarrubias. 

11. Los Indios y la Constitución 

Como directo reflejo de la especial aproximación a la cuestión de los indígenas, cuyo origen se ha intentado señalar, hay una presencia peculiar de los indios en la letra de las constituciones de los países iberoamericanos. 

Resultado sin duda de aquella radical diferencia histórica entre el Norte y la América ibérica, los indios aparecen en un contexto del todo diferente al que tienen en la Cláusula Comercial de la constitución de los Estados Unidos, la principal mención en ésta última. 

La constitución argentina de 1853, que no menciona a los indios en su propia Cláusula Comercial (artículo 67, inciso 12, 75, inc.13, según la reforma de 1994), esto es la facultad del Congreso de reglar el comercio interprovincial e internacional, les dedicó sugestivamente otro punto de la enumeración de las atribuciones legislativas: "Proveer a la seguridad de las fronteras, mantener el trato pacífico con los indios, y promover su conversión al Catolicismo"(artículo 67, inciso 15). 

Con esta norma, la Nación Argentina asumía la continuación de la actividad evangelizadora llevada a cabo durante el Reino de Indias en los tiempos previos, y se comprometía en la misión apostólica de la Iglesia. 

El presidente Nicolás Avellaneda, siendo ministro del presidente Sarmiento en 1873, percibía con claridad las diferencias constitucionales entre la Argentina y los Estados Unidos, y parecía resistirse a que avanzara un prejuicio racista en el tratamiento del asunto indígena. En mensaje al congreso decía: 

"Asombra en verdad la persistencia de ciertos problemas sobre los que no aparece aun uniformemente admitida una opinión. El presidente Grant acaba de preguntar en su discurso inaugural de su segunda presidencia: '¿Son susceptibles de civilización las tribus indias que vagan por los desiertos americanos? ¿son capaces de apropiarse del suelo por el trabajo constante y entregarse a los hábitos de la vida social por su conocimiento inteligente y por su práctica asidua?' Es inútil recordar en este momento lo que se ha escrito durante los últimos años sobre las razas superiores, únicas capaces de fundar sobre un territorio nuevo el asiento duradero de su establecimiento social. Hay otra solución que recomiendan ejemplos conocidos en la historia de nuestro gabinete, que es al mismo tiempo la divisa de la caridad cristiana y un precepto de la Constitución, solución que no puede ser desechada como falsa, sino después‚ de haber procurado seria y eficazmente su realización en los hechos". 

No era Sarmiento el compañero político ideal de un mensaje como el que suscribía su ministro Avellaneda. Tal vez por ocultación, acaso por insuficiente lectura, acaso por un cierto fetichismo sarmientino, no está suficientemente difundido, que el autor de "Recuerdos de Provincia" era un decidido racista y específicamente un confeso antisemita. Decía en "Condición del Extranjero en América", en el tomo XXXVI de sus obras completas :"...nos declaramos desde ahora en huelga, para perseguir a la raza semítica que con Cahen, Rotschild, Baring y todos los sindicatos judíos de Londres y de París, y los judíos Joachim y Jacob, pretenden dejarnos sin patria, declarando a la nuestra artículo de ropa vieja negociable y materia de industria. ¡Fuera la raza semítica! O no tenemos tanto derecho como un alemán, un cualquiera, un polaco, para hacer salir del país a estos gitanos bohemios que han hecho del mundo su patria, ocupados en ganar el pan con el sudor de su rostro?". Es si como hubiera racismos más tolerados que otros, más POLITICALLY CORRECT que otros. Tal el caso de Churchill, furioso racista, violento perseguidor de los indostánicos 

Años después la política "liberal" del general Roca se desprendió de ese propósito constitucional, incurrió en crueldades y obvias violaciones de la palabra dada a los jefes indios: "Aparte declaraciones de algunos misioneros - dice Ezequiel Martínez Estrada- nadie tuvo conciencia del problema del indígena, acosado sistemáticamente y despojado de sus haciendas y sus tierras, unos y otros en la misma ley de violencia y de odio"(30) 

En verdad, misioneros como el Padre Salvaire, auténticos realizadores de la voluntad constitucional, se vieron compelidos a denunciar la manifiesta violación del "trato pacífico" del inciso 15 por los ejecutores de la voluntad política de Buenos Aires (31). 

Es interesante subrayar que la persecución de los indios tuvo lugar en la Argentina cuando este país adoptó una política de modernización en el sentido europeo (de una Europa que excluía lo ibérico por retrasado) bajo la dirección del general Roca, lo cual suponía alejarse del espíritu y de la letra del artículo 67, inciso 15 de la constitución. 

La constitución argentina no es el único ejemplo. La de Bolivia, dictada en 1947 prescribía que el estado reconoce y garantiza la existencia legal de las comunidades indígenas; que la legislación agraria relativa a los indios tendría en cuenta las características de las diferentes regiones del país; que el Estado estimularía la educación del campesinado a través de grupos escolares indígenas que abrazarían los aspectos económicos, sociales y pedagógicos (artículos 168, 169 y 170). 

En la constitución brasileña de 1946 el órgano legislativo federal tenía el deber de incorporar los indios a la comunidad nacional, lo cual no era impedimento para una legislación subsidiaria o complementaria que podía ser dictada por los Estados interiores (artículo 5, XV, r). En la presente constitución de 1988 los indios aparecen en diferentes contextos. La norma principal es el artículo 231 conforme a la cual deben tener el reconocimiento de su organización social, costumbres, lenguaje, creencias y tradiciones, y derechos originarios sobre la tierra que tradicionalmente han ocupado 

La del Ecuador, de 1945, parece particularmente expresiva de la asunción constitucional del hecho indígena. Siendo el castellano la lengua oficial de esa república, se reconocía al quechua, junto con otros idiomas originarios, como parte de la cultura nacional. Igualmente, en lo concerniente a la formación del poder legislativo, que se integraba también con representantes de grupos de interés o sectores específicamente diferenciados de la población, uno de estos legisladores debía representar a las organizaciones indígenas. Se preveía asimismo que las escuelas establecidas en aquellas regiones donde había una población predominantemente indígena, el quechua, o la correspondiente lengua originaria, sería usada además del castellano. Y que el trabajo agrícola, particularmente el llevado a cabo por indios, sería objeto de regulaciones especiales, preferentemente en lo que atañía a la duración de la jornada de trabajo. 

También de 1945, la constitución de Guatemala declaraba de interés y utilidad nacional el desarrollo de una política integrada en lo social, económico y cultural para el mejoramiento de los grupos indígenas, teniendo en cuenta sus necesidades, condiciones, prácticas y costumbres. 

En la letra de la constitución de Panamá de 1946 la cuestión indígena parece adquirir la formulación más amplia. No solo abogaba por el objetivo estatal de integrar a los indios en la comunidad nacional, destacaba asimismo el hecho de la contribución de los pueblos primitivos, subrayando que la acción oficial en relación a ellos debía al mismo tiempo tender a la conservación y al desarrollo de los valores de la cultura autóctona. Detallaba los medios a través de los cuales se llevaría a cabo la integración económica de esas comunidades: concediendo tierras laborables, reservándoles territorios cuya enajenación se prohibía bajo cualquier circunstancia, creando servicios crediticios y de asesoramiento técnico, estableciendo medios de comunicación y transporte que unieran las comunidades indígenas con los centros de consumo y distribución, tomando medidas para asegurar mercados y precios equitativos para sus productos, promoviendo y estimulando el desarrollo de la agricultura, la industria rural y las artesanías regionales por medio de subsidios y otros incentivos. Análogamente, la integración cultural era procurada por la adaptación de las escuelas a las necesidades y demandas del medio indígena. Y en la norma que reconocía a la religión católica como la de la mayoría de los panameños, estaba prevista la asistencia que debía prestarse a la Iglesia por su actividad misional. 

La constitución del Perú, ya en 1933, mostraba sensibilidad por la presencia indígena, concediendo existencia legal y representación a las comunidades indígenas, garantizando la integridad de sus propiedades, proponiendo concederles tierras cuando carecían de las suficientes, previendo una legislación civil, penal, económica, educativa y administrativa adaptada a las peculiares condiciones de los indios. 

En las últimas décadas Nicaragua y Honduras han adoptado constituciones que incluyen normas concernientes a la protección de los indios en manera semejante a las que acabamos de ver. La nicaragüense acentúa el derecho de los indios de la costa atlántica de ese país a mantener su identidad cultural en el marco de la unidad nacional. 

El caso de Méjico es excepcional. La constitución de 1917 no incluye la palabra indios, como si no existieran, a pesar de su vasta presencia demográfica. Contenía una fuerte limitación contra la libertad religiosa de los católicos ("Pobre Méjico, tan lejos de Dios, tan cerca de los Estados Unidos", según sentencia atribuida a Porfirio Díaz). Y prometía una ampulosa reforma agraria. La reforma agraria no existió, la acumulación territorial de los latifundistas es legendaria, los indios de Chiapas han producido la más grande rebelión indígena del siglo en América, y el único liderazgo confiable para la resolución de la crisis está en la persona institucional del obispo católico de Chiapas, Mons. Samuel Ruiz. 

12. Deber Ser y Conducta Efectiva. 

Estos programas constitucionales testifican - en el plano del deber ser, y solo en él lamentablemente- que a través de los siglos en la América ibérica permanece una actitud fundamental de protección e incorporación de los indígenas en las comunidades respectivas. Reconocimiento y protección de las formas de vida, adaptación de la legislación y la educación técnica a las necesidades de esos grupos, y otros propósitos análogos son aspectos de esas normas. 

Como se observa, el objetivo de estas normas es doble. Por un lado, incorporar a los indios en las comunidades nacionales respectivas, pero no forzando una asimilación bajo el pretexto de una homogeneidad que privaría a los indios de sus peculiaridades. Por eso, en segundo lugar, la intención normativa es la de preservar esas características pertenecientes a los grupos indígenas que enriquecerían la cultural y el medio nacional con su aporte de variedad bio-socio-cultural. 

Respecto de ellas ha ocurrido, lo que ha acontecido con otros grandes metas y valores constitucionales y legales. El principio de efectividad no ha funcionado o ha funcionado con manifiesta debilidad. Las normas, una vez emitidas, no son puestas en vigencia, o si lo son, operan muy insuficientemente, o caen en r pido desuso. No es este un problema particular de la protección o integración de los indios, sino de numerosas otras normas programáticas. 

Pensemos los argentinos en la exigencia constitucionales relativas a que las cárceles deben ser sanas y limpias, o en el requerimiento, también constitucional, del acceso a una vivienda digna. Los indios, generalmente pobres entre los pobres de cada población, no solo no han estado exentos de estos incumplimientos programáticos sino que han sido especialmente golpeados por la transgresión de los principios y valores que esas disposiciones programáticas expresan. 

Recuérdense las dificultades que han tenido en el Brasil para conseguir la delimitación de sus territorios, y aun después para que esas fronteras sean respetas frente a los invasores apoyados por fuerzas para-policiales de los latifundistas, con la aquiescencia explícita de los gobiernos y policías locales, y la tolerancia implícita del gobierno federal. No en vano se ha pedido el Premio Nobel de la Paz para el Obispo de Matto Grosso, el catalán Mons. Casaldáliga, líder en la lucha por el respeto a los derechos indígenas. 

Hay un combate semejante, la de los brasileños no indígenas, los Sin Tierra, también asediados y sacrificados por los latifundistas, sus para-policiales o policías privadas, y los gobiernos estaduales complacientes y un gobierno federal en la línea del menor esfuerzo, es decir en el sostenimiento implícito del statu quo, cuando no activamente opuesto a los desheredados rurales. 

Aun como expresión de un deber ser, infringido y no puesto en vigencia, esas normas no están allí en vano. Su presencia marca que la infracción y la no vigencia es tal. Es decir, abuso, ilegitimidad, deuda del poder para con la población. Dicho de otro modo, esa negación del deber ser, precisamente por ser tal, no puede beneficiarse con forma alguna de legitimación o de aprobación axiológica. No es uso sino abuso. 

Aun cuando calificáramos de hipocresía ese escribir normas programáticas que difícilmente se van a cumplir, o se van a transgredir a menudo, también aquí en este plano, no escaparían a la observación de La Rochefoucault: la hipocresía es el homenaje que el vicio rinde a la virtud. Y un homenaje nunca es neutro o irrelevante, al menos en este nivel de lo legítimo e ilegítimo. Si hay un bien jurídico declarado valioso, alguien podrá encontrar en un momento determinado el modo de hacerlo cumplir o de iniciar el camino de su cumplimiento. Aunque Rudolf von Ihering no quería decir esto precisamente, el título de su famoso opúsculo, "Der Kampf ums Recht", La Lucha por el Derecho, cubre generosamente las conductas de quienes en la sociedad ensayan con insistencia en los tribunales, ante los cuerpos legislativos, o en la prédica o protesta de todo tipo, la implementación o la realización, aun aproximativa, de esas normas y valores incumplidos. 
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Capítulo I
La celebración de la paz
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De López Rega a Menem, por Salvador María Lozada
Parte IV - La paz, marco esencial de los derechos humanos.

 

Como si el genocidio no fuera suficiente, la dictadura militar le infirió al país la guerra de las Malvinas, un acción en que la insensatez ha corrido parejas con la voluntad autodestructiva. De ningún modo el capitulo de la guerra es extraño o prescindible, cuando se trata de los derechos humanos en este último cuarto de siglo. 

Huelga destacar que la guerra es fuente de innúmeras violaciones a los derechos humanos, y que por eso la paz constituye una condición esencial del respeto de esos derechos. No es poco obvio que la paz favorece la vigencia y que la guerra es una feroz productora del menoscabo de esos derechos humanos. 

Menos obvio resulta advertir que no todos los que proclaman la paz la practican de veras. De otro modo no se entendería la floración de guerras en una comunidad internacional en la que todos simulan estar de acuerdo con los postulados pacifistas de la Carta de las Naciones Unidas. 

Es que no hay, o hay solo muy débilmente, una cultura de la paz. Hay en cambio una poderosa "ingeniería del consenso" para disimular guerras, o sus motivaciones hegemónicas, o para articular guerras imperialistas bajo las banderas prestigiosas de la "democracia" o la "seguridad". 

A lo largo de este cuarto de siglo ha habido, por lo menos dos muy buenas ocasiones para acrecentar esa cultura de la paz. Una, el centenario del libro de Alberdi, "El Crimen de la Guerra". 

No fue posible. No estaban para eso los argentinos. La dictadura militar, que expresaba lo más opuesto al pensar pacifista de Alberdi, no lo hubiera permitido. Tuvo sentido, en cambio, recordarlo junto con el cincuentenario de la invasión de Normandía, una tierra con lo cual el eminente tucumano cultivó una especial afinidad. 

La Argentina ha tenido en Alberdi a un gran adelantado de las convicciones contemporáneas sobre la paz y la necesidad de su imperio. Después de Alberdi, uno de los conformadores de sus instituciones y de sus ideales colectivos, todavía más grave, si cabe, es que en la Argentina se falte a la paz. 

La otra fue el bicentenario de La Paz Perpetua de Emanuel Kant, en 1995. Tampoco esto cuajó. Había, a la sazón, entre europeos y norteamericanos demasiada mala consciencia respecto de la guerra de disolución de la vieja Yugoeslavia. Las indefiniciones, las mezquindades, las aparentes timideces, las irresoluciones de las grandes potencias contrastaban demasiado claramente con el entusiasmo con que un lustro antes se había marchado a la Guerra del Golfo para preservar las estructuras políticas opresivas y arcaicas de Arabia Saudita y Kuwait..y el petroleo de sus subsuelos. Era demasiado notorio que en la antigua Yugoeslavia no había nada más que seres humanos en juego, de ningún modo recursos energéticos a disposición de los poderes hegemónicos. 

El bicentenario de Kant en el 2004, a 200 años de su muerte, debe ser la ocasión para suplir esa omisión de 1995. 

1. Alberdi, Normandía y la Guerra (32) 

"Moi, je crois qu'il etait un canadien". Un vecino de St. Andre-sur-Orne 

Un Tucumano entre Canadienses. 

Poco después del desembarco en Normandía, hace algo más de cincuenta años, casi 700 soldados canadienses, de un regimiento de Montreal, morían en las inmediaciones de St. André-sur-Orne. Eran las bajas aliadas en una de las furiosas batallas por el control de los puentes sobre el Orne, el río que atraviesa y desemboca en Caen. 

En esta aldea, insignificante entonces y ahora, pasaba los veranos Juan Bautista Alberdi en los años 60 y 70 del siglo pasado. Una calle lleva su nombre, pero los vecinos, aun los que viven en ella, no saben, en general, dar razón de esa designación. Mas impresionados por los 700 muertos de 1944, recordados en un monumento junto al modesto edificio que es intendencia municipal y escuela a la vez, tienden a suponerlo uno de los canadienses sacrificado a la guerra. 

La confusión es solo superficialmente irritante. La etapa de las visitas y estancias en St. André-sur-Orne coincide con el tiempo en que Alberdi pensó y escribió "El Crimen de la Guerra", un libro que ve en los nacionalismo meros provincialismos planetarios y anuncia una Estado universal: " Que la masa de las naciones que pueblan la tierra formen una misma y sola sociedad, y se constituye bajo una especie de federación como los ESTADO UNIDOS DE LA HUMANIDAD. Esa sociedad est en formación, y toda la labor en que consiste el desarrollo histórico de los progresos humanos no es otra cosa que la historia de ese trabajo gradual, de que esta encargada la naturaleza perfectible del hombre". 

Alberdi no aprobaría, ni entonces ni mucho menos ahora, una susceptibilidad patriótica por el error sobre su nacionalidad. 

Menos aun, cabe presumir, le molestaría ser confundido con una víctima de la segunda guerra mundial, esa terrible e insensata partera de instituciones y progresos jurídicos entre cuyos precursores él cuenta muy señaladamente. En las Naciones Unidas est expresada, en una versión todavía gravemente imperfecta pero perfectible, como lo estuvo antes en la Sociedad de las Naciones, esa federación de los Estados Unidos de la Humanidad, que recién citábamos y a la que también se refería de este modo: "La subordinación o limitación del poder soberano de cada nación a la soberanía suprema del género humano, ser el más alto término de la civilización política del mundo..." 

Y en los Tribunales de Nuremberg (1945/1946) y de Tokio (1946/1948), consecuencia inmediata y directa de esa guerra, está la concreción de la gran novedad, la audaz anticipación de ese texto: 

"La responsabilidad penal será al final el único medio eficaz de prevenir el crimen de la guerra, como lo es de todos los crímenes en general". y luego: "...un medio simple de prevenir cuando menos su frecuencia, sería el de distribuir la responsabilidad moral de su perpetración entre los que la decretan y los que la ejecutan", y enseguida: "La guerra se purificaría de mil prácticas que son el baldón de la humanidad, si el que la manda hacer fuese sujeto a los principios comunes de la complicidad, y hecho responsable de cada infamia, en el mismo grado que su perpetrador inmediato y subalterno". 

El Nacimiento del Derecho Penal Internacional 

La idea alberdiana sobre el juzgamiento internacional de los responsables de la guerra, estuvo consagrada por un artículo del tratado de paz de Versailles en 1919, pero fracasó en lo hechos por la resistencia de los Países Bajos en conceder la extradición del kaiser Guillermo II y a la falta de impulso y de convicción justiciera en los aliados, que terminaron dejando en las manos complacientes de tribunales alemanes los restantes procesos. 

Puede decirse pues que Alberdi se adelanta en casi cincuenta años a la primera articulación práctica de esa noción. Es, en verdad, uno de los verdaderos adelantado del derecho penal internacional en el sentido que esta disciplina empieza a adquirir luego de la primera guerra mundial, es decir la que se ocupa de la potestad represiva de una autoridad supra-nacional, no la mera consideración de la ley penal en el espacio o la cooperación jurídica internacional en materia represiva. Est dicho al comienzo del libro: "La guerra considerada como crimen -el crimen de la guerra- no puede ser objeto de un libro, sino de un capítulo del libro que trata del derecho de las naciones entre sí: es el capítulo del derecho penal internacional." 

Hubiera, eso sí, objetado la composición de los tribunales: el de Nuremberg, integrado sólo por jueces de los beligerantes victoriosos; el de Tokio predominantemente por estos mismos. 

La justicia internacional sobre los responsables de la guerra, argüía Alberdi, debe ser fundamentalmente la justicia de los neutrales. Por eso hubiera celebrado, me parece, en el segundo de esos procesos, la disidencia de un juez de país neutral, R.B. Pal, ciudadano de la India en vísperas de obtener ésta su independencia. Este magistrado se refirió al holocausto nuclear de Hiroshima y Nagasaki comparándolo en su ilegitimidad a las directivas del kaiser alemán en la primera guerra mundial y a la de los jefes nazis durante la segunda(33). Una conclusión que recientemente ha subscripto uno de los mayores internacionalistas contemporáneos, Antonio Cassese, en un libro que se impone recomendar con entusiasmo: "Violence and Law in the Modern Age"(34). 

Lo mismo hubiera pensado Alberdi de otros crímenes de guerra como el bombardeo de exterminio que sufrió la ciudad alemana de Dresden, en las postrimerías de la guerra, cuando el resultado de la misma ya estaba definido. O los bombardeos de Baghdad en diciembre de 1998 por norteamericanos y británicos, sin autorización del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, con objetivos que resultaron ser comprensivos de hospitales y maternidades. Estos últimos actos, como unos meses antes los bombardeos a supuestas bases terroristas en Sudan y Afganistán, que también implicaron a un hospital, son manifestaciones de ese terrorismo de Estado AL POR MAYOR que con tan buenas razones denuncia Noam Chomsky, tantas veces mencionado en este libro. Tanto en el caso de Baghdad como en los otros dos, coincidentes todos con urgencias políticas internas - domésticas en el sentido más propio y menos anglicista del término- del presidente Clinton, de la índole más frívola, no pueden sino evocar la famosa BANALITÁT DER BÖSEN, o banalidad del mal, acuñada por Hanna Arendt (35). 

Volviendo a Hiroshima, Cassese recuerda que el llamado "Comité Franck" propuso a Truman una alternativa que respetaba las normas internacionales y el propósito de rendir al Japón. Consistía en que los Estados Unidos usaran la bomba en un desierto o en una isla deshabitada, simplemente como demostración de su inmensa aptitud letal, para precipitar la capitulación japonesa. Solo si esta no era obtenida y se conseguía el respaldo de las Naciones Unidas, creada unos meses antes, y luego de un ultimátum, tenía legitimidad usar el recurso feroz, obviamente dirigido, por su índole, al exterminio masivo de la población civil no combatiente. 

Actualidad del 'EL CRIMEN DE LA GUERRA' 

Alberdi no profesaba un pacifismo beato e ingenuo. Era consciente de la persistencia de la violencia internacional. Aspiraba, sin embargo, a algo que nuestros días han visto: la reconducción de la violencia institucionalizada como instrumento de corrección de los violentos, las fuerzas armadas de la paz que se interponen entre los beligerantes, y aun los reprimen: "No es el empleo de la fuerza,...lo que convierte la justicia en delito; el juez no emplea otro medio que la fuerza par hacer efectiva su justicia". Esa fuerza debe ser la de los neutrales, jueces de los beligerantes: "...la sociedad del genero humano o los neutros son los realmente interesados y competentes para intervenir en la defensa del derecho violado contra ella misma en la persona de uno de sus miembros..". Y esta intervención puede incluso tener franco carácter bélico: "La guerra de todos contra uno es el único medio de prevenir la guerra de uno contra otro, sea que se trate de estados o de individuos. La fuerza no es presumida justa sino cuando es empleada por el desinterés, y solo es presumible el desinterés completo en la totalidad del cuerpo del Estado, que se encarga de resolver una diferencia entre dos o más de sus miembros". 

Hay en el "Crimen de la Guerra" más de una observación pertinente para la Argentina de este tiempo. Véase sino esta, que parece pensada en relación a los genocidas y a su indulto - una indulgencia política (36), hija las más veces de la desprestigiada "razón de estado", o de su hermana la "real Politik", y que ahorra el castigo pero no borra ni el delito ni el juicio ni la sentencia condenatoria -: "La impunidad no es la absolución. El proceso no hace el crimen, y el verdadero castigo del criminal no consiste en sufrir la pena, sino en merecerla; no es la pena material la que constituye la sanción, sino la sentencia. Es la sentencia la que destruye al culpable, no la efusión de su sangre por un medio u otro". 

Hubiera visto, sin duda, un sarcasmo innoble en el sofisma según el cual la justicia es obstáculo para la paz. Todo el libro predica la indispensable eficacia de la justicia para edificar la paz, la estricta complementariedad de esos dos valores. Bien podría tener como epígrafe las lindas palabras del Salmo 84 según la Vulgata: IUSTITIA ET PAX OSCULATAE SUNT (v.11). 

Injusticia Social de la Guerra 

Ni siquiera se le escapó a Alberdi otro aspecto, que parece más perceptible desde la pespectiva de nuestro siglo que desde los años decimonónicos. Es el de la injusticia social que apareja el hecho de la guerra y la extracción social de sus víctimas primeras: "La guerra ha sido hecha casi siempre por procuración. Sus verdadero y únicos autores, que han sido los jefes de las naciones, se han hecho representar en la tarea poco agradable de pelear y morir...La prueba de esto - agrega en una nota al pie - es que nadie va a la guerra por gusto. El soldado va por fuerza, ¿qué es la conscripción, si no? Y donde la conscripción del Estado falta, existe la conscripción de la necesidad, la pobreza que 'fuerza al voluntario'". 

En todas las guerra, el campo de batalla y la lista de bajas son ocupados mayoritariamente por jóvenes pobres, con los mínimos rangos militares. En Vietnam, tres de cada cuatro norteamericanos muertos tenían entre 17 y 22 años y su grado era inferior al de sargento. El sistema de reclutamiento, especialmente sus excepciones, era groseramente inequitativos. Concedía prórrogas generosas a los matriculados en universidades. Permitía así a ricos y astutos - el ex vicepresidente Quayle, el actual presidente Clinton, por ejemplo- evitar el servicio, condenando al resto, principalmente negros y proletarios blancos, a pelear y, en una alta proporción, a morir. Y dentro de las fuerzas, la proporción de negros, en relación a los blancos, fue más alta en los roles combatientes que en los no combatientes. 

En la guerra de las Malvinas, todos los oficiales pudieron evacuar el crucero "General Belgrano". Los cientos de muertos fueron conscriptos y suboficiales del rango ínfimo. En el ejército argentino menos de uno por cada diez muertos fueron oficiales. En la armada, los oficiales muertos fueron nueve contra ciento treinta conscriptos y más de doscientos suboficiales. 

En la guerra del Golfo Pérsico, en el lado norteamericano, aunque los negros constituían solo el 14 por ciento de la población en condiciones de alistamiento, eran, sin embargo, el 22 por ciento de los efectivamente reclutados. En el ejército, que se suponía el segmento mas vulnerable y riesgoso, esa cifra subía al 28 por ciento. Los hijos del 15 por ciento más rico de la población estaban presentes en la guerra en una proporción de un quinto respecto del promedio nacional. Entre los alistados solo el 20 por ciento tenía un progenitor con graduación universitaria. La progenie del poder estaba lejos de las arenas de Arabia Saudita. Solo dos miembros del Congreso y ningún miembro del gabinete de Bush tenían hijos en la guerra. Los responsables estaban aislados de las consecuencias de sus decisiones y opiniones sobre la guerra. "Animémosnos y vayan", esa exhortación irrisoria que los argentinos le atribuimos a un general brasileño del siglo pasado, define en alguna buena medida una constante de todos las guerras. 

Aun un autor sometido al alineamiento de la "corrección política" del complejo financiero, político, académico y mediático norteamericano, como lo es Thomas Powers (37), debe reconocerlo: "Los ejércitos están organizados en forma piramidal, y como regla general el daño disminuye en la medida en que se asciende hacia la cúspide. Hasta el advenimiento de las armas atómicas, los jefes de Estado raramente estuvieron bajo riesgo alguno. Efectivamente, se puede escribir la historia de la guerra como la historia de la invención de armas de alcance creciente - esto es, matar a la distancia- y de innovaciones organizativas orientadas a que sean otros los que peleen". 

En el cincuentenario de la invasión que importó el comienzo del fin de la más grande guerra conocida, tenía sentido volver a las páginas de este elocuente promotor de la paz. 

2. El Bicentenario de Kant (38) 

"Beati pacifici, quoniam filii Dei vocabuntur." Mt.V,9."Bienaventurados los pacíficos, porque serán llamados hijos de Dios" 

Unos pocos años más y habrán pasado 200 desde la muerte del autor de las dos Críticas, La Paz Perpetua y la Metafísica de la Moral. 

La consideración de su filosofía jurídica y política concierne a diversas disciplinas que abrevan en sus enseñanzas: la teoría general del derecho, la teoría política, aun los derechos internacional y constitucional, entre otras. 

Cabe proponer un amplio congreso internacional para ese año del 2004, ocasión para ahondar en la contribución de Kant al progreso de la cultura jurídica y política. Con un cierto orientalismo se podría poner bajo el título: "Los frutos de la razón práctica en el huerto del derecho y la filosofía política". 

No tiene Kant, para ser celebrado, ciudad en su Prusia natal. Könisberg no es ya más una ciudad alemana. Aun su nombre, Könisberg, está ausente del mapa de Europa. La rusa Kaliningrado no tiene conexión con el creador del disminuye la extrema importancia de la presencia germánica en el homenaje intelectual merecido y debido. Explica, sin embargo, por qué Alemania no es necesariamente el lugar para esa celebración bisecular. En cambio, parece legítimo proponer un país con una impresionante tradición de estudios germánicos, por lo menos desde la época Meiji.(39) 

La Paz luego del Holocausto Atómico 

Tiene el Japón, además, otra condición de pertinencia. El opúsculo La Paz Perpetua resume uno de los aspectos principales de su contribución al derecho y a la ciencia política. Tiene así elocuente simbolismo que sea Hiroshima, la ciudad internacional de la paz, la sede de ese acontecimiento. Es una buena indicación de cuán lejos los humanos tienden a llegar en el abandono de la paz. Algo que Kant en cierta manera previó. Tuvo una visión del apocalipsis nuclear que las bombas lanzada sobre Hiroshima y Nagasaki anticipaban:"...una guerra de exterminio, donde el proceso de aniquilamiento golpearía a las dos partes al mismo tiempo de igual modo, y aportaría la Paz Perpetua sólo en el cementerio de la raza humana". 

En las asociaciones de derecho constitucional, tanto latinoamericana como internacional, nos sentimos alcanzados por este bicentenario. Nuestra disciplina resulta afectada desde que las ideas de Kant incluyen a las constituciones como piedras angulares de su estructura pacifista. Las normas fundamentales eran, en ese enfoque, la expresión de la racionalidad dentro del Estado, un ancla a través de la cual cada Estado permanecía retenido en esa racionalidad. Y el proceso hacia la paz universal debía ser un camino de creciente racionalidad en la conducta externa de cada Estado respecto de los otros iguales. Y así, la paz y el derecho convergían como humanización de la naturaleza humana. Si, conforme al concepto aristotélico, la razón aparece como diferencia específica del hombre respecto del mundo animal, el incremento de la razón a través de la expansión de la racionalidad en la conducta externa de los Estados produciría, sin duda, una perspectiva desde la cual los humanos se desarrollarían más efectivamente como humanos. De este modo, para decirlo con palabras de Kant en La Metafísica de la Moral (núm.61), "...el arreglo de sus diferencias por la manera civil del proceso, y no por los medios bárbaros de la guerra, se puede realizar", para prevenir "verse uno mismo...degradado como los animales inferiores al nivel de los juegos mecánicos de la Naturaleza". 

El mundo está todavía tratando de aproximarse, penosamente como se ve, a la paz perpetua. No es esta la razón menor para que, a dos siglos, el fin de la vida de Kant aparezca con tanto significación en los años primeros del siglo XXI. 

Después de las dos grandes guerras de este siglo, y sobre todo del holocausto nuclear de Hiroshima y Nagasaki, que Kant hubiera calificado como "bellum internecinum", el librito "Zum ewigen Frieden" sorprende con anticipaciones de los males de nuestro tiempo. 

Kant y los Males de Nuestro Tiempo 

Por ejemplo, la guerra fría, una paz en versión deteriorada, y sus siniestras consecuencias: el enorme e insidioso aparato de lo que con abuso y perversidad se suele llamar "inteligencia". Ella viene unida a la inmoralidad de espiar y llevar adelante actividades clandestinas en los otros Estados, especialmente, claro está , en los más débiles. También se acollara con la irrefrenable tendencia al terrorismo de Estado, no terrorismo al por menor, sino terrorismo al por mayor, éste último llamado "represalia" y no terrorismo por el circo mediático, como con justicia y coraje ha establecido y denunciado el notable Noam Chomsky. Decía Kant:"...esos actos infernales (asesinos, envenenadores, el uso de la traición, el espionaje) ya viles en si mismos, al ser puestos en circulación, no quedan confinados a la esfera de la guerra...vicios tales, una vez estimulados, no está en la naturaleza de las cosas que se los pueda detener y son llevados al estado de paz, donde su presencia es enteramente destructiva del propósito del Estado en cuestión". Algo sabemos de esto los argentinos del último cuarto de siglo. 

Era evidente para él la intrínseca maldad del armamentismo y el militarismo:"...(los ejércitos permanentes) están siempre amenazando a los otros Estados con la guerra con el sólo aparecer en constante preparación para el combate. Ellos incitan a los varios Estados a superarse unos a los otros en el número de soldados y a sus miembros no se les puede fijar límite. Con las sumas dedicadas a ese propósito, la paz resulta aún más opresiva que una corta guerra, y los ejércitos permanentes son en sí mismos las causas de guerras de agresión, ejecutadas para liberarse de esa carga". 

Kant previó asimismo otro asunto de nuestros días, la deuda externa como consecuencia de las carrera armamentista:"...Esta ingeniosa invención (el crédito) de los comerciantes del presente siglo es, en otras palabras, un tesoro para llevar adelante guerras que pueden exceder el tesoro de todos los otros Estados juntos...La facilidad con que la guerra puede ser hecha, acoplada a la inclinación que parece estar implantada en la naturaleza humana, es un gran obstáculo en el camino de la paz posible". 

Guerra y Consentimiento Civil 

Tal vez el aspecto de más relevancia, con todo, resida en la insistencia kantiana en el consentimiento del afectado por la guerra para combatir en ella: "Si, como debe ser bajo esta constitución (republicana), cada uno de ellos es requerido acerca de si habrá o no guerra, nada es más natural que sopesen el punto muy bien, antes de emprender tan mal negocio. Porque decretando la guerra, de necesidad están resolviendo atraer las miserias de la guerra a su país. Esto implica: deben luchar ellos mismos; deben solventar con su propiedad el costo de la guerra; deben esforzarse en reconstruir la devastación que deja atrás la guerra; y finalmente, deben aceptar el peso de la deuda que amarga aún la paz misma, lo cual nunca podrán ponerlo en la cuenta de nuevas guerras siempre pendientes". 

Sobrestimaba, sin embargo, la eficacia del valor formal de la constitución republicana para evitar las guerras. Esta consistía para Kant en la mera separación de los poderes ejecutivo y el legislativo. No pudo prestar atención suficiente a hechos con los cuales hoy estamos familiarizados. Por un lado, que los legisladores que eventualmente pueden resolver la guerra no son quienes las combaten ni mueren en ellas. Por otro, que la clase política frecuentemente encuentra modos de excluirse de la guerra, como ha ocurrido en los Estados Unidos con el anterior vicepresidente y el actual presidente en la de Vietnam. 

En esto, precisamente, como en algunos otros aspectos, las siguientes generaciones debieron y deben avanzar en el sendero abierto por Kant. Deben apoyarse no solo en la constitución formal y en las solas normas sino en una implementación cultural y política más amplia de la idea básica según la cual nadie que no consienta la guerra debe combatirla o sufrir sus consecuencias. Esto implica neutralizar las manipulaciones de la opinión pública por el circo mediático, develar las operaciones de la propaganda belicista, dejar al descubierto las falacias de la "ingeniería del consentimiento", denunciar las presiones del establecimiento militar-industrial y de los traficantes de armas, conjurar el pseudo patriotismo, la demagogia y el oportunismo político con una cultura de la paz en cuyo núcleo mismo esté el principio de la solución pacífica de los conflictos internacionales. También importa prevenir el uso de la técnica del hecho consumado, en manejo de la cual las poblaciones de los Estados se encuentran afectados por guerras que no tuvieron ni el tiempo ni la posibilidad de considerar con reflexión política, discusión y debate. Tal fueron los casos de conflictos tan diferentes como el de las Malvinas y la guerra de Vietnam. 

Kant y el Imperialismo 

Probablemente Kant fue el único, o a lo sumo uno de los muy pocos, pensadores del iluminismo, que fue un militante anti-imperialista. No tienen, por eso, poca significación sus observaciones sobre el imperialismo y el colonialismo de fines del siglo XVIII. Esos males se proyectan hoy bajo la forma de inaceptables hegemonías globales. Y deciden guerras como del Golfo Pérsico, distante pero distintamente enraizada en el diseño caprichoso del mapa de la región, trazado hacia el colapso del imperio otomano con obvios designios imperialistas. 

Los efectos también se reconocen en la prepotencia de las grandes potencias, sistemáticas violadoras de los principios de no intervención y de autodeterminación de los Estados más débiles en la comunidad internacional. 

La condena de La Paz Perpetua conserva actualidad y congruencia: "Si uno compara esto (la humanidad aproximada a una constitución cosmopolita) a la conducta inhospitalaria de los estados civilizados, primariamente comerciales, de nuestro continente, uno se horroriza por la injusticia que cometen en sus visitas a los pueblos y países extraños, desde que el visitar aparece como sinónimo del conquistar. América, los países negros, las Molucas, el Cabo, etc., allí descubren lo que les parece perteneciente a nadie, porque los nativos son totalmente ignorados. En la India bajo el pretexto de establecer meros centros comerciales, introdujeron una soldadesca extranjera y con ello unas extensas guerras, rebeliones, traiciones y la entera letanía de los males que son el peso de la humanidad..." 

Para los pueblos del Tercer Mundo, particularmente para las jóvenes repúblicas del África, el pensamiento de Kant tiene una significación especial. Contestando a los escépticos de su tiempo que veían en la derivación demencial al terror de la Revolución francesa una prueba de la inmadurez de las masas para la libertad, como los escépticos de nuestros días ven lo mismo en la reciente y terrible guerra genocida de Ruanda, el filósofo decía: "Si uno acepta esa premisa, la libertad nunca será alcanzada; porque no se llega a la madurez para la libertad sin haber ya adquirido ésta última; uno debe ser libre para aprender a hacer uso de sus propios poderes libre y útilmente. Los primeros intentos serán seguramente brutales y conducirán a un estado de cosas más penoso y peligroso que la condición anterior, bajo la dominación y con ello la protección de una autoridad exterior. Sin embargo, se alcanza la razón sólo a través de la propia experiencia y uno debe ser libre para poder practicarla...Aceptar el principio según el cual la libertad no es merecida por aquellos bajo nuestro control y de tener el derecho a rehusársela indefinidamente, es una violación de los derechos de Dios mismo, que ha creado al hombre para ser libre"(40). 

Su fe en la libertad era confianza en la capacidad de la persona humana para superar su propia negatividad. La celebración de su bicentenario debe ser la ocasión para refirmar esa confianza en el hombre y la libertad humana. También la rememoración de Kant a 200 años de su muerte debe ser la oportunidad para pensar de nuevo en la responsabilidad intelectual y los deberes de la razón, en la primera década del siglo XXI, después de la Guerra Fría y de la ilusión - sólo la ilusión, como se sabe- de un tiempo en el cual los inmensos recursos económicos de la guerra iban a ser empleados para combatir el hambre, la enfermedad y el analfabetismo en el mundo. 

En agosto de 1997, el alcalde o prefecto de Hiroshima, Takashi Hiraoka, produjo una Declaración por la Paz en la que citaba la constitución de UNESCO: "Desde que la guerra empieza en la mente de los hombres, es en la mente de los hombres que las defensas de la paz deben ser construidas". De esto trata la razón práctica de Kant aplicada al orbe jurídico y político, y de esto debe tratar la celebración de su bicentenario. 

 

Notas:
[image: image22.png]



32. V. también , Salvador María Lozada, "Alberdi, Normandía y la Guerra", La Gaceta, Tucumán, 31 de julio de 1994, Suplemento Literario, pag 1 

33. Pablo A. Ramella, Crímenes contra la Humanidad, Buenos Aires, 1986, pag. 61. 

34. Polity Press, 1986, Oxford, U.K. Hay un capítulo que concierne a la Argentina contemporánea. Se titula: "Crime without Punishment:The Captain Astiz Affair". 

35. V. Ana Baron, "Una Llamativa Coincidencia", Clarin, 20 de diciembre de 1998. 

36. En el sentido menos noble de esta palabra, la política como instrumento de la busca y conservación del poder, la política agonal o partidocrática, la "politique politicienne" de los franceses. 

37. Thomas Powers, "The Roots of War",en "The Atlantic Monthly", agosto 1997", pag.88. Se trata de un comentario sobre el libro "Blood Rites: Origins and History of the Passionss of War", por Barbara Ehrenreich. Powers es el autor de "The Eisenberg's War: The Secret History of the German Bomb". 

38. V. también Salvador María Lozada, El Bicentenario de Kant, La Gaceta, Tucumán, 4 de enero de 1998, Suplemento Literario, pag. 1. 

39. Muestra de esa inclinación por los estudios y el pensamiento alemanes, por ejemplo, es el hecho de ser la influencia de Karl Jaspers en el Japón la más fuerte e importante del mundo. Ya en vida del profesor de Heidelberg se fundó la Sociedad Jaspers de Tokio, y el japonés encabeza la serie de idiomas a los que las obras de este pensador han sido traducidas. 

40. Citado por Noam Chomsky, "Language and Freedom", The Chomsky Reader, pag.144) 

  

 Capítulo II
La otra guerra de las Malvinas
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De López Rega a Menem, por Salvador María Lozada
Parte IV - La paz, marco esencial de los derechos humanos.

 

"Vos autem exhonorastis pauperem"
[Jac.II, 6] 

"Habéis deshonrado a los pobres"
Santiago, II, 6. 

  

1. Los frutos de la injusticia.
A los desdichados combatientes de las Malvinas - y a los padres y cónyuges de los allí muertos- les quedaba, después de la rendición, una otra larga y frustrante batalla por pelear. No les estaban reservados los frutos de la justicia, que como dice el mismo apóstol del epígrafe, Santiago, "in pace seminatur, facientibus pacem" (Jac.III, 18).(41) 

Otros eran antes los mandantes. Por suerte, esta vez, en esta otra pelea, son ellos los que pueden combatir a través de mandatarios. Durante la d‚cada siguiente a la rendición han debido seguir peleando, siempre en forma desigual, contra un enemigo que no habrían imaginado el 2 de abril de 1982: contra tres administraciones nacionales - la de la propia dictadura, la radical y la siguiente- que han ignorado sostenidamente sus reclamos y han consentido que miles de estos jóvenes, de los sectores más indigentes del país, todavía estén esperando, por la resistencia procesal en los juicios respectivos, la reparación por daños materiales y daño moral sufridos a causa de la guerra idiota. Les cabe, parece, a esos administradores el apóstrofe de Santiago: "Vos autem exhonorastis pauperem", han deshonrado a los pobres, situación límite, si la hay, en la ética cristiana. 

Aun cuando no hubiera otras razones convergentes, la guerra fue insensata porque alejó y no aproximó el objetivo de interés nacional: la recuperación de los derechos soberanos de la Argentina sobre las islas. Ahora se sabe que durante el gobierno Wilson, en 1966, los británicos estaban dispuestos a negociar la transferencia por lo menos del dominio eminente sobre esos territorios. Tal vez del lado argentino pareció una manera poco "heroica" de obtener el resultado deseado, una vía poco pródiga en muerte y mutilación de jóvenes conscriptos. La circunstancia de ser entonces, l966, y luego en 1982, el Ministro de Relaciones Exteriores la misma persona, indica el grado demencial de trágica frivolidad con que se provocó la guerra. 

2. La Protección argentina del Reino Unido 

En primer lugar, el Estado nacional no se adelantó a indemnizar las incontables secuelas de la guerra: daños físicos, daños psicológicos, daño moral por el hecho de haber sido llevados a una guerra ilegitima, valor vida y daño moral respecto de los muertos. 

En segundo lugar, se les impidió responsabilizar al Reino Unido. 

Muchas de las víctimas y derecho-habientes de víctimas no demandaron originariamente al Estado Nacional. Dirigieron en un comienzo su acción contra el Reino Unido persiguiéndolo ante los tribunales federales de la Nación Argentina, como lo autorizaba el viejo artículo 100 de la Constitución, en su texto anterior, y el decreto ley 1.285/58, en su artículo 24. 

Esta última norma dispone, sin embargo, que no se dar curso a la demanda contra un Estado extranjero sin requerir previamente de su representante diplomático, por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, la conformidad de aquel país para ser sometido a juicio. Los apoderados de muchos de estos reclamantes advirtieron con acierto que a la sazón -antes de 1989- las relaciones diplomáticas estaban interrumpidas desde el 2 de Abril de 1982, lo cual tornaba la consulta rigurosamente imposible desde que no existía "representante diplomático" del país demandado ni podía "de jure" haberlo en modo alguno. 

En estas condiciones, sostenían, debía prevalecer el artículo 100 de la Constitución que legitima y garantiza el acceso a los tribunales, demandando a Estados extranjeros. Lo cual aparejaba razonablemente desplazar y postergar la norma, subordinada por lo demás, del artículo 24 del decreto ley 1.285 en cuanto crea una relativa "inmunidad de jurisdicción". En el caso de relaciones diplomáticas interrumpidas, no puede realizarse aquella consulta -y en consecuencia aplicarse aquella inmunidad- por la inexistencia del termino "ad quem" de la consulta, por ausencia del "representante diplomático" objeto de la consulta. 

Esta interpretación que anteponía el derecho a la jurisdicción sobre la inmunidad del Estado extranjero, que preservaba el derecho a la defensa de las víctimas de la guerra, recibió específico apoyo de miembros de la Cámara de Diputados de la Nación (42), los entonces diputados Carlos Auyero y Angel A.J. Bruno, y de artículos periodísticos que incluso satirizaban la solución contraria calificándola de "surrealismo jurídico" (43). 

Sorprendentemente, fue este surrealismo jurídico sin embargo el que que adoptó la Administración radical (1983-1988). 

Practicar la consulta al Reino Unido era un modo indirecto pero obvio de privar de acceso a la jurisdicción a las víctimas y a sus derecho-habientes. Claramente, era negarles la posibilidad de demandar a los británicos. Nada más previsible que el rechazo del gobierno de Londres a la posibilidad de ser sometido a los tribunales nacionales, como efectivamente ocurrió. 

Pero tal vez más grave que eso era el hondo desacierto hermenéutico, el desvío interpretativo, que tal postura conllevaba. En efecto, suponía errar sin atenuantes en el sentido y alcance del artículo 45 inciso c de la Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas. Realizar la consulta, como ocurrió, a través de la embajada de la Confederación Helvética, encargada de los intereses británicos en la Argentina, implicó no querer advertir que según dicha norma la representación suiza solo era una "protectora" de los intereses remanentes del Reino Unido y de sus súbditos en la Argentina, pero de ningún modo una representación diplomática alterna, sustitutiva o subrogante de los británicos, que permitiera calificar al embajador suizo de "representante diplomático" del Reino Unido- en los términos del artículo 24 del decreto ley 1.285/58-. Hay, en la Convención de Viena, una nítida disociación conceptual entre "representante diplomático" y "protector de intereses". 

La Administración radical se lanzó así, con el sustento de un equivocado dictamen del Procurador del Tesoro, entonces el Dr. Hector Fassi, a una interpretación extensiva o ampliatoria del artículo 45 inciso c, de la Convención de Viena. Errado criterio hermenéutico, porque reducía y no ampliaba el acceso a la jurisdicción que consagran los artículos 18 y 100 de la Constitución en la numeración y versión de entonces, pero más agudamente erróneo porque esa ampliación y extensión se producía en beneficio de quienes eran todavía los beligerantes "de jure" de la Nación Argentina, y en franca desprotección de los propios "viudas y huérfanos", para decirlo con palabras de la Sagrada Escritura.(44) 

También esta solución llevaba consigo una consecuencia política indeseable, aunque acaso por algunos deseada secretamente. La consulta a los británicos por el conducto lateral de la embajada helvética en un tema que el artículo 24 del decreto ley 1.585/58 sitúa inequívocamente en el nivel de las relaciones diplomáticas, importó en verdad una suerte de restablecimiento implícito y subrepticio de esas relaciones diplomáticas, a espaldas de la opinión pública y de los controles institucionales inherentes a la publicidad de los actos de gobierno. 

Fue así como los sobrevivientes y los parientes de los muertos vieron obstruida la posibilidad de demandar por daños y perjuicios al Reino Unido ante los tribunales previstos por el antiguo artículo 100 de la Constitución. Fue así también como se vieron precisados a dirigir la demanda contra el Estado nacional que, bajo esa Administración, les impedía el acceso a la justicia, privándolos de tener su "day in court", núcleo esencial del tan manido - y por eso tal vez tan ajado- "due process of law". 

Luego, en la declaración de Madrid del 19 de Octubre de 1989, durante el gobierno Menen, a través de una delegación presidida por el embajador Lucio García del Solar, se subrayó esa misma política al establecer en forma conjunta con los británicos: "Los dos gobiernos tomaron nota de que todas las hostilidades entre ellos habían cesado. Ambos gobiernos se comprometieron a no efectuar reclamaciones contra el otro, ni contra los ciudadanos del otro, en relación con las pérdidas o daños ocasionados por las hostilidades y por cualquier otra acción en y alrededor de las Islas Malvinas, Georgias del Sud y Sandwich del Sur con anterioridad a 1989". 

La impunidad de crímenes de guerra, como el hundimiento del crucero Belgrano, quería procurar así su consolidación definitiva. 

3. Seres Humanos y No Semovientes 

En tercer lugar, antes que allanarse a los juicios o buscar una rápida transacción, las ramas de la administración central que contestaron las numerosas demandas, opusieron la excepción de prescripción. Argüían que la acción para demandar indemnizaciones estaba extinguida por el transcurso de los dos años del término previsto en el artículo 4037 del Código Civil, relativa a las acciones por responsabilidad civil extracontractual. Dicho de otro modo, sostenían que habiendo pasado más de dos años entre la guerra de las Malvinas y el inicio de las demandas por indemnización del daño sufrido, esa disposición del Código Civil les permitía ignorar el reclamo porque el derecho para demandar estaba extinguido. 

Ahora bien, ninguna de las víctimas inició nada parecido a una "acción por responsabilidad civil extracontractual". Por el contrario, muy palmariamente, demandaban al Estado por el incumplimiento de obligaciones a su cargo en la relación bilateral de derecho administrativo que une a los agentes estatales prestadores del servicio público de defensa con la administración central del Poder Ejecutivo. 

Admitir la noción de un responsabilidad extracontractual del Estado respecto del soldado conscripto importa sostener que antes del daño sufrido no existía entre uno y otro relación jurídica alguna, o bien que esa relación jurídica no era bilateral. 

Lo primero es absurdo por cuanto el conscripto es tal en mérito a una relación de derecho público con sustento en el artículo 21 de la Constitución que explícitamente la caracteriza como "servicio". Estamos pues en presencia de un prestador de servicio y de un prestatario de servicio. 

Lo segundo supondría considerar la relación jurídica entre el Estado y el conscripto como una relación unilateral, en la que solo el Estado tiene derechos y ninguna obligación correlativa a los derechos, supuestamente inexistentes, del conscripto. Se trataría así de una relación como las que se tienen con las cosas. Así el ciudadano argentino, por el hecho de la conscripción, se transformaría en un semoviente, o en un esclavo de aquellos del más primitivo Derecho Romano. 

Es bien obvio el despropósito de tales posturas, aunque a veces algunas conductas prácticas en el marco de esta relación de servicio suelen a veces evocar tamaño dislate, como ocurrió en el penoso episodio del llamado caso Carrasco. 

La sola circunstancia de ser este un servicio gratuito ni le quita bilateralidad ni suprime el hecho de ser una relación compleja en que ambas partes tienen muy precisos derechos y obligaciones. 

Desde que el conscripto no es ni un semoviente ni un esclavo, resulta claro que se trata de una persona humana, és sujeto de todos los derechos otorgados por la constitución y las leyes, y especialmente por la convención universal de los derechos humanos y por la correspondiente convención en el marco regional. Sujeto de derechos y obligaciones es impensable que pueda entrar con el Estado en un vínculo unilateral que lo reduzca a no más que una cosa semoviente, es decir un animal. 

Si bien al conscripto no se le paga un sueldo, el Estado tiene a su respecto, entre otras, éstas muy evidentes obligaciones: (a) la de alimentarlo; (b) la de vestirlo y proporcionarle equipo para la instrucción y para el combate conforme a las condiciones peculiares de este; (c) la de instruirlo adecuadamente para la defensa de la patria; (d) la de preservar su salud; (e) la de poner en riesgo su vida y su integridad física y psicológica solo en situaciones estrictamente necesarias que, por un lado, sean de evidente legítima defensa de la patria, y por otro, excluyan claramente la torpeza, la irrazonabilidad, la imprudencia y sobre todo la ilegitimidad que tiñe todo el obrar de los gobiernos usurpatorios. 

El último punto excluye, claro esta, conflictos bélicos que carezcan de legitimidad constitucional, es decir que no hayan sido autorizados por el Congreso según el inciso 21 del artículo 67, del antiguo texto constitucional. 

La norma del artículo 4037 del Código Civil, que establece esa brevísima prescripción de dos años, no debía aplicarse en estos juicios, por la simple y obvia razón de no haber los ex combatientes, y deudos de los muertos, iniciado nada semejante a una "acción por responsabilidad civil extracontractual". Habían iniciado, en cambio, una acción de reparación de daños ocasionados por el incumplimiento de una obligación de hacer inherente a un vínculo bilateral, una acción de daños y perjuicios que tiene su causa eficiente y generadora en un acto jurídico bilateral y en el incumplimiento que se atribuye al Estado de obligaciones contraídas. Lo cual aparejaba un término de diez años y no de dos años para que se extinguiera el derecho a demandar. 

La responsabilidad extracontractual es, por definición, aquella que surge cuando entran en conflicto personas que no estaban previamente unidas por ningún vínculo específico, el transeúnte atropellado por un vehículo de transporte colectivo, por ejemplo; es decir, cuando entran en conflicto personas que eran, hasta ese momento, recíprocamente, terceros el uno para con el otro. 

En estas condiciones, el daño sufrido por uno de los dos terceros genera una responsabilidad civil extracontractual, lo cual puede ocurrirle a la propia Administración, cuando un vehículo estatal, por ejemplo, embiste a un peatón. Adviértase cuan diferente es la situación de los agentes estatales prestadores del servicio público de defensa mentado por el artículo 21 de la constitución. 

Estos no son terceros respecto de la Administración central; son todo lo contrario de terceros; son segundos, en el claro sentido de estar unidos por una manifiesta relación bilateral que, según ya se dijo, como toda relación bilateral, engendra derechos y obligaciones recíprocas. Entre estas últimas, la muy evidente, de parte de la Administración central, de no poner imprudentemente en riesgo la vida de los referidos agentes prestadores del servicio del defensa ni empeñar sus servicios sino en situaciones de estricta necesidad y solo en conflictos con indubitable legitimidad constitucional. 

Las demandas procurando cobrar indemnizaciones iniciadas por las víctimas de Malvinas y por sus derecho-habientes corresponde a lo que la Suprema Corte había llamado, en prestigiosos y antiguos precedentes, en el caso "Daher" (Fallos,207-333) una "acción por reparación de los danos ocasionados...por el incumplimiento de una obligación de hacer que es ajena al régimen de los hechos ilícitos"; o si se prefiere, también en palabras del máximo tribunal, escritas en el caso "Metalmecánica" (ED 71- 463), "una acción de daños y perjuicios que tiene su causa eficiente y generadora en un acto jurídico bilateral y en el incumplimiento que se atribuye al Estado de obligaciones contraídas". 

Imaginar, como lo sugiere la interposición de la prescripción de dos años que el Estado no tiene obligación alguna respecto de los prestadores del servicio de defensa, supondría, como se señaló antes, o ignorar la existencia del servicio proclamado por el artículo 21 de la constitución, o bien colocar a los ciudadanos conscriptos en una posición de cosas semovientes, es decir animales. 

Más allá del importante desvío conceptual, tal interposición de la prescripción de dos años predica una gran falta de vocación ética y justiciera, y aun diría de elegancia moral, por parte de los administradores responsables; y sobre todo un profundo desprecio por los desdichados combatientes de Malvinas y sus afligidas familias: "Vos exhonorastis pauperem", han deshonrado a los pobres. 

Muy justificadas son, pues, las reservas de uno de los miembros de la Corte Suprema, al votar con fundamentos propios, en una causa de 1995. Correspondía ciertamente que se destacara la existencia de situaciones en las cuales la invocación de la prescripción "exige una meditada ponderación por quien la opone, cuyo ejercicio debe conducir a una prudente valoración de las circunstancias ante las cuales se hace valer, las que en algunas ocasiones exigen recordar valores que no se halla presentes en todas las contiendas judiciales". Porque las especiales circunstancias de los litigios en que se reclama por daños sufridos en la Guerra de las Malvinas "autorizan a sostener que ese tipo de consideraciones pudieron, tal vez, mover al Estado Nacional a adoptar en el sub examine otra línea de defensa". No mucho mas puede decir un juez de última instancia - particularmente tratándose como en el caso de un magistrado notoriamente "amigo" del gobierno- para reconvenir a otro Poder del Estado por la mezquindad y sordidez con que el Ministerio de Defensa y sus comandos subordinados han tratado procesalmente a los soldados y a los derecho habientes de los muertos en la guerra de 1982. 

4. El caso "Gunther" 

A los efectos del resarcimiento, resulta un bizantinismo debatir sobre la cual sea la nominación jurídica de la relación de los diversos prestadores del servicio de defensa -conscriptos, por un lado, suboficiales y oficiales por otro- con el Estado prestatario; si es un vínculo que cabe calificar como contrato de derecho público, o una relación cuasi-contractual o una función pública o un servicio público. Lo que no puede discutirse es que se trata de una relación bilateral que aleja definitivamente la noción de extracontractualidad, porque ésta excluye precisamente el elemento bilateral previo a la ocurrencia del daño resarcible. 

Además de la privación del derecho a la jurisdicción contra el Reino Unido, esto es la imposibilidad de demandar a los británicos, los ex combatientes y los deudos de los muertos en la guerra fueron inducidos a accionar ante los tribunales contra el Estado nacional por una doctrina de la Suprema Corte, en el caso "Gunther" del 5 de Agosto de 1986. Conforme a ella los daños sufridos en los actos de servicio deben ser indemnizados. Dijo allí el tribunal: "..aun cuando el conscripto se encuentra en una relación de derecho público administrativo con el Estado, tal circunstancia no invalida el funcionamiento de las reglas propias de la responsabilidad extracontractual". 

Sería una falacia como lo ha pretendido el Estado demandado en algunos juicios, sostener que es extracontractual la obligación que la Corte afirma que le cabe al Estado en estos casos. Muy por el contrario, afirma la existencia de "una relación de derecho público administrativo con el Estado", ergo una relación bilateral. Lo que si dice es que esta relación bilateral -y en consecuencia no extracontractual- no es óbice para que analógicamente funcionen las reglas resarcitorias de la responsabilidad extracontractual. El adjetivo "propias" esta denotando el alcance analógico con que unas reglas, que siendo "propias" de una institución determinada, se aplican a otra a la que no le son "propias". 

Lo que la Corte claramente dice es que aun cuando la relación sea bilateral y de derecho público - de consiguiente, no extracontractual- ello no impide que funcionen -por aplicación analógica- en el marco del derecho administrativo bilateral unas reglas que el legislador concibió en su origen para la relación civil entre terceros. 

Esta aplicación analógica, de unas reglas del derecho civil entre terceros, a una relación bilateral de derecho administrativo, de ningún modo convierte a la acción reparatoria del daño sufrido en la prestación del servicio, en una acción por responsabilidad civil extracontractual, desde que la acción no concierne al marco de lo civil extracontractual, sino de lo administrativo y bilateral. 

La sentencia del caso "Gunther" no deja lugar a dudas. En efecto, en el considerando 14, dice el Tribunal: "La responsabilidad que fijan los artículos 1109 y 1113 del Código Civil sólo consagra el principio general establecido en el artículo 19 de la Constitución nacional que prohíbe a 'los hombres' perjudicar el derecho de terceros. El principio del ALTERE NON LAEDERE, entrañablemente vinculado a la idea de reparación, tiene, raíz constitucional y la reglamentación que hace el Código Civil en cuanto a las personas y las responsabilidades consecuentes no las arraiga con carácter exclusivo y excluyente el derecho privado, sino que expresan un principio general que regula cualquier disciplina jurídica". 

5. El Pacto de San José de Costa Rica 

Parece claro, entonces, que además de las acciones resarcitorias de derecho privado - que no son ni exclusivas ni excluyentes, según palabras del tribunal- hay acciones resacitorias no civiles, inherentes a cualquier otra rama del derecho diferente del privado. Y esto así porque el principio ALTERE NON LAEDERE está entrañablemente unido a la idea de reparación, y es en él y en el derecho constitucional (artículo 19), y en el derecho internacional, que estas acciones pueden tener fundamento, con prescindencia de la reglamentación que el código civil haga, para las relaciones de derecho privado y solo para ellas, de aquel principio fundamental que largamente lo precede y excede. 

Hay pues un derecho resarcitorio - entrañablemente suscitado por el principio ALTERE NON LAEDERE- que precede en tiempo y en prioridad normativa al derecho civil y que asimismo lo excede y ocupa otras reas del derecho, muy especialmente el de la protección de las personas contra ilícitos estatales, procedan estos ya del propio Estado nacional, ya de Estados extranjeros. 

Muestras evidentes de estas acciones resacitorias de derecho público son las sustentadas en normas de origen internacional, consuetudinarias o convencionales, que protegen a las personas contra esos perjuicios de origen público. Son regímenes que contienen fuera del derecho civil, el principio ALTERE NON LAEDERE, e implícita o explícitamente suponen esa reparación que le est "entrañablemente" asociada. 

En el caso de la Convención Americana de Derechos Humanos el resarcimiento, bajo la forma de "pago de una justa indemnización" está abiertamente mentado por el artículo 63, apartado primero. De este modo, ha seguido y ampliado el ejemplo dado por el art.50 de la convención europea de la misma materia: "Si la decisión de la Cour declare qu'une decisión prise ou une mésure ordonnée par une autorité judiciaire ou toute autre autorité d'une Partie Contractante se trouve entierement ou partiellement en opposition avec des obligations découlant de la présénte Convention, et si le droit interne de ladite Partie ne permet qu'imperfaitement d'effacer les consequences de cette décision ou de cette mésure, la decision de la Cour accorde, s'il y a lieu, a la partie lesée une satisfaction equitable". 

Ahora bien, en el derecho público, a diferencia del derecho civil, no hay limitación temporal alguna para el ejercicio de estos derechos reparatorios peticionados por el principio que veda ocasionar perjuicio. Más aún, después de la segunda guerra mundial, la tendencia ha sido, claramente, la de subrayar de un modo ostensible la oposición a tales limites temporales; ya sea afirmando en las convenciones la imprescriptibilidad, ya sea omitiendo toda limitación temporal para el ejercicio de las acciones, ya sea ignorando en la práctica internacional o regional las prescripciones liberatorias instituidas por un Estado en particular. 

Nuestro país se ha sumado notoriamente a esa tendencia en la reciente reforma constitucional. El nuevo artículo 36 ha sancionado la imprescriptibilidad de las acciones que persiguen la reparación de los daños causados por los actos de usurpación de las funciones de los órganos constitucionales. 

No parece pues que pueda tener ningún sentido extrapolar gratuitamente - sin fundamento normativo específico- a éste ámbito de las acciones por resarcimiento de derecho público, o resarcimiento por daños causados por los Estados a las personas, el r‚gimen que el Código Civil establece para la prescripción de las acciones en particular, y cuyo campo de aplicación no puede ser otro que el de las relaciones de derecho privado. Esas acciones son las que surgen de los derechos concedidos por ese código a lo largo de sus cuatro libros, y ahora estamos en presencia de otro tipo de resarcimiento, sustentado por otro tipo de normas. Sería arbitrario, y contrario a la prioridad axiológica del derecho a la jurisdicción, que ostenta clara eminencia sobre las limitaciones temporales a ese derecho fundamental. Por eso, como es consabido, siempre la prescripción liberatoria, manifestación de los límites temporales para demandar, ha sido objeto interpretación restrictiva. 

En todo caso, es definitivamente obvio que estas acciones resarcitorias fundadas en normas de derecho público que protegen a las personas contra los daños causados por los Estados, no constituyen en modo alguno esa "acción por responsabilidad civil extracontractual" del artículo 4037 del código civil. Tampoco parece que puedan ser vinculadas por ningún tipo de analogía, desde que la creación, normativamente infundada, de una limitación temporal traicionaría el derecho a la jurisdicción, principio constitucional (artículo 18) rector en la materia que nos ocupa y respecto del cual la prescripción liberatoria es una excepción restrictiva, inadmisible cuando no aparece como una muy explícita, precisa y justificada exigencia del legislador. Reflejo de esa evidente desnivel axiológico es la diferente jerarquía de ambos: constitucional (artículo 18) el derecho a la jurisdicción, y meramente legislativo el de la prescripción liberatoria. 

6. La guerra y la usurpación política de 1976. 

Ha dicho la Corte Suprema en ese "leading case" de agosto de 1986 que la responsabilidad del Estado no se recluye en el círculo de su actividad ilegítima, sino que alcanza a los daños derivados de su actividad legítima. El acto legítimo de exigir una obligación militar no redime a la Administración de reparar el perjuicio sufrido por una persona en acto de servicio, y ello porque el deber de asumir dicho acto impide que, si quien lo cumple sufre daños, tenga que soportar individualmente las consecuencias dañinas. Al contrario, ese daño debe ser compensado en virtud de la igualdad constitucional ante las cargas públicas, para que una persona no soporte con más sufrimiento que el resto, tales cargas en beneficio de los demás. 

En el curso de esa actividad legítima del Estado, consistente en requerir de sus ciudadanos el "servicio" de defensa, previsto en el artículo 21 de la Constitución, nacen, como antes se dijo e insistió, derechos y obligaciones recíprocas, lo cual es inherente a todo vínculo bilateral. Una de las que compete al estado corresponde obviamente al deber de no utilizar al agente estatal en "servicio" de defensa sino en conflictos que tengan legitimidad constitucional (artículo 67, inciso 21 del antiguo texto) y al deber de previsión para que aquel no sufra ningún daño que la prudencia torne evitable. 

No es dudoso que la Administración de la dictadura militar en 1982 incurrió, muy manifiestamente, en incumplimiento de esas obligaciones inherentes al vínculo bilateral. 

Por un lado, tratándose de tenedores delictuales del poder político, es decir habiendo accedido al gobierno por la comisión del delito de rebelión, era obvio que, cancelada la existencia del Congreso por la propia decisión de esos tenedores delictuales del poder político, no podían crear un conflicto bélico con regularidad constitucional, lo cual les impedía actuar como lo hicieron. 

Por otra parte, la guerra fue llevada a cabo con torpeza y desmaño tales que sus responsables terminaron siendo condenados por esos actos en sede penal, según sentencias que se encuentran firmes, aunque los delincuentes fueron luego indultados por el gobierno Menem. 

Parte de esos torpeza y desmaño, ejercidos en nivel delictual, consistieron en obrar con imprudencia gravísima que llevó a la muerte a centenares de personas y produjo daños irreparables en otros miles. 

Uno de los elementos centrales de esa imprudencia radicó en la no percepción por parte de los usurpadores militares del poder político y sus colaboracionistas civiles, de lo que era obvio para cualquier persona medianamente enterada de la historia contemporánea y de las relaciones internacionales durante el presente siglo. 

Se trata del hecho notorio, miles de veces repetidos en toda suerte de publicaciones, sobre todo en el mundo anglosajón y por los propios protagonistas, de profesar y mantener el Reino Unido y los Estados Unidos, un vínculo especial, excepcional, privilegiado, de alianza política, económico, militar y de información militar - con profundas raíces en lo cultural y en lo histórico- superior a cualquier otro, incluso al que los une a los otros países de Europa Occidental en el marco del Tratado del Atlántico Norte (OTAN), el máximo sistema defensivo en que participan ambos países, como potencia rectora uno, como el aliado más complaciente el otro. 

Esa vinculación privilegiada y excepcional se refuerza intensamente cuando ambos Estados se hayan bajo la influencia dominante de los grupos conservadores, como ocurría con el gobierno Tatcher y la administración Reagan, circunstancia también notoria para el menos prevenido de los ciudadanos que simplemente lee sobre la actualidad internacional. 

De esa relación tan peculiar deriva la existencia de una suerte de unión simbiótica entre los sistemas militares de ambas potencias, lo cual muy específicamente comprende y se centraliza en una identificación casi integral de los servicios de información e "inteligencia" militar.(45) 

No haber previsto que producir un "casus belli" con el Reino Unido, implicaba casi necesariamente provocar como enemigo implícito y encubierto a la potencia militar mayor del planeta, constituyó una caso límite de torpeza, lindante con aquella imbecilidad que mentaba el antiguo artículo 141 del Código Civil. 

Esto era evidente, fue siempre evidente, excepto para la inobservante, tal vez por intoxicada, administración militar de 1982. Y ahora es certeza rigurosa después de múltiples declaraciones, como, entre otros muchos ejemplos, las del entonces Secretario de Marina de los Estados Unidos, John Lehman, hechas a la BBC y anticipadas por The Observer del 29 de Mayo de l988, segun las cuales "sin la asistencia militar norteamericana, Gran Bretaña no hubiera podido conquistar las islas Malvinas en 1982", agregando: "Los abastecimientos norteamericanos durante la guerra incluyeron 200 misiles antiaéreos Sidewinder, 8 sistemas antiaéreos Stinger, misiles navales Arpoon, granadas de mortero de gran potencia, datos de inteligencia vía satélite, instalaciones de comunicaciones y el uso de la base aérea de los Estados Unidos en la Isla Ascensión".(46) 

Como se ve, aquel vínculo simbiótico entre los sistemas militares y de "inteligencia" militar entre esos dos países, y su capacidad para desplazar cualquier otra relación bilateral o multilateral- particularmente la del llamado TIAR que al lado de aquella otra no alcanza a constituir mucho más que un "practical joke"-, se exhibió en la guerra de Malvinas con unas crudeza y crueldad de las que muchos de las víctimas que han demandado al Estado son testigos trágicos y directos. 

Acciones hay, como la del hundimiento del crucero Belgrano, que se debieron directa e inmediatamente a la guía e información por satélite de los Estados Unidos a sus aliados británicos. El diputado laborista Tom Dalyell afirmó en abril de 1985 textualmente: "..los americanos tenían un satélite en la órbita polar que interceptaba todas las comunicaciones argentinas. Por supuesto que las pasaban a la flota británica.." (47). Y el intoxicado gobierno argentino conversaba con el de Reagan, y se dejaba influir por éste, como si se tratara de un neutral... 

No haber percibido esto antes del 2 de Abril de 1993, no haberse informado de algo tan obvio como aquella alianza privilegiada y sus consecuencias de intensa cooperación militar en caso de conflicto, constituye un supuesto caso casi límite - rayano en la imbecilidad- de conducta culposa en el sentido de haber omitido aquellas diligencias que exigía la naturaleza de la obligación de no arriesgar innecesariamente la vida de los prestadores del servicio de defensa en una acción notoriamente condenada al conocido resultado autodestructivo. 

7. De nuevo, contra el Reino Unido. 

Conforme a la reciente ley 24.488 los Estados extranjeros no pueden ahora invocar la inmunidad de jurisdicción cuando fueren demandados por daños y perjuicios derivados de delitos o cuasi delitos cometidos en el territorio nacional (art.2, inc.3). Asimismo, el veto parcial del Poder Ejecutivo del art.3 de la ley referida, ha determinado la afirmación de la jurisdicción nacional en los casos en el que el Estado extranjero sea demandado mediante la invocación de una violación al derecho internacional y de los derechos humanos (Anales de Legislación Argentina, Boletín Informativo, Ano 1995, Nro.20, pag.3). 

Es de esperar que no se renueven ahora los subterfugios que antes permitieron defender a los británicos - con tan obsecuente premura, sin que estos hubieran tenido tiempo de pedirlo- mediante la concesión de una inmunidad de jurisdicción que palmariamente no les correspondía; que no se renueven las complacencias jurisdiccionales que hicieron posible esos subterfugios. Aunque es difícil se optimista. 

Mediante ésta modificación les cabe ahora, en el caso de muchas de las víctimas, como es el de los náufragos y parientes de los muertos en el hundimiento del crucero Belgrano, demandar, algunos de ellos de nuevo, al gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte. 

Pueden ahora pues perseguir la reparación integral del daño causado por este Estado extranjero mediante la conducta ilícita de haber hundido el viejo e irrelevante navío, en la aciaga jornada del 2 de mayo de 1982, en aguas territoriales argentinas y fuera de la zona de exclusión establecida unilateralmente por aquel beligerante. 

Aquí tampoco la demanda nada tendrá en común con el ejercicio de lo que el artículo 4037 del código civil denomina "acción por responsabilidad civil extracontractual". Podrán ejercer sí una acción por responsabilidad extracontractual pero no de carácter civil sino fundada en la violación por la demandada de normas de carácter constitucional y de derecho internacional consuetudinario y convencional, obviamente extrañas al derecho privado y al radio de actividad de las prescripciones regladas por aquel código. 

Estas demandas, según se dijo antes debieran fundarse en el principio ALTERE NON LAEDERE, en el derecho constitucional, en el derecho internacional consuetudinario y convencional, en la declaración universal de los derechos humanos y en la convención americana de los mismos derechos, disciplinas jurídicas todas que han receptado el principio ALTERE NON LAEDERE, "entrañablemente vinculado a la idea de reparación". 

No parece inoportuno que los actores citen al Estado nacional como tercero interesado. Desde que jefe de la Administración iniciada en 1989, responsable de la conducción de la política externa del Estado, ha manifestado con reiteración y con su habitual facundia, que considera a la ex primer ministro, del Estado a demandar, Margaret Thatcher, un criminal de guerra por el hundimiento del crucero Belgrano, susceptible de ser enjuiciada como tal ante un tribunal específico. No cabe duda pues que el Poder Ejecutivo tuvo y tiene - aunque la inmutabilidad de las convicciones presidenciales es harina de otro costal- convicción formada sobre la responsabilidad extracontractual y de derecho público del Estado referido y que asimismo tiene por eso un interés jurídico claramente conexo con esos eventuales litigios. 

Esas demandas se fundarán seguramente en los hechos, que aun desde la propia óptica de funcionarios del Ministerio de Defensa británico, presentaban un perfil de nítida inexcusabilidad. Veáse si no: "...En sus partes al Almirantazgo, el CONQUEROR demostraba que el BELGRANO era cada vez menos una amenaza. Había invertido su rumbo y se alejaba cada vez más de las TASK FORCE. Mantenía su rumbo sin alteraciones sospechosas. No zigzagueaba. Desarrollaba poca o ninguna actividad submarina. Se mantenía fuera de la zona de exclusión. El mismo teniente Sethia - del CONQUEROR- admitió que el viejo barco no representaba peligro alguno. Ante esta situación, el comandante del CONQUEROR (esto es clave) pregunto al Almirantazgo: "Dada esta nueva información, realmente quieren hundir esa nave?" Pero no hubo revisión de la orden". "...Margaret Thatcher insistió por años en decir que el General Belgrano navegaba rumbo a las Malvinas cuando fue atacado. No es cierto: NAVEGABA RUMBO A LA COSTA ARGENTINA DESDE HACIA HORAS Y ESTABA APENAS A 100 MILLAS DE ESA COSTA ARGENTINA CUANDO LO ALCANZARON LOS TRES TORPEDOS".(48) 

Como es notorio, la decisión de hundir al Belgrano no tuvo ninguna justificación bélica sino que respondió a la intención británica de radicalizar el conflicto e impedir los progresos del plan de paz que en ese momento articulaba el Presidente Belaúnde del Perú, plan contrario a la REAL POLITIK que ejercitaba la mentada Margaret Thatcher. Constituyó no solo un ilícito bélico, sino también un ilícito contra la paz. 

Estos hechos suscitan un derecho que es bien conocido. Desde los grandes maestros españoles del Derecho Natural hasta nuestros días, se sostiene universalmente que aun en la hipótesis de la guerra legítima y defensiva, el daño al enemigo no debe exceder una cierta proporcionalidad y una cierta funcionalidad bélica. 

Decía al respecto el insigne Francisco de Vitoria: "Si, pues, para lograr la victoria final de la guerra, representa poco atacar una fortaleza o una ciudad en que hay guarnición enemiga y se hallan muchos inocentes, no parece lícito que para combatir a unos pocos culpables se pueda matar a muchos inocentes incendiando o empleando máquinas o cualesquiera otras armas por las que indistintamente son aniquilados inocentes y culpables". 

Y poco después, respecto de las facultades del beligerante legítimo: "Pero estos derechos no hay que llevarlos más allá de lo que exija la necesidad de la guerra y de lo que otorgue la costumbre a los beligerantes". Y Vitoria dice enseguida: "...evitando toda atrocidad y toda inhumanidad". Y percibiendo que los pobres soldados y suboficiales son meros instrumentos de los que decidieron la guerra, se debe obrar causando: "...menor daño y perjuicio a la nación agresora; sin perjuicio de castigar debidamente a los culpables. Mayormente que las más veces, entre los cristianos, toda culpa es de los príncipes. Porque los súbditos pelean de buena fe por sus príncipes. Y es una INIQUIDAD que, como el poeta dice 'paguen los aqueos los delirios de sus reyes'"(49). 

Enseñanza semejante se encuentra en el célebre Francisco Suárez S.J., en cuyo tratado DE TRIPLICE VIRTUTE THEOLOGICA, FIDE, SPES ET CHARITATE, se encuentra la DISPUTATIO XIII, titulada DE BELLO, en cuya sección VII se leen textos análogos (50) Reglas semejantes se encuentran, mas tarde en la obra también clásica de Hugo Grocio, DE IURE BELLI AC PACIS, en la cual el principio legitimador es la "necesidad de la guerra", lo cual torna injusto cualquier acto que vaya más allá de este criterio de funcionalidad, cualquier acto que implique medios exorbitantes a los fines bélicos, como claramente fue el hundimiento de un viejo barco que huía hacia la costa patagónica sustrayéndose muy deliberadamente a cualquier confrontación con los adversarios. Esto esta claramente dicho en el capitulo I, del libro III de esta obra, lugar en el que sugestivamente se encuentran dos de las muy pocas citas que Grocio hace de Vitoria, que lo precedió casi un siglo, precedencia ésta que subraya la notable significación cultural de la Escuela Española de Derecho Natural. 

Aparece así un marco definido de ilicitud. Los británicos fijaron unilateralmente el ámbito de sus NECESIDADES bélicas de carácter naval. Establecieron para ello una zona de exclusión en la que pretendían impedir el ingreso y las operaciones de los navíos extraños a sus intereses. De tal modo, quedó así definido - por ella misma y de consiguiente con toda la holgura, ventaja y amplitud inherentes a un planeamiento bélico- el espacio donde su obrar naval y militar respondía a lo que entendí eran sus NECESIDADES operativas. Esto equivale a una confesión acerca de qué era NECESARIO y qué no era NECESARIO desde el punto de sus propios intereses navales y militares. Se ve así que el hundimiento aleve de un antiguo barco de nula significación ofensiva en aguas claramente lejanas de aquella zona de exclusión, y dentro de las 200 millas del mar territorial argentino, manifiesta en toda su inequívoca e intergiversable realidad la violación injustificada del principio ALTERE NON LAEDERE, por parte de ese beligerante, lo cual apareja la obligación de reparar el mal causado. 

Tiene sentido referirse a la posición de las víctimas . Ya se vio recién cómo Francisco de Vitoria sitúa a los súbditos, entre los inocentes de la guerra, porque "pelean de buena fe por sus príncipes" y en referencia homérica presenta como INICUO que los "aqueos paguen por el delirio de sus reyes". 

No ignoramos por cierto quienes son, MUTATIS MUTANDI, los aqueos y quienes los reyes delirantes en el contexto de 1982. La posición de las víctimas, sin embargo, no es la del soldado voluntario que peleaba por su príncipe en el siglo XVII, en el cual pensaba el buen P. Vitoria. Es peor y en consecuencia más digna de tutela jurídica. La gran mayoría de las víctimas no fueron soldados voluntarios sino conscriptos, forzados por la ley a prestar el servicio militar obligatorio. No eligieron ni el servicio, ni la fuerza en la que debían servir, y mucho menos la guerra ni el teatro fatídico de operaciones en el que iban a encontrar la muerte o sufrir el daño moral inenarrable y las onerosísimas secuelas psicológicas y aun meramente humanas del naufragio en las aguas procelosos y heladas del Atlántico Sud en el, ya allí, invernal mes de mayo. Doblemente inocente, pues, las víctimas de la violación del mandamiento ALTERE NON LAEDERE, doblemente inocentes estos "aqueos" pagadores del intoxicado delirio de sus "reyes". 

El daño moral -el daño moral y la pérdida del valor vida para los derecho habientes-, sufridos por los eventuales actores es verdaderamente indescriptible y su reparación debiera exceder las más altas que conoce la jurisprudencia de los tribunales argentinos por esos conceptos. A la excepcionalidad del evento dañoso -en términos de historia militar, el peor desastre naval que puedan recordar los argentinos-, debiera seguirle coherentemente una indemnización condignamente excepcional. El evento dañoso sólo admite comparación en su dimensión, y por eso en su perfil cuantitativo resarcitorio, con las grandes calamidades contemporáneas: la tragedia de Bhopal (1984) causada por la Union Carbide, en la India, el incendio del Hotel Dupont Plaza, en San Juan de Puerto Rico, o el naufragio del trasbordador británico Herald Free Enterprise, o la explosión de la plataforma petrolera Piper Alpha en el mar del Norte. A las cifras de esas indemnizaciones, o de las transacciones pertinentes, pagadas por las empresas responsables o por los aseguradores respectivos, debieran remitirse como guía los juzgadores de estos eventuales pleitos para ser fieles a la especialidad del daño sufrido por esas víctimas. 

8. La Desaparición Forzada de Personas y los Muertos de la Guerra 

Más allá de la responsabilidad del Reino Unido se ha abierto hace poco un nueva posibilidad reparatoría para parte de las víctimas de la guerra. 

Padres y cónyuges de los muertos no han de quedar sometidas al desamparo en que se quiere sean dejadas por la prescripción bianual, ese mínimo realizador de valores de justicia en cuyo altar mezquino y hasta indecoroso dos poderes del Estado se empeñan con tanto afán en sacrificar situaciones que, como dice un ministro de la Corte Suprema, debieron mover a la Administración a adoptar otra línea de defensa. 

La ley 24.411 contiene un art.2 en el que se iguala a la situación de los derecho habientes de los desaparecidos, en cuanto al beneficio que recibirán - la remuneración mensual de los agentes Nivel A del escalafón para el personal civil de la administración multiplicado por el coeficiente 100- a "toda persona que hubiese fallecido como consecuencia del accionar de las fuerzas armadas, de seguridad, o de cualquier grupo paramilitar con anterioridad al 10-12-83". 

No parece dudoso que los derecho-habientes de los muertos de la guerra son alcanzados por esta norma ampliamente abarcadora. Son esos muertos personas que han fallecido "como consecuencia del accionar de las fuerzas armadas". Nada más inequívoco accionar de las fuerzas armadas que el de la guerra. Nada más claro que esas muertes fueron consecuencia de ese accionar. 

Se podrá objetar que la RATIO LEGIS de la ley 24.411 es muy manifiestamente la de amparar a las familias víctimas de la técnica siniestra de la desaparición forzada de personas. No hay duda alguna que ese es el noble objeto central y principal de ese texto aprobado a fines de 1994. Lo cual no empece a que haya en el también un cometido secundario, accesorio y lateral, cual es el de beneficiar a todos los causa-habientes de muertos "como consecuencia del accionar de las fuerzas armadas". El legislador parece haber advertido, correctamente, que los daños producidos por las fuerzas armadas exceden el grave capítulo de la desaparición forzada de personas. 

El artículo primero consagra el beneficio en relación a las víctimas de la desaparición forzada de personas. El artículo segundo extiende este beneficio a "toda personas que hubiese fallecido como consecuencia del accionar de las fuerzas armadas". Es claro que se trata de dos tipos diferentes de beneficiarios. Si hubiera uno solo - las víctimas de la desaparición forzada de personas- no tendría sentido agregar un segundo artículo que objetivamente amplía el ámbito personal de aplicación de los fines reparatorios de la ley. Si tanto una norma como la otra se refirieran a las mismas personas -las víctimas de la desaparición forzada de personas- estaríamos en presencia del absurdo de una ley que en una primera disposición dice una cosa y en una segunda disposición dice exactamente la misma cosa. Si se agregó un artículo segundo relativo a quienes alcanza el beneficio, es porque este precepto comprende a otro tipo de personas diferente de los mentados en el artículo inicial. No esta supuesto, en modo alguno, que las leyes practiquen sin más la redundancia y la repetición. Si a una disposición se agrega otra, es porque a la primera se le añade alguna substancia que no estaba contenida en aquella inicial. 

Por otra parte, ese artículo segundo crea un genero, "toda personas fallecida como consecuencia del accionar de las fuerzas armadas". Pretender que ese genero debe quedar reducido a este otro, "toda personas fallecida como consecuencia del accionar de las fuerzas armadas MEDIANTE LA TECNICA DE LA DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS" es poner en la norma lo que el legislador no ha querido colocar en ella. El artículo segundo no distingue entre muertos por un tipo de accionar de las fuerzas armadas y otro tipo de accionar. Todo accionar de las fuerzas armadas, y no solo el de la desaparición forzada de personas, es acorralado por la norma. Resulta claro que estamos en presencia de esos casos en los que la vieja regla hermenéutica tiene plausible procedencia: "UBI LEX NON DISTINGUIT NEMO NOS DISTINGUERE DEBEMUS. 

Tampoco parece convincente el argumento según el cual la ley ampara a las familias de los muertos externos a las fuerzas armadas, a los causa-habientes de quienes estaban, para decirlo con una expresión coloquial, "en la vereda de enfrente" del obrar militar; y en consecuencia deja afuera a quienes participaban de los cuadros castrenses. Carece de asidero esta distinción y es incompatible con la finalidad central de la ley. Lo muestra decisivamente el que muchos desaparecidos lo fueron luego de haber ingresado a las fuerzas armadas con motivo del servicio militar obligatorio, reuniendo así la doble condición de soldados y de desaparecidos. No es el estar fuera o dentro de los cuadros castrenses lo relevante, sino el haber muerto por el accionar de las fuerzas armadas, lo cual abarca a unos y a otros. 

Así, pues, el Congreso en los últimos años ha abierto dos importantes vías de reparación para las víctimas de la guerra, el beneficio de la ley 24.411, por un lado, y la posibilidad, - esperemos que ahora sin sugestivos, o por lo menos dudosos auxilios hermenéuticos a los enemigos de 1982- de demandar al Reino Unido por ilícitos bélicos como el hundimiento del crucero Belgrano. Y tal vez por otros episodios, como algunos crímenes británicos contra nuestros soldados, investigados...(RISUM TENERE!)... por Scotland Yard, y frente a los cuales el desgano y la renuencia argentina a contribuir a su esclarecimiento es una de las vergüenzas de nuestro tiempo y se inscribe en el mismo cuadro de desprecio por los propios viudas y huérfanos que ha caracterizado esta penosa, larga e innoble post-guerra. 
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